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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Aburto Ochoa, Marcos

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Boeninger Kausel, Edgardo

--Bombal Otaegui, Carlos

--Canessa Robert, Julio

--Cantero Ojeda, Carlos

--Cariola Barroilhet, Marco

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Cordero Rusque, Fernando

--Espina Otero, Alberto

--Fernández Fernández, Sergio

--Flores Labra, Fernando

--Foxley Rioseco, Alejandro

--Frei Ruiz-Tagle, Carmen

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Horvath Kiss, Antonio

--Larraín Fernández, Hernán

--Martínez Busch, Jorge

--Matthei Fornet, Evelyn

--Moreno Rojas, Rafael

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Páez Verdugo, Sergio

--Parra Muñoz, Augusto

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Ríos Santander, Mario

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz De Giorgio, José

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Silva Cimma, Enrique

--Stange Oelckers, Rodolfo

--Vega Hidalgo, Ramón

--Viera-Gallo Quesney, José Antonio

--Zaldívar Larraín, Adolfo

--Zaldívar Larraín, Andrés

--Zurita Camps, Enrique

Concurrieron, además, los señores Ministros del Interior, de Defensa Nacional, de Hacienda subrogante, Secretario General de la Presidencia y de Minería, y los señores Subsecretario de Carabineros, Subsecretario de Minería y Coordinador de Políticas Económicas.

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 22 señores Senadores.

El señor ROMERO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.



--Véanse en los Anexos las actas aprobadas

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ROMERO (Presidente).- Las actas de las sesiones 50ª, ordinaria, en sus partes pública y secreta, y 51ª, ordinaria, en 10 y 11 de mayo del año en curso, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.
IV. CUENTA

El señor ROMERO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero retira la urgencia y la hace presente de nuevo, en el carácter de “suma”, respecto del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica los Códigos Procesal Penal y Penal en diversas materias relativas al funcionamiento de la reforma procesal penal (boletín Nº 3.465-07).



--Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Con el segundo hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, acerca del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un impuesto específico a la actividad minera (boletín Nº 3.772-08).



--Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.
Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República, por medio del cual comunica, por un lado, su ausencia del territorio nacional entre los días 13 y 16 de mayo en curso para dirigirse a la ciudad de Durham, Estados Unidos de América, con la finalidad de recibir un Doctorado Honoris Causa en la Universidad de Duke; y por otro, la subrogación, con el título de Vicepresidente de la República, por el Ministro titular de la Cartera del Interior, señor José Miguel Insulza Salinas.



--Se toma conocimiento.


Seis de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que dio su aprobación al informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto que modifica la ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial; el decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, y la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y faculta a los municipios para otorgar condonaciones que indica (con urgencia calificada de “suma”) (boletín Nº 2.892-06).



--Queda para tabla.


Con el segundo comunica que accedió a la solicitud de Su Excelencia el Presidente de la República en orden a retirar de tramitación los proyectos de acuerdo para la Promoción y Protección Recíproca de las Inversiones, y sus Protocolos, suscritos por la República de Chile con la República de El Líbano; con el Gobierno de la República de Indonesia; con la República Socialista de Vietnam; con el Gobierno de Nueva Zelandia; con la República de Turquía; con la República Dominicana; con la República de Túnez, y con la República de Sudáfrica (boletines Nos. 2.936-10, 2937-10, 2.956-10, 2.957-10, 2.958-10, 2.960-10, 2.961-10 y 2.965-10, respectivamente).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República y archivar el documento con sus antecedentes.


Con el tercero informa que aprobó el informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto que modifica la ley Nº 19.284 con el objeto de regular el uso de perros guías, de señal o de servicio por parte de las personas con discapacidad (boletín Nº 2.595-11).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar el proyecto a Su Excelencia el Presidente de la República.


Con el cuarto informa que otorgó su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que establece un sistema de atención a la niñez y adolescencia a través de la red de colaboradores del Servicio Nacional de Menores y su régimen de subvención (boletín Nº 2.391-18).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.


Con los dos últimos remite la nómina de los Honorables Diputados que integrarán las Comisiones de Reja y de Pórtico que recibirán a Su Excelencia el Presidente de la República el 21 del mes en curso, a las 10.



--Se toma conocimiento.


De la Excelentísima Corte Suprema, mediante el cual emite su parecer respecto del proyecto de ley que modifica el Código Civil en lo relativo a la exigencia de presentación de antecedentes para dar curso a la demanda de reclamación de maternidad o paternidad, y a la valoración de los medios de prueba sobre el particular (Boletín Nº 3.043-07).


--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


De la señora Contralora General de la República subrogante, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Espina, relativo a una investigación realizada en el Servicio Agrícola y Ganadero de la Novena Región.



Del señor Ministro de Educación, por medio del cual da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Honorable señor Muñoz Barra, sobre la factibilidad de destinar recursos del Fondo de Infraestructura Educacional a la reconstrucción de la escuela G-63, de Quilaco, comuna de Purén.



Dos del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Moreno, referido a la posibilidad de destinar recursos a la construcción de aceras en el camino que une las localidades de Las Garzas y Calleuque, en la comuna de Palmilla.



Con el segundo da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Stange, relativo a la situación de los operadores de transbordadores en el canal de Chacao.



Del señor Intendente de la Séptima Región, por medio del cual contesta un oficio dirigido en nombre del Senador señor Naranjo, sobre el estado actual del proyecto “Construcción de toldos para la feria libre en la comuna de Cauquenes”.



Del señor Director del Servicio de Salud Araucanía Sur, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable señor Espina, atinente a los motivos para declarar desierta la propuesta pública destinada a enajenar inmuebles pertenecientes a dicho Servicio.



Del señor Director del Servicio de Vivienda y Urbanización Metropolitano, por medio del cual contesta un oficio dirigido en nombre del Senador señor Horvath, sobre el proyecto denominado “Reparación y Conservación Eje Alameda”.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.
Comunicación



De la Comisión de Obras Públicas, por medio de la cual informa que, en sesión celebrada el 10 del mes en curso, acordó solicitar a la Sala modificar el trámite dado al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que dicta normas sobre compensaciones a los usuarios de servicios de distribución de agua potable en casos de interrupciones o suspensiones no autorizadas o no comunicadas previamente a ellos (correspondiente al boletín N° 2.357-09), en el sentido de que dicha iniciativa sea informada, no por aquel órgano, sino por la Comisión de Economía.



--Se accede a lo solicitado.
Informes



De la Comisión Especial sobre Seguridad Ciudadana, con el que da cuenta del estudio efectuado en ese ámbito y formula recomendaciones (boletín Nº S 694-12). (Véase en los Anexos, documento        1).



De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recaído en la solicitud mediante la cual Su Excelencia el Presidente de la República requiere el acuerdo del Senado a los efectos de prorrogar la autorización para la salida de tropas nacionales del territorio de la República, concedida hasta el 1º de junio del año en curso, a fin de continuar participando en la Misión de Estabilización de las Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH) (boletín Nº S 794-05). (Véase en los Anexos, documento        2).


Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la ley Nº 19.325, que establece normas sobre procedimiento y sanciones relativas a los actos de violencia intrafamiliar (boletín Nº 2.318-18). (Véase en los Anexos, documento        3).


--Quedan para tabla.
Declaración de inadmisibilidad



Moción a través de la cual los Senadores señores Ruiz-Esquide y Viera-Gallo inician un proyecto que establece exenciones de pago de las cotizaciones para financiar prestaciones de salud a que se refiere la ley Nº 18.469 respecto de afiliados pensionados que indica.



--Se declara inadmisible, por referirse a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme a lo dispuesto en el número 6º del inciso cuarto del artículo 62 de la Carta Fundamental.
El señor ROMERO (Presidente).- Haremos llegar a Su Excelencia el Presidente de la República un oficio para solicitar el patrocinio correspondiente.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, usted me interpreta plenamente.

El señor ROMERO (Presidente).- Estoy para eso, señor Senador.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Muchas gracias.

El señor ROMERO (Presidente).- Continúa con la palabra el señor Prosecretario.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Gracias, señor Presidente.
Solicitudes



De los señores Heriberto Hernán Romero Silva, Gastón Antonio Gómez Vega y Jorge Patricio Rojas Campos, por medio de las cuales piden la rehabilitación de su ciudadanía (boletines Nos S 795-04, S 796-04 y S 797-04, respectivamente).



--Pasan a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la Cuenta.
ACUERDOS DE COMITÉS

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Los Comités, en reunión de hoy, acordaron por unanimidad lo siguiente.



1.- Tratar en Fácil Despacho de la sesión de mañana las tres rehabilitaciones de ciudadanía que figuran en la tabla de hoy.



2.- Dejar para el primer lugar del Orden de Día de la primera sesión que se celebre en junio el proyecto sobre genoma humano, salvo que medien normas reglamentarias.



3.- Poner en el segundo lugar del Orden del Día de esta sesión el proyecto sobre impuesto específico a la actividad minera y, si se aprueba en general, pasarlo a las Comisiones de Hacienda y de Minería, unidas, abriendo plazo para presentar indicaciones en ellas hasta que lo traten en particular.



4.- En cuanto al proyecto sobre impuesto al gas, abrir un nuevo plazo, hasta las 16:30 de hoy, para presentar indicaciones; tratarlo en esta sesión, y facultar a la Comisión de Hacienda para informar verbalmente.

El señor MORENO.- Pido la palabra.

El señor ROMERO (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor MORENO.- Señor Presidente, ¿en qué lugar va a quedar el proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza para restablecer la exclusividad universitaria del trabajo social?

El señor ROMERO (Presidente).- En el primer lugar del Orden del Día, señor Senador.

El señor MORENO.- Es decir, se trata ahora.

El señor ROMERO (Presidente).- Así es, señor Senador.



--(Aplausos en tribunas).
V. FÁCIL DESPACHO
FUSIÓN DE ESCALAFONES MASCULINO Y FEMENINO

DE OFICIALES DE CARABINEROS

El señor ROMERO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fusiona los escalafones femenino y masculino de oficiales de Carabineros de Chile, con informe de la Comisión de Defensa Nacional


--Los antecedentes sobre el proyecto (3694-02) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 48ª, en 3 de mayo de 2005.


Informe de Comisión:


Defensa, sesión 51ª, en 11 de mayo de 2005.
El señor ROMERO (Presidente).- Solicito autorización para que ingrese a la Sala el Subsecretario de Carabineros, señor Felipe Harboe Bascuñán.



--Se accede.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El Ejecutivo hizo presente la urgencia para el despacho de este proyecto y la calificó de “simple”.



El objetivo principal de esta iniciativa es contar con un Escalafón unificado de Orden y Seguridad de Oficiales de Fila de Nombramiento Supremo, integrado por hombres y mujeres, de manera que el personal femenino tenga las mismas posibilidades que el masculino para desarrollar su carrera funcionaria.



Este proyecto cuenta con un primer informe de la Comisión de Defensa Nacional, la que fue autorizada por la Sala para discutirlo en general y particular a la vez.



La unanimidad de los miembros presentes de esa Comisión (Senadores señores Canessa, Fernández y Páez) dio su aprobación tanto en general como en particular a la iniciativa en los mismos términos en que la despachó la Honorable Cámara de Diputados.



Corresponde hacer constar, finalmente, que los artículos 3º, 5º y 6º permanentes y el 3º transitorio tienen carácter orgánico constitucional, por lo que requieren para su aprobación el voto conforme de 27 señores Senadores.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión general y particular.



Tiene la palabra el Senador señor Fernández.

El señor FERNÁNDEZ.- Señor Presidente, como Presidente de la Comisión de Defensa, informo este proyecto a la Sala y solicito su aprobación.



La iniciativa en debate contó con el respaldo unánime de dicho órgano, por cuanto permitirá un mejor desarrollo de la carrera funcionaria y profesional de las oficiales del Escalafón de Orden y Seguridad de la policía uniformada al haber los cupos necesarios para tales efectos.



La existencia de escalafones separados de hombres y mujeres, además, impide a éstas acceder a muchos de los cursos de perfeccionamiento, especialización y capacitación, y por ende, ascender a los grados superiores en igualdad de condiciones con sus pares masculinos.



Por último, cabe destacar que el texto que se sugiere al Senado no implicará mayor gasto fiscal, como lo señala expresamente su articulado.



En mérito de lo anterior, y considerando el apoyo unánime que tuvo este proyecto en la Comisión y la necesidad de aprobarlo con la mayor urgencia, pido a la Sala que se pronuncie favorablemente.



Es cuanto puedo informar, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- Como estamos en Fácil Despacho, ofreceré la palabra al Senador señor Naranjo, luego de lo cual se cerrará el debate y votaremos de inmediato.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, no puedo menos que expresar mi satisfacción por lo que está ocurriendo en este momento en la Sala, pues uno de los objetivos que nos hemos planteado en los diversos Gobiernos de la Concertación ha sido justamente el de avanzar en la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres, del cual, por cierto, no están exentas nuestras Fuerzas Armadas y de Orden.



El proyecto que hoy debatimos se inserta en esa dirección, ya que, mediante la creación de un Escalafón unificado de Orden y Seguridad de Oficiales de Carabineros de Chile, se busca garantizar que las nuevas promociones de aspirantes a oficiales de sexo femenino puedan desarrollar una carrera funcionaria en condiciones de igualdad con relación al personal masculino que integra actualmente dicha Institución, abriéndose de esa forma el camino -cuestión no menor- para que una mujer pueda alcanzar el grado de General Director.



De esa manera se pretende reparar en parte una situación de extrema injusticia para con las oficiales pertenecientes principalmente a las promociones de los años 1975, 1976 y 1977, quienes se han visto limitadas en sus opciones de ascensos a raíz de las escasas plazas existentes en los grados superiores, por lo cual han debido conformarse con los de coronel, teniente coronel o mayor, mientras la inmensa mayoría ha tenido que pasar a retiro.



Se da así el caso de que algunas oficiales de estas promociones, que ostentan el grado de mayor, han permanecido diez años en cada uno de los grados inferiores y sólo su infinito cariño por la Institución les ha permitido superar esta situación.



También, se busca subsanar otra distorsión que afecta a las oficiales egresadas en 1989, que actualmente tienen los grados de capitán, teniente y subteniente y que han ascendido con mayor rapidez que sus pares masculinos. Sin embargo, esta situación se vería revertida al llegar al grado de mayor, debido a la falta de plazas para ascender a grados superiores.



No podemos desconocer que Carabineros de Chile ha sido la primera institución de las Fuerzas Armadas y de Orden que abrió sus puertas para que nuestras mujeres se incorporaran a sus filas. Es así como hace ya 43 años -en 1962- se creó la Brigada Femenina que con posterioridad -en 1974- dio origen al actual Escalafón Femenino de Carabineros.



De igual forma, Carabineros tuvo el honor de nombrar a la primera mujer General de nuestras Fuerzas Armadas y de Orden: la señora Mireya Pérez.



A pesar de estos casos que honran a la Institución, el Escalafón Femenino de Orden y Seguridad no permite a las oficiales alcanzar los grados superiores, situación que se verá subsanada una vez aprobado el proyecto en debate, abriendo la posibilidad de que -como señalé anteriormente- el día de mañana una mujer llegue a ocupar la más alta responsabilidad de la Institución.



Señor Presidente, concluyo destacando que la experiencia mundial nos enseña que las mujeres perfectamente pueden formar parte de las diversas ramas militares y, más aún, encabezarlas exitosamente. 



Hoy hemos dado otro pequeño paso hacia el gran anhelo de que en Chile se haga real y efectiva la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres.



Sin embargo, aún queda mucho camino por andar, ya que lo decisivo pasa por un profundo cambio cultural del cual nadie debe quedar al margen.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, se aprobará por unanimidad la iniciativa.



--Se aprueba en general el proyecto y, por no haberse formulado indicaciones, queda también aprobado en particular, dejándose constancia de que votaron favorablemente 30 señores Senadores. 

VI. ORDEN DEL DÍA
RESTABLECIMIENTO DE EXCLUSIVIDAD UNIVERSITARIA 
PARA CARRERA DE TRABAJO SOCIAL

El señor ROMERO (Presidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.862, Orgánica Constitucional de Enseñanza, para restablecer la exclusividad universitaria de la carrera de trabajo social.



--(Manifestaciones en las tribunas). 

El señor ROMERO (Presidente).- Como al parecer los asistentes a las tribunas son novatos, debo advertirles que en el Senado no se permite ningún tipo de manifestaciones. El Reglamento me otorga facultades casi imperativas para desalojar a quienes se encuentran ellas en estos casos.



Como no me gustaría hacerlo -muy por el contrario: quiero que escuchen atentamente el debate-, les solicito que guarden silencio.



Muchas gracias.


--Los antecedentes sobre el proyecto (2792-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 4ª, en 15 de octubre de 2003.


Informe de Comisión:


Educación, sesión 43ª, en 12 de abril de 2005.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El proyecto cuenta con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Sus objetivos principales son:



-Reconocer la relevancia científica y el aporte del servicio social chileno al desarrollo del país.



-Modificar la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, con la finalidad de agregar la carrera de Trabajo Social o de Servicio Social al listado de títulos profesionales que requieren el grado de licenciatura previamente a su otorgamiento.



La Comisión discutió la iniciativa solamente en general, de conformidad con lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento.



Luego de escuchar a los representantes de diversas entidades educacionales públicas y privadas interesadas en la materia, se sometió a votación la idea de legislar, produciéndose un doble empate. Se pronunciaron a favor los Honorables señores Moreno y Parra, y en contra, los Senadores señores Arancibia y Vega.



Dicho empate se dirimió con la aprobación en general de la iniciativa por tres votos a favor (Honorables señores Flores, Moreno y Parra) y dos en contra (Senadores señores Arancibia y Vega).



El texto que la Comisión propone aprobar en general se transcribe en el informe.



Finalmente, cabe señalar que la iniciativa reviste el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que su aprobación requiere el voto favorable de 27 señores Senadores.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Moreno.

El señor MORENO.- En mi calidad de Presidente de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología debo informar a la Sala respecto de esta moción iniciada en la Cámara de Diputados en 2001, hace casi cuatro años. Fue aprobada después de un extenso debate, durante el cual surgieron elementos que van más allá de la consideración misma de la profesión de asistente social o de trabajador social.



Asimismo, se busca un ordenamiento y reconocimiento de una de las actividades cuyo desempeño tiene un efecto concreto en la vida de millones de personas.



Todos estamos conscientes de que los sectores más vulnerables, incluso de clase media, en muchas circunstancias de su vida deben recurrir a informes de asistentes sociales, documentos que deben prepararse con competencia profesional, con ecuanimidad y también con sentido de servicio propio de la profesión.



A raíz del proceso de expansión del sistema de educación superior -que cuenta con más de 260 universidades, centros de formación técnica e institutos profesionales- hoy se entregan numerosos títulos. El Senado debe saber que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento ha terminado de estudiar otro proyecto que, de algún modo, se relaciona con el que ahora discutimos y que se refiere al aseguramiento de la calidad de la educación superior.  Y cuando se constata que en Chile se otorgan 5 mil 700 títulos en más de 260 planteles de educación superior, muchos de los cuales no acreditan sus carreras ni la calidad con que las imparten y sus egresados trabajan en áreas sensibles de la sociedad, surge ineludiblemente la siguiente pregunta: ¿en qué rol y en qué función se desempeñarán esas actividades?



La carrera de Asistente Social tiene más de ochenta años de existencia con rango universitario, no como actividad auxiliar de un municipio, de un ministerio o de una empresa determinada. A lo largo de nuestra historia estos profesionales se han caracterizado -y todos los señores Senadores son conscientes de ello- por ejercer sus funciones con seriedad y responsabilidad.



Aún más, muchas escuelas de trabajo social o de servicio social de América Latina han sido formadas por profesionales chilenas, quienes han participado en su puesta en marcha mediante contratos o por convenios con el Gobierno o con organismos internacionales. Ello acredita la solidez con que la profesión ha nacido.



Pues bien, cuando surge la aspiración de mucha gente por ingresar a la educación superior y no se está en condiciones de hacerlo en universidades, aparece la oferta de institutos profesionales o de centros de formación técnica que, buscando satisfacer ese anhelo, empiezan a preparar profesionales análogos, con la misma nomenclatura, con la misma definición, pero con estructuras de formación distintas. Y de ahí viene la presión, que en un momento dado se vio en las votaciones tanto de la Cámara de Diputados como del Senado, donde algunos dijeron: “Miren, si hay institutos -como INACAP, concretamente- que forman asistentes sociales, ¿por qué vamos a cercenar la posibilidad de que se acceda a una formación universitaria o a la obtención de un título universitario?”.



Pues bien, ese argumento complicó el debate en diversos lugares, porque muchos no querían cercenar fuentes de trabajo, si bien se amagaba la posibilidad de una formación sólida y reconocida mediante el título universitario de asistente social, nomenclatura que ahora se propone denominar “trabajador social”.



Sin embargo, las pruebas vinieron solas, porque fue el propio INACAP el que el año pasado, dándose cuenta de la necesidad de impartir una formación más universitaria, celebró un convenio con la Universidad Finis Terrae, que tiene autonomía, con el objeto de que quienes completaran cuatro años, tres o tres años y medio en el INACAP, pudieran acceder al título universitario. Y en 2004 se entregó el título a 24 profesionales egresados del INACAP que siguieron ese procedimiento. Además, se buscó regularizar la situación de 240 personas que también se habían atenido a dicho esquema de estudio.



¡A confesión de parte, relevo de prueba!



Obviamente, se trata de una profesión universitaria. Si los títulos entregados por institutos de formación técnica o por institutos profesionales no tenían esa característica, entonces aquí se la reconocía de manera evidente.



Por lo tanto, señor Presidente, creo que no sólo es de justicia, sino que también de transparencia, reconocer que la profesión de trabajador social es de nivel universitario y requiere preparación sólida, prolongada y permanente. Las funciones de quienes la desempeñan comprende el manejo de gran parte de la política de subsidios, responsabilidad ética propia del informe que emiten. ¿Hoy día cuántas personas piden que se les realice la famosa encuesta CASEN? De lo que haga el trabajador social dependerá si acceden o no a los beneficios de los subsidios. Parte de la calidad de vida de aquéllas queda sometida a una firma, sin la posibilidad de recurso ulterior. ¿Por qué? Porque está respaldada por una formación profesional.



Como Presidente de la Comisión de Educación, quiero aclarar que este tema, que puede ser debatible, no está directamente vinculado al proyecto sobre acreditación. ¡No está vinculado! Y si alguien dice: “No quiero aprobar el proyecto en discusión, porque estoy a la espera de que se acoja la otra normativa”, no es un argumento correcto.



Reitero a un sector del Senado -que, ejerciendo su derecho legítimo, ha dicho que no se encuentra disponible para dar su voto favorable a la moción porque sería negar la fuente de trabajo a quienes han pasado por institutos profesionales o por centros de formación técnica- el reconocimiento del INACAP vía firma de un convenio con la Universidad Finis Terrae, que prueba que la carrera de trabajador social es propia de una formación universitaria.



Por tales razones, solicito a la Sala que apruebe la iniciativa con el quórum constitucional exigido, para que dicha profesión readquiera la categoría que siempre tuvo en nuestro ordenamiento jurídico y educacional.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ríos.

El señor RÍOS.- Señor Presidente, el Senador señor Moreno, como Presidente de la Comisión de Educación, dio a conocer un criterio que me parece atendible en cuanto a la normativa en estudio, que se relaciona con la acreditación universitaria. Sin duda alguna, ése es tan sólo su punto de vista. Lo respetamos, pero no lo compartimos.



El tema es el siguiente.



El Senado está considerando dos caminos distintos para resolver acerca de los títulos de la educación superior y las capacidades de los profesionales que adquieren una responsabilidad social al recibirlos. Es cierto que hasta el momento en algunos casos se ha exagerado al otorgarlos sin las acreditaciones respectivas, es decir, sin las bases necesarias para entender que este proceso corresponde a los objetivos nacionales en materia de preparación y capacidad de nuestros profesionales.



Es cierto también que muchísimos organismos han creado más bien desilusión en los jóvenes que, al titularse, se encontraron con una sociedad ausente en cuanto a la responsabilidad que deseaban asumir mediante estudios superiores.



¡Todo eso es verdad! No hay duda de ello.



Es cierto, además, que existen instituciones que, a pesar de ser universidades, todavía no han alcanzado frente a la sociedad el peso académico necesario para entregar títulos universitarios. Y a su vez hay establecimientos de formación técnico-profesional que han alcanzado nivel universitario, incluso sin acreditarse, gracias a su tradición, a la gente que los administra, en fin. 



En definitiva, la diversidad de ejemplos es muy grande.



El tema está radicado en una sola cosa: ¿cuán trascendente será la acreditación en la educación superior? Ése es el tema.



Quienes hemos participado en el estudio de esta normativa -a la que presentamos un conjunto de indicaciones- estamos convencidos de que la acreditación es indispensable. 



Cabe destacar, señor Presidente, que hoy cerca de 5 mil jóvenes chilenos se hallan estudiando doctorados, maestrías, MBA, etcétera, en distintas universidades muy prestigiosas del mundo. Y ellos regresan al país con títulos donde, aparte de la firma, se agrega un informe sobre la institución donde los obtuvieron, lo que es muy importante para quienes contratan sus servicios o para quienes desarrollan  actividades profesionales con ellos, porque da veracidad y fortaleza a su responsabilidad como profesionales.



Entonces, ¿cuál es lo trascendente en el futuro inmediato de Chile? Una sola cosa: la acreditación. ¡Eso es lo más importante! Y los profesionales egresados de institutos de educación superior o de universidades acreditadas, con todas las dificultades que ello significa, recibirán títulos con valor distinto de los emanados de planteles no acreditados.



Es cierto que esto responde a un criterio aceptado por todos los chilenos. Hay evidente unanimidad en el Congreso Nacional. También es evidente que se están abriendo las puertas a una nueva doctrina en materia de educación superior, a la cual todos hemos accedido y a la que queremos perfeccionar. A ello obedece el estudio profundo que lleva a cabo la Comisión de Educación. Y a pesar de que el Presidente de ésta sostiene que ahora no es el momento para unir dos proyectos, es imposible dejar de hacerlo. Porque las cosas de futuro siempre se unen y llevan a establecer una manera de actuar conforme a una política definitiva.



Antes de determinar nuestra votación, quisiéramos oír otros argumentos. La verdad de las cosas es que los planteados en la Comisión no nos convencieron. Sí nos convenció la acreditación. Creemos que ése es el camino que deben tomar los institutos de enseñanza superior o universidades para que quienes estén estudiando en ellos tengan la fortaleza suficiente y necesaria para poder actuar.



Señor Presidente, nosotros creemos que es indispensable estudiar primero este criterio. Porque si aceptamos, como política, la existencia de una ley especial que acredite para los trabajadores o trabajadoras sociales un título otorgado solamente por universidades y no agregamos la obligación de acreditación a estas últimas, la verdad es que no vamos a dar ningún paso fundamental. Entiendo que podría ser trascendente que dicho título sea conferido por universidades acreditadas; pero, si éstas no lo están, no habrá ningún avance decisivo.



El que el proyecto establezca una norma de ese tipo abre las puertas para nuevas iniciativas en el futuro. La diversidad de ingenieros que existe en Chile es enorme. Antes la Ingeniería Civil –Mecánica, Industrial, Química- no superaba las cinco o seis menciones. Hoy son cientos. Luego vendrán, entonces, los ingenieros solicitando una ley especial para que su título sólo lo tengan determinadas universidades. Y nosotros volveremos a discutir el tema de la acreditación y a analizar cuál va a ser la política de Chile en materia de educación superior. 



En consecuencia, señor Presidente, proponemos concretamente estudiar a fondo el tema de la acreditación, porque de esa forma vamos a dar seguridad a quienes obtienen los títulos para ejercer la actividad profesionalmente.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Viera-Gallo.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, éste es un tema de gran relevancia para todas las trabajadoras o asistentes sociales del país. 



La verdad es que, como señala el propio informe, Trabajo Social perdió su condición de carrera universitaria en 1981, lo que quedó definitivamente consagrado cuando se dictó la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, poco tiempo antes de que terminara el Régimen militar. Después de mucho tiempo, se viene a discutir aquí la posibilidad de que recupere su condición universitaria. 



Creo que es muy importante manifestar dos cosas. 



En primer lugar, como lo indica el informe, la historia del establecimiento de las escuelas de Trabajo Social se remonta a la época de don Arturo Alessandri, en su primera Magistratura, y llega hasta el día de hoy. Esta carrera, en sus inicios, era básicamente asistencial y estaba muy motivada por la crisis de la época, la del salitre. Después pasó a ser, crecientemente, una carrera perfectamente encuadrada dentro del ámbito de una licenciatura universitaria, que busca proporcionar el conocimiento interdisciplinario suficiente de los fenómenos sociales, de los procesos de cambio, y asumir, como señalaron varias de las personas que intervinieron en la Comisión, el compromiso de erradicar las causas de los problemas sociales. 



En segundo término, como se lee en la moción, es muy impresionante ver la cantidad de responsabilidades que tienen los trabajadores sociales del país: en los sistemas de asistencia pública; en los procedimientos auxiliares de administración de justicia –los nuevos tribunales de familia tienen ahí un papel significativo-; en las nuevas técnicas de mediación; en la judicatura especializada de menores, que ahora se transforma en judicatura de familia; en la administración de los sistemas de protección de menores; en la implementación de los primeros programas de vivienda social en Chile; en la apertura de métodos innovadores en su tiempo, como fueron el desarrollo de la terapia familiar y la organización de movimientos poblacionales y vecinales; en el desarrollo municipal; en la implementación de las políticas públicas de Gobierno; en los programas de promoción de la mujer y de la infancia; en los combates contra cualquier forma de discriminación de género y, también, hacia los discapacitados; en todo el sistema de seguridad social. O sea, son múltiples las actividades estatales y de la sociedad, en el ámbito público y privado, en que estos profesionales se desempeñan, función que debe hacerse con gran responsabilidad, porque la intervención que ellos realizan incide directamente en la suerte de las personas, de los ciudadanos y, al final, de las acciones que el propio Estado o las empresas o el sector privado o los organismos no gubernamentales llevan a cabo.



Por todo ello, señor Presidente, quiero manifestar mi total acuerdo con el contenido del proyecto, como lo he hecho presente al Colegio de Asistentes Sociales de la Región del Biobío.



Sin embargo, subsiste la necesidad de resolver el problema, como muy bien señala en el informe el Senador señor Parra, respecto de los actuales estudiantes de Trabajo Social de institutos profesionales. Y por eso se pide a la Sala la aprobación en general. Obviamente hay que introducir una indicación para que las personas que hoy se están formando en dichas instituciones puedan terminar su carrera y no se vean perjudicadas por esta disposición.



Pero, cuando esta normativa entre en vigencia, la carrera de Trabajo Social tendrá el rango universitario que le corresponde, que tuvo en el pasado y que nunca debió perder.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ROMERO (Presidente).- Hago presente a quienes se encuentran en las tribunas que debo aplicar el Reglamento. Si no, me lo van a exigir mis colegas. En consecuencia, les solicito que no efectúen manifestaciones, pues, de haberlas, desgraciadamente tendré que disponer su desalojo.



Ésta es la segunda advertencia. A la próxima, debo proceder. Por tanto, están en el límite.



Tiene la palabra el Honorable señor Parra.

El señor PARRA.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero plantear una cuestión de la mayor trascendencia, atendido que la votación en la Comisión fue, como Sus Señorías ya han escuchado, dividida. Me refiero a la naturaleza de las normas que ahora estamos llamados a aprobar o a rechazar.



En el informe se hace constar que se trata de disposiciones de carácter orgánico constitucional. Soy miembro de la Comisión y, tal vez por estar ausente en el momento en que se dejó esa constancia, no tuve oportunidad de observar que se trata de una afirmación equivocada. Éstas son normas de ley ordinaria. En consecuencia, no requieren quórum especial para su aprobación. Y pido que la Mesa, antes de que se inicie la votación, se pronuncie sobre este particular.



Las razones por las que hago esta afirmación son dos.



La primera se encuentra en la última parte del inciso cuarto del Nº 16º del artículo 19 de la Constitución Política de la República. Dicho precepto dispone lo siguiente: “La ley [y se refiere claramente a una ley común] determinará las profesiones que requieren grado o título universitario y las condiciones que deben cumplirse para ejercerlas.”.



Por su parte, el inciso quinto del Nº 11º del mismo artículo 19 establece la existencia de una ley orgánica constitucional de enseñanza, pero circunscribe el contenido de dicho cuerpo legal a los requisitos necesarios para el reconocimiento y funcionamiento de los establecimientos educacionales de todo nivel.



Entonces, esta norma, que determina la exigencia de estudios universitarios para acceder al título de trabajador o asistente social, es claramente una disposición de ley común y no puede ser votada con quórum de ley orgánica constitucional.



En segundo lugar, debo señalar que me pronuncié a favor de la idea de legislar en la Comisión y también voy a concurrir con mi voto favorable esta tarde en la Sala. 



Sin embargo, creo que se requiere un esfuerzo de otra naturaleza y mucho más significativo que el que estamos realizando para resolver los problemas de la educación superior.



No es la primera vez que el Congreso Nacional tiene que pronunciarse sobre una materia como ésta. Desde 1990 lo ha hecho, por ejemplo, respecto de las pedagogías y de las carreras de educación, y también en relación con los comunicadores sociales y el periodismo, incorporándolos a la nómina que taxativamente establece el artículo 52 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza.



Asimismo, se encuentra en tabla en este momento una iniciativa relacionada con el título de matrón y, en la Cuenta de una de las sesiones de la semana pasada, se informó de un proyecto, iniciado en moción de diversos señores Senadores, donde se pide que todas las carreras del área de la salud tengan el carácter de universitarias, incluidas algunas tecnologías conducentes a títulos de tecnólogos en distintas áreas de apoyo, que son tremendamente importantes para el ejercicio de la medicina.



Lo que el país requiere es una nueva Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza. La que está en vigencia, publicada el 10 de marzo de 1990, ha sido ampliamente superada por los hechos y tiene metida a la educación superior chilena en una camisa de fuerza, en una estructura extraordinariamente rígida, en una arquitectura –como algunos han dicho- de tres pisos, donde no existen escaleras adecuadas de comunicación.



No es posible que, con modificaciones como las que se están incorporando, estemos sistemáticamente reduciendo el campo de desarrollo de uno de los niveles contemplados en dicha arquitectura: el de los institutos profesionales. Hay que tomar una decisión sobre el particular para determinar si están o no están  justificados. 



Se deben trazar las fronteras divisorias entre los distintos establecimientos de educación superior de manera más adecuada y nítida. La experiencia chilena sobre la materia no es buena. Y, en este momento -y también en el futuro inmediato-, ello genera serios problemas en el desarrollo de ese nivel educativo.



En tercer término, señor Presidente, lo que el proyecto hace es incorporar el título de Trabajador Social en la lista del artículo 52 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza.



Pero, ¿a qué se refiere dicho precepto? A las carreras, cuyo título profesional requiere en forma previa la entrega de una licenciatura, la cual, conforme a la ley, es un grado académico, como lo son el de bachiller, el de magíster y el de doctor. Y, en tanto grado académico, constituye naturalmente un prerrequisito para desarrollar estudios de posgrado de nivel superior, como son, específicamente, el magíster y el doctorado.



En consecuencia, se trata de que los estudiantes de Trabajo Social obtengan la licenciatura y, una vez alcanzada ésta, puedan acceder al título profesional correspondiente.



En cuarto lugar, el caso sobre el cual tenemos que pronunciarnos está absolutamente justificado. 



No sólo hay una tradición histórica; no sólo hay un campo de investigación y de desarrollo profesional –al que muy bien se refirió el Honorable señor Viera-Gallo en su intervención-, sino que las universidades que imparten estas carreras en el país también se orientan al ámbito del desarrollo de las ciencias sociales. No son pocas las que contemplan estudios generales en esta materia conducentes al grado de bachiller. Desde luego, se ha extendido vigorosamente el posgrado en todo el campo de las ciencias sociales, resucitadas a partir de 1990 en Chile, pues en el período inmediatamente precedente muchas facultades debieron cerrar sus puertas o se vieron forzadas a descontinuar su trabajo.



Hoy los trabajadores sociales están accediendo a estos programas de posgrado, no obstante no poseer la licenciatura, salvo que, en el ejercicio de su autonomía, la propia universidad la haya contemplado y la otorgue.



Pienso que está plenamente justificado dar el paso que se propone y habrá que valerse del plazo para formular indicaciones, a fin de corregir dos omisiones o defectos que hay en el proyecto.



En primer lugar, no me parece suficientemente clara la homologación que establece el artículo 2º entre títulos distintos, materia sobre la cual la Comisión no tuvo suficientes antecedentes. Y, en segundo término, como ha ocurrido en los casos que antes referí y que han sido objeto de disposiciones similares a las que ahora debemos aprobar, debe resolverse la situación de los actuales estudiantes de institutos profesionales, los que, con buena fe y en el marco de la ley, se han matriculado para cursar dichos estudios.



Por las consideraciones expuestas, votaré a favor de la iniciativa.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Señor Senador, antes de proceder a votar, la Mesa se pronunciará sobre el quórum requerido.



Tiene la palabra el Honorable señor  Arancibia.

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, quiero dejar en claro mi reconocimiento a la labor trascendente que realizan los asistentes sociales; más aún, con el tremendo desarrollo que ha tenido esta actividad en todos los ámbitos del quehacer nacional. Sin embargo, con la misma intensidad, debo hacer presente que la dignidad que se pretende reconocer, otorgando un título universitario, no apunta al fondo del asunto.



Digo lo anterior porque, en todos los antecedentes que logramos allegar y en las reuniones que sostuvimos, no se planteó la carencia del reconocimiento de la licenciatura  como causa de un mal desempeño de los profesionales de esta área, formados durante los últimos veinte años y algo. Por el contrario, las organizaciones que los han empleado están plenamente satisfechas. Éste es un punto fundamental: la capacitación técnica que tales funcionarios han otorgado al servicio público está fuera de discusión.



Admitimos que puede existir, en parte de quienes operan en este sector, el legítimo derecho -o la aspiración de recuperación histórica o de otro tipo- a obtener la licenciatura en Trabajo Social, como se define en el proyecto. Encuentro que es legítimo. Pero yo estoy yendo a la necesidad de que la sociedad se pronuncie frente a estos temas.



En ese sentido –y lo digo con todo respeto- percibo una confusión. 



Por una parte, está el título profesional que se otorga a un estudiante después de haber cursado una malla curricular. Después de revisar los programas de estudio de las actuales carreras de Asistencia Social, puedo decir que son extraordinariamente completos, con objetivos muy eficientes y claramente definidos.



No estamos hablando, entonces, de la malla curricular, sino de la aspiración legítima de alguien que desea obtener la licenciatura para seguir los procedimientos que han planteado los señores Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra.



Quiero ser enfático al decir que debe distinguirse entre dos cosas: una es el título profesional, que es lo que estamos discutiendo, y otra, el grado académico de licenciado, de magíster o de doctorado que se puede obtener. Y lo uno no niega lo otro.



Si una persona que obtuvo título profesional en la forma acostumbrada hasta este momento y que se ha desempeñado satisfactoriamente por determinado número de años quisiera postular a una licenciatura, a un magíster o a un doctorado en cualquiera de las disciplinas afines a ese título, no le está negado hacerlo; pero ahora, por ley, le estaríamos tratando de confundir tal posibilidad. 



Eso lo quiero dejar bien en claro, y es lo que me conduce a adoptar una posición contraria. Porque no estamos mejorando un servicio, sino avanzando en una idea legítima de recuperación histórica -por así decirlo- de algo que en un momento existió, pero que no guarda relación con los servicios que estos distinguidos profesionales prestan al sistema.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Boeninger. 

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, creo que en esta materia hay un punto esencial. 



En relación con la actual profesión de asistente social -que de acuerdo con el proyecto se convierte en la de trabajador social, ligada a las licenciaturas de igual nombre-, pienso que lo fundamental es que se trata de una actividad extremadamente necesaria, dados los desafíos y problemas que enfrentan tanto el desarrollo social del país como la convivencia a nivel familiar. En todos estos frentes se necesita un número muy amplio de profesionales del más alto nivel. 



Por ello, me congratulo realmente de que se esté tomando acá la decisión de devolver a esta profesión la categoría de universitaria. Entre paréntesis, me parece que está ligada a las licenciaturas –y en esto discrepo de lo que acaba de decir el Senador señor Arancibia-, que involucran exigencias de calidad unidas a la entrega del título correspondiente.



En seguida, quiero señalar que me alegró mucho lo dicho por el Honorable señor Moreno en su primera intervención de la tarde, y que ha sido corroborado por otros señores Senadores, en el sentido de que se ha abierto una puerta. Y dio el ejemplo de un convenio celebrado el año pasado, que permite a quienes siguieron la carrera de asistente social en institutos profesionales continuar y terminar sus estudios en una universidad, y titularse. Porque, de no abrirse esa puerta de par en par y de no haberse mantenido esa legítima aspiración y la necesidad de dar rango universitario a la carrera de asistente social, el propósito habría sonado a reivindicación corporativa, legítima, por cierto, pero reivindicación al fin. Y creo que la forma de resolverlo es exactamente mediante este conducto.



Para que todo esto sea una solución real, el punto esencial es la acreditación, tanto de las carreras que impartan los institutos profesionales en este terreno como la de trabajador social de rango universitario a que nos estamos refiriendo. Porque la acreditación es lo que nos va a permitir generar profesionales de alto nivel para tan delicada y fundamental función social, la cual debe desempeñarse con la calidad requerida, evitando que, por mejorar la carrera, simplemente se descuide la excelencia en la instrucción de las personas que la sigan. 



En consecuencia, la acreditación en estos dos niveles -instituto profesional y universidad- resulta absolutamente esencial.



A propósito de lo que señaló el Senador señor Parra, quiero agregar que no es necesario elevar cualquier formación tecnológica –sea  en equipos médicos  o en otro ámbito- a categoría universitaria. 



Como Sus Señorías saben, por haber sido rector de universidad, pude percatarme de que la presión por elevar a rango universitario cualquier formación intermedia era interminable, porque obviamente llevaba  aparejados diversos beneficios sociales; pero ahora no se trata de eso, sino de que realmente haya profesionales de alto nivel en las áreas que los requieren.



Por lo tanto, para mí no debe constituir un precedente el hecho de que, al aprobarse este proyecto -espero que así sea-, cualquier otra carrera intermedia de tipo tecnológico que se imparta en institutos profesionales o en centros de formación técnica pase súbitamente, por disposición de la ley, a adquirir carácter universitario. Considero pertinente analizar cada caso en su mérito. 



Concuerdo con el Honorable señor Parra en que es indispensable mantener los incentivos a la formación tecnológica después de la enseñanza media, y que no necesariamente todos los que egresen de ella deban pasar a ser profesionales universitarios, sin perjuicio de reconocer que siempre es bueno, conveniente y necesario mantener las puertas abiertas para que completen el escalón –muchas veces no lo logran, por insuficiencia de medios materiales- y tengan la posibilidad de continuar sus estudios en un nivel superior.



En síntesis, quiero manifestar mi acuerdo con el proyecto. En la discusión particular -esto también tiene que ver con una de las observaciones del Senador señor Parra- habrá que precisar lo relativo a la declaración de equivalencia del título de asistente social a que se refiere el artículo 2º, para que, de alguna manera, podamos incluir el tema de la calidad  en relación con la acreditación y con este paso de reconocimiento a lo ocurrido en el pasado.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en primer término quiero destacar que, en materia de estudios y desarrollo del trabajo social, Chile es pionero en Latinoamérica. El doctor Alejandro del Río, eximio salubrista, después de sus estudios y trabajos en Inglaterra, en 1925, llega a reconocer la importancia de los trabajadores y trabajadoras sociales para resolver las condiciones por las que se producen enfermedades sociales. Y fue así que, al regresar al país, se creó la carrera universitaria de asistente social, que irradia al resto de Latinoamérica en forma pionera.



Esa actividad se vio cambiada profundamente. En 1981, con la dictación del decreto con fuerza de ley Nº 1, se generan los tipos de enseñanza superior: los centros de formación técnica, los institutos profesionales y las universidades. Y dentro de los institutos profesionales se empieza a impartir sistemáticamente la carrera de asistente social.



En marzo de 1990 -antes de que reiniciara sus actividades el Congreso Nacional-, mediante la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, se quitó la obligatoriedad de que tal carrera tuviera rango universitario.



Las diferencias entre quienes estudian en un instituto profesional y los que lo hacen en una universidad son evidentes. No lo digo en forma discriminatoria en cuanto a valores, pues éstos son distintos por la modalidad de la enseñanza en cada una de estas instituciones. Me ha tocado trabajar largamente con profesionales de los dos sectores. Pero en la universidad –que también tiene la malla curricular que se entrega en los institutos-, hay exigencias previas: la Prueba de Aptitud Académica, que pasó a ser Prueba de Selección Universitaria; la necesidad de una tesis o de una memoria; hacer disciplina científica; relacionarse con otras ciencias sociales y con el desarrollo del área que se estudia en otras partes del mundo. Esto es algo que no podemos desconocer.



Por otro lado, la realidad chilena, a la luz de los indicadores de desarrollo humano del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo, es que las inequidades han aumentado en forma alarmante y escandalosa, como señaló la última Conferencia Episcopal. Las diferencias existentes en tales indicadores determinan que en Chile haya comunas que están al nivel de Canadá, Estados Unidos y países europeos, y otras que se encuentran a la altura -lo digo con todo respeto- de los países africanos. Esas inequidades entre comunas ocurren en el interior de las ciudades y a veces dan lugar, por causa de planes sociales de vivienda mal llevados, a la generación de verdaderos guetos, como lo ha reconocido recientemente la propia autoridad.



Ésa es la realidad que debemos enfrentar. Y, desde luego, la manera de realizarlo con profesionales provenientes de una universidad o con otros de un instituto profesional es absolutamente distinta.



La necesidad de focalizar, investigar y evaluar en forma permanente los problemas de la población hace imprescindible el reconocimiento de que la carrera de trabajo o servicio social precisa del grado académico de licenciado.



La cuestión radica en cómo hacer también justicia a todas las personas -más de 6 mil- que han estudiado en institutos profesionales por distintas razones: algunas, por no haber alcanzado un puntaje acorde con la exigencia universitaria; y otras, por residir en lugares donde no tuvieron la opción de acceder a una universidad. 



Ésa es la situación que se palpa en diversas partes de Chile, especialmente a raíz de las inequidades que señalé.



Por otro lado, hemos revisado las mallas curriculares de los institutos profesionales y comprobamos que en algunos casos incluso superan a las de las universidades. Pero ello no es suficiente. 



Por las razones expuestas, estimamos que se debe seguir la vía adoptada por algunos institutos, como el INACAP, que suscribió un convenio con la Universidad Finis Terrae y el 19 de enero comunicó por la prensa que este año sus alumnos empezarán a recibir título universitario después de cumplir con las exigencias para la licenciatura. 



La idea es establecer por ley tal modalidad, de manera que tenga fuerza legal, pero que también se dé en los hechos.



Por eso, he elaborado una indicación para agregar el siguiente artículo transitorio, nuevo:



“Las universidades que ofrezcan el Título de Trabajador Social y el grado académico de licenciado en Trabajo Social, a los que se refiere la presente ley, deberán celebrar, con los respectivos institutos profesionales, acuerdos destinados a establecer procedimientos efectivos que permitan que los Asistentes Sociales titulados en estos últimos, puedan optar a completar los requisitos conducentes a obtener el grado académico y el título profesional mencionados.”.



Estimo que de ese modo podemos hacer justicia a los dos sectores y posibilitar la entrega del título universitario que merece esta importante carrera.



En ese contexto, votaré a favor.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, pido una interrupción para hacer una consulta.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Señor Senador, la Honorable señora Matthei le solicita una interrupción. 

El señor HORVATH.- Se la concedo, con todo agrado.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Con la venia de la Mesa, tiene la palabra Su Señoría. 

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, deseo formular una pregunta, porque, obviamente, a todos nos preocupan las personas que cursaron esa carrera en un instituto y cuya situación se complicaría mucho si se aprobara el proyecto.





Se propone obligar a las universidades a celebrar contratos. ¿Cuánto tiempo duraría el proceso? Porque si la convalidación se realizara en cinco años, entonces sería lo mismo que empezar de nuevo. Pero el asunto sería distinto si ella  se efectuara en seis meses o a lo más un año.

Por ese motivo, no me parece conveniente votar en esta ocasión sin saber qué va a pasar con toda esa gente. ¡Son 6 mil las personas que de buena fe cursaron una carrera que la ley permite impartir a los institutos profesionales a las que mediante esta iniciativa estaríamos perjudicando!



Entonces, quiero preguntar al Senador señor Horvath –le agradezco que gentilmente me cediera este espacio- cuánto tiempo demoraría la convalidación. Porque, como dije, podría durar como mínimo seis meses o significar cinco años. Un lapso de seis meses sería razonable, porque la carrera tiene cuatro años y medio en un instituto y cinco en la universidad. O sea, la diferencia sería sólo de un semestre.



Ésa es mi consulta.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Puede continuar el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Ante todo, hago presente que estamos en la discusión general del proyecto. Además, requerimos contar con muchos antecedentes para examinar la gran gama de institutos en los cuales se ha instaurado esta carrera profesional y en qué medida ella calza con las exigencias y características universitarias, como señalé antes.



Por lo tanto, propongo lo siguiente: aprobar la idea de legislar y en la Comisión de Educación, con motivo del segundo informe,  analizar caso a caso, como debe ser, la realidad de los más de 6 mil profesionales referidos, más la de quienes actualmente estudian esta carrera en institutos profesionales, y luego dirimir lo atinente al plazo y la razonabilidad de la convalidación. Pero no podemos fijar un plazo por ley, pues se corre el riesgo de provocar también una terrible inequidad en cuanto a la exigencia universitaria para obtener el título.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, han pasado quince años para que se ponga en discusión la posibilidad de restituir el estatus…



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- ¡Silencio!



¡Solicito guardar silencio o me veré obligado a desalojarlos! 



¡Voy a ordenar sacar de las tribunas a quienes están realizando manifestaciones!



Se suspende la sesión.

-------------


--Se suspendió a las 17:31.



--Se reanudó a las 17:32.

--------------
El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Continúa la sesión.



Retoma el uso de la palabra el Senador señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, creo que a todos los que hemos asistido a esta curiosa manifestación nos ha dejado perplejos el nivel de “desubicación” de algunos ejemplares de nuestra fauna social.



Hacía tiempo que no veíamos la imagen de don “Daniel López” en este Hemiciclo.



Pero como eso no tiene nada que ver con el tema que estamos tratando -aun cuando no es difícil buscarle cierta conexión, como lo explicaré-, voy a proseguir, a los efectos de que rápidamente procedamos a la votación del proyecto.



No deja de ser un hecho simbólico el que precisamente en el último día del Gobierno que representaba el “personaje del afiche” se haya puesto término a la exclusividad universitaria de la carrera de asistente social.




Quizás pensaron que después de la obra que todos conocemos, a la luz de sus resultados, ya no era necesario el trabajo social en el país. Y por eso estos profesionales fueron víctimas, primero, de esa circunstancia inexplicable, y luego, de la lógica mercantilista que ha dominado, por desgracia, a la educación superior chilena.



Es así como en estos años ha proliferado un conjunto de ofertas destinadas a entregar una carrera formalmente similar a la que venía impartiendo una escuela universitaria por espacio de 65 años.



Entonces, ha llegado el momento de devolver un derecho y de reordenar una situación caracterizada por un conjunto de circunstancias que hacen que mucha gente sienta inseguridad respecto de su futuro y, al mismo tiempo, un temor constante de que sigan saliendo al mercado ofertas que compitan sin equivalencias académicas adecuadas para los escasos puestos de trabajo que hoy quedan disponibles para desempeñar dicha profesión.



Por lo tanto, señor Presidente, sin más dilación, deseo manifestar que aprobaré en general el proyecto y que espero verlo pronto convertido en ley.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, parto por señalar que mi voto y el del Senador señor Flores serán a favor de la iniciativa que nos ocupa. 



Cabe recordar que mediante un decreto con fuerza de ley, de 1981, se terminó con la exclusividad universitaria de la carrera de asistente social. Frente a un hecho de esa envergadura, estoy absolutamente cierto de que ese año no se entregaron los antecedentes tenidos en vista para adoptar esa determinación. Además, dichos argumentos no fueron conocidos por los organismos gremiales –que no existían- ni por los colegios profesionales.



Por lo tanto, para mí constituye un hecho histórico el restituir un derecho a su estado original, respecto del cual no hubo un fundamento que avalara su supresión.



La verdad de las cosas es que hasta la presentación de esta iniciativa nadie se había detenido a pensar en ello, salvo, por supuesto, quienes se sentían perjudicados.



El motivo por el cual el Senador que habla y mi Honorable colega Flores votaremos a favor de la idea de legislar obedece a que muchas medidas cuya aplicación incidía en derechos fundamentales de los chilenos nunca fueron avaladas por razones técnicas o científicas, contrariamente a lo que ocurre en los procesos democráticos. Eso sucedió, por ejemplo, cuando se municipalizó la educación. Y hoy, a pesar de todos los esfuerzos que se hacen, no se logra afirmar su tranco para seguir un camino fecundo, como es el clamor que en la actualidad emerge de todas las familias chilenas.



De tal manera que ése es mi compromiso, al igual que el del Senador señor Flores.



Asimismo, quiero manifestar que, así como voy a aprobar en general el proyecto, también participaré y daré a conocer mi opinión durante su discusión en particular en la Comisión.



Deseo decir derechamente que no me gusta el hecho de que tengamos la posibilidad de podar, tijeretear, injertar iniciativas diversas y de ir creando un cuerpo extraño en lo que atañe a la educación superior, a la cual considero fundamental para el desarrollo del país en este siglo que es del conocimiento y la tecnología. Repito: estamos generando un cuerpo extraño.



Felicito a los autores del proyecto en debate, que, como sabemos, tuvo su origen en una moción. Sin embargo, no es dable que en asuntos eminentemente técnicos como el que nos ocupa estemos entregados a mayorías o minorías políticas circunstanciales.



No participo del procedimiento empleado en una materia como la que ahora se discute, que no emana de proyectos del Ministerio técnico correspondiente, y que entremos a debatirla, corregirla o mejorarla en el Senado.



No nos olvidemos de que en varias oportunidades hemos debido detener proyectos en los que, con un entusiasmo legítimo, honesto y sin mala intención, por iniciativa de un señor Parlamentario o de un grupo de ellos, se pretendía introducir contenidos en los programas de educación.



Ese camino me parece sumamente peligroso en un país que debe  legislar y crear estructuras en niveles de esta naturaleza con coherencia y  absoluta responsabilidad.



Hay un tema que no podemos soslayar: la modificación de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza. Actualmente, dicha normativa otorga el carácter de profesiones de rango universitario a determinado número de carreras, lo cual permite postular a algunos beneficios económicos en la Administración Pública, como la asignación de título.



Entonces, aquí hay un trabajo y una responsabilidad que no deben eludir el Ministerio de Educación y su respectivo organismo técnico, porque no es dable ir creando un cuerpo injertado, adosado con diferentes medidas de tipo coyuntural.



Y es preciso decirlo: no estoy defendiendo a los institutos profesionales, ¡pero el Gobierno tiene que rayar la cancha, en el sentido de establecer qué carreras profesionales les corresponde dictar a las universidades, y qué carreras, a los institutos profesionales!



Esto no puede quedar en tierra de nadie. Los institutos profesionales, cuya existencia incluso fue aceptada por este Gobierno, deben tener ideas claras y saber los límites dentro de cuáles han de desenvolverse. Aquí, quedan en cuestionamiento. Si hay un clamor nacional para que desaparezcan, conversémoslo, discutámoslo, pero es preciso dotar de reglas absolutamente claras a esas instituciones que acogen a chilenos de diferentes sectores sociales del país.



Señor Presidente, éste es un camino complejo y peligroso, porque así como hoy día, con legítimo derecho, los trabajadores sociales están pidiendo que se les otorgue el reconocimiento que históricamente han tenido, también habrá colegios profesionales e instituciones gremiales fuertes que cada cierto tiempo solicitarán que se le dé también carácter universitario a otro tipo de carreras. Y mañana o pasado mañana, ¿por qué no?, las autoridades de un instituto profesional podrán decir que las carreras que ofrecen no las pueden impartir las universidades, cuando las mallas curriculares -como se señaló- sean bastante similares.



Entonces, mi intervención apunta a que debemos buscar -reitero- un camino coherente, serio y responsable para crear una educación superior acorde con la exigencias de la globalización, que cada día nos exige mostrar calidad en nuestros profesionales o técnicos de nivel superior -como se les quiera llamar-, en comparación con los de otros países, ya sea de la Unión Europea, del APEC, o con Estados Unidos, en fin, con los que hemos suscrito tantos convenios comerciales, culturales y educacionales.



En definitiva, se van a crear dos tipos de trabajadores sociales. Eso deberemos acotarlo en la discusión en particular. Porque ¿en qué rango se van a ubicar, por ejemplo, los egresados de los institutos profesionales? ¿Cuáles serán las diferencias con los profesionales que -insisto- en buena hora vuelven a las universidades?



Esto hay que reglarlo.



Asimismo, como muy bien planteó una señora Senadora, en el proyecto en análisis será preciso determinar qué va a ocurrir con los jóvenes que hoy día cursan esta carrera en los institutos profesionales, porque, en los términos en que aparece su articulado, ellos no podrían titularse. De tal manera que ese asunto debe aclararse y especificarse. Se trata de 6 mil y tantos jóvenes que creyeron en nuestro sistema jurídico, que pensaron que tenían estabilidad y seguridad, y que ahora se encuentran con esta nueva situación respecto de la cual ahora legislamos.



Por lo anterior, y para terminar mi intervención, señalo que mi voto está disponible para devolver el reconocimiento histórico a los trabajadores y a las trabajadoras sociales; pero en la discusión en particular haré presentes las aprensiones a que me he referido, porque un grupo importante de jóvenes chilenos también tiene derecho a que se les reconozca su esfuerzo, por lo menos conforme a los convenios que suscribieron cuando ingresaron a un instituto profesional.



En consecuencia, anuncio que los votos de los dos Senadores del Partido Por la Democracia serán favorables al proyecto.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vega.



El último orador inscrito es el Senador señor Larraín. Luego se procederá a votar.

El señor VEGA.- Señor Presidente, como hemos podido apreciar en el transcurso del debate, en realidad estamos ante un problema mayor, con todo respeto a los profesión de los trabajadores sociales, quienes, por supuesto, han realizado una labor realmente significativa durante nuestra historia cercana, sobre todo en una sociedad que está emergiendo del subdesarrollo y que presenta múltiples problemas en todo Chile.



He tenido la oportunidad de trabajar con muchos de ellos y de ellas a lo largo de mi carrera, así que conozco bien la importancia de una profesión de esta naturaleza para resolver los problemas coyunturales, particularmente de la familia.



Sin embargo, ése no es el tema. Éste tiene que ver -como se ha manifestado en forma reiterada aquí- con la estructura del sistema de la educación superior. Lo recalco: por esa razón voté en contra del proyecto, no por el problema de la profesión, sino por el que dice relación a aquélla. Siempre que en el Senado empezamos a discutir aspectos relevantes de la estructura del Estado terminamos por establecer soluciones absolutamente tangenciales que no guardan correspondencia con la cuestión principal.



El problema de fondo -como expresó un señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra- es el de la arquitectura de nuestra educación superior, de las universidades y de los institutos de formación técnica, que está a la inversa de la de los países desarrollados. En efecto, no obstante que hemos suscrito importantes convenios con dichas naciones, nuestro sistema de educación superior, que deberá responder a las nuevas exigencias, no se encuentra a la misma altura del exhibido por ellas y aún debe realizar un largo proceso de perfeccionamiento, como vimos en la discusión de la iniciativa sobre acreditación de la calidad de la educación superior.



Ése es el gran problema. No tiene que ver sólo con los trabajadores sociales, sino también con la cantidad de profesionales técnicos y universitarios que necesariamente tendrán que graduarse en el presente y en el futuro para poder competir relativamente en igualdad de condiciones con los países con los cuales estamos negociando convenios. 



Fíjense Sus Señorías que, de acuerdo con cifras del 2002 entregadas por el Banco Mundial, en Chile hay 570 mil profesionales, según las categorías 3 y 4 de la International Standard Classification of Occupations.



Al establecer una relación con la fuerza de trabajo, que hoy llega a los 6 millones de chilenos, apenas alcanzamos el 10 por ciento, mientras que Finlandia llega al 40 por ciento, Irlanda y España al 30 por ciento, y Corea, al 20 por ciento.



Por lo tanto, en Chile, contrariamente a lo que se sostiene a veces, no existe un superávit de profesionales y técnicos, sino un déficit, lo cual nos va a ocasionar debilidades en nuestros tratados con los países desarrollados, pues se nos están requiriendo en todas las áreas acreditaciones y certificaciones que, si no perfeccionamos la educación superior, no podremos concretar.



El sistema de educación superior fue completamente reformulado. A un modelo monopolizado por los establecimientos estatales se le introdujeron competencia, flexibilidad, libertad, diversidad y gestión moderna, lo que derivó en una compleja red de 62 universidades, 49 institutos profesionales, 113 centros de formación técnica, que operan en 500 sedes, donde alrededor de 50 mil profesores desarrollan 3 mil programas de estudio, con cobertura a 600 mil alumnos.



En el año 82 teníamos 95 mil educandos en las carreras técnicas y alrededor de 135 mil en las profesionales. Hoy día hemos crecido en 400 por ciento en estas últimas y en 4 ó 5 por ciento en las carreras técnicas. 



Ésa es la cuestión. Ése es el talón de Aquiles de nuestro sistema de educación superior. 



Ahora bien, este proyecto es importante para los profesionales que laboran en el área del Trabajo Social. Pero el problema mayor es el que deberíamos enfrentar en la Comisión de Educación: vamos a marginar a 6 mil egresados de institutos, como expresó el Senador señor Muñoz Barra; para 4 mil 500 jóvenes que se hallan estudiando no tenemos solución. Eso es, en mi opinión, desigualdad ante la ley. Y yo diría que es hasta inconstitucional.



Por esa razón, señor Presidente, voté que no en la Comisión y mantendré en la Sala ese pronunciamiento. 



Hay un proyecto relativo a las matronas; existe otro relacionado con técnicos de la salud. Ambos son importantes. Y creo que deberíamos analizar juntas en la Comisión todas las iniciativas sobre la misma materia, a la luz de la necesidad de perfeccionar nuestro sistema de educación superior.



Por tanto, habiendo dificultades de fondo y sobre la base de que el sistema de educación superior requiere soluciones, mantendré -como dije- mi voto en contra.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¿Me concede una interrupción, señor Senador?

El señor VEGA.- Por supuesto, con la venia de la Mesa.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Muchas gracias, Honorable colega, por cederme los minutos que le restan.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, frente al tema que estamos discutiendo, es posible que todos tengamos alguna razón en lo que señalamos. Sin embargo, a hechos concretos, precisos, debemos buscarles soluciones que no se pueden seguir postergando.



Yo comparto como el que más la necesidad de cambiar la Ley Orgánica Constitucional de Educación. Y lo hemos venido planteando desde hace mucho tiempo en la Comisión de Educación. 



Más aún, hubo un proyecto de  ley marco que se estudió en forma muy extensa. No logramos acuerdo y se perdió porque, literalmente, estábamos empatados frente a sus normas, entre las cuales se hallaban las que planteaban determinar cuál era el nivel de cada una de las instancias que hoy tiene la educación superior; cuáles eran los ámbitos de los centros de formación técnica y de los institutos profesionales, y qué debía ser la universidad.



Y ello, con un segundo punto agregado sobre esta materia -lo he dicho muchas veces aquí-: en el área de las universidades, como reza la vieja frase, "no están todas las que son, ni son todas las que están". Porque, en definitiva, algunas no cumplen el rol universitario clásico, salvo que la sociedad chilena resuelva que desea otro tipo de enseñanza superior. Pero hoy día la concepción clásica de universidad se da en muy pocos establecimientos de educación superior chilenos. 



También es verdad que, como consecuencia de eso, hay otro elemento en que estamos de acuerdo: la pirámide de la educación superior tiene que ser más ancha en la base y de menor nivel cuantitativo en el vértice, que son las universidades. Por cierto, en Chile la pirámide se encuentra invertida. 



Entonces, yo comparto que aquello debe cambiarse. Empero, esto no imposibilita entender que no es bueno que ciertas cosas sigan como están. Y una de ellas es ésta: el sistema de enseñanza que se está aplicando en el caso de las trabajadoras sociales no da cuenta de las actuales necesidades de la disciplina respectiva.



Alguien mencionó que prácticamente en todo el mundo existen otros criterios. Sin embargo, tengo aquí un texto entregado por Christine Labonté-Roset, Presidenta de la Asociación Europea de Escuelas de Trabajo Social, que en una de sus partes dice lo siguiente: “en noviembre del 2001, la Comunidad Económica Europea ratificó el que Trabajo Social fuese una de las carreras que debía desarrollarse tanto a nivel de Licenciatura como de Magíster y Doctorado.”.



O sea, dicha especialidad requiere el licenciamiento y, por lo tanto, que aprobemos el proyecto en debate. 



Y señalo esto porque en el Senado se habla con frecuencia de cómo debemos asimilarnos a determinadas exigencias que está haciendo el mundo más desarrollado. Pero de repente, cuando tratamos, por ejemplo, de los requerimientos y del perfeccionamiento de las disciplinas sociales o de las relativas a salud -como las que vienen en otra iniciativa-, pareciéramos olvidar la fuerza que utilizamos para hablar de aquello. 



Señor Presidente, a quienes hemos conocido el trabajo social no nos cabe ninguna duda de que requiere el intangible entregado por la educación universitaria. Porque de lo que los trabajadores sociales realizan dependen personas, al igual que en otras profesiones, pero con mayor fuerza, porque se trata de la vida de seres humanos o de su existencia real, como señaló aquí el señor Senador informante. 



Por lo tanto, voy a votar a favor del proyecto.



Ahora, se han expuesto sobre el particular tres argumentos que no comparto.



En primer lugar, se planteó que deberíamos esperar una solución de largo aliento y global en cuanto al problema de la educación superior.



Con el debido respeto, he de puntualizar que llevamos muchos años -y lo he dicho aquí en otras oportunidades- tratando de avanzar en temas sobre los cuales, como Senado, no tenemos capacidad de resolución, por la exigencia de quórum especiales y por nuestras visiones distintas acerca de ellos.



Entonces, definamos si la carrera de Trabajo Social requiere nivel universitario. Si lo requiere, establezcámoslo hoy, mañana o cuando sea necesario. Pero no podemos esperar una solución global, porque ella puede tardar muchísimos años.



En segundo término, se dijo que existe un problema con las personas que estudiaron dicha carrera en institutos profesionales y, por consiguiente, quedarán defraudadas. 



Al respecto, me parece -insisto en ello- que debemos resolver en definitiva sobre el proyecto en su mérito, cual es dar nivel universitario a la carrera de Servicio Social. 



¿Qué pasará con el resto? Lo que señalaron el Honorable señor Horvath y algunos Senadores de la Concertación: hagamos una homologación que considere tanto lo que hoy se aprende en los institutos como los requerimientos universitarios, para luego posibilitar la realización de un posgrado o, en forma directa, la prosecución de estudios en la universidad, a los efectos de permitir llenar la brecha existente entre ambos tipos de establecimientos.



Y, por último, creo que aquello no debe llamar a escándalo, porque no significa que quienes estudiaron la carrera de Servicio Social en institutos quedarán sin posibilidades de trabajo o sin título viable. Será también un aspecto por definir. Y ello podría extenderse a otras carreras impartidas en dichos establecimientos. Tal ha ocurrido en el caso de quienes siguen la de parvularia: tienen un título universitario y uno en los otros establecimientos.



Por lo expuesto, anuncio mi voto favorable.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- El último Senador inscrito para intervenir es el Honorable señor Larraín. Luego se procederá a la votación.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, doy excusas por hacer uso de la palabra a estas alturas, pues sé que todos quieren votar. Pero la verdad es que este proyecto nos plantea una situación entre difícil e imposible. Porque si lo miramos desde el punto de vista de una carrera, de una profesión, de una actividad, como lo es el trabajo social, resulta bastante complicado emitir un juicio sobre cuál es el nivel que corresponde. En último término, nos lleva a una discusión epistemológica de muy ardua resolución por parte del Senado.



Sin embargo, la dificultad mayor no estriba en eso, sino en que, si seguimos el camino de ir analizando y decidiendo carrera por carrera, estaremos estructurando una normativa bajo la teoría del salame: cortándola a tajaditas.



Ésa no es manera de legislar. Ya dijo un señor Senador que aquí se está tratando de cambiar un sistema, pero en forma oblicua, mediante resquicios, en definitiva, pues se ha planteado el tema de un modo difícil de entender.



Originalmente, cuando se reformó el sistema universitario y se creó el que restringió para las universidades las carreras que requerían licenciatura, definiéndolas en la ley, éstas no eran más de 10 ó 12 (no recuerdo exactamente su número). Ahora ya se han autorizado 17.



Aparte de este proyecto, en la tabla de hoy figura otro que, por razones semejantes, plantea incorporar una carrera más, sin contar otra iniciativa -alguien la señaló- referida a los tecnólogos médicos. Es decir, estamos haciendo un análisis casuístico, en lugar de abocarnos al problema de fondo.



¿Por qué lo digo? Porque aquí no se trata de la jerarquía o dignidad de una carrera -como manifesté, es un juicio difícil de emitir-, sino de la estructura que queremos para nuestra educación superior. Porque el concepto que subyacía en esa lista -que era excepcional, exclusiva- consistía en lo siguiente. La educación superior está constituida por universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica. Cada cual tiene tales objetivos. En general, todos pueden impartir ciertas carreras. La limitación, en el caso de los institutos profesionales (y eso los diferenciaba de los centros de formación técnica), es que ninguna de ellas puede durar menos de 4 años. No obstante, respecto de las universidades se dijo: “Aquellas que deben tener el grado de licenciado”; y se las definió abiertamente, pero restringiéndolas -como expresé- a unas pocas.



Por lo tanto, si en vez de aplicar el criterio de la excepción seguimos el de la apertura -cosa que me parece perfectamente discutible-, estaremos dejando a la educación superior con un nivel sin objetivos, porque, en el fondo, la continuidad legislativa por este camino nos conduce a terminar con el sentido de los institutos profesionales y a forzar para la educación superior una sola institucionalidad: la universitaria.



Ése era el sistema antiguo. Eso fue lo que ocurrió con el desarrollo de la reforma, sobre todo en la década de los 60, cuando se produjo una explosión universitaria, con un gran crecimiento en el número de matrículas y en las posibilidades de los planteles del sector para satisfacer las demandas por educación postmedia.



Para atender dichas demandas, las universidades generaron todo tipo de carreras. Cuanto quería tener algún sentido debía estar al interior de aquellos establecimientos. Y eso dio lugar a una institucionalidad con múltiples objetivos, pero sin claridad.



La legislación vigente corrigió esa situación. Para bien o para mal, logró ordenar. Lo que nosotros estamos haciendo es, no queriéndolo, modificar el actual sistema -porque pareciera que no nos atrevemos a reformarlo derechamente- y, al mismo tiempo, pretender mantenerlo.



Me parece que esos dos propósitos son contradictorios. O tenemos universidades en que las posibilidades de otorgar títulos queden circunscritas a los grados académicos y las profesiones sean las menos, y dejamos, por tanto, que los institutos profesionales ofrezcan otros en forma genérica, o estos últimos dejan de existir. Pero no podemos conseguir las dos cosas a la vez. 



Ir decidiendo caso a caso en proyectos diferentes nos desvía de la definición de una política de educación superior para Chile y, en consecuencia, es un mal camino.



Por eso, creo que, más allá de las bondades o falencias de esta iniciativa, estamos legislando en forma equivocada.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Cerrado el debate.



Corresponde votar.



El Senador señor Parra pidió a la Mesa definir el quórum necesario para aprobar este proyecto.



El informe de la Comisión de Educación señala que esta iniciativa es de rango orgánico constitucional. No es ése, sin embargo, el criterio de la Mesa. Y voy a declarar que el quórum es de ley simple.



Se trata de un asunto de difícil solución, pero que, a mi juicio por lo menos, debe ser resuelto en función de la Carta Fundamental, que en su artículo 19 -contenido en el capítulo relativo a los derechos y deberes constitucionales- consigna dos normas sobre la materia.



El número 11º de dicha disposición estatuye en su inciso final: "Una ley orgánica constitucional establecerá los requisitos mínimos que deberán exigirse en cada uno de los niveles de la enseñanza básica y media y señalará las normas objetivas, de general aplicación, que permitan al Estado velar por su cumplimiento. Dicha ley, del mismo modo, establecerá los requisitos para el reconocimiento oficial de los establecimientos educacionales de todo nivel;".



El mencionado inciso habla, de manera clara y explícita, de los niveles de la educación y del reconocimiento oficial de los establecimientos.



Si ése fuera el único precepto constitucional referido a la materia, podría ser discutible que el otorgamiento de un grado o título constituyera nivel. 



Sin embargo, el número 16º, inciso cuarto, del mismo artículo 19 -asegura la libertad de trabajo y su protección- es explícito en cuanto al tema que hoy está discutiendo el Senado. Dice a la letra en su parte final: "La ley determinará las profesiones que requieren grado o título universitario y las condiciones que deben cumplirse para ejercerlas". 



Esa norma habla de “La ley" y no de “Una ley orgánica".



Se trata, entonces, de un mandato constitucional respecto de este asunto específico. Y estamos frente a un proyecto relativo precisamente a una profesión que requiere grado o título universitario.



En consecuencia, existiendo sobre la materia una norma constitucional explícita que no exige el requisito de ley orgánica constitucional, la Mesa determina que el proyecto, para ser aprobado, precisa quórum simple.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (23 votos contra 7 y 4 abstenciones), y se fija el 8 de junio próximo, a las 12 horas como plazo para formular indicaciones.



Votaron por la afirmativa los señores Aburto, Ávila, Boeninger, Cantero, Flores, Frei (doña Carmen), Gazmuri, Horvath, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Páez, Parra, Pizarro, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Votaron por la negativa los señores Arancibia, Cordero, Fernández, Martínez, Matthei, Prokurica y Vega.



Se abstuvieron los señores Canessa, Larraín, Orpis y Stange.

---------------
El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- En este momento ha llegado a la Mesa el segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y el informe de la Comisión de Hacienda recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.502, en relación con el impuesto al gas, y establece regulaciones complementarias para la utilización del gas como combustible en vehículos, iniciativa con urgencia calificada de “simple” (boletín 2.701-15). (Véanse en los Anexos, documentos 4 y 5).


--Queda para tabla.

ESTABLECIMIENTO DE IMPUESTO ESPECÍFICO A ACTIVIDAD MINERA

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Proyecto de ley de la Cámara de Diputados que establece un impuesto específico a la actividad minera, con informe de la Comisión de Minería y Energía y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (3772-08) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 41ª, en 5 de abril de 2005.


Informe de Comisión:


Minería y Energía, sesión 51ª, en 11 de mayo de 2005.
El señor HOFFMANN (Secretario).- Los principales objetivos de la iniciativa son modificar la Ley sobre Impuesto a la Renta para establecer un impuesto específico a la renta obtenida por la venta de productos mineros, así como el decreto ley Nº 600, de 1974, Estatuto de la Inversión Extranjera, de forma de compatibilizar con tal gravamen las garantías de invariabilidad tributaria para nuevos proyectos mineros.



La Comisión, luego de escuchar a los señores Ministros de Hacienda y de Minería sobre el contenido de la normativa y de recibir en audiencia a una serie de entidades relacionadas con la actividad minera cuyas opiniones constan en el informe, aprobó en general la idea de legislar por cuatro votos a favor, de los Honorables señora Frei y señores Núñez, Páez y Prokurica, y la abstención del Senador señor Orpis. Los fundamentos de esos pronunciamientos también se transcriben.



Y se consigna, asimismo, el texto que se propone acoger en general y que corresponde al despachado por la Honorable Cámara de Diputados en el primer trámite.



Finalmente, el proyecto, en su segundo informe –y tal como se dio a conocer en los acuerdos de Comités-, será analizado por las Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, unidas.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Antes de que intervenga el señor Presidente de ese último órgano técnico, pido el asentimiento de la Sala para que asistan a la sesión el señor Marcelo Tokman, Coordinador de Políticas Económicas, Ministerio de Hacienda, y del señor Mario Cabezas, Subsecretario de Minería.



Acordado.



En discusión general.



Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, además, me gustaría que usted recabara el acuerdo para que dichas Comisiones unidas pudiesen sesionar simultáneamente con la Sala a contar de las 18:30, con el objeto de ocuparse justamente en el proyecto.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Primero debe ser aprobado en general.

El señor PROKURICA.- Entonces, para ese caso.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Puede usar de la palabra, Su Señoría.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, Honorable Senado:



En el mensaje cuyo contenido paso a exponer y entre los considerandos que acompañan la iniciativa, Su Excelencia el Presidente de la República destaca que, desde el punto de vista jurídico, la Carta Fundamental consagra, en su artículo 19, Nº 24, inciso sexto, el dominio absoluto, exclusivo, inalienable e imprescriptible de todas las minas para el Estado. Añade que éste las concesiona para su explotación, en virtud de lo dispuesto en la ley Nº 18.097, Orgánica Constitucional sobre Concesiones Mineras.



Plantea que, desde la óptica económica, los recursos minerales no renovables poseen un valor intrínseco, debido a la posibilidad de explotarlos rentablemente, y que, no obstante, en la actualidad el concesionario los aprovecha en forma gratuita, como si se tratase de un bien sin valor económico.



Expone que no cobrar por el uso de un insumo provoca una disminución artificial en los costos de extracción y procesamiento de productos mineros. Agrega que esa disminución artificial en el costo de explotación genera incentivos para sobreexplotar, ya que los oferentes toman decisiones de producción sobre la base de los costos que enfrentan, y que, además, dada la naturaleza no renovable de los minerales, el país perdería una importante fuente de ingresos y bienestar en caso de un eventual agotamiento de esos recursos. Señala que el establecimiento de un impuesto específico como el propuesto en el presente proyecto de ley corrige ambas situaciones.



Y finalmente expresa que el derecho del Estado a cobrar impuestos específicos a la actividad minera, por lo demás, ha sido aceptado por todas las naciones que explotan tal capital natural no renovable y que éstas han aplicado diversas fórmulas de reposición económica de dichos recursos, creando los instrumentos para que se capitalicen adecuadamente los fondos que se perciben por tal concepto.



El presente proyecto, que determina un impuesto específico a la renta operacional de la actividad minera obtenida por un explotador minero, persigue dos objetivos fundamentales:



1) Por un lado, modificar la Ley sobre Impuesto a la Renta, para establecer un impuesto específico a la renta obtenida por la venta de productos mineros. Su tasa será de 5 por ciento y quedarán exentos los explotadores mineros cuyas ventas anuales sean iguales o inferiores a 8 mil unidades tributarias anuales.



En primer lugar, el impuesto específico no se aplicará a aquellos explotadores mineros cuyo margen operacional por la venta de productos mineros sea igual o inferior a 8 por ciento. Se entiende por margen operacional la razón entre la renta imponible operacional y los ingresos por ventas de productos mineros en el ejercicio correspondiente. Lo anterior se funda en la circunstancia de no transformar proyectos marginalmente rentables en proyectos no rentables por la sola aplicación del impuesto.



En segundo término, tampoco se aplicará a aquellos explotadores cuya venta anual de productos mineros no exceda de 8 mil unidades tributarias anuales. Por el tamaño de operación de la pequeña y mediana minería, los márgenes con que se trabaja y los costos de administración del impuesto, no resulta conveniente comprender a dichos segmentos.



2) Por el otro, introducir modificaciones al decreto ley Nº 600, de 1974, Estatuto de la Inversión Extranjera, de forma de compatibilizar con el impuesto específico las garantías de invariabilidad tributaria para nuevos proyectos mineros.



Para lograr esos objetivos, se modifica la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1º del decreto ley Nº 824, de 1974; el Estatuto de la Inversión Extranjera, incluido en el decreto ley Nº 600, de 1974, y el decreto ley Nº 1.349, de 1976, Ley Orgánica de la Comisión Chilena del Cobre.



La Comisión consideró apropiado que la actividad minera realice un mayor aporte al desarrollo del país. Sin embargo, algunos de sus miembros discreparon del mecanismo. Uno de ellos fue de parecer que lo adecuado para lograr este mayor aporte son las patentes y no un nuevo impuesto. O bien, plantearon diversas inquietudes a los señores Ministros. Algunas de ellas son las que paso a exponer resumidamente.



En primer lugar, la situación de la mediana minería y su intención de que quedaran excluidas las empresas del impuesto que crea el proyecto, por estimar que no son comparables con los costos y volúmenes que maneja la gran minería. Además, se trata de empresas nacionales que pagan impuestos y no están acogidas a los beneficios del decreto ley Nº 600.



Para tal efecto, los miembros de la Comisión solicitaron que se estudien medidas para que dicho sector quede exento de la aplicación de ese tributo.



En segundo término, la necesidad de destinar un porcentaje importante de los mayores recursos recaudados en las zonas mineras, a fin de mejorar la situación comparativa de estas regiones, las cuales se hallan desmedradas frente al resto del país, así como proponer polos de desarrollo a nivel de investigación y de tecnología aplicada.



Dicha idea nace hace aproximadamente una década de diversos expositores entre ellos el Diputado señor Carlos Vilches y el Senador señor Lavandero, y siempre se plantea sobre la base de poder resarcir a las regiones desde donde se extraen recursos no renovables. Sin embargo, la iniciativa en debate no incluye esa materia, y diversos Parlamentarios hicieron presente la necesidad de establecer alguna relación entre la generación de esos recursos y el beneficio para las zonas de donde proceden.



Tercero, la importancia de revisar la situación de la minería no metálica y la del hierro.



Finalmente, la necesidad de efectuar correcciones a las normas aprobadas por la Cámara de Diputados.



Los señores Ministros de Hacienda y de Minería se comprometieron a estudiar los planteamientos de la Comisión, a fin de lograr un consenso respecto de las indicaciones que se presenten en el segundo informe.



Con el objeto de que los señores Senadores conozcan las nuevas modificaciones, tienen a su disposición las indicaciones del Ejecutivo, que acogen varias de las propuestas por los miembros de la Comisión de Minería.



Es cuanto puedo exponer, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Boeninger.

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, esta materia fue largamente discutida el año pasado, de manera que no procede repetir todos los planteamientos expuestos en esa oportunidad.



Muy brevemente deseo señalar que mi apoyo al proyecto se basa en que, primero, no hay ninguna duda de que, por tratarse de un recurso natural no renovable, se genera una renta económica que justifica la aplicación de un gravamen especial. Por lo tanto, en modo alguno es discriminatorio.



Asimismo, ello significa que no existe ningún otro sector que pueda calificarse de productor de un recurso natural no renovable. Es decir, esa denominación no es aplicable por extensión a otros sectores productivos. De manera que no hay un efecto imitación que derive del proyecto en análisis, lo cual me parece muy importante, dados los temores que rodean a  esta materia. Por ejemplo, los peces pueden tener dificultades para reproducirse y es posible que hayan sido sobreexplotados, pero eso corresponde a condiciones de renovación y no al hecho de que no sean renovables. Lo mismo sucede con los árboles, que se plantan y crecen.



Por otro lado, la cuantía de la renta económica que genera la explotación de un recurso natural no renovable no es un problema de la cantidad que se saca de la tierra, sino que tiene que ver con el costo de dicha extracción, con la ley del mineral, con los costos de exploración, con las distancias que recorre el transporte que lo lleva a los puertos o a los centros de consumo, y por cierto, con el precio del mineral.



De allí que resulte lógico aplicar este gravamen al concepto que el proyecto denomina “renta imponible operacional”, el cual implica ajustes de varias cosas que no deben incluirse en los costos y que sí aparecen en lo que es propiamente renta imponible para efectos del cálculo del impuesto a la renta.



Esto es muy esencial, porque es la forma en que un impuesto moderado, que toma en cuenta elementos del costo -específicamente la exploración y la ley del mineral-, no se convierta en un desincentivo para invertir a futuro, permitiendo a Chile mantener su condición de gran productor y exportador de cobre.



La lógica del proyecto se refuerza con las indicaciones que presentó -o que presentará- el Ejecutivo, que analizaremos durante la discusión en particular en Comisiones unidas, en orden a hacer una excepción para fijar un límite mínimo de producción, el que de 8 mil toneladas pasó a 12 mil, desde donde se impone un gravamen creciente hasta las 50 mil toneladas, cantidad a partir de la cual se aplica la tasa máxima. Ello, por la simple razón de que lo importante es que la renta económica extraída sea significativa. Por eso, la pequeña empresa minera queda excluida porque no hace una excepción de renta significativa y, en cambio, su funcionamiento se ve afectado -bien lo sabemos- por otras dificultades.



Por último, me parece que todos los antecedentes -repito: se señaló el año pasado- apuntan a que las tasas y las condiciones en que se aplica este gravamen -hay ejercicios de simulación basados en estudios de la Universidad de Colorado y en otros citados por el Decano de la Facultad de Economía de la Universidad de Chile- permitirán al país continuar manteniendo su actual situación, ligada a ventajas comparativas privilegiadas en términos de producción minera. El atractivo minero chileno no disminuye significativamente en modo alguno por el establecimiento del referido gravamen, dada la naturaleza moderada de éste y las reglas que presiden la aplicación propuesta.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Antes de continuar la discusión, debo informar que hay ocho señores Senadores inscritos y que quedan tres minutos para el término del Orden del Día. Sin embargo, los Comités acordaron, por unanimidad, despachar hoy este proyecto y el relativo a la rebaja del impuesto al gas. O sea, una iniciativa aplica un impuesto y, la otra, disminuye un impuesto.



Propongo a la Sala prorrogar el Orden del Día hasta despachar ambos proyectos.

La señora MATTHEI.- ¡No, señor Presidente!

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Se trata de un acuerdo unánime de los Comités.



Si hay oposición, se dará por concluido el debate y se procederá a votar de inmediato. Es una cosa u otra.



Repito: reglamentariamente un acuerdo unánime de los Comités nos obliga a despachar hoy ambos proyectos.

El señor PÁEZ.- ¡Votemos, señor Presidente!

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si no hay mayoría para extender el Orden del Día, la Mesa primero pondrá en votación la iniciativa en discusión, y en seguida, previo un breve informe, la que disminuye el impuesto al gas.

El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, deseo fundamentar mi voto.

La señora MATTHEI.- No podemos votar, señor Presidente, porque no hemos intervenido.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En conformidad al Reglamento, sí se puede votar.



Insisto: reglamentariamente debemos atenernos al acuerdo unánime de los Comités que obliga a la Mesa…

El señor ORPIS.- ¡Y a la Sala!

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- …y también a la Sala a tratar las dos materias señaladas. Para ello es necesario ampliar el tiempo destinado al Orden del Día, a fin de que los señores Senadores puedan exponer sus puntos de vista. Pero si no hay acuerdo, no queda otra opción que poner de inmediato en votación el proyecto en debate.

El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, solicito fundamentar mi voto, conforme al Reglamento.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En votación nominal, con fundamento de voto.

El señor PROKURICA.- ¿Por qué no abre la votación, señor Presidente, para que podamos ir dejando el voto? ¡Es mucho más fácil!

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Ya estamos en votación. Los señores Senadores que quieran fundar su voto obviamente tienen derecho a hacerlo.



--(Durante la votación).

El señor ORPIS.- Señor Presidente, señores Senadores, admito que uno de los temas relevantes en el proyecto se refiere al mayor aporte que debería realizar la minería, especialmente en las regiones donde se encuentran ubicados los yacimientos, para compensarlas y crear actividades permanentes cuando éstos dejen de explotarse. Admito que, desde mi punto de vista, esta contribución puede y debe ser mayor.



Sin embargo, tal como vengo señalando desde que se discutió el primer proyecto sobre royalty, difiero en el instrumento.



Tengo la convicción de que el mecanismo natural son las patentes: no provoca las distorsiones en materia tributaria que he mencionado anteriormente; asegura que un porcentaje muy importante de su recaudación se quede en la comuna y en la región donde están ubicados los yacimientos, y reconoce la distinta naturaleza de los diferentes tipos de minerales.



El proyecto que se presenta a la consideración del Senado sin duda constituye un avance con relación a la iniciativa anterior. Se respetan el derecho de propiedad sobre las pertenencias mineras y los contratos válidamente suscritos por el Estado de Chile con los inversionistas, en lo relativo a la invariabilidad tributaria.



Señor Presidente, señalé que, desde mi punto de vista, el instrumento natural son las patentes. Al respecto, se hizo una propuesta muy formal en esta materia, pero, desgraciadamente, no fue acogida. Pese a ello, con ciertas perfecciones, la presentaré en la discusión particular, al menos para dejar una constancia sobre el tema.



En esa proposición, se plantea incrementar la contribución de la minería en los lugares donde se encuentran ubicados los yacimientos y aumentar el valor de las patentes, que en la actualidad alcanza a cinco dólares anuales por hectárea. En mi concepto, este valor puede ser incrementado sin dañar el desarrollo minero. Por el contrario, una propuesta de esta naturaleza favorece la entrada de más actores. Confirma lo anterior el hecho de que, dentro del total de concesiones, es una fracción muy menor la que, en definitiva, está siendo explotada.



Además, se exime del aumento de la patente minera a la pequeña minería metálica y no metálica a partir de una superficie de cinco mil hectáreas y a las pertenencias de exploración inferiores a esa superficie. Y se acentúa el cobro a las mayores pertenencias no explotadas para dar mayor movilidad y desincentivar la concentración.



Se manifiestan, y quedan claramente establecidas, las diferencias entre la minería metálica y no metálica.



Se postula que la transferencia de los recursos -quiero rescatar esto- debe beneficiar a los lugares donde están ubicados los yacimientos. Tales fondos debieran destinarse al área educacional, que es la gran palanca para provocar la movilidad social.



Señor Presidente, una de las grandes debilidades del proyecto es que no se ha discutido en forma paralela el destino de estos recursos. No hay ninguna certeza de que ellos efectivamente lleguen a las regiones y a las comunas donde se encuentran los yacimientos. En general, la experiencia que tenemos con los distintos fondos me hace tener serias dudas respecto del fin de tales recursos.



En aras del tiempo, sólo haré dos alcances más.



En primer lugar, creo que un gran capital que tenía Chile hasta hace poco era la no discriminación tributaria en lo que se refiere al impuesto a la renta. Las grandes virtudes hoy día en materia minera no se dan en el ámbito de las ventajas comparativas, sino en el de las competitivas. De estas últimas, una de las más importantes tenía que ver con que este tributo no era discriminatorio. Hoy día, con el actual proyecto, se rompe la neutralidad.



En segundo término, el Senador señor Boeninger hizo referencia a las rentas económicas. La verdad es que éstas no sólo existen respecto de los recursos naturales no renovables, sino también, de los renovables.



Sobre el particular, mencionaré un ejemplo.



En la salmonicultura se produce una renta económica, porque se opera en ríos, lagos, fiordos. Como éstos son limitados, no todos pueden entrar a esta actividad. Ello genera una renta económica.



Pasa lo mismo en sectores no competitivos. 



Por lo tanto, aquí estamos creando, independiente de que hoy día se opere sobre recursos no renovables, el precedente de terminar gravando las rentas económicas. Y el día de mañana puede haber razones muy justificadas para hacer lo propio respecto de recursos renovables o de sectores poco competitivos.



Por eso, señor Presidente, en función de estos dos aspectos en materia impositiva (discriminar en torno a un sector productivo y crear el precedente de gravar una renta económica), a mi juicio, estamos ante un cambio tributario de mayor envergadura.



En consecuencia, como considero que aquí debe existir mayor aporte de parte de la minería…

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.

El señor ORPIS.- …pero difiero básicamente del instrumento, me abstengo.

El señor PÁEZ.- Señor Presidente, Chile ha retomado con fuerza la senda del crecimiento, inaugurando un ciclo que promete ser, además de vigoroso, prolongado. Los favorables desarrollos recientes del entorno internacional y su futuro previsible abren hoy inmejorables perspectivas para sentar las bases para una nueva etapa de desarrollo que beneficie más equitativamente a todas sus Regiones y a toda su gente.



La combinación de estabilidad y confianza que hoy proyecta el país, factor clave en la generación de inversiones, crecimiento económico y progreso social, más el favorable entorno económico mundial, que se ha traducido en una fuerte demanda por materias primas -entre ellas, el cobre-, permiten al país una extraordinaria oportunidad para situarse en el umbral del desarrollo.



Nuestro desafío consiste, entonces, en aprovechar el momento que se nos presenta, convirtiendo lo que podría ser un impulso transitorio en un factor de desarrollo duradero. La experiencia de los países ricos en recursos naturales, que abordaron con éxito retos análogos al nuestro al invertir en innovación y agregar valor y conocimiento a sus ventajas comparativas, muestra el camino que debiéramos seguir.



Por ello, el apoyo al proyecto de impuesto a la actividad minera es de gran importancia para Chile, ya que permitirá que las empresas del sector realicen un aporte justo a la sociedad y, al mismo tiempo, que nuestro país cuente con los recursos necesarios para financiar actividades que aumenten su esfuerzo innovador, al abarcar los campos de la ciencia, la tecnología aplicada y la formación de recursos humanos especializados, con especial énfasis en la inversión en Regiones.



La Constitución consagra la propiedad del Estado sobre los recursos mineros. Éstos tienen un valor económico que es transferido en forma gratuita a los concesionarios mineros, quienes obtienen una renta producto de su explotación. Una forma en que el Estado puede cobrar un precio por estos recursos minerales es a través de un royalty o regalía minera que grave la renta generada por esa explotación.



El Ejecutivo ha estimado que optar por la alternativa de establecer un royalty significaría la postergación innecesaria de la discusión y el riesgo de patrocinar una iniciativa de carácter testimonial. Por el contrario, la opción de un impuesto específico que cumpla el mismo objetivo de la regalía minera, implica la discusión inmediata de un proyecto que proveería al Estado de recursos para ser destinados a ciencia y tecnología.



Sin embargo, un impuesto que grave la renta de los explotadores mineros resulta incompatible con las garantías de invariabilidad tributaria de que gozan los inversionistas extranjeros en virtud de los contratos leyes firmados con el Estado. Es por ello que la iniciativa incluye diversos incentivos y disuasivos para lograr que tales inversionistas renuncien a la invariabilidad tributaria actual y se sometan al régimen impositivo que se crea.



Por esto y por una serie de descripciones del proyecto que no explicaré ahora, pues prefiero no alargar mi intervención, voto a favor.

El señor ÁVILA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, debo presidir la Comisión de Pesca, que iniciará su labor dentro de unos minutos. Por lo tanto, solicito fundar mi voto ahora.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo en la Sala para ello?



Acordado.

El señor PROKURICA.- Abra la votación para esta iniciativa y la próxima, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- No, señor Senador. La votación se encuentra abierta sólo para este proyecto.



Una vez terminada, abordaremos la iniciativa que modifica el impuesto al gas. En su momento se harán sonar los timbres para que los señores Senadores que estén en Comisiones vengan a votar, porque dicho proyecto requiere quórum orgánico constitucional para su aprobación.



Tiene la palabra el Senador señor Ávila, para fundar el voto.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, hasta 1989 las grandes empresas mineras debían pagar tributo en función de las ventas: un 4 por ciento de acuerdo al principio de la renta presunta. Era un impuesto seguro. Nadie se pronunció nunca por cambiar esto. 



El festín de las transnacionales con el cobre chileno -a espaldas de todos, por cierto- tiene su base legal en la ley Nº 18.985, que aumentó el IVA de 16 a 18 por ciento y la tasa del impuesto de primera categoría, de 10 a 15 por ciento.



El contrabando consistió en cambiar la renta presunta a que estaban sometidas las empresas mineras por renta efectiva. Esto es, si obtienen utilidades, pagan; si no, no pagan. Salvo La Escondida, ninguna otra empresa obtuvo utilidades. 



Pero esto no era todo. 



Surgió, además, la figura del costo de pertenencia. Cada tonelada que el concesionario extrae del yacimiento -que, por cierto, disminuye en igual proporción el patrimonio del Estado- da pie a que se contabilice como costo de producción del concesionario.



En el mal llamado proyecto "Royalty II", las únicas empresas que pagarían impuesto eran las chilenas. Las transnacionales, pese al buen precio del cobre, podrían seguir teniendo pérdidas, ahora valiéndose de los mercados de futuro. 
Una operación riesgosa -entre comillas-, con una filial, resuelve el problema.



A este respecto, señor Presidente, se encargó a una Comisión Especial el estudio de la tributación de las empresas mineras, de cuyo informe se dio cuenta a la Sala el 16 de junio de 2004. En el número III, letra C) -relativa al cierre de las brechas tributarias-, del resumen que se nos entregó en su oportunidad, se consigna lo siguiente: "Ésta [la Comisión], por unanimidad, ha creído necesario cerrar las brechas tributarias, y restablecer a COCHILCO las facultades de fiscalización que le fueron cercenadas a fines de 1989.".



El razonamiento era que no tenía lógica crear impuestos sobre las utilidades si se dejaba abierta la posibilidad de que, a través de resquicios, las empresas siguieran arrojando pérdidas.



¿Cuáles son estas brechas tributarias? Una, los precios de transferencia. Dos, la pérdida en los mercados de futuro.



Entonces, bastaría solamente con agregar -indicación que, por cierto, haremos llegar en su momento- un nuevo inciso al artículo 36 de la Ley de la Renta, que disponga: "Las pérdidas en los mercados de futuro de metales y en cualquier otro mercado de valores que no correspondan al giro de la empresa serán consideradas gastos no necesarios para obtener la renta".



Otra brecha es el endeudamiento con financieras relacionadas.



Y, por último, está el denominado costo de pertenencia. Mediante  esta figura -como ya señalé- las empresas mineras increíblemente contabilizan como costo propio la pérdida de patrimonio del Estado de Chile.



Señor Presidente, desde luego la denominación es equívoca. Se ha insistido en llamar "royalty" a un impuesto a las utilidades. No hay que confundir los términos, porque, en medio de este cambio de nomenclatura, algunos, quizás, se aprovecharán en el futuro para declarar como cerrada toda discusión acerca del royalty, pues supuestamente ahora estamos legislando a ese respecto.



Por lo tanto, insisto en que es una mera ilusión, un gesto retórico, plantear un tributo que...

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.

El señor ÁVILA.- …podría correr la misma suerte que aquellos que se encuentran vigentes hasta ahora y que, sencillamente, son hechos sal y agua a través de las denominadas “brechas tributarias”.



En razón de que este pequeño, modesto, tímido impuesto podría desaparecer como elemento eficaz para captar recursos, voto en contra del proyecto.

El señor PARRA.- Señor Presidente, al igual que el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra, considero que la iniciativa es un esfuerzo demasiado modesto para lo que el país tiene derecho a esperar respecto de su principal recurso natural.



El proyecto que estamos votando en este momento es estrictamente de orden fiscal; crea un impuesto específico a la minería, que es de pequeño monto, y, por la misma razón, no forma parte de un contexto mayor, como era nuestra esperanza.



Se ha dicho, en efecto, que el objetivo del establecimiento de este tributo es que el país financie un esfuerzo adicional para el desarrollo científico y tecnológico. Pero,  hasta la fecha, la iniciativa legal que crea un fondo para este fin no ha sido ingresada a trámite legislativo.



Nuestra esperanza, como radicales, era que ahora se hubiera dado el paso de modificar sustancialmente las bases de nuestra política y legislación minera.



Por esa razón, la semana pasada ingresamos dos proyectos de ley: el primero -el más importante- establece el carácter no concesible del cobre, materia a la que le damos el alcance de una verdadera segunda nacionalización, y el otro modifica la ley Nº 16.624, para obligar a las empresas de la gran minería a constituirse como sociedades anónimas. 



Y en los próximos días presentaremos una tercera iniciativa, que tiene por objeto fortalecer las facultades del Ministerio de Minería y de COCHILCO, particularmente en el ámbito de la regulación respecto de la producción y la exportación de cobre.



Desgraciadamente, todavía no hemos recibido señales que indiquen que ese esfuerzo es compartido por el Estado. Estamos convencidos de que esto es indispensable, porque la política minera que se puso en marcha a partir de los años 80 ha resultado un verdadero fiasco para Chile. El interés general está fuertemente desprotegido y, consecuencialmente, los chilenos, en rigor propietarios de esos recursos, no reciben el retorno y los beneficios que debieran derivarse de esa explotación.



Sin embargo, señor Presidente, no puedo desconocer que ha sido extraordinariamente duro y difícil el camino para llegar a este paso modesto. Ha habido infinidad de dificultades. Y quiero aprovechar este minuto para recordar con emoción y afecto la figura del Senador Jorge Lavandero, quien durante años nos ilustró sobre esta materia con intervenciones de fondo que, a la larga, no pudieron ser desmentidas ni desconocidas tanto en su mérito como en su contenido.



Votaré a favor la idea de legislar. Sin embargo, me reservo el derecho de pedir en la sesión de mañana votación separada respecto de algunas normas, en particular sobre las relacionadas con la invariabilidad tributaria y el nuevo artículo 11 ter que se pretende introducir en el decreto ley Nº 600.



Además, las disposiciones transitorias, desde mi punto de vista, son inconstitucionales. Naturalmente, no me pronunciaré a favor de ellas, entre otras cosas, porque el hacerlo sería validar un supuesto contrato ley establecido en dicho cuerpo legal que, en mi opinión, no sólo no tiene ese carácter, sino que también daña severamente el interés general del país.



Voto a favor.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, seré muy breve, no para analizar el proyecto en sí mismo, sino para poner de manifiesto dos cosas.



La primera es que la votación tranquila, serena, con pocos Senadores y sin muchos periodistas muestra lo que significa el que hoy estemos aprobando el royalty.



Segundo, hemos seguido la historia del cobre en la perspectiva de nuestro Partido, que ha sido el alma máter de diversas observaciones y políticas, con la participación de grandes dirigentes de la Democracia Cristiana y de muchas colectividades políticas y militantes de otras tiendas.



Por eso, en verdad, deseo recalcar el valor de esta votación.



Éste es el tercer proyecto que en los últimos cuarenta años permite legislar sobre nuestra riqueza minera básica. Primero fue el relativo a la “chilenización”; luego vino el de la nacionalización, y ahora éste. Cada uno tuvo las características especiales del momento.



La chilenización fue posible llevarla a cabo en los términos en que se dio. No podíamos avanzar más en ese instante, a pesar de que todos deseábamos que se lograra mucho más con esa iniciativa. Sin embargo, respondió a la realidad política de aquel entonces. Eso abrió definitivamente el debate para alcanzar la nacionalización del cobre años después.



Como aquí se ha señalado, el proyecto actual data de mucho tiempo. Desde hace prácticamente quince años varios de nosotros requeríamos este cambio. Hoy día, es digno de resaltarlo por el significado que reviste.



Pero, además, quiero referirme a dos aspectos que nos atañen particularmente en este momento, sin por ello demeritar la participación de otros señores Senadores y Partidos.



Deseo destacar, primero, lo expresado aquí por el Honorable señor Parra, que agradecemos: poner en claro, en blanco y negro, la permanente preocupación de uno de los nuestros, el Senador señor Lavandero, quien hubiera deseado estar aquí. Estoy cierto de que en la historia de esta futura ley y más allá de los detalles del proyecto, tenemos la obligación de destacar su preocupación y su lucha incansable, que lo llevó inclusive a colocarse en una situación incómoda, por cuanto muchos creían que estaba volando contra el viento y que no lograría nada.



Por eso lo señalo esta tarde.



En segundo lugar, señor Presidente y Honorables colegas, éste es un tema país que se relaciona con el desarrollo futuro de Chile. Tal vez ésta será una de aquellas votaciones donde uno no puede dejar de sentirse satisfecho de haber participado, sin perjuicio de las mejoras que deben hacerse al proyecto.



Conversábamos con algunos Honorables colegas sobre la posibilidad de luchar por el maximalismo o por la evolución positiva y creativa, viejo dilema de quienes pretendemos cambiar el mundo.



Esta iniciativa es importante para nosotros. En mi condición de jefe de la bancada de los Senadores democratacristianos, debo destacar el esfuerzo que hicimos ante el Gobierno y los otros Partidos de la Concertación por allegar nuestros puntos de vista. La disposición favorable de todas las partes nos permitió alcanzar una votación unánime al interior de ella. Yo desearía que también fuera unánime en el Senado, porque si uno mira el largo pasado en que hemos estado abocados al tema, observará que nunca pudimos lograr un cambio. Por eso el que ahora se propone bien merece nuestro apoyo.



“Nada es fácil en el cobre”, dijo cierta vez un gran dirigente de nuestro Partido. Pero nada es pequeño y nada es más necesario cuando se trata de transparentar las políticas vinculadas con el metal rojo.



Por lo tanto, señor Presidente, aunque mi discurso es un tanto distinto de lo que requiere una materia técnica como ésta, deseo dejar de manifiesto estas ideas. Y creo que el Senado debe preciarse de contar con una enorme mayoría para aprobar el proyecto.



Voto que sí.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, estamos dando un paso tremendamente significativo. Sólo basta ver las cifras en juego para tener conciencia de lo que se está haciendo. 



No se trata de algo menor, toda vez que, de seguir las exportaciones al ritmo que van, la minería llegará a los 20 mil millones de dólares. Y en esto, por cierto, el cobre es lejos lo más relevante. Si el precio se mantiene a un dólar con 50 centavos la libra, la cantidad será del orden de los 16 mil a los 18 mil millones de dólares.



Los subproductos del metal rojo -respecto de los cuales muchos ni siquiera saben de su existencia o que se relacionan con dicho metal-constituyen, después del mineral mismo, el mayor producto de exportación de Chile. Si se suman el oro, la plata y el molibdeno, que este año llegarán aproximadamente a los 2 mil millones de dólares, podemos ver la importancia de lo que tenemos que resolver hoy día.



Por eso, al proponerse un royalty por el uso de un recurso no renovable -en todas partes del mundo se paga por ello-, se está en la dirección correcta estableciendo un impuesto, entre otras cosas, porque una parte muy importante de la producción de cobre, que fundamentalmente es de propiedad privada o extranjera -son alrededor de 4 mil millones de toneladas-, pagaba poco o nada.



Entre otras razones, eso también nos lleva a dar este paso. 



En consecuencia, debemos tener clara conciencia de que al fijar este royalty estamos, en realidad, avanzando en la determinación de una verdadera política minera para Chile.



Dicho impuesto no es discriminatorio, porque incluye además a la pequeña y mediana minería. En la forma en que estaba originalmente no era viable fijar la misma tasa para una empresa cuya producción está por sobre el millón de toneladas de cobre que para otras en que ella fluctúa entre las 2 mil a 40 mil toneladas, que corresponden a la mediana minería. ¡No es lo mismo!



Por eso, nos parece de justicia que hoy día se proponga para la mediana minería una tasa progresiva muy menor a la que se sugiere para la gran minería.



De otro lado, debe quedar en claro que aquí también vamos a legislar para evitar los holdings o las empresas que van en cascada unas con otras, lo que prácticamente hace que no paguen impuestos, porque se separa propiamente la etapa de extracción minera de lo que es el tratamiento, el procesamiento o la comercialización del cobre. Todo ello implica que muchas veces se evite el pago de tributos. Sin embargo, esto quedará cautelado hoy en debida forma.



Es necesario que pongamos más atención en un tema de esta envergadura si queremos ser un país desarrollado. De los 4 millones de toneladas de cobre que exporta actualmente la minería privada o la extranjera desde Chile, cerca de 3 millones van en tierra, en concentrados, sin procesamiento y prácticamente sin trabajo agregado, lo que resulta bastante injusto para una nación que necesita desarrollarse. 



Deberíamos abordar estos asuntos con mayor plenitud si deseamos que en Chile realmente existan posibilidades y que el cobre no sea tratado como cualquier otro recurso, porque es el más importante que tenemos. Pese a ello, sin darnos cuenta, caemos en el infantilismo de creer que estas cosas son menores o irrelevantes.



Me alegro del paso que estamos dando, y espero que otros nos permitan situar nuestro desarrollo y la economía chilena en la dirección correcta. 



Me congratulo de igual modo de que haya una diferencia entre la pequeña y mediana minería y la gran minería. Las dos primeras –constituidas por capitales e ingenieros chilenos- requieren apoyo. Ha habido mayor tolerancia y comprensión para la inversión extranjera que para la inversión nacional, con lo cual se ha perjudicado al trabajador criollo, al hombre que quiere emprender en Chile. Al parecer, las cosas han ido por el camino equivocado. Hoy, en parte, establecemos lo que debió ser y no agravamos más la situación de la pequeña y mediana minería, sectores que han sido importantes también para el desarrollo de áreas decisivas en el norte. 



Por eso, señor Presidente, entre otras consideraciones, voto a favor. 

El señor CANTERO.- Señor Presidente, después de la discusión del proyecto de Royalty Minero I, donde sectores de la Alianza presentaron una proposición alternativa en torno de las patentes mineras, se patrocinó la iniciativa en debate, que implica un gravamen específico a la minería. 



En general, soy contrario, por principio, a los impuestos específicos por sector. Sin perjuicio de ello, creo que éste corresponde a una situación particular, toda vez que el sugerido se aplica a sobresaldos y utilidades. En definitiva, tiene una compensación: la invariabilidad tributaria, perspectiva desde la cual  adquiere mayor justificación.



Desde el punto de vista macro, me parece importante asumir que Chile en la década del 80 estableció un modelo de desarrollo que buscaba crear un clima general de inversiones, con normas claras, estables y parejas para todos los sectores. El objetivo principal era la inversión extranjera, atendido el hecho de que nuestro país vivía una crisis financiera y fiscal y no gozaba de credibilidad a nivel internacional para atraer capitales. Por ello, se dictó un estatuto que privilegiaba la llegada de dólares, el decreto ley Nº 600, que protegía la inversión extranjera. Naturalmente, el Estado también recibía algún tipo de compensación, ya que, por la vía de las tasas cambiarias, se obligaba en esa época a liquidar los dólares en el Banco Central, con una sobretasa del orden del 10 por ciento, o algo superior, que hacía una diferencia importante en ese aspecto.



Por ello, considero relevante asumir que, después de más de veinte años, resulta del todo lógico y apropiado que Chile evalúe la situación y se pregunte si no es necesario readecuar su política minera. La respuesta a esa interrogante, debería ser positiva, a mi modo de ver. Me parece que las condiciones vigentes en Chile en la década del 80 han cambiado drásticamente, y nuestro país se ha convertido en un gran polo de atracción para la inversión extranjera, con proyectos de rentabilidades alternativas, en sectores distintos, etcétera. Ello hace recomendable, en consecuencia, avanzar en un mecanismo que permita que el erario goce de mayores beneficios como consecuencia del desarrollo de una actividad tan importante como la minería. Como producto de lo que señalé anteriormente, en la política minera se establecían diversas franquicias, a fin de alcanzar un avance más rápido.



El royalty, por cierto,  es muy distinto a un impuesto específico; pero, en el fondo, apunta a lo mismo. En todo caso, resulta aceptable en este momento. A mi juicio, la minería puede efectuar un aporte mayor al desarrollo nacional.



No obstante, deben tomarse algunas prevenciones.



La lógica del royalty y también la del impuesto específico a la minería, se orienta en el sentido de reconocer que las zonas de donde se extraen recursos naturales no renovables sufren una depredación o empobrecimiento a medida que se explotan. Por lo tanto, resulta del todo conveniente buscar la sustentabilidad del desarrollo mediante la generación de nuevos dineros a partir de tributos particulares.



Lo importante es que, si el sistema se orienta a los recursos naturales no renovables, resulta de toda lógica que un porcentaje relevante de los dineros que se obtengan con el impuesto vaya en beneficio del desarrollo sustentable de las zonas mineras, y no de otras, sin dejar al solo arbitrio del nivel central el destino final de esos fondos.



En consecuencia, estimo que esta futura ley debe destinar los recursos específicos y claramente definidos, a las regiones mineras de que se trate.



También creo que es importante establecer que el Sistema Nacional de Innovación…

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, si me lo permite, termino la idea.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Redondee y vote, Su Señoría.

El señor CANTERO.- Decía que el Sistema Nacional de Innovación debería contar con la presencia de agentes regionales, de manera de cautelar una distribución equilibrada y armónica de los recursos y no pase lo que ha ocurrido siempre: quedan todos concentrados en la Región Metropolitana.



Por esa razón, señor Presidente, junto con el Senador señor Prokurica, hemos hecho varias indicaciones. Una se orienta a establecer fondos específicos para las zonas mineras. Esperamos que el Gobierno le dé patrocinio. 



Igualmente buscamos asegurar los recursos con un mecanismo ad hoc, de manera que no suceda lo que pasó con las patentes mineras, que han terminado en cero.



También queremos aclarar lo atinente a la mediana minería, a través del establecimiento de una escala; precisar lo relativo al artículo 11 bis del DL Nº 600 y lo concerniente a los no metálicos, y eliminar cualquier posibilidad de que tributos, regalías, patentes o cargos similares puedan surgir en el futuro.



Para finalizar, deseo consultar formalmente al Gobierno, representado por el señor Ministro de Minería, si CODELCO, ENAMI y otras empresas del Estado que actúan en el ámbito minero quedan sujetas a este tributo, porque eso no queda claro en la norma.



Voto a favor.

La señora FREI (doña Carmen).- Señor Presidente, considero muy importante para nuestro país que hayamos podido avanzar en un tema de tanta relevancia como es la legislación minera.



Además de lo señalado por varios Parlamentarios, quiero expresar que es necesario introducir pequeños ajustes al proyecto durante su tramitación en las Comisiones unidas.



El primero de ellos es el relativo a la cantidad de recursos que recibirán las Regiones provenientes de este impuesto específico.



Junto con el Honorable señor Núñez y el apoyo de diversos señores Senadores introdujimos un cambio al inciso final del número 20º del artículo 19 de la Constitución, que posibilitó la aplicación de tributos a bienes de clara identificación regional. Estamos hablando de productos mineros no renovables, por lo que corresponde que dichos fondos queden en nuestra Región. 



El segundo aspecto tiene que ver con el resguardo de la pequeña y la mediana minerías.



Pero hay otra materia que deseo resaltar esta tarde. Es preciso consignar en la iniciativa en debate un gravamen a la producción de minerales no metálicos. La Segunda Región es rica en ellos y en la actualidad se extrae y exporta molibdeno, sodio, potasio, boro, magnesio y litio, entre otros.



El tema del litio no es menor. En este momento, se está llevando a cabo un plan de producción de energía limpia a nivel mundial a través del proyecto International Thermonuclear Experimental Reactor (ITER), en el cual se ocupará ese elemento químico mediante el método de fusión. A dicha iniciativa se han incorporado los Estados Unidos, la Unión Europea, Japón, Rusia y ahora se han sumado China y Corea. 



Se trata de un proyecto energético que pretende construir el primer reactor a fusión, que producirá 500 megawatts, con una inversión cercana a los 10 mil millones de euros. Con tal objeto se necesita el litio 6, que es una de las materias primas que requiere el reactor para producir energía limpia y no contaminante.




En nuestra Región se halla el Salar de Atacama, donde existe la mayor reserva y producción de litio a nivel mundial. Muy poco se ha investigado en Chile respecto de su importancia futura, por lo que en la actualidad se están haciendo estudios sobre el particular.  



Los países desarrollados conocen la técnica para lograr separar el litio 6 del litio 7. Nosotros lo exportamos en su totalidad, sin ningún tipo de procesamiento. Y muchas naciones acopian el litio 6, ya que es un producto estratégico para la energía limpia.



El proyecto –reitero- representa un valor de 10 mil millones de euros. Y ya se está empezando -como lo hemos visto hace pocos días en los medios de comunicación- a construir el primer reactor de fusión en Francia, país que ganó la licitación. 



Dado que en Chile poseemos esas materias primas, debemos contar con los recursos necesarios para investigar. El litio 7 también tiene muchos otros usos, entre otros, sirve para acumular energía. Todos sabemos que si se logra avanzar en la fabricación de automóviles eléctricos, éstos requerirán baterías que usarán grandes cantidades de ese elemento químico.



Por estas razones, entre otras, junto con el Senador señor Prokurica hemos presentado una indicación tendiente a posibilitar una tributación específica a los minerales no metálicos, a fin de desarrollar en Chile investigaciones científicas y tecnológicas para los diversos usos de los minerales que ya he señalado, muchos de los cuales son también incorporados a aleaciones que dan por resultado la construcción de nuevos productos de diferentes usos.



Nuestro país no puede quedar fuera de este proceso, toda vez que posee inmensas extensiones de litio en el Salar de Atacama. Además, su extracción es muy fácil, ya que a través de la evaporación del agua se produce una salmuera en la cual queda como residuo el litio.



En 1999, el presidente del Instituto Marck Plank de Alemania –todos sabemos acerca de la importancia que éste reviste- dijo que no entendía cómo Chile no era la capital científica mundial en cobre y litio.



Las condiciones existentes en 1982 han cambiado sustantivamente. Hoy la minería es un negocio muy rentable.  Y creemos que el proyecto en debate, aun cuando tal vez es limitado y pequeño, para nuestras Regiones resulta demasiado importante, dado que deseamos que esos recursos queden ellas.



Por las razones expuestas, voto que sí.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, entiendo que la iniciativa en debate, por la vía del incremento del impuesto a la renta a las empresas mineras con una rentabilidad operacional superior a determinado porcentaje, generará ingresos del orden de los 150 millones de dólares anuales, que van a ser destinados a un fondo de innovación tecnológica cuya existencia aún se discute en alguna instancia legal.



En verdad, considero oportuno acotar en mejor forma el destino y uso de este ingreso adicional.



El sistema de patentes establece, de acuerdo con lo que dispone la Ley de Rentas Municipales II que hace poco despachamos, que el 50 por ciento de lo recaudado va para la comuna respectiva y el 50 por ciento restante al Fondo Nacional de Desarrollo Regional.



Por lo tanto, se trata de un mecanismo bastante transparente, porque se sabe de antemano a dónde serán destinados los recursos. El hecho de que un porcentaje significativo quede en el lugar, justamente compensa el desfase que se produce cuando cesa una actividad minera y a la vez posibilita la creación de nuevas fuentes de trabajo.


El otro tema se refiere al pasivo ambiental que históricamente se ha dejado producto de la actividad minera. La verdad es que constituye un costo que ningún balance económico toma en consideración.



Por eso, hemos presentado indicaciones para que un porcentaje de esos ingresos adicionales quede en la Región y no esté orientado solamente a la innovación tecnológica concursable a través de toda la burocracia y los problemas existentes a nivel nacional. Y, en ese sentido, llamamos al Ejecutivo a que respalde dichas indicaciones, por razones obvias.



En ese contexto, voto a favor del proyecto.

El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, la iniciativa en estudio, llámese royalty, regalía minera o impuesto específico a la minería, como en realidad lo es, lleva inserta una situación de incertidumbre y de inseguridad jurídica muy delicada para el futuro de Chile.



Hoy las inversiones buscan espacios donde exista estabilidad y seguridad. Pero lo más importante es que estas particularidades sean creíbles. Y para lograr esto último se deben mantener los acuerdos anteriores, como asimismo los conceptos estipulados en los respectivos convenios o tratados que se han suscrito.



El proyecto pretende –si uno lo mira bien fríamente- aprovechar el precio del cobre. En efecto, nuestro principal producto de exportación exhibe un valor bastante alto y, por ende, las utilidades son muy grandes. Ello ha despertado la búsqueda de una forma que permita obtener más recursos para el Estado, en circunstancias de que éstos han aumentado a través de los impuestos normales ya establecidos. Basta apreciar los montos percibidos por tal concepto.



Por lo tanto, con la implementación de dicho tributo, so pretexto de que cierto porcentaje de los recursos recaudados se aportará a la ciencia y la tecnología en determinadas Regiones productivas de esos minerales, se vulnerarán no sólo principios fundamentales de la Constitución Política que nos rige, sino la seguridad jurídica, en el sentido de que al desaparecer las condiciones mediante las cuales se hicieron las inversiones, puede producirse –de hecho está ocurriendo- un alejamiento de la posibilidad de que Chile sea un país realmente atractivo para la inversión minera a largo plazo.



Estamos hablando aquí de un desarrollo, que nos interesa a todos, y de una estrategia que consiste en cómo alcanzar aquél. Uno de los elementos fundamentales es la atracción de las inversiones extranjeras.



Por cierto, se puede solucionar un problema de inmediato con el impuesto específico a la minería. Pero eso es en el corto tiempo. Qué  ocurrirá después cuando comiencen a verse los costos generales comparativos frente a esa inseguridad jurídica que se está introduciendo, versus el hecho de seguir con un sistema en el cual la tributación sea igual para todas las actividades -es lo que corresponde- y, por esa vía, obtener los fondos necesarios para incrementar los que se destinan a ciencia y tecnología, o incluso asignarlos a determinados institutos en las Regiones.



La verdad de las cosas es que en el Perú, país minero por excelencia, a raíz de la aplicación de este impuesto especial, royalty, regalía, o como quiera llamársele, se produjo la paralización de las inversiones. Y eso, desgraciadamente, lo veo venir en el futuro en Chile, porque los capitales disponibles en el mundo buscan la áreas más favorables para la inversión. 



¿Cuál es la gracia del arte de gobernar? Que los dineros obtenidos a través de impuestos que gravan en general a todas las actividades que se desarrollan en el país –ése es el verdadero espíritu de la Constitución y también el de la competencia, porque, de lo contrario, ésta desaparece- sean administrados correctamente para lograr lo que se desea, en este caso, invertir en ciencia y tecnología.



En mi opinión, éste es un proyecto que puede significar sencillamente “pan para hoy y hambre para mañana”, porque las inversiones en el mundo buscan dónde existe mayor posibilidad de que el retorno sea equivalente, apropiado, como asimismo que haya la seguridad clara y precisa de que no se van a modificar las reglas del juego y de que no aparecerá la sombra de nuevos cambios en otras actividades. 



A pesar de todo lo que se diga, incluso de que ciertos elementos naturales no son renovables y que por ello se debe castigar su extracción, estos antecedentes me hacen plantear que estamos en presencia de una iniciativa que no mira al desarrollo ni al progreso de Chile a futuro, sino que es inmediatista.



Voto en contra.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, la ex alcaldesa de Andacollo, doña Marcelina Cortés, que en paz descanse, lideró la lucha en la Cuarta Región a favor del royalty. Ella, que era de la Alianza, no de la Concertación, junto con los entonces miembros del concejo municipal, me invitaron a hablar de dicho impuesto hace ya varios años. Ella soñaba con tener mayores ingresos para los habitantes de su comuna, que es muy pobre.



En Andacollo, el 90 por ciento de la gente está cesante. La mayoría de las familias tiene a una mujer como jefa de hogar, porque los hombres deben ir a la Segunda o a la Tercera Región para encontrar trabajo. Algunos no sólo consiguen empleo; también forman una nueva familia y dejan abandonada a aquella mujer, que debe sacar adelante a sus hijas trabajando como temporera o recibiendo ayuda del municipio.



Por eso, doña Marcelina Cortés anhelaba contar con más recursos para el municipio, a fin de ir en ayuda de esa gente tan pobre.



En esa reunión les dije que conocía bien al Gobierno, que no les iba a llegar un peso del royalty, que se lo iban a gastar todo en Santiago, que era mucho mejor aumentar el valor de las patentes mineras y también el porcentaje que se destinaba a la comuna, de 30 a 50 o a 70 por ciento.



Ha pasado exactamente lo que predije en esa reunión con la señora Marcelina Cortés: ni un peso para Andacollo, ni un peso para Illapel, ni un peso para Salamanca, para Combarbalá, para Ovalle, para La Higuera, para La Serena, para Coquimbo, para todas las comunas pobres de la Región que represento. ¡Ni un peso!



Ésta es una burla para las regiones mineras, señor Presidente. El tema del royalty fue impulsado básicamente por alcaldes de la Primera a la Cuarta Regiones, de todas las tendencias políticas, que soñaban con algo más de dinero, porque están desesperados por la pobreza de sus comunas. Han sido traicionados por la Concertación, que se valió de sus ideas y del apoyo que esos alcaldes brindaron, pero se apropió de los recursos.



¿De qué les va a servir este royalty a las madres jefas de hogar de Andacollo? ¿De qué manera ayudará a toda la gente pobre de la Cuarta Región? ¿Acaso los va a beneficiar la investigación científica?



Señor Presidente, no me opongo a que las empresas mineras aporten más, pero no puedo votar a favor de esta verdadera burla a las comunas y a la gente pobre de esa Región.



Voy a presentar una indicación para que el dinero pueda ir, por ejemplo, a financiar los estudios que se requieren para la construcción del paso de Aguas Negras, porque eso va a generar empleo y riqueza en la zona. O bien, con el objeto de que se destinen fondos al proyecto del embalse El Bato, que es muy necesario en el área sur de la Cuarta Región, a fin de que los pequeños campesinos tengan seguridad en el suministro de agua y puedan hacer sus plantaciones. 



También formularé indicación para que esos recursos puedan llegar a las municipalidades de los lugares donde hay minas que paguen royalty. Porque cuando el mineral se agota, señor Presidente, la cesantía se genera en la Región; el hoyo queda en la zona o en la comuna donde está el yacimiento. Por ende, el dinero proveniente del royalty también debe quedar ahí. No veo por qué otras Regiones, que no viven los problemas de la minería, tengan que beneficiarse con él.



Me voy a abstener en la votación en general, señor Presidente. Y sólo si se aceptan las indicaciones que presentaré y me aseguran que los fondos que se generen en la Cuarta Región por tal concepto llegarán a la gente que habita en ella, cambiaré mi voto.

El señor MORENO.- Señor Presidente, es bueno que todos tengamos claro que hoy día no estamos votando el proyecto sobre el royalty. Esa iniciativa fue debatida en esta Sala, al igual que en la Cámara de Diputados, y no obstante que obtuvo una abrumadora mayoría, debido al alto quórum exigido para su aprobación, no pudo convertirse en ley. Dicha normativa establecía el cobro de una tasa a quienes explotan el cobre, recurso natural no renovable, como asimismo la creación del Fondo de Innovación para la Competitividad.



Debo hacer notar que ese proyecto duerme en la Comisión de Educación del Senado, la cual debería abocarse a discutir, en el momento en que llegue la indicación del Ejecutivo, acerca de la forma como ese Fondo se distribuirá.



Deseo también dejar en claro que fue precisamente la Alianza por Chile la que no dio sus votos en la Cámara Alta, salvo algunas excepciones, al proyecto del royalty. Y hoy día estamos ante la necesidad de analizar una nueva iniciativa de impuestos, con todas las modificaciones que ha sido necesario discutir.



Desde ese punto de vista, quiero rescatar que históricamente la Democracia Cristiana, desde siempre, por medio de sus Senadores y Diputados, ha planteado que los recursos renovables y no renovables en Chile deben ser tratados con mirada nacional. Y fueron los ex Senadores Radomiro Tomic, Eduardo Frei Montalva, Narciso Irureta, Luis Papic, Ricardo Valenzuela; el actual Senador Jorge Lavandero, y personas como Javier Lagarrigue y Jaime Varela, quienes siempre discutieron este asunto y nos enseñaron a muchos de nosotros que el cobre era precisamente un recurso por cuya extracción Chile no estaba cobrando lo que debía.


Por lo tanto –que esto quede claro-, éste no es el problema de una comunidad o de una señora en determinada localidad, por respetable que sea. Aquí hay una visión de país sobre la forma de tratar estos recursos. Y agradezco que el Ejecutivo, como se mencionó, haya modificado el criterio aprobado en la Cámara de Diputados. 



En tal sentido, con otros Senadores de la Concertación logramos que no se cobrase el impuesto a rajatabla a todo el sector de la minería, cualquiera que fuese su tamaño, sino que se considerara lo que siempre ocurrió, no sólo por Constitución, sino también por historia: el sometimiento de las empresas mineras a una clasificación que dependía del volumen de lo que extraían y no de la coyuntura transitoria del precio del cobre en determinado año.



Aquí el Gobierno modificó el criterio. Los Senadores de la Democracia Cristiana dimos nuestro acuerdo. Y también, pese a que el proyecto no dice cómo se van a distribuir los recursos del Fondo -que quede claro: en el texto nada se expresa sobre el particular-, hacemos confianza en los compromisos de honor que aquí, en el curso de los debates, se han tomado tanto con los Parlamentarios democratacristianos como con los de otros sectores de la Concertación en el sentido de que 70 por ciento se destinará a la creación de un Fondo de Investigación y 30 por ciento irá a las Regiones. Y éstas deberán desarrollar la capacidad para generar sistemas de investigación a los efectos de levantar la actividad.



Ésa es nuestra  posición, señor  Presidente. Y, al igual como en los casos de la pequeña agricultura, de la mediana empresa y de la clase media, hemos defendido a las pequeñas y medianas empresas mineras para que no se les imponga un tributo, pues, de lo contrario, en el mediano y largo plazos prácticamente desaparecerían de la economía nacional.



Ése es el criterio con que nosotros operamos. Y me alegro de que hoy día podamos aprobar este proyecto, cualquiera que sea el monto que se recaude. Lo importante es que con ello se reabre la senda que iniciaron Radomiro Tomic y Eduardo Frei Montalva en este Senado cuando plantearon que los recursos renovables y no renovables, pero en particular los de la minería, debían rendir frutos para el desarrollo de los chilenos y no sólo para el enriquecimiento de quienes habían realizado inversiones o servían a las compañías que tenían capitales en nuestro país.



Por eso, con agrado, voto que sí. Y quedo a la espera de que el Gobierno cumpla el compromiso que pactó aquí con muchos de nosotros en cuanto a cómo se distribuirán los recursos del Fondo una vez que comience la recaudación.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, en primer lugar, valoro la disposición que tuvieron el Presidente de la República, el Ministro de Hacienda y, por cierto, el Ministro de Minería para insistir en esta iniciativa. No era fácil hacerlo después del rechazo, el año pasado, tanto del proyecto de royalty enviado por el Ejecutivo como del que presentamos con los Senadores señora Frei y señor Lavandero, en los cuales se avanzaba de modo sustantivo en la perspectiva de que la gran minería del cobre, y en particular la privada, entregara mayores recursos al Estado. Avanzar en esa línea a través de un impuesto específico nos ha parecido muy positivo, aun cuando puedan existir las dificultades que han señalado algunos señores Senadores.



Quiero dejar en claro, sin embargo, que en algunos países el royalty es exactamente un impuesto. En ellos el mecanismo no es similar al planteado por nosotros la vez anterior, sino que se denomina “royalty” a un impuesto del mismo tipo que el que ahora se propone aplicar a la gran minería del cobre.



En segundo término, quiero referirme a la afirmación de que es perfectamente posible avanzar hacia una mayor recaudación desde la gran minería del cobre a través de las patentes.



No creo que la renta extraíble a los minerales pueda realizarse mediante licitaciones. Todos sabemos que la patente es un mecanismo de amparo a las concesiones mineras. Y si fuera factible seguir ese camino, lo cierto es que deberíamos aumentar a lo menos en mil por ciento el valor de las patentes a fin de que pudieran tener un rendimiento significativo para el país.



Actualmente no se recaudan por ese concepto más de 18 millones de dólares, la mayor parte concentrados en la Segunda Región. Y si incrementáramos en mil por ciento el valor de las patentes, la recaudación no alcanzaría a la que se prevé con el proyecto en debate.



Además, ello sería del todo inapropiado, dado que muchos de los recursos que se obtienen por la vía de las patentes ya se encuentran asignados a las Regiones y a los municipios. Entonces, sería absurdo replantear un tema que está resuelto formalmente en la ley.



En tercer lugar, estoy por completo convencido de que el hecho de que el Ejecutivo haya basado la iniciativa en el inciso sexto del Nº 24º del artículo 19 de la Constitución Política de la República -consagra “el dominio absoluto, exclusivo, inalienable e imprescriptible de todas las minas” para el Estado- es altamente favorable. Y digo “favorable” en el sentido de que eso, que está implícito en las disposiciones positivas, figura en los fundamentos expuestos por el Gobierno.



Ello significa que el Presidente de la República decidió generar las condiciones jurídicas para entender que todos los recursos del subsuelo de nuestro país pertenecen al conjunto de los chilenos. 



Tal resolución me parece positiva -lo cierto es que los proyectos precedentes sobre royalty resolvían el problema-, porque, si bien ese hecho no se consigna en el texto de la iniciativa, sí aparece en la fundamentación que el Primer Mandatario entrega en el mensaje enviado al Parlamento.



En cuarto término, se ha sostenido en forma reiterada que la minería nacional requiere ventajas no sólo comparativas sino también competitivas. 



Insisto, señor Presidente, en que en el mundo no hay otro país que tenga ventajas comparativas y, por lo tanto, competitivas mejores que las nuestras. Y la COCHILCO ha informado que la sola inversión privada en cobre y oro para los próximos cinco años llegará a más de 10 mil millones de dólares.



Además, Chile sigue siendo -así lo señalan todas las entidades económicas internacionales que analizan la situación de cada una de las naciones- el país que atrae más inversión extranjera en el continente. 



Más aún: bien sabemos -y lo hemos reconocido- que la gran minería no aporta todos los recursos que debiera entregar a la economía nacional.



Pero hay algo más importante: nuestro país sigue exhibiendo ventajas comparativas en materia de cobre, por las inmejorables leyes de sus minerales; por las reservas que tiene; por la cercanía de sus puertos; por la calidad de sus profesionales, técnicos y trabajadores. 



Ése es un factor extraordinariamente relevante a los efectos de aumentar la productividad y la producción de un metal tan significativo para la economía del país.



Por último, estimo de gran importancia la afirmación de que en este proyecto no se considera lo que planteamos en la Comisión Especial de Tributación Minera -conformada aquí, en el Senado, y que funcionó durante bastante tiempo- acerca de las llamadas “brechas tributarias”, las cuales todavía se manifiestan en las empresas de la minería.



Estoy de acuerdo con quienes han hecho presente la necesidad de legislar sobre el tema: los precios de transferencia; las pérdidas en los mercados de futuro; el pago de cuantiosos intereses y comisiones a las empresas relacionadas; el mejoramiento de la fiscalización, particularmente por parte de la COCHILCO. 



Todos esos puntos siguen pendientes y resulta imperioso enfrentarlos, a los efectos de que nuestra principal industria sea capaz de aportar en forma más significativa al desarrollo y crecimiento del país.



Con respecto a los minerales no metálicos, tengo claro lo siguiente.



Presentamos una indicación en el sentido de no incluirlos en la ley en proyecto. Sin embargo, en lo personal, mi única preocupación…

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.

El señor NÚÑEZ.- Termino de inmediato, señor Presidente.



Al respecto -digo-, mi única preocupación deriva del hecho de que debemos efectuar una discriminación similar a la que hemos realizado en la mediana minería. Se ha concretado bien la planteada dentro de este sector en el proyecto que nos envió el Ejecutivo.



Sin embargo, en la minería no metálica sólo existen empresas pequeñas junto a otras grandes, como la SOQUIMICH. Y, obviamente, soy partidario de que estas últimas paguen determinado impuesto. Pero no vaya a suceder que por esta vía también afectemos a las pequeñas o medianas empresas que se dedican a trabajar los minerales no metálicos -tarea no fácil y en la que no tenemos una gran tradición como país- y les impidamos seguir invirtiendo en un bien tan preciado para el desarrollo de la futura economía mundial.



He dicho.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Cómo vota, Su Señoría?

El señor NÚÑEZ.- A favor.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (28 votos contra 5 y 6 abstenciones).



Votaron por la afirmativa los señores Boeninger, Canessa, Cantero, Coloma, Chadwick, Flores, Foxley, Frei (doña Carmen), Gazmuri, Horvath, Moreno, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Páez, Parra, Pizarro, Prokurica, Ríos, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa los señores Ávila, Cariola, Cordero, Martínez y Zurita.



Se abstuvieron los señores Bombal, Fernández, García, Matthei, Orpis y Romero.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor DULANTO (Ministro de Minería).- Sólo ocuparé treinta segundos, señor Presidente, para agradecer en nombre del Gobierno la votación de esta tarde y dejar constancia de que esta iniciativa claramente se ha enriquecido en sus pasos por la Cámara de Diputados y, ahora, por el Senado.



Esperamos que la discusión particular nos permita arribar a un texto que ojalá sea aprobado de manera unánime por esta Sala en las horas que siguen.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Conforme a lo acordado por los Comités, el proyecto pasa para segundo informe a las Comisiones de Hacienda y de Minería, unidas.
INCENTIVOS PARA USO DE COMBUSTIBLES 

GASEOSOS EN VEHÍCULOS MOTORIZADOS

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.502 en relación con el impuesto al gas y establece regulaciones complementarias para la utilización de éste como combustible en vehículos, con segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones e informe de la Comisión de Hacienda.


--Los antecedentes sobre el proyecto (2701-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 18ª, en 18 de diciembre de 2001.


Informes de Comisión:


Transportes, sesión 18ª, en 1 de diciembre de 2004.


Transportes (segundo), sesión 52ª, en 17 de mayo de 2005.


Hacienda, sesión 52ª, en 17 de mayo de 2005.


Discusión:



Sesión 27ª, en 12 de enero de 2005 (se aprueba en general).
El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En cuanto a…

El señor MORENO.- Abra la votación, señor Presidente.

El señor PROKURICA.- Solicito que se abra la votación.

El señor ORPIS.- “Si le parece”, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si me permiten los señores Senadores,  primero verificaré la existencia de quórum para aprobar los preceptos de carácter orgánico constitucional.



El señor Secretario hará la relación del proyecto, se llamará a los señores Senadores que están en Comisiones y esperaremos cinco minutos para ver si se reúne el quórum exigido. De no ser así, el proyecto quedará pendiente hasta la sesión ordinaria de mañana.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El Ejecutivo hizo presente la urgencia para el despacho del proyecto y la calificó de “simple”.



Esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 12 de enero del año en curso.



La Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y la de Hacienda dejan constancia en sus respectivos informes, para los efectos reglamentarios, de que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los numerales 2, 3, 4, 5, 6 y 7 del artículo 1º; el artículo 2º, y el artículo 1º transitorio.



Estas disposiciones, que conservan el mismo texto que el Senado despachó en general, deben ser aprobadas conforme al artículo 124 del Reglamento.



--Se aprueban reglamentariamente.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El número 3 del artículo 1º, que sustituye el artículo 3º de la ley Nº 18.502, tiene carácter orgánico constitucional, por lo que debe ser aprobado con el voto conforme de 27 señores Senadores.



Las demás constancias reglamentarias se consultan en los respectivos informes.



Todas las modificaciones efectuadas en el segundo informe al proyecto aprobado en general por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones fueron acordadas por la unanimidad de los integrantes de ésta, Honorables señores Muñoz Barra, Novoa, Pizarro, Prokurica y Sabag.



La Comisión de Hacienda aprobó la iniciativa despachada por la de Transportes y Telecomunicaciones e introdujo modificaciones a los artículos 2º y 3º transitorios, las que fueron acordadas por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Matthei y señores Boeninger, Flores y Foxley.



En virtud de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento, las enmiendas aprobadas por unanimidad en las Comisiones deben ser votadas sin debate, salvo que, antes de la discusión particular, se solicite discutir alguna de ellas o que existan indicaciones renovadas.´

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobarán.



--Se aprueban.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Los incisos décimo, undécimo, duodécimo, decimotercero y decimocuarto del artículo 1º de la ley Nº 18.502, contenido en el número 1 del artículo 1º del proyecto, tienen carácter orgánico constitucional, por lo que requieren para su aprobación el voto conforme de 27 señores Senadores.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado dividido en cinco columnas. En las tres últimas se transcriben las modificaciones efectuadas por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y por la de Hacienda y el texto final que resultaría si se aprobaran dichas enmiendas.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En discusión particular el proyecto.



Daré la palabra al Honorable señor Orpis, en el entendido de que la votación se hará durante la sesión de mañana.

El señor ORPIS.- Mi intervención será muy breve, señor Presidente.

El señor MORENO.- Solicito a la Mesa abrir la votación.

La señora MATTHEI.- Abra la votación, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- La Mesa no va a abrir la votación porque, si no se reúne el quórum constitucional exigido, el proyecto no quedará aprobado. Y como no hay ninguna garantía de que tengamos 27 votos…

La señora MATTHEI.- Los hay, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Hay 20 votos a favor y uno en contra. Por lo tanto, votaremos en la sesión de mañana.

La señora MATTHEI.- Voy a ver si junto los votos que faltan.

El señor ORPIS.-  Señor Presidente, mientras se hace ese intento…

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis; en seguida, el Honorable señor Fernández, y después resolveremos cuándo se vota.

El señor ORPIS.- Es urgente despachar el proyecto hoy, señor Presidente. La verdad es que ha costado bastante llegar a un acuerdo con el Gobierno -se logró después de dos a tres años- en cuanto a la rebaja del impuesto al gas.



El problema radica en que los vehículos que usan GLP deben pagar un impuesto muy alto. Cuando comenzó a tramitarse esta iniciativa, muchas autoridades instaron a los dueños de vehículos a gasolina a cambiarse a gas. Por tanto, estas personas no pagaron dicho tributo.



Adicionalmente, el permiso de circulación se otorga en mayo y su obtención está condicionada al pago del referido impuesto. Si no se renueva durante dos años, se pierde la condición de taxi o de taxi colectivo. Y ya ha transcurrido más de ese lapso.



Por otra parte, el Parlamento termina mañana las sesiones del período extraordinario. De manera que si el Senado no despacha el proyecto hoy y la Cámara de Diputados, en tercer trámite, mañana, cientos de taxistas o colectiveros van a perder la calidad de tales.



En consecuencia, llamo a Sus Señorías a despachar la iniciativa esta tarde, para que mañana la Cámara Baja pueda aprobarla en tercer trámite.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Fernández.

El señor FERNÁNDEZ.- Señor Presidente, no puedo prestar mi aprobación a un proyecto que establece un impuesto al gas, en razón de que no se reconoce una situación que ocurre en la Duodécima Región, que represento.



En Magallanes, por el uso de gas natural comprimido se paga un impuesto a razón de 9 UTM anuales. Ésta es una gran conquista obtenida por la ciudadanía local.



Esta iniciativa fija un impuesto igual para todo el país, con lo que el beneficio otorgado a los magallánicos hasta el 31 de diciembre del presente año -a mi juicio, debe ser permanente o tiene que prorrogarse por varios años más- se desconoce por completo. Ello significará en el hecho que los empresarios del transporte de la Duodécima Región que utilicen gas en sus vehículos deberán pagar una cuota fija de 4 UTM, más un porcentaje por el consumo.



Nosotros concordamos -es una lucha que hemos dado todos los Parlamentarios de la zona desde hace varios años- en que se pague de acuerdo con el consumo. Pero ocurre que la tasa que se pretende aplicar provocará, por ejemplo, según una simulación dada a conocer por el propio Gobierno, que un taxista que recorra 80 mil kilómetros al año pague 19 UTM, es decir, más del doble de lo que desembolsa hoy.



Creemos, por tanto, que una situación de tal naturaleza debería ser salvada.



Como no tenemos facultades sobre la materia, no pudimos formular indicaciones para los efectos de solucionar ese problema, que, a nuestro juicio, merece ser tenido en cuenta.



Pensamos que el Ejecutivo debiera mantener la situación existente. Con ese fin, en su oportunidad, a través del Senado, envié un oficio al señor Ministro de Hacienda donde le pedí prorrogar el sistema actual de 9 UTM anuales, que corresponde al 43 por ciento del valor total del impuesto que dispone la ley Nº 19.952, o bien, dar carácter permanente a la norma respectiva; o sea, que a Magallanes se le aplicara el 43 por ciento del valor del impuesto. Ello, sólo a los efectos de mantener la disposición vigente. De otra manera, el tributo subiría a más del doble.



Por esa razón, no puedo aprobar este proyecto. En consecuencia, votaré en contra.

La señora MATTHEI.- ¿Se reunió el quórum?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- No, señora Senadora.



--Queda pendiente la discusión particular del proyecto hasta la próxima sesión ordinaria.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Terminado el Orden del Día.
VII. INCIDENTES
PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

-------------


--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:


Del señor CARIOLA:



Al señor Ministro Secretario General de la Presidencia, solicitándole ENVÍO AL PARLAMENTO DE PROYECTO PARA RESTITUCIÓN DE “QUINQUENIO PENITENCIARIO” A PERSONAL EN RETIRO DE GENDARMERÍA.



Del señor GARCÍA:



Al señor Subsecretario del Interior, pidiéndole información sobre ESTADO DE PROYECTOS POSTULADOS A FONDO SOCIAL EN PROVINCIA DE CAUTÍN, y al señor Director Nacional de Obras Hidráulicas, requiriéndole información acerca de RESPUESTA A CARTA SOBRE PREOCUPACIÓN POR FUNCIONAMIENTO DE SERVICIOS DE AGUA POTABLE RURAL (ambos de la Novena Región).



Del señor STANGE:



Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, solicitándole información con respecto a SISTEMA DE LICITACIÓN DE CALLES, y a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, pidiéndole INFORME SOBRE PROBLEMA DE COMITÉ DE VIVIENDA EL CARRIZO, DE MAULLÍN (los dos de la Décima Región).

------------
El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En Incidentes, los Comités Socialista, Institucionales 2, Institucionales 1 y Mixto no harán uso de sus tiempos.



En el turno del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra el Honorable señor Páez.
REPARACIÓN DE DAÑO PREVISIONAL A

TRABAJADORES DE “PEM” Y “POJH”. OFICIOS

El señor PÁEZ.- Señor Presidente, deseo plantear un problema particularmente sensible que afecta en forma directa a muchos habitantes de la Décima Región Sur y que, por cierto, es extensivo a miles de ciudadanos en el resto del país.



En los últimos días he sostenido diversas reuniones en que han participado cientos de habitantes de las provincias de Osorno, Llanquihue, Chiloé y Palena que tienen un denominador común: se vieron obligados a incorporarse a los precarios planes de empleo implementados por el Gobierno militar conocidos como “PEM” y “POJH”.



Esos programas de absorción de cesantía contemplaban una forma de remuneración equivalente a un tercio del ingreso mínimo, que no era imponible para ningún efecto legal. Fueron concebidos como una solución de carácter transitorio, pero, de hecho, se prolongaron por más de diez años.



En el momento más agudo de las crisis económicas que vivió el país durante esos años, el PEM y el POJH, en conjunto, llegaron a emplear a medio millón de chilenos. Estos compatriotas se vieron afectados por bajas remuneraciones, deficiencias manifiestas en las condiciones de trabajo, baja autoestima y, sobre todo, por un daño previsional irreparable, traducido en la total ausencia de cotizaciones en ese período. Nunca se les enteraron imposiciones, a pesar de haber prestado servicios en los términos comunes a cualquier relación laboral.



Es cierto que los textos legales que establecen las normas por las que se rigieron esos planes de empleo eximieron de los derechos previsionales a sus beneficiarios. Sin embargo, tanto connotados juristas como los miles de trabajadores afectados, aducen, razonablemente, que se perpetró una evidente violación al principio constitucional de igualdad ante la ley.



En efecto, estamos ante un caso de trato discriminatorio y abusivo por parte del Estado, dado que se establecieron condiciones inequitativas para cientos de miles de chilenos que se desempeñaron laboralmente por largo tiempo en condiciones lesivas para su patrimonio personal y familiar. Se les desconocieron, por mandato de un decreto ley dictado en un Gobierno de facto, derechos reconocidos a todos quienes ejercen un empleo remunerado en el territorio de la República.


Esos hechos no importan una responsabilidad civil ni penal del Estado. Se trata del incumplimiento real y objetivo de una responsabilidad constitucional. Al violentarse claras disposiciones establecidas en la Carta Fundamental, el propio Estado provocó un daño a miles de ciudadanos que deben ser compensados en correspondencia directa al perjuicio causado.



El daño previsional ocasionado a tantos compatriotas por desconocimiento de derechos tan esenciales como la igualdad ante la ley debe tener una reparación. 



Aquellos chilenos que padecieron esta forma de trabajo sobreexplotada y humillante merecen el respeto de nuestra sociedad democrática de hoy.



Así como este Congreso Nacional dio aprobación a proyectos de ley de reparación en casos de exonerados políticos, exiliados y víctimas de atropello a los derechos humanos, creemos que resulta de mínima justicia reparar a estos chilenos sin voz; víctimas silenciosas de políticas insensibles aplicadas en épocas oscuras de nuestra historia republicana.



En virtud de ello, señor Presidente, solicito que se oficie, en mi nombre, a los señores Ministros Secretario General de la Presidencia y del Trabajo y Previsión Social, a fin de que se estudie, en el más breve plazo, una iniciativa legal que permita compensar el daño previsional causado a quienes se desempeñaron efectivamente en los planes PEM y POJH durante el período de su vigencia, esto es, entre 1974 y 1987.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Como nadie hará uso de la palabra en los tiempos de los Comités Unión Demócrata Independiente y Renovación Nacional, y habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:54.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
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INFORME DE LA COMISIÓN ESPECIAL SOBRE SEGURIDAD CIUDADANA, CON EL QUE DA CUENTA DEL ESTUDIO EFECTUADO EN ESE ÁMBITO Y FORMULA RECOMENDACIONES 

(S 694-12)

HONORABLE SENADO:





Por ofrecer la materia del rubro un especial interés y actualidad, el Senado aprobó un proyecto de acuerdo mediante el cual creó una Comisión Especial con el objetivo de estudiar los distintos aspectos que inciden en el tema de la seguridad ciudadana en nuestro medio y formular proposiciones al respecto.





Ésta quedó integrada por los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle, quien fue elegido Presidente, Fernando Cordero Rusque, Alberto Espina Otero, Ricardo Núñez Muñoz y Rodolfo Stange Oelckers.


El análisis de la materia encomendada a esta Comisión se efectuó en sesiones celebradas los días 14 y 23 de octubre, 6 de noviembre y 1 de diciembre de 2003; 5, 12, y 19 de enero, 4, 9 y 16 de marzo, 5 de abril, 2, 9 y 16 de agosto, 6 de septiembre y 4 y 18 de octubre de 2004, y 4, 5 y 11 de enero de 2005.


A ellas concurrieron, además de sus miembros titulares, los Honorables Senadores señores Fernández y Ríos y varias autoridades y especialistas, cuya nómina se consigna más adelante.


Al iniciar su trabajo, atendida la naturaleza del tema, la Comisión acordó estudiarlo desde la perspectiva del interés nacional antes que teniendo presente visiones partidarias u otro tipo de intereses. En esta misma línea, consideró que el Senado debe aprovechar este esfuerzo para contribuir a la formulación de una política de Estado de largo plazo, más allá de los planteamientos particulares de cada sector.


En el presente informe, vuestra Comisión deja constancia del origen del cometido que se le confiara y consigna los antecedentes que tuvo en consideración durante su análisis.


Luego, ofrece una visión general sobre la situación.


Finalmente, aborda separadamente ciertos aspectos específicos, formulando las recomendaciones que estimó del caso plantear a la Sala respecto de cada uno de ellos.


La visión general contenida en el presente informe es compartida por la unanimidad de los miembros de la Comisión. Sin perjuicio de ello, en la exposición que se formulará con ocasión de la presentación de este informe a la Sala, cada señor Senador expondrá sus puntos de vista particulares y matices propios sobre aspectos específicos.

I. ORIGEN DEL COMETIDO


En sesión del 9 de septiembre de 2003, el Senado aprobó, por unanimidad, un proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Flores, Foxley, Frei (don Eduardo), Gazmuri, Naranjo, Núñez, Ominami, Parra, Ruiz De Giorgio, Sabag y Viera-Gallo, cuyo tenor es el siguiente:

“PROYECTO DE ACUERDO


Teniendo presente:


1.- Los altos índices de delincuencia que se observan en el país y acrecientan la percepción de inseguridad que vive la población;


2.- La peligrosidad de la delincuencia juvenil;


3.- Que en importantes regiones del país, donde la delincuencia aparecía controlada, hoy también se observa el incremento de delitos como robos con violencia, robos con fuerza, asaltos de todo orden seguidos de lesiones y homicidios;


4.- La necesidad de evaluar en las regiones donde está vigente la reforma procesal penal en su eficacia para combatir el delito;


5.- La situación del tráfico y consumo de drogas, su gran impacto social y los resultados de la estrategia nacional para responder a este desafío, y


6.- Que esta situación ha sido conocida por los parlamentarios a través de su contacto con la sociedad civil, abogados que litigan en lo penal y los mandos de Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones de Chile.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República:


1. La elaboración de una agenda legislativa de seguridad ciudadana que contemple el compromiso de todas las instituciones y servicios del país que tengan incidencia en esta materia;


2. La creación de una instancia del más alto nivel, conformada por el Poder Judicial, el Ministerio de Justicia y el Ministerio Público, para que elabore un informe que contenga proposiciones de reforma a fin de que la acción de la justicia y de sus órganos auxiliares sea cada vez más eficaz en la persecución y sanción de los delitos;


3. El establecimiento, en todas las regiones del país, de instancias de investigación sobre el origen, naturaleza e implicancias sociales de los delitos de mayor prevalencia que en ellas ocurran, a objeto de proponer al Ministerio Público, a los Gobiernos Regionales y a las instituciones desconcentradas y descentralizadas de la Administración del Estado, orientaciones y acciones que hagan posible la prevención de los delitos y la rehabilitación de los delincuentes, y


4. La realización de un estudio que propenda a la unificación de la institucionalidad pública vinculada a la seguridad ciudadana, con el objeto de asegurar la prevención, el control y la persecución de los delitos.


Solicitar al Honorable Senado:


La creación de una Comisión Especial que se aboque al estudio y análisis de estas materias e informe a la Sala en un plazo de tres meses.”.

II. ANTECEDENTES CONSIDERADOS POR LA COMISIÓN


Para examinar las materias precedentemente enumeradas, la Comisión consideró pertinente escuchar la opinión de diversas autoridades y especialistas, para que la ilustraran desde la perspectiva de sus respectivas experiencias y especialidades.


En esta condición participaron:


1) El Ministro del Interior, señor José Miguel Insulza;


2) El Ministro de Justicia, señor Luis Bates, y el Jefe de la División Jurídica de esa Secretaría de Estado, señor Carlos Maldonado;


3) El Presidente de la Sala Penal de la Excma. Corte Suprema, señor Alberto Chaigneau;


4) El Fiscal Nacional, señor Guillermo Piedrabuena, y la Fiscal Regional del Sector Centro Norte de la Región Metropolitana, señora Sonia Rojas;


5) El General Director de Carabineros, señor Alberto Cienfuegos, y el Director de Orden y Seguridad, General Nelson Godoy;


6) El Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, señor Arturo Herrera; el Jefe del Instituto Criminológico de la Policía de Investigaciones, señor Carlos Al-Konr, y el asesor del mismo Instituto, señor Elías Escaff;


7) La doctora Sandra Venegas, Coordinadora de la Unidad de Psiquiatría Infantil del Servicio Médico Legal, y las señoras Oriana Espinoza y Carla Insulza, también médicos del señalado Servicio;


8) El abogado señor Juan Pablo Hermosilla, académico experto en materias penales;


9) El abogado y ex Ministro de Justicia, señor José Antonio Gómez, y


10) El Gerente General de la Fundación Paz Ciudadana, señor Gonzalo Vargas.


Además, la Comisión contó con la colaboración permanente del abogado especialista señor Guillermo Pickering.


Los antecedentes hechos llegar por las mencionadas autoridades y expertos se encuentran a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

III. DERECHO COMPARADO





La Comisión tuvo en consideración los sistemas policiales de las naciones que a continuación se consignan.





Francia cuenta con dos servicios policiales: la Policía Nacional y la Gendarmería Nacional.





La Policía Nacional depende del Ministerio del Interior, se ocupa de todas las labores policiales en las ciudades de más de 10.000 habitantes y cumple actividades judiciales urbanas, de inteligencia interior, de vigilancia del territorio (contraespionaje), del aire, las fronteras, los viajes oficiales, la seguridad de altas personalidades, así como de la cooperación técnica internacional.





La Gendarmería Nacional es una policía con estatuto militar que actúa en comunidades de menos de 10.000 habitantes y tiene las mismas competencias que la Policía Nacional. Tiene una doble dependencia ministerial: como cuerpo uniformado depende del Ministerio de Defensa en todos los aspectos administrativos y, como policía que presta servicio en zonas rurales, mantiene una peculiar dependencia funcional del Ministerio del Interior, esencialmente en el plano operativo.





España tiene un modelo policial propio de un sistema descentralizado, de acuerdo a la estructura orgánica del Estado. En este caso, se distinguen tres categorías de fuerzas y cuerpos de seguridad: la de Estado, compuesta por el Cuerpo Nacional de Policía y por la Guardia Civil; la de las Comunidades Autónomas y la de las Colectividades Locales (Policía Municipal).





El Cuerpo Nacional de Policía desarrolla funciones de servicio público de seguridad, de policía judicial, de informaciones y de policía administrativa. Actúa bajo la autoridad del Ministerio del Interior.





La Guardia Civil tiene la misión de proteger el ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana. Tiene las mismas competencias que el Cuerpo Nacional, pero desarrolla sus actividades sólo en las partes de territorio en que la policía nacional no tiene competencia, principalmente en las zonas rurales. Con doble dependencia de los Ministerios del Interior y de la Defensa, el principal responsable de la Guardia Civil es éste último, en tanto que en asuntos civiles responde al Ministro del Interior y en asuntos fiscales al Ministro de Finanzas. Por otra parte, en todo lo relativo a los asuntos penales, esto es, la función de policía judicial, responde al Poder Judicial y al Ministerio Fiscal.





El Ministerio del Interior se ocupa, en general, de la seguridad y del mandato conjunto de las fuerzas de seguridad (actividades operativas). Administra las destinaciones, las remuneraciones y el acuartelamiento del personal; el Ministerio de  Defensa, en cambio, se encarga de las cuestiones de promoción y disciplina. Los dos Ministerios se ocupan en forma conjunta de la selección, formación, perfeccionamiento y del despliegue de las fuerzas sobre el territorio.  Respecto de la Policía de Comunidades Autónomas, la Constitución otorga a estas últimas la facultad de crear sus propias fuerzas de policía





En Portugal, el sistema de seguridad pública está organizado en torno a la distinción entre policía administrativa y policía judicial. Existe la Policía de Seguridad Pública y la Guardia Nacional Republicana, dependientes del Ministro de Interior o Ministerio de la Administración Interna; la Guardia Fiscal, dependiente del Ministro de Finanzas, y la Policía Judicial dependiente del Ministerio de Justicia.





En Italia, la estructura de la policía es muy compleja y los diferentes cuerpos que la componen se encuentran en frecuente conflicto.





La Policía de Estado es la encargada de mantener el orden y la seguridad pública, de prevenir los crímenes y los delitos y de proporcionar seguridad en caso de accidentes y catástrofes. Con un estatuto civil, depende del Ministerio del Interior.





A los Carabineros, en su función policial, les corresponde prevenir los crímenes y los delitos y mantener el orden y la seguridad pública.





En cuanto a su dependencia, para la administración del cuerpo, la disciplina, el armamento y el reclutamiento, dependen del Ministerio de Defensa. En asuntos de orden y seguridad pública (actividades operativas), del Ministerio del Interior, y en cuanto a las funciones de policía judicial, dependen del Ministerio de Justicia.





Al mismo tiempo, pueden darse otras dependencias temporales de otros Ministerios según el control de actividades particulares. Por ejemplo, dependerá del Ministerio de Salud para el control de la calidad alimentaria; del Ministerio de Cultura para la salvaguardia del patrimonio nacional; del Ministerio del Trabajo para el control de la legislación laboral en vigor, y del Ministerio de Asuntos Exteriores para la protección y vigilancia de las representaciones diplomáticas.





El Cuerpo de la Guardia de Finanzas es una policía con estatuto militar, encargada de la prevención y de la represión  de los delitos de tráfico de drogas y de divisas, de la lucha contra el contrabando y de la prevención de la fuga de capitales entre otros. Depende administrativamente del Ministerio de Finanzas, y en casos especiales referidos a la seguridad pública, del Ministerio del Interior.





En Colombia existe la Policía Nacional, dependiente del Ministerio de Defensa y Seguridad Nacional. Este es un organismo de prevención e investigación, cuya labor primordial es velar por el orden público interno nacional, para lo cual auxilia al Estado en su función punitiva y se encarga de la vigilancia y las diligencias de indagación que le confíe el Código de Procedimiento Penal, vale decir, de la labor de investigación policial.





Existe, además, el Departamento Administrativo de Seguridad, que cumple labores de inteligencia de Estado para el Gobierno tendiente a garantizar la seguridad interna y externa. Este organismo, de dependencia directa del Presidente de la República, debe ejercer funciones de policía judicial, en coordinación y bajo dependencia de la Fiscalía General de la Nación, para investigaciones de carácter criminal.





Venezuela es una república federal, por lo que su sistema policial es descentralizado. Cuenta con organismos policiales con competencia nacional y con otros con competencia sólo en el ámbito estatal respectivo.





La policía que tiene competencia en todo el territorio venezolano es la Guardia Nacional, que depende del Ministerio de Defensa Nacional. Este organismo realiza labores de policía preventiva tanto en el medio urbano como en el rural, sin perjuicio de actuar, cuando es requerida, como policía judicial.





Fundamentalmente, su labor esta encaminada a mantener el orden público; la seguridad en carreteras, empresas públicas, establecimientos estratégicos; coadyuvar con los organismos competentes en situaciones de catástrofe o emergencias; proporcionar seguridad a los recintos y funcionarios públicos, y resguardar el patrimonio ambiental de Venezuela. Otro organismo con competencia nacional, pero sólo en materia de investigación criminal, es el Cuerpo de Investigaciones Científicas Penales y Criminales, dependiente del Ministerio de Interior y Justicia y que trabaja en estrecha relación con la Fiscalía General. Por otra parte, en cada uno de los Estados, en el Distrito Metropolitano de Caracas y en algunas municipalidades, existen policías que cumplen labores especialmente preventivas. Ellas dependen de los poderes estatales y de las secretarías de seguridad de cada Estado y deben relacionarse con las Fiscalías.





En el caso de Brasil, por tratarse de un país federal, existen cuerpos policiales que realizan labores en los ámbitos federal o nacional y estatal. De competencia federal existen, actualmente, dos entidades policiales: el Departamento de Policía Federal y el Departamento de Policía Rodoviaria Federal.





El Departamento de Policía Federal depende de la Secretaría Nacional de Seguridad Pública del Ministerio de Justicia. Su objetivo es velar por el mantenimiento del orden político y social de la Unión, de sus entidades y empresas públicas y aquellas que puedan tener repercusión federal. Al mismo tiempo, cumple funciones de policía judicial, marítima, aeroportuaria y de fronteras.





En China existe un cuerpo policial principal, la Fuerza Policial Armada del Pueblo, que depende administrativa y operacionalmente del Ministerio de Seguridad Pública. Esta Secretaría de Estado, a su vez, se subordina directamente al Consejo de Estado, (Consejo de Ministros), dependiente del Primer Ministro. Por otra parte, por ser, además, miembro del sistema de defensa nacional, está bajo la dependencia de la Comisión Militar Central, encargada de la conducción de la República.





Dicha Fuerza Policial es, a la vez, una policía preventiva, represiva y de investigación criminal. En este último aspecto cumple órdenes de la Fiscalía Popular Suprema, que conduce la investigación de los delitos.

IV. UNA VISIÓN GENERAL SOBRE LA SITUACIÓN


La Comisión realizó un análisis de los antecedentes que recabó en las sesiones celebradas y consideró que su trabajo debería contemplar, en primer lugar, una visión general de la situación, para elaborar, enseguida, planteamientos tendientes a corregirla.


Como criterio global, la Comisión tuvo en cuenta que la criminalidad es un problema propio de toda sociedad y que a todas ellas, en alguna medida, las afecta, cualquiera sea su grado de desarrollo o evolución. En efecto, se constató que la “criminalidad cero” no existe, lo cual se advierte a través de la evolución histórica de la humanidad.


Se indicó que, sin duda, en nuestro país se registra una preocupación prioritaria por este tema y que, con esfuerzo, se ha avanzado en cuanto a las iniciativas propuestas y aprobadas, constatándose, sin embargo, que no se han logrado los resultados esperados. En efecto, se han incorporado recursos a las policías; se han implementado diversos programas de seguridad comunal; las instituciones policiales han actuado con la participación de la comunidad; se está llevando a cabo la transformación de la justicia más importante de los últimos años; se ha iniciado el proceso de fortalecimiento del sistema penitenciario tanto en infraestructura como en personal; se ha legislado en materias que son de alto impacto social y se han lanzado importantes programas de superación de la pobreza, entregando recursos focalizados a los sectores con mayor riesgo social.


Sin embargo, todo lo que se hace parece insuficiente pues la sensación de inseguridad y de indefensión por parte de la comunidad aumenta, lo que se refleja en las encuestas o sondeos de opinión.


La Comisión connotó que, hoy en día, en nuestro país la criminalidad presenta características nuevas, que causan un grado de apremio y preocupación diferente.





En primer lugar, se observa un incremento sostenido de ciertas tasas de criminalidad, especialmente de algunos delitos, como el robo con violencia o intimidación  en las personas.


Asimismo, este incremento ha adquirido un carácter estructural y no estacional. Cualesquiera sean las condiciones de la economía del país, la ubicación geográfica de la población u otras circunstancias que se consideren, ciertas tasas de criminalidad siempre muestran ascenso.


A lo anterior se agrega la mayor peligrosidad asociada a la comisión de algunos delitos.


Especialmente, llamó la atención de la Comisión la falta de coordinación que existe tanto entre los distintos programas sociales como entre las autoridades y los servicios vinculados al tema.


Sobre este particular, se connotó que son cuantiosos los recursos que se invierten en seguridad ciudadana y que, al analizarse la estructura del Estado, queda de manifiesto que tales fondos no se utilizan con la efectividad y resultados que se requiere, pues no existe una estructura que permita pensar en el tema en forma global o transversal y no como una situación coyuntural, asumida por algún Ministerio a consecuencia de situaciones específicas.


Ejemplo de lo anterior es el tema juvenil, que se aborda desde diversos puntos de vista y por organismos sin coordinación entre sí. Actúa en esta área el Servicio Nacional de Menores (organismo dependiente del Ministerio de Justicia) con planes de rehabilitación y prevención de drogas, violencia, etc. Intervienen también el CONACE, el Ministerio de Educación, Gendarmería, el Servicio Nacional de la Mujer, el Ministerio de Salud, las intendencias, los municipios, ciertas entidades privadas que obtienen recursos del Estado, etc. Cada una de estas instituciones tiene sus propios programas y formas de desarrollar estas políticas sin la necesaria vinculación u organicidad entre ellas, lo que, a menudo, se traduce en duplicidad de iniciativas y del uso de recursos públicos y privados.


Otra nota distintiva de la situación actual es la relación de causalidad que se observa entre el incremento de la delincuencia y el narcotráfico.





Por otra parte, las dificultades del “sistema” para enfrentar el problema con eficacia y rapidez, especialmente en relación con los delincuentes peligrosos, redundan en la idea de que éstos, en definitiva, quedan impunes, con el consecuente desprestigio para las propias instituciones involucradas.





Lo anterior se agrava si se considera que las víctimas -y la población en general- viven una sensación de frustración y de impotencia.





Sobre este último particular, la Comisión hizo presente que el tema en estudio ofrece dos planos de análisis diferentes, uno objetivo y otro subjetivo, a saber, la delincuencia y su incremento, por una parte, y el temor que ella causa, por otra. Se connotó que el temor de la ciudadanía se funda en que, si bien la mayoría de los delitos cometidos son no violentos, las estadísticas muestran que el aumento más notorio se observa en los delitos violentos.





Otro rasgo propio de nuestra época es la mayor vulnerabilidad de la población frente al fenómeno de la delincuencia. Ésta deriva, entre otras razones, de la concentración urbana, de la crisis del sistema educativo, del desempleo juvenil con características estructurales, de la masificación del microtráfico de drogas y de los elevados niveles de alcoholismo y violencia intrafamiliar.





Teniendo presente estos elementos, la Comisión estimó fundamental asumir que la situación descrita representa un problema político importante y permanente, y no sólo una simple cuestión de orden policial o un fenómeno sociológico normal y casi inevitable.


Sostuvo que debe evitarse tanto la tendencia a minimizar el problema como la de exagerarlo con fines de cualquiera índole. Se hizo notar que se necesita una estrategia y un plan integral, respaldado por un amplio consenso nacional que tenga estabilidad en el tiempo, evitando la conducta ya conocida de cambiar de política cada vez que se renuevan las autoridades.





Consideró indispensable asumir el problema en la magnitud que verdaderamente tiene. A este respecto, se indicó que es necesario disponer de información sólida, inobjetable y que aporte antecedentes útiles para quienes tienen responsabilidades en la materia. No son suficientes, se agregó, los datos sobre número de denuncias o de detenidos, sino que se requiere que esa información sea analizada y procesada para alcanzar mejores diagnósticos y elaborar soluciones más eficaces. Del mismo modo, se planteó la necesidad de que la información sea más accesible para los distintos sujetos interesados, diferenciándose niveles de acceso según las responsabilidades de cada uno.


En cuanto a la responsabilidad de la conducción de políticas públicas efectivas para reducir los niveles de criminalidad y transmitir seguridad a la población, la Comisión estimó que, evidentemente, el Gobierno tiene un deber preeminente, particularmente atendido el carácter multicausal, transversal y territorial del problema. No puede haber, se dijo, “zonas grises” donde las responsabilidades no estén claramente atribuidas.





No obstante, se precisó que la tarea no es sólo del Gobierno sino de toda la sociedad: de los otros Poderes del Estado, de los medios de comunicación, de las organizaciones territoriales y de cada uno de los chilenos. Debe existir, se enfatizó, una verdadera alianza contra la delincuencia que involucre a todos, con roles y tareas concretas.





En último término, se resaltó la conveniencia de que todas las acciones destinadas a enfrentar la criminalidad, y la gestión de las autoridades con responsabilidades en el tema sean objeto de evaluación periódica y pública, destacándose tanto los avances logrados como los errores y las insuficiencias.

V. ASPECTOS ESPECÍFICOS.

DIAGNÓSTICO Y RECOMENDACIONES

1. CREACIÓN DE UN MINISTERIO DE SEGURIDAD PÚBLICA





Considerando los distintos elementos mencionados anteriormente, la Comisión destacó que nuestra institucionalidad carece de una autoridad o un Ministerio cuya tarea principal y exclusiva sea la seguridad pública.


Por ello, valora la decisión de la Sala de proponer, en el marco de las reformas constitucionales recientemente aprobadas por el Senado, la creación de un Ministerio encargado exclusivamente de esta materia.


Se sostuvo que una forma adecuada de abordar como tarea de la Nación y en forma coordinada una política de seguridad que represente el accionar de todo el Estado, consiste en crear un organismo como el mencionado, que tenga la estructura, el poder y la fuerza para actuar como ente impulsor de dichas políticas de seguridad de manera que se inviertan en forma eficiente los recursos públicos que se destinen a este rubro y se efectúen evaluaciones periódicas y rigurosas de los planes que se desarrollan.


Se trata de establecer un Ministerio de Seguridad Pública que tenga como funciones permanentes las de llevar a cabo las políticas y acciones que una tarea de esta envergadura requiere y de evaluar periódica y rigurosamente el conjunto de procedimientos, programas y políticas que administre, de manera de asegurar la racionalidad de la estructura institucional y la distribución de funciones entre los órganos y servicios que lo compongan, así como también la eficiencia en el uso de los recursos institucionales y en el impacto de los diversos programas en sus beneficiarios.


Como se ha visto, la Comisión tuvo presentes las distintas fórmulas mediante las cuales se ha abordado esta situación en otros países, constatando que mayoritariamente se han buscado soluciones que favorecen la coordinación de los distintos órganos del Estado vinculados al tema.


Está claro para todos que la descoordinación de las policías y de los diversos organismos que actúan contra la delincuencia favorece a quienes delinquen. La legislación comparada deja establecido que en todos los países se busca un sistema que propicie el trabajo mancomunado del Estado contra la delincuencia.


Resulta evidente también que los diversos decretos de coordinación en que participan múltiples instituciones no producen los efectos deseados, por la dispersión de funciones que desempeña cada uno de los Ministros adscritos al sistema de seguridad.


La Comisión consideró necesario, entonces, abordar la seguridad como una tarea de Estado, en la cual existan políticas que sean implementadas y desarrolladas por un órgano que tenga esa misión como tarea fundamental. Éste sería el nuevo Ministerio de Seguridad Pública.


Es probable que surjan críticas señalando que la creación de un nuevo Ministerio significará solamente una mayor burocracia. Sin embargo, no cabe duda de que un buen análisis de la situación actual en materia de seguridad, no sólo en relación con la inversión del Estado, dispersa y mal enfocada, sino también en cuanto a la cantidad de personal que desempeña funciones similares en diversos organismos, demuestra que se puede ser mucho más eficiente con los mismos recursos que hoy se destinan a esta materia, sin perjuicio de que la Comisión está consciente de que el tema de la seguridad pública, por su importancia, requerirá normalmente de mayores fondos y nuevas inversiones.


Otra opinión podría sostener que la creación del Ministerio no sería una solución porque bastaría que se coordinen los órganos dependientes del Gobierno.


Sin embargo, como ya se ha constatado, está claro que no ha sido así. Cada Ministerio tiene sus propias metas y cada Ministro es evaluado por las funciones que desempeña en el ámbito que le corresponde. Al Ministro de Justicia no le corresponde abocarse al tema de la seguridad ya que su principal tarea es la relación que debe tener con el Poder Judicial, los problemas penitenciarios, la Reforma Procesal Penal, los proyectos de ley que debe impulsar y aprobar el parlamento, etc. El Ministro del Interior, si bien tiene a su cargo la Seguridad, sin duda tiene prioritariamente competencia en los temas propiamente políticos, los diversos conflictos que debe enfrentar día a día en una estructura de Gobierno en que ejerce básicamente como jefe político. Entonces, ¿dónde deriva la seguridad? Normalmente, al Subsecretario. Éste, a su vez, delega en el ámbito de la planificación y, muchas veces, operativa, a la División de Seguridad Ciudadana o al Jefe de Gabinete. En fin, un problema de primera prioridad pasa a ser de tercer o cuarto orden.


Se han discutido diversas fórmulas. Se ha planteado que esta estructura debiera quedar en el Ministerio de Interior con una Subsecretaría a cargo de la seguridad. No obstante, ello no parece conveniente, porque quien esté a cargo de la seguridad debe tener la fuerza y el poder de discutir en igualdad de condiciones con los demás ministros sus políticas, inversiones y tareas. Debe, naturalmente, tener capacidad de resolución, revisando y analizando sus decisiones directamente con el Presidente de la República y no a través de otra autoridad superior.


En esta misma línea, la Comisión tuvo en cuenta, además, la descoordinación que se detecta entre autoridades, Ministerios, Poderes del Estado y programas sociales enfocados al tema. Advirtió, asimismo, la relación competitiva que se produce entre instituciones, la inexistencia de sistemas de evaluación de los resultados y la discontinuidad de las políticas y programas.


Por otra parte, también observó que el Ministerio del Interior concentra, además del rol político que lo caracteriza, una gran cantidad de tareas (administración regional y provincial, elecciones, emergencias, etc.). El Ministro del Interior ejerce, cuando corresponde, como Vicepresidente de la República y es el articulador político de las acciones del gobierno, lo que le impide una dedicación preferente o exclusiva al tema de la seguridad ciudadana.


Se puso de relieve que las policías, no obstante ser los órganos que principalmente ponen en práctica los programas de seguridad, dependen del Ministerio de Defensa, el cual tiene como prioridad la tuición de las Fuerzas Armadas.


Hay numerosas instituciones y autoridades, dependientes de diversos Ministerios, que no se reportan ni se subordinan a una autoridad o plan de seguridad pública.

En fin, la seguridad pública no representa, en la actualidad, un criterio de focalización del gasto social, lo que impide concentrar programas y recursos con este fin.

Recomendaciones de la Comisión


Debatido el aspecto institucional, la Comisión estimó pertinente proponer, concretamente, la creación de un Ministerio de Seguridad Pública que concentre todas las facultades que en esta materia tienen hoy el Ministerio del Interior y otros organismos dispersos dentro de la estructura del Estado.


Se estimó inadecuado, por diversas razones, que se asigne al actual Ministerio del Interior el rol de ente coordinador en este ámbito.


En síntesis, el proyecto de ley que cree el nuevo Ministerio deberá contemplar las unidades que lo compondrán, pero, en cualquier caso, esta entidad deberá implementarse con los organismos pertinentes, independientemente del lugar que ellos ocupen actualmente en la estructura de la Administración del Estado. A vía de ejemplo, se sugirió traspasar a esta entidad la Dirección de Seguridad Pública e Informaciones (DISPI). Lo mismo cabría proponer en relación a la Comisión Nacional de Control de Estupefacientes (CONACE), ya sea como una unidad que integre dicho Ministerio o como un servicio público adscrito al mismo.


Se consideró, asimismo, que para alcanzar los objetivos de coordinación y eficiencia necesarios, es menester ubicar a las policías bajo la tuición del nuevo Ministerio de Seguridad Pública.


Del mismo modo, en consideración a que el problema no lo sufre sólo Santiago, resulta imprescindible crear, a nivel territorial, estructuras de seguridad. En concreto, se sugirió establecer trece cargos regionales cuya tarea sea ocuparse de la seguridad ciudadana en cada región y, al mismo tiempo, delimitar con claridad las responsabilidades municipales en materia de seguridad comunal.

2. ESTABLECIMIENTO DE UN CENTRO

DE INFORMACIÓN ESTADÍSTICA

En esta materia, se hizo presente que, sin perjuicio de los avances observados, como en el caso de la entrega de las cifras trimestrales de denuncias de los delitos de mayor connotación social y de violencia intrafamiliar que realiza el Ministerio del Interior, es necesario avanzar sustancialmente en lo concerniente a la transparencia de la información.


Se pusieron de manifiesto los desfases en la entrega de la información, que a veces alcanza los dos o tres meses, motivando confusiones o suposiciones vinculadas con la coyuntura política del momento.


Se constató, además, que no existe un sistema uniforme para interpretar las cifras, lo que impide hacer análisis más exactos de la evolución de las denuncias de la delincuencia, facilita incurrir en distorsiones de diversa índole y dificulta la realización de comparaciones válidas.


Otro aspecto relevante en cuanto a la forma de medir la evolución de la delincuencia es el hecho de que las estadísticas normalmente se basan en las denuncias realizadas a las policías, de manera que no dan cuenta de los delitos efectivamente cometidos.


 Es ilustrativo saber que se estima que la tasa de denuncia alcanza, en promedio, un índice inferior al 50%, es decir, sólo uno de cada dos delitos es denunciado.





También se extraña la falta de una metodología común que pueda ser utilizada por las instituciones policiales y otras vinculadas al sector en materia de recolección de estadísticas delictuales. Esta carencia hace posible que determinadas denuncias puedan ser mal contabilizadas.





Asimismo, se desconoce si existe una adecuada coordinación o “cruce” de información entre estadísticas y programas de combate al delito.

Recomendaciones de la Comisión


En esta materia, se estimó del caso proponer, como recomendación central, la creación del referido Centro de Información Estadística.


Entre las funciones de este organismo podrían contemplarse las de confeccionar estadísticas bimensuales en materia de criminalidad; realizar encuestas periódicas en materia de victimización y desarrollar el Sistema de Información Georreferenciado (SIG), a lo menos en las cincuenta comunas con mayores tasas de denuncias.


Además, le corresponderá relacionar datos sobre denuncias e ingreso de causas a los juzgados del crimen correspondientes a las mencionadas cincuenta comunas; elaborar con el Poder Judicial un programa de seguimiento de causas en tribunales; vincular datos sobre detenciones, ingresos y egresos de Gendarmería y otorgamiento de libertades provisionales o medidas cautelares.


Por otra parte, debieran formar parte de su ámbito de competencia tareas como la elaboración de informes sobre reincidencia de los delincuentes; la relación de datos de criminalidad con programas sociales (habitacionales, deportivos, de ayuda a organizaciones comunitarias y territoriales y otros) y de antecedentes acerca de la criminalidad con antecedentes sobre el narcotráfico y la masificación espacial del microtráfico de drogas. Sobre este último aspecto, debería elaborar y publicar periódicamente un mapa de riesgo por tráfico y consumo de drogas


Desde otro punto de vista, esta entidad podría desarrollar convenios con las universidades para profundizar el análisis del fenómeno delictivo; estudiar las relaciones de causalidad entre la deserción escolar, la violencia intrafamiliar y el alcoholismo y el incremento de la delincuencia juvenil y realizar estudios sobre percepción ciudadana acerca de las instituciones responsables de la seguridad ciudadana.


Adicionalmente, convendría dar carácter público a la información que este organismo acumule y procese, aunque con diferentes grados de accesibilidad.


Finalmente, se estimó conveniente mantener dependencias a nivel regional para el seguimiento de la información sobre criminalidad en cada región.


En tanto no se cree el nuevo Ministerio que se ha propuesto, la Comisión estima necesario crear una Unidad de Estudios especializados en el Ministerio del Interior.

3. MODERNIZACIÓN POLICIAL


Otro aspecto relevante en esta discusión dice relación con la necesidad de avanzar en materia de modernización policial.


La Comisión estimó que la gravedad del problema en estudio constituye un gran desafío para las instituciones policiales de nuestro país, las cuales, sin embargo, presentan debilidades y carencias en cuanto a recursos humanos y materiales, procedimientos y otros aspectos a los que debe hacerse frente necesariamente a fin de que realicen exitosamente su aporte.


A vía ejemplar, se tuvo en cuenta que, en el caso de Carabineros, existe un déficit estimado de más de 8.000 funcionarios en el ámbito de las tareas preventivas; de más de 1.000 radiopatrullas; de más de 500 furgones y de más de 800 motos.


También existe un déficit en materia de equipamiento y demás elementos utilizados en labores operativas, de vigilancia, logística, de rescate, de apoyo y de disuasión. Del mismo modo, el cumplimiento de sus obligaciones en el esclarecimiento de hechos delictuales supone una dotación de personal debidamente capacitado, con los recursos y tecnología necesarios para la prestación de servicios en los campos de balística forense, huellas, fotografía y planimetría forense, custodia y despacho de evidencias, etc.


Parece indispensable, además, dotar a Carabineros de centros criptográficos modernos, habida consideración de las dificultades que derivan de la obsolescencia de las técnicas de encriptación en actual uso. Además, se detectan carencias de infraestructura para los servicios especializados de la Dirección de Investigación Delictual y Drogas.


A su turno, la Policía de Investigaciones de Chile también presenta diversas insuficiencias.


Estudios recientes indican que, para el año 2008, sería necesario fortalecer el Escalafón de Oficiales Policiales en más de 2.300 nuevos detectives para que realicen labores investigativas y refuercen adecuadamente las labores del Ministerio Público.


Igualmente, sería necesario liberar de funciones administrativas a casi 500 oficiales policiales para dedicarlos a los servicios de guardia, control de pasajeros internacionales y labores de asesoría técnica.


También se observa un déficit de más de 250 equipos móviles de comunicación y, para el evento de aumentar el personal de la institución, habría que incrementar proporcionalmente la dotación de vehículos y equipos portátiles.


En cuanto a requerimientos tecnológicos e informáticos, es preciso conectar 24 unidades con el Sistema de Gestión Policial e instalar redes en tres unidades. En materia computacional, existe un déficit de casi 500 computadores.


A ello se agrega la necesidad de implementar un moderno Laboratorio de Criminalística Central, con sedes en cada región, que cuente con los estándares adecuados para cumplir sus labores.


Especial impacto causó a la Comisión apreciar la forma en que, en materia de investigación de delitos sexuales, desarrollan sus tareas los Centros de Atención a Víctimas de Atentados Sexuales (CAVAS) y el Servicio Médico Legal.


En sus informes a esta Comisión, tribunales de distintas regiones del país coincidieron en poner de relieve que, debido a la insuficiencia de sus recursos, tanto el Servicio Médico Legal como los CAVAS se encuentran absolutamente sobrepasados y no suministran apoyo a los jueces por no disponer de personal suficiente para realizar los peritajes que se les solicitan.


Se tuvo presente que, en cuanto al tiempo promedio de respuesta al tribunal entre la solicitud, la realización del peritaje y el despacho del respectivo informe, el Servicio Médico Legal puede llegar a demorar 8 meses y el CAVAS, fácilmente un año, y que, aún más, en ciertas comunas derechamente estas pericias no se pueden realizar.


El propio Servicio Médico Legal informó que, a noviembre de 2003, la lista de espera para atenderse en la Unidad de Maltrato y Psiquiatría Infantil suponía un lapso de 8 meses.


Las metas institucionales de dicha repartición para el año 2003 daban cuenta de lo modesto de sus expectativas. En efecto, ellas se traducían solamente en aumentar dos jornadas y media de psiquiatría infanto-juvenil y un psicólogo de jornada completa.


Lo anterior resulta absolutamente insuficiente si se considera que en los últimos cuatro años las solicitudes de pericias aumentaron de 200 a más de 1000, y que sólo entre los años 2002 y 2003 el incremento fue de un 40%.


A su vez, el Instituto de Criminología de la Policía de Investigaciones informó que en Santiago, en el año 2002, se recibieron 877 solicitudes de pericias de todo el país, de las cuales se atendieron sólo 451; es decir, se cumplió el 51,4% de los requerimientos presentados. Durante el año 2003, se demandaron 843 evaluaciones pudiendo atenderse solamente unas 430, lo que, en términos porcentuales, se traduce en un 51%.


Se destacó que el CAVAS de la Región Metropolitana cuenta solamente con 8 psicólogos para efectuar pericias, en tanto que el CAVAS de Valparaíso dispone de 6 de esos profesionales.


Se agregó que esta escasez de recursos provoca una situación de crisis que se traduce en dejar de atender una cuota importante de víctimas de delitos sexuales, especialmente menores, y en no poder dar curso a las solicitudes de evaluaciones periciales provenientes de los tribunales y las fiscalías del Ministerio Público.


Los propios tribunales expresaron que los notorios retardos a que se ha aludido provocan que las causas permanezcan en estado de sumario por más de un año o que sean abandonadas por las víctimas ante la falta de atención de los referidos organismos. Como consecuencia, los tribunales quedan en la imposibilidad de acreditar los hechos punibles, las víctimas y sus familias se frustran, la ciudadanía acentúa su falta de confianza en el sistema judicial y se llega, en la práctica, a una verdadera denegación de justicia.

Recomendaciones de la Comisión





En esta materia, la Comisión acordó proponer una serie de medidas, entre las cuales se destacan las que se indican a continuación.





En primer término, debe evitarse la duplicidad en el cumplimiento de las funciones policiales. En efecto, no es aceptable que, como ha ocurrido, se lleven a cabo investigaciones y operativos policiales dobles sobre un mismo caso. Ahora bien, no obstante esta anomalía, en el último tiempo se han observado signos de complementariedad que la Comisión valora.





Parece indispensable fortalecer suficientemente las plantas de personal de las unidades encargadas de cumplir los requerimientos periciales de los tribunales y las fiscalías.





En cuanto a los procedimientos investigativos, se hace necesario evaluar los que se emplean habitualmente en nuestro país a objeto de actualizarlos y adecuarlos a los modernos sistemas que se aplican en la actualidad.


Se estimó necesario reforzar el Plan Cuadrante de Carabineros de Chile y someter a evaluación periódica los resultados obtenidos. Se precisó que esta evaluación debe medir el impacto de dicho Plan en la población, la racionalidad de sus medidas y la eficiencia en el uso de los recursos comprometidos.


Se connotó que, tanto para los efectos de realizar estas evaluaciones como para medir en forma global la eficacia del desempeño de las instituciones policiales, es preciso, previamente, fijarles con claridad indicadores de gestión.


En esta materia, también se destacó que la organización del trabajo policial debería atender a las estrategias y modalidades de delincuencia características de de las distintas zonas, información que bien puede inferirse de las referidas evaluaciones y de las fuentes informativas y estadísticas antes propuestas.


Se consideró imprescindible eliminar en las Policías, en forma efectiva, aquellas funciones de carácter no operativo o administrativo que pueden debilitar la acción policial propiamente tal y que bien podrían externalizarse.


Por otra parte, los miembros de la Comisión coincidieron en las ventajas que derivarían de los esfuerzos por lograr una coincidencia desde el punto de vista territorial entre las comunas, los juzgados y las comisarías.


Del mismo modo, apoyaron la idea de estudiar una estructura de remuneraciones con incentivos colectivos (por comisaría, por ejemplo) e individuales por reducción de la criminalidad y considerar, en el área policial, la aplicación de la idea de las funciones críticas.


Se respaldó la idea, de aplicar, con cargo a fondos del Estado, un mecanismo de seguros de vida por riesgo para los funcionarios policiales, lo que parece a todas luces justificado atendida la naturaleza de sus funciones. Así, por lo demás, ocurre en otras naciones.


Se concordó, asimismo, en la conveniencia de establecer la obligación de las instituciones policiales de rendir cuenta en materia de seguridad ante autoridades del Ministerio de Seguridad Pública y, hasta su creación, ante el Ministerio del Interior, así como la de informar a los consejos regionales y a las municipalidades.


Finalmente, se convino en la necesidad de efectuar un completo estudio de las plantas de los organismos públicos involucrados en la seguridad pública y determinar las dotaciones adecuadas.
4. PREVENCIÓN DEL DELITO





Es fundamental aumentar la capacidad predictiva de las policías y de los demás órganos encargados de la seguridad pública. En este sentido, llamó la atención de la Comisión el que los informes recibidos de distintas instituciones pongan de relieve la carencia de un sistema georreferenciado de estadísticas.





Dicho sistema sería extremadamente valioso pues permitiría disponer de un verdadero “mapa de la delincuencia”, que daría cuenta de los lugares donde se cometen los delitos, de manera de poder focalizar no sólo los esfuerzos policiales en determinados sectores, sino los recursos y programas del Gobierno. Más aún, se podría asociar ciertos tipos de delito a sectores territoriales específicos.





La Comisión visualizó el impacto que podrían tener estas estadísticas, toda vez que ofrecerían una alta probabilidad de prevenir la comisión de ilícitos en lugares específicos si se coordinaran los correspondientes programas operativos de prevención, tales como el Plan Cuadrante y el Plan Comuna Segura. Además, posibilitarían a las Municipalidades tomar mejores medidas para contribuir al combate a la delincuencia.


En síntesis, la información estadística asociada a territorios permitiría focalizar y optimizar los recursos destinados al combate de la delincuencia.


Más aún, contando con la información adecuada sería posible, además, elaborar un mapa para establecer dónde se concentra la comisión de los delitos más violentos o con mayor peligrosidad, lo que podría representar un paso fundamental para intervenir directamente en las organizaciones criminales.





Siempre en materia de prevención del delito, la Comisión valoró la existencia y la relevancia de programas tales como el Plan Cuadrante y el Programa Comuna Segura Compromiso Cien.


El primero de ellos evidentemente representa un avance en materia de integración de la propia comunidad al sistema pues consiste en acercar a ella a los agentes policiales cotidianamente encargados de vigilar sectores poblacionales específicos. De la aplicación de este Plan han derivado consecuencias destacables. Por una parte, ha incentivado un mayor involucramiento por parte de la comunidad en el tema y, por otra, ha permitido disminuir la percepción de inseguridad y acortar los tiempos de reacción de la policía ante la denuncia de situaciones anómalas. 


La Comisión consideró que, sin embargo, se trata de una estrategia complementaria que no es suficiente para abordar por sí sola el combate a la delincuencia y la protección de las personas. Además, dadas las carencias de los órganos policiales anteriormente reseñadas, no ha sido posible aplicarlo en todo el territorio nacional. Por lo tanto, debe insistirse en su reforzamiento y evaluación periódica y rigurosa, dado que su aplicación compromete considerables recursos del Estado.


En cuanto al Programa Comuna Segura, se recordó que si bien era un sistema piloto para ser aplicado en pocas localidades, terminó extendiéndose en el año 2004 a 56 comunas, sin que haya existido una evaluación seria y pública sobre su impacto real. En consecuencia, no se ha podido apreciar si han disminuido o no los índices de delincuencia en las comunas favorecidas.


En relación con este mismo programa, tampoco quedan claros los criterios utilizados para seleccionar las comunas escogidas. Por último, no existe información respecto a la sistematización de experiencias exitosas ni mecanismos de coordinación y traspaso de información entre las localidades seleccionadas o entre éstas y las demás comunas del país. 


La Comisión concluyó que, de realizarse la necesaria evaluación de este programa y resultar ésta satisfactoria, debería extenderse su aplicación a la totalidad de las comunas del territorio nacional.





La Comisión tuvo presente, finalmente, el Programa Barrio Seguro, respecto del cual se advirtieron las mismas ventajas y, a la vez, el mismo nivel de desarrollo de los casos anteriormente mencionados. En el caso de este programa, se resaltó en forma particular la conveniencia de divulgar masivamente aspectos tales como sus objetivos, la forma en que los interesados pueden postular, los criterios con que se designan las zonas favorecidas y las medidas que se aplican a su amparo.

Recomendaciones de la Comisión


Concluido el análisis de esta materia, la Comisión estimó conveniente plantear una serie de sugerencias, la primera de las cuales consiste en fortalecer el Plan Cuadrante, tanto en materia de personal, equipos y estabilidad en las zonas, como en lo concerniente a las unidades mínimas de vigilancia


Se consideró imprescindible recomendar la realización de evaluaciones periódicas y públicas por cuadrante, teniendo en cuenta, como se ha planteado, la posibilidad de hacerlos coincidir con las estructuras territoriales y los juzgados. En una comuna o zona jurisdiccional de un tribunal, puede haber más de un cuadrante pero no debe haber cuadrantes más amplios que esas zonas;


Se acordó, además, sugerir el diseño de una política de información permanente a la comunidad a través de los medios de comunicación, publicitándose las medidas y las formas en que ésta puede colaborar.


Otra medida, a la que se atribuyó la mayor importancia, consiste en perfeccionar el mecanismo del control de identidad. En esta materia se estimó deseable dotar a la policía de facultades para retener personas en caso de que no puedan identificarse, hasta completar satisfactoriamente esta diligencia. Del mismo modo, parece indispensable despejar los obstáculos que hoy impiden a las policías cumplir órdenes de aprehensión pendientes, o detener personas en caso de quebrantamiento de medidas cautelares o de libertades provisionales y, en casos calificados, cuando pueda presumirse la comisión de un delito.


Por otra parte, resulta clara la necesidad de utilizar equipos de informática en los vehículos policiales de manera de disponer de datos sobre antecedentes penales, órdenes de aprehensión, libertades provisionales o condicionales y medidas cautelares.


Igualmente, es indispensable, como se ha dicho, implementar el Sistema de Información Georreferenciada, y aplicarlo en la mayor parte del territorio para optimizar el control preventivo.


Se recomienda, asimismo, la puesta en práctica de un Plan de Seguridad en el transporte público y de otro diseñado especialmente contra el microtráfico de drogas.


La Comisión propone, igualmente, efectuar, por parte de las unidades policiales, un control diario de las medidas cautelares, especialmente, de casos de reincidencia en delitos con mayor peligrosidad.


Sobre este particular, se sostuvo que es necesario que las policías de cada sector conozcan al detalle las medidas de esta naturaleza que afectan a personas domiciliadas en sus respectivas áreas. Para estos efectos, las distintas instituciones policiales deberían contar -entre ellas y con los tribunales- con los correspondientes sistemas de coordinación y con un fluido intercambio de información.


Otra medida de índole preventiva debe enfocarse al reforzamiento de los procedimientos que hoy se utilizan en materia de seguridad bancaria.


Al igual que en otros acápites de este informe, en este aspecto se estimó procedente efectuar evaluaciones periódicas tanto en el plano comunal como en el regional, sobre los éxitos y los fracasos de las medidas adoptadas.

5. PARTICIPACIÓN DEL PODER JUDICIAL Y DEL MINISTERIO PÚBLICO


En esta materia, la Comisión connotó que el sistema de justicia penal no es unificado, sino que está compuesto por un Poder del Estado que es independiente, por un Ministerio Público que es autónomo y por órganos de la Administración que dependen del Ejecutivo. Se consideró de importancia tener presente esta circunstancia al momento de proponer medidas para reducir los índices de criminalidad, pues las mencionadas instituciones pueden sesgar el sistema de justicia de diversas maneras.


En esta línea de razonamiento, la Comisión estimó que toda política que se adopte con miras a reducir los índices de criminalidad en el país, hace indispensable la integración y la coordinación de los distintos Poderes u órganos, sean éstos el Ministerio Público, la Defensoría Penal Pública, los tribunales, las policías, las autoridades de Gobierno y, evidentemente, también la comunidad.


Se recordó que, en el caso de los tribunales, éstos tienen por misión esencial hacer justicia en casos particulares de acuerdo con las circunstancias y particularidades de los mismos, de manera que no está entre sus funciones la prevención de los delitos ni la represión general de las conductas delictivas.


No obstante, se aclaró que ciertamente su labor incide en el tema en estudio. En efecto, factores como la lentitud en la resolución de los casos, lo engorroso de los procedimientos utilizados, las restricciones de recursos para investigar los ilícitos y las limitaciones de los órganos auxiliares para el cumplimiento de sus instrucciones son elementos que van generando frustración en la población y reforzando la sensación de inseguridad.


En este punto, se estimó del caso enfatizar que la percepción de impunidad que la comunidad muestra en relación a los delincuentes habituales deriva, fundada y razonablemente, de circunstancias como la aplicación de penas bajas, la obtención de remisiones de penas o el otorgamiento -a veces mecánico- de libertades provisionales.


Finalmente, la Comisión dejó constancia de su preocupación en torno a la próxima puesta en práctica de la Reforma Procesal Penal en la Región Metropolitana. Se manifestó que para este efecto deben disponerse con urgencia las medidas de índole administrativa y judicial que sean necesarias para resolver el retraso que se observa en el despacho de las causas judiciales en actual tramitación de manera de poder poner en práctica el nuevo sistema, no frustrar los objetivos buscados por éste y evitar su desprestigio.

Recomendaciones de la Comisión





En este rubro, se sugiere, en términos generales, intentar alcanzar mayores grados de coordinación entre el Poder Judicial, el Ministerio Público y el Ejecutivo.





Para obtener que esta coordinación sea efectiva es menester otorgar al Poder Judicial y al Ministerio Público facultades para intervenir en el diseño de políticas públicas de seguridad ciudadana. En efecto, es imprescindible que estas instituciones cumplan un rol más activo en esta materia con el Gobierno y demás instituciones concernidas.





La concreción de dicha interacción podría redundar en la revisión conjunta por parte de los organismos mencionados de la eficacia de las medidas adoptadas y las rectificaciones que sean necesarias y la implementación de un programa de seguimiento de causas criminales.

6. POLÍTICAS SOCIALES Y SEGURIDAD CIUDADANA


Desde el inicio de su análisis, la Comisión reconoció la alta complejidad del tema que la ocupa. En este sentido, estimó que se debe estar advertido respecto de las respuestas simplistas. Un estudio serio, se señaló, debe considerar medidas de corto, mediano y largo plazo y, por otra parte, atender a los aspectos o componentes históricos, socioculturales, económicos, políticos, jurídicos y, también, espirituales o religiosos que inciden en la situación. Un tratamiento integral del problema, se dijo, exige considerar en conjunto todos estos aspectos.


Se manifestó que en el plano económico, por ejemplo, es innegable la relación que existe entre pobreza y delito, lo que, sin embargo, no quiere decir que la pobreza sea siempre causa determinante del delito. Sin embargo, se indicó que basta visitar las cárceles para darse cuenta de que los reclusos provienen mayoritariamente del segmento más pobre de la población.


Se tuvo en cuenta, también, que la mayoría de los reclusos en nuestro país son hombres menores de 30 años, con escolaridad deficiente o inexistente y carentes de hogar o de vínculos familiares. Así, las cárceles vienen a reemplazar o a ser una especie de sustituto de la falta de escolaridad o de relaciones familiares.


Estudios del Instituto Nacional de la Juventud indican que un 17,2% de los jóvenes entre 15 y 19 años declara no estudiar ni trabajar y no tener interés en ello. En efecto, el perfil de quien comete robos con violencia o fuerza corresponde a jóvenes marginales de entre 16 y 25 años que a menudo carecen de un empleo estable.


En suma, es posible afirmar que la violencia es consecuencia de inadecuaciones sociales, tales como la pobreza, la falta de expectativas, el desempleo juvenil y el excesivo consumo de drogas y alcohol. 

Llamó la atención de la Comisión en forma especial la relación que existe entre el consumo de alcohol, la exacerbación de la violencia y la comisión de ilícitos. En efecto, se ha comprobado científicamente que en los varones la testosterona reacciona al alcohol, propiciando el aumento de la violencia en el comportamiento. Tanto es así que la Organización Mundial de la Salud ha catalogado al alcohol como una de las drogas más peligrosas por su estrecha relación con la violencia.


Concretamente, nuestro país muestra altísimos índices de alcoholismo, sin que exista la correspondiente atención del Estado a la prevención y rehabilitación en este ámbito.


Por lo tanto, en el plano socio-económico, una política de seguridad adecuada tiene que contemplar medidas de mediano y largo plazo y tender a la mejoría de las condiciones de vida de la comunidad.

Desde otro punto de vista, la Comisión constató que, en general, la comunidad aún no toma suficiente conciencia acerca del agravamiento del problema de la inseguridad en su propio seno ni de la necesidad de adoptar por sí misma una actitud más activa para complementar los esfuerzos que la autoridad pública desarrolla en materia de prevención y represión. Esta actitud también debe traducirse en un afán por informarse, por educarse, por participar en los planes y programas que se apliquen y por implementar una labor de prevención que parta desde el propio hogar.

Recomendaciones de la Comisión





En este campo, es posible plantear y visualizar una serie de proposiciones de naturaleza muy heterógenea. Se estimó prioritario formular recomendaciones en al menos dos órdenes de materias que, si bien son distintas, constituyen expresiones de política social.





Por una parte, se sugirió considerar la Seguridad Pública como un nuevo criterio que debería tenerse siempre presente al momento de estructurarse y aprobarse proyectos de índole social.


Se opinó que es preciso realizar una evaluación de todos los programas existentes a la luz de los enfoques reseñados precedentemente y diseñar las correspondientes rectificaciones y reorientaciones.


A modo de ejemplo, se mencionó al Instituto Nacional del Deporte (Chile-Deportes). Se dijo que esta entidad bien podría asumir un rol adicional en esta línea. Para ello, se formuló una serie de observaciones y críticas. Se puso de manifiesto que la Ley del Deporte no ha operado debidamente en las modalidades de concesiones de recintos deportivos y tampoco en cuanto a los subsidios para el deporte y a los sistemas de incentivo para infraestructura deportiva y donaciones, simplemente por lo engorroso de sus reglamentos y la burocracia que deben enfrentar quienes pretenden acceder a ellos, especialmente cuando se trata de empresas que desean efectuar donaciones.


Siempre en este campo, su propuso también introducir ciertos ajustes a la Ley sobre Violencia en los Estadios, a la luz de la aplicación práctica que dicha normativa ha tenido en los años de su vigencia.


Por otra parte, se hizo notar la urgencia de reorientar los fondos públicos concursables destinados a la prevención del consumo de drogas, tabaco y alcohol.


Se planteó, asimismo, el reforzamiento de aquellos programas especiales destinados a evitar la deserción escolar y la violencia intrafamiliar, destacándose la importancia que reviste la continuidad y evaluación permanente de los resultados de los mismos.


Se enfatizó, además, la conveniencia de diseñar programas de empleo focalizados específicamente al segmento de jóvenes marginales de 16 a 25 años, atendida la vulnerabilidad que caracteriza a este grupo social.


Del mismo modo, se connotó la importancia del desarrollo de campañas masivas y efectivas de información y prevención sobre los riesgos derivados del consumo de alcohol, drogas y tabaco, de modo de ponderar en forma cabal la peligrosidad que representa su consumo en la conducta de las personas. Se trata, se dijo, de educar en esta materia incorporando a los jóvenes en el diseño y divulgación de estas campañas, de modo que, sintiéndolas como propias, las internalicen en forma libre y espontánea.


Sin perjuicio de lo anterior, se estimó necesario destinar mayores recursos a los programas de prevención y de rehabilitación por consumo de las mencionadas sustancias.


Una recomendación adicional consiste en identificar con nitidez aquellos sectores, poblaciones, barrios o comunas en las cuales se presenta una alta intensidad delictual cuidando que ello no se traduzca en la estigmatización de los mismos. Lo anterior favorecerá la adopción de medidas específicas y adecuadas a dichos espacios locales.


Por otra parte, se sugirieron medidas que dicen relación con la participación de la comunidad propiamente tal. En esta área, se considera de interés concebir a los municipios como importantes agentes responsables en este campo, tal como lo concibe su propia ley orgánica constitucional. En efecto, el artículo 4º, letra j), de la ley Nº 18.695, les permite desarrollar directamente o con otros órganos de la Administración del Estado, funciones relacionadas con el apoyo y el fomento de medidas de prevención en materia de seguridad ciudadana y colaborar en su implementación.


Sin perjuicio de la ejecución de los distintos programas aludidos en este informe que tienen origen y cuya ejecución es de responsabilidad de la autoridad, la Comisión enfatizó la necesidad de complementarlos con iniciativas provenientes de la propia comunidad. En este sentido podría comprometerse a los vecinos en la recuperación y regulación del uso de espacios públicos, en el diseño de políticas urbanas destinadas a lograr barrios o ciudades adecuadamente bien integradas desde el punto de vista social y en el cuidado del equipamiento público, en especial de aquél que incide directamente en las condiciones de seguridad, como es la iluminación de las vías públicas.


Aun cuando no depende directamente de la comunidad, ésta debería buscar el cauce para intervenir en el diseño de las viviendas sociales. Éstas frecuentemente muestran severas insuficiencias en materia de dimensiones y calidad, lo cual dificulta el desarrollo de una vida familiar apropiada, lo que incide, indirectamente, en la generación de conductas antisociales.


Al igual que en el caso anterior en que no se trata de tareas que la comunidad pueda asumir por sí sola, es importante que ésta estimule a las autoridades encargadas de fijar los programas educativos a incluir dentro de éstos la promoción de valores y la entrega de antecedentes, recomendaciones, medidas y otros contenidos conducentes a la preservación de la seguridad y prevención del delito.

7. RECINTOS PENITENCIARIOS Y REHABILITACIÓN


En este ámbito, la Comisión observó que para intentar superar el problema en estudio es decisivo atender a la realidad que muestra el sistema penitenciario chileno y su incidencia en el proceso de rehabilitación de quienes han delinquido.


Al respecto, resultaron especialmente ilustrativas cifras como las siguientes:

· El año 2003, se observó un 57% de sobrepoblación carcelaria.

· El 75% de la población penal tiene menos de 35 años.

· El 32% de la población penal es consumidor frecuente de drogas.

· El 48% declara haber pasado por casas de menores.

· El 70% de la población penal nacional declara reincidencia.

· Del total de la población penal ingresada al sistema penitenciario durante el año 2003, el 24% es reincidente, y

· El promedio de detenciones de la población penal ingresada en el año 2003 es de 7 veces.


Ante cifras tan elocuentes, la Comisión enfatizó el planteamiento de que las cárceles deben considerarse no sólo como lugares de castigo, sino también como ambientes de preparación para la libertad, donde se adquieren conocimientos y destrezas para que quienes pasan por ellas cuenten, al momento de salir, con capacidades mínimas para desenvolverse sanamente en la comunidad.


Del mismo modo, la Comisión coincidió en que la política criminal del Gobierno debe centrarse simultáneamente en la rehabilitación y en la proporcionalidad del castigo.


Desde otro punto de vista, hubo consenso en la necesidad de forjar una actitud diferente de parte de la propia comunidad en el sentido de entender que las cárceles son instituciones que integran personas, que son entidades que forman parte de la propia sociedad, que desempeñan un rol necesario e insoslayable y que, en definitiva, pueden contribuir efectivamente a reducir los índices de delincuencia. En esta materia, se recordó, por ejemplo, lo difícil que resulta encontrar lugares para construir recintos penitenciarios, los cuales permanentemente suscitan el rechazo de los respectivos vecinos.


Complementariamente, se detectó la ausencia de información suficiente y fluida sobre los programas de rehabilitación, los resultados de esos esfuerzos, las metodologías y los procedimientos seguidos en este campo, así como el seguimiento de los delincuentes que han cumplido condena.
Recomendaciones de la Comisión


En este ámbito, se propone avanzar en una concepción diferente de las cárceles, entendiéndolas como lugares no sólo de punición, sino también de rehabilitación. Para ello es fundamental revisar la política penitenciaria y los recursos que se destinan al efecto.


Igualmente importante es favorecer en la comunidad una disposición anímica distinta, de modo de aceptar estos recintos como parte de las ciudades y de entender a los reclusos como integrantes de la sociedad que, si bien han incurrido en conductas reprobables, se encuentran en vías de resocializarse.


Además, la Comisión estimó necesario disponer de estadísticas e información en materia de rehabilitación, específicamente en relación con los programas que se utilizan, los resultados obtenidos, la metodología y los procedimientos aplicados y el seguimiento de los delincuentes que han cumplido su condena.

Por otra parte, teniendo presente que la Comisión Nacional de Control de Estupefacientes (CONACE) ha venido implementando  con éxito un proyecto sobre creación de comunidades terapéuticas en distintos recintos penales, sería deseable dotar a dicha iniciativa de mayores recursos a fin de poder extenderla.

Finalmente, se sugiere estudiar la creación de un subsidio a la contratación de personas con antecedentes penales entendiendo que se trata de personas que cargan con un estigma social muy difícil de superar. Lo anterior, por una parte, daría sentido y continuidad a los esfuerzos que la autoridad desarrolla en materia de educación y capacitación laboral al interior de los recintos penales y, por otra, emularía experiencias análogas que se aplican con éxito en otras naciones.

8. POLÍTICA DE SEGURIDAD Y COMUNICACIÓN SOCIAL


La dispersión de políticas y de organismos que se observa en este ámbito constituye una de las falencias que se corregirán con la creación del Ministerio de Seguridad Pública que se ha propuesto, entendiéndose que a éste le competerá centralizar las labores de vocería, difusión y comunicación en esta área.


Se tuvo presente que es innegable que los medios de comunicación social juegan un rol importante en materia de seguridad.


Se hizo notar, también, que la sociedad moderna sufre un problema en el ámbito en análisis que necesariamente debe enfrentarse. Éste radica en que los medios de comunicación inciden más que nunca en la formación de valores y patrones de conducta, especialmente en la infancia y juventud, lo que, de una u otra forma, propicia comportamientos violentos y anómicos, que son justamente el objeto de preocupación de esta Comisión.


Por lo tanto, se estimó conveniente propiciar un debate sobre la forma en que dichos medios pueden coadyuvar en el afianzamiento de la seguridad pública, lo que, por ejemplo, podría suponer el estudio de limitaciones a los contenidos violentos, particularmente en la programación televisiva.


La Comisión valoró la realización de estudios por parte del Consejo Nacional de Televisión a partir del año 2002, que buscan medir los contenidos de violencia en los diferentes géneros de programas televisivos, especialmente en los de dibujos animados infantiles, en los noticieros y en las telenovelas. Se consideró indispensable mantener y reforzar la realización de estos informes, con el objetivo de ir observando las variaciones de tendencias en este campo y lograr, de este modo, adecuar los contenidos de la programación.

9. OTROS AJUSTES


Si bien la puesta en práctica del nuevo sistema procesal penal ha significado un avance muy importante en los niveles de eficiencia de la justicia criminal, éste muestra ya la necesidad de que se le perfeccione, como ocurre con todas las grandes transformaciones.


Para estos efectos, se inició en el Senado el trámite de una iniciativa que persigue, precisamente, enmendar los cuerpos legales que regulan el nuevo sistema. En el marco de dicho proyecto, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento ha avanzado en diversas propuestas. Entre ellas pueden mencionarse la de aumentar las opciones que el juez penal tiene para suspender el procedimiento obligando al imputado a cumplir una condición para que cese la persecución penal; permitir en el juicio oral la exclusión de pruebas periciales manifiestamente improcedentes; posibilitar a la defensa apelar en caso que el auto de apertura del juicio oral excluya pruebas en su favor por estimar que se obtuvieron en forma ilegal; precisar el plazo para que el juez de garantía envíe al tribunal oral el auto de apertura del juicio oral; facultar a las partes para requerir la concurrencia personal del perito en exámenes de alcohol o drogas cuando su comparecencia sea necesaria; aceptar como prueba anticipada aquella rendida por testigos en el extranjero; facilitar la aplicación del procedimiento simplificado permitiendo que un requerimiento de formalización de la investigación se transforme en un juicio de esta índole; precisar el contenido del requerimiento para iniciar el juicio simplificado y permitir la suspensión condicional del mismo.


Por otra parte, la Comisión tuvo presente la relación directa que puede observarse entre el tráfico y consumo de drogas y la comisión de ilícitos y, consecuentemente, la creciente sensación de inseguridad por parte de la ciudadanía.


También en esta materia cabe resaltar que el Congreso Nacional recientemente despachó un proyecto de ley, promulgado como Ley Nº 20.000, que se hace cargo del referido fenómeno.


En concreto, esta normativa persigue:

1.- Impedir que desempeñen altas funciones públicas quienes tengan dependencia de las drogas. Al mismo tiempo, establecer sistemas internos de prevención del consumo en los organismos públicos y de control aleatorio del consumo por parte de los funcionarios superiores.

2.- Sancionar el microtráfico de drogas en forma independiente, para evitar que quienes trafican con pequeñas cantidades no reciban sanción o sólo sean sancionados como consumidores, como ocurre en la práctica, en vez de ser castigados con las penas aplicables a los traficantes.

3.- Uniformar la normativa aplicable al consumo de drogas por el personal de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública, que actualmente está considerado en distintas disposiciones, creando un control obligatorio.

4.- Perfeccionar las disposiciones sobre los mecanismos de investigación consistentes en agentes encubiertos e informantes, agregando la nueva figura del agente revelador, funcionario policial que simula ser comprador de drogas.

5.-  Mejorar los sistemas de control, creando un registro especial de fabricantes, importadores y exportadores de precursores o sustancias químicas esenciales susceptibles de ser utilizados para elaborar drogas. 

6.- Aumentar los mecanismos de protección a testigos, peritos, agentes encubiertos, reveladores, informantes y cooperadores eficaces.

7.- Regular en forma más detallada el destino que puede darse a los bienes incautados y decomisados en estas situaciones.

8.- Facilitar la cooperación y asistencia internacional que le corresponde desarrollar al Ministerio Público, respecto de investigaciones sobre delitos materia de esta ley.


Asimismo, la Comisión constató que existen otros aspectos legales, de actuaciones judiciales y de procedimiento de las policías respecto de los cuales la comunidad se muestra especialmente sensible.


Algunos de éstos dicen relación con el control de identidad, con la libertad provisional y la detención preventiva, con el concepto de delito flagrante y con las medidas cautelares.


La eliminación de la institución de la detención por sospecha, como se sabe, dio origen al control de identidad. Este nuevo mecanismo presenta, sin embargo, dificultades operativas, lo que, a juicio de las policías, hace necesario revisarlo con el fin de ampliar sus facultades.


El concepto de “flagrancia” también da lugar a dificultades de interpretación entre los agentes policiales que aprehenden personas cuando estiman que éstas “acaban de cometer un delito” y el juez o el fiscal que posteriormente se hace cargo de la denuncia. Ello hace aconsejable buscar la forma de precisar en la norma pertinente el sentido de dicha expresión.


La libertad provisional representa, asimismo, un aspecto altamente sensible para la comunidad. En este caso, el problema se origina en dos factores. El primero consiste en la incomprensión acerca de que ella es un derecho de todo imputado, de manera que no puede considerarse un castigo anticipado. El segundo, la postura un tanto extrema de los jueces de garantía, que la otorgan con una facilidad que parece desmedida a juicio de las víctimas, lo que trae aparejada la tantas veces citada sensación de inseguridad para la población y de frustración para las policías.

Finalmente, en relación con las medidas cautelares personales contempladas en el artículo 155 del Código Procesal Penal cabe tener presente las dificultades que presentan su aplicación y cumplimiento.


En efecto, en la actualidad no existen mecanismos de control, por lo que su incumplimiento es imposible de detectar.


Tampoco se cuenta con un registro nacional o central de tales medidas, por lo que las policías bien pueden controlar a una persona ignorando que ella está sujeta a una de éstas.





Además, la circunstancia de quebrantar una de dichas medidas no trae consigo una sanción, con la consecuente sensación de inseguridad para la comunidad y de impunidad para los imputados.

Recomendaciones de la Comisión





En consideración a lo anteriormente expuesto, se estimó necesario dedicar una visión integral al tema de la seguridad ciudadana desde el punto de vista legislativo. Aspectos que indudablemente ameritan una consideración especial son, como se ha dicho, aquellos relacionados con la libertad provisional, el delito flagrante, las medidas cautelares y el control de identidad.


Por otra parte, deben ponderarse los efectos de ciertas leyes aprobadas por circunstancias especiales, como es el caso de aquella que se ocupa de la violencia en los estadios.


Asimismo, se consideró necesario revisar cuerpos legales que no se aplican o que se aplican sólo parcialmente, como, por ejemplo, el que versa sobre la eliminación de funciones no operativas de Carabineros.


Del mismo modo, parece necesario atender en forma permanente el estado de tramitación de los proyectos de ley de importancia en materia de seguridad ciudadana con el objetivo de agilizarlos.

Finalmente, resulta indispensable efectuar una revisión integral del conjunto de disposiciones que se han dictado aisladamente en el ámbito penal.
- - - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 14 y 23 de octubre, 6 de noviembre y 1 de diciembre de 2003; 5, 12, y 19 de enero, 4, 9 y 16 de marzo, 5 de abril, 2, 9 y 16 de agosto, 6 de septiembre y 4 y 18 de octubre de 2004, y 4, 5 y 11 de enero de 2005, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), Fernando Cordero Rusque, Alberto Espina Otero, Ricardo Núñez Muñoz y Rodolfo Stange Oelckers.


Sala de la Comisión, a 3 de mayo de 2005.

· (Fdo.): NORA VILLAVICENCIO GONZÁLEZ

· Abogado Secretario
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INFORME DE LAS COMISIONES  DE RELACIONES EXTERIORES Y DE DEFENSA NACIONAL, UNIDAS, RECAÍDO EN LA SOLICITUD DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA CON LA QUE REQUIERE EL ACUERDO DEL SENADO CON EL OBJETO DE PRORROGAR AUTORIZACIÓN PARA SALIDA DE TROPAS NACIONALES DEL TERRITORIO DE LA REPÚBLICA, A FIN DE CONTINUAR PARTICIPANDO EN MISIÓN DE ESTABILIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS EN HAITÍ (MINUSTAH)

(S 794-05)

HONORABLE SENADO:





Vuestras Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, tienen el honor de informaros acerca de la solicitud de S. E. el Presidente de la República, cuyo objetivo es que la Corporación dé su acuerdo para prorrogar la autorización de la salida de tropas nacionales a fin de continuar participando en la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH).





La Sala de la Corporación acordó, en sesión del 10 de mayo de 2004, que el proyecto fuera conocido por las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.





A la sesión en que vuestras Comisiones unidas estudiaron este tema asistieron, especialmente invitados, el Ministro de Relaciones Exteriores, señor Ignacio Walker; el Ministro de Defensa Nacional, señor Jaime Ravinet; el Subsecretario de Guerra, señor Gabriel Gaspar; el Jefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional, Vicealmirante señor Jorge Huerta; el Director Jurídico de la Cancillería, señor Claudio Troncoso, y el Embajador, señor Oscar Fuentes.

- - -

ANTECEDENTES





1.- Oficio de S.E. el Presidente de la República.- En el Oficio Nº 502, de fecha 9 de mayo recién pasado en el que formula su solicitud, el Gobierno señala que nuestro país ha definido una política de participación nacional en operaciones de paz, bajo el mandato de la Organización de las Naciones Unidas. Agrega que esta política contiene el compromiso y decisión de Chile de participar en estas operaciones, sobre la base de los principios tradicionales que han sustentado la política exterior del país, y que se traducen en la contribución al mantenimiento de la paz y la seguridad internacional.





Añade que, en este contexto, nuestro país concurrió al llamamiento efectuado por la Organización de las Naciones Unidas, destinado a contribuir a la superación de la crisis que enfrentaba la República de Haití, inicialmente en el marco de una Fuerza Multinacional Provisional y posteriormente, a través de la misión de Estabilización de las Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH).





Expresa que mediante Resolución 1576/2004 de 29 de noviembre de 2004, el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, "Decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, previsto en la resolución 1542 (2004), hasta el 1 de junio de 2005, con la intención de renovarlo por nuevos períodos".





Indica S.E. en su oficio que, del informe del Secretario General de las Naciones Unidas sobre la Misión en Haití, de fecha 25 de febrero de 2005, se desprende la voluntad de esta organización para continuar contribuyendo con el proceso de estabilización de dicho país considerando, entre otros elementos, el desarrollo de elecciones que habrán de verificarse entre octubre y diciembre del presente año, cuya materialización requiere de un entorno seguro y estable, en el cual las fuerzas chilenas, tal como es de público conocimiento, han contribuido favorablemente en el ámbito de su acción.





Finalmente indica que, atendido que la práctica de Naciones Unidas indica que la resolución del Consejo de Seguridad que formalizará la prórroga del mandato de la misión, se dictará en fecha muy próxima al término de aquella indicada precedentemente y considerando que la continuidad de las operaciones en Haití requiere de relevos sucesivos, se solicita al H. Senado de la República autorizar la prórroga de la permanencia de las tropas y los medios nacionales en Haití, por seis meses prorrogables por un nuevo período de seis meses, a fin de continuar contribuyendo con la MINUSTAH de manera adecuada a los compromisos asumidos.





2.- Legales.- Se tuvieron a la vista las siguientes disposiciones:





a) Ley Nº 19.067, que establece normas permanentes sobre entrada de tropas extranjeras en el territorio de la República y salida de tropas nacionales del mismo.





Su artículo 4º, inciso primero, dispone que la salida de tropas nacionales fuera del territorio de la República deberá ser autorizada por decreto supremo, previo acuerdo del Senado e informe o a propuesta de la Institución de la Defensa Nacional que corresponda, firmado por el Primer Mandatario y expedido por intermedio del Ministerio de Defensa Nacional y con la firma del Ministro de Relaciones Exteriores.





Su inciso segundo preceptúa que el decreto supremo aludido en el inciso anterior fijará el objeto, plazo y modalidades de la salida de tropas.





Cabe también mencionar el artículo 6º de la citada ley Nº 19.067, que, en lo atinente a la salida de tropas nacionales fuera del territorio de la República, establece que las autorizaciones que se otorguen en virtud de esa ley deberán ser comunicadas al Senado y a la Cámara de Diputados, para su conocimiento, antes de la salida de las tropas correspondientes.





b) Resolución Nº 1.529 del Consejo de Seguridad, de febrero de 2004 que crea la Fuerza Multinacional Provisional. El Senado autorizó la salida de tropas en sesión de fecha 2 de marzo de 2004.





c) Resolución Nº 1.576 de 29 de noviembre de 2004, del Consejo de Seguridad, que prorroga el mandato de la MINUSTAH. El Senado autoriza dicha prórroga en sesión del día 30 de noviembre de 2004.

- - -

DISCUSIÓN





En primer término, el Ministro de Relaciones Exteriores, señor Ignacio Walker, señaló que la impresión generalizada de todos quienes han visitado Haití es que cualquier solución para los problemas de ese país es de largo plazo. Agregó que las dificultades son amplias y no sólo comprenden asuntos militares, sino que también temas sociales, económicos y políticos.





Expresó que los informes más recientes dan cuenta que las tropas deben permanecer en dicho país por un año más, a fin de garantizar la situación post electoral.





Indicó que el informe del Consejo de Seguridad, evacuado por la misión que visitó Haití en abril pasado, da cuenta de los siguientes hechos:





1) Persiste una crisis globalizada;





2) Existe un clima de frustración, a raíz de que no se solucionan los problemas de fondo;





3) Las soluciones son de largo plazo;





4) Se han emprendido acciones más enérgicas contra las fuerzas irregulares;





5) Debe mejorar la coordinación militar y policial de la MINUSTAH;





6) El proceso de desarme, desmovilización y reinserción ha sido lento, y





7) Se han desarrollado iniciativas de diálogo social.





A su vez, manifestó que el Consejo Económico y Social de ONU emitió un informe similar que, entre otros puntos, destacaba los siguientes:





a) La cooperación será un proceso de largo plazo;





b) Debe desbloquearse la ayuda financiera;





c) Deben armonizarse los procesos democráticos;





d) Existe necesidad de infraestructura y servicios básicos, y





e) Debe existir un mayor consenso entre las autoridades haitianas y los organismos internacionales.





A continuación, destacó que la delegación de parlamentarios chilenos que visitó Haití manifestó dos inquietudes: la naturaleza y duración de la misión y la definición de los costos.





Manifestó, enseguida, que la reunión del Grupo de Amigos de Haití, celebrada en Nueva York el 12 del mes en curso, concordó en dos recomendaciones: incrementar las fuerzas, con un nuevo batallón de 750 efectivos, y aumentar la dotación del Estado Mayor de MINUSTAH en 50 oficiales. Todo ello, con el fin de acrecentar la capacidad de reacción de las fuerzas.





Asimismo, señaló que en la denominada reunión de Buenos Aires, realizada la semana pasada, donde participaron Argentina, Brasil, Chile y Uruguay, se llegó a las siguientes conclusiones:





1. La crisis de Haití es social y política, y no sólo militar.





2. El proceso electoral de fin de año es clave para el futuro político del país.





3. El afianzamiento de la seguridad es fundamental para garantizar el proceso eleccionario.





4. El desarrollo de una fuerza de policía haitiana es importante para la seguridad de dicha nación.





5. Es necesario ejecutar proyectos de alto y rápido impacto.





6. Deben concretarse los recursos económicos prometidos (alrededor de US$ 1.400 millones).





7. Debe fomentarse la inversión extranjera, sobre todo en turismo y obras, y





8. Concordancia en que el plazo de permanencia de las tropas debe extenderse por 12 meses.





Finalmente, destacó que algunos recursos han comenzado a llegar. Por ejemplo, US$ 5 millones, provenientes del BID, que serán usados por el batallón de ingenieros para realizar obras, y US$ 20 millones para apoyar el proceso eleccionario; de los cuales 8 millones los facilita Estados Unidos y los restantes 12 millones son cubiertos por la Unión Europea.





A continuación, hizo uso de la palabra el Ministro de Defensa Nacional, señor Jaime Ravinet, quien señaló que la misión en Haití ha sido provechosa para nuestras fuerzas armadas, por la experiencia que se ha adquirido y por el nivel que han alcanzado nuestras tropas.





Expresó, complementando lo señalado por el señor Ministro de Relaciones Exteriores respecto a la reunión de Buenos Aires, que en ella se concordaron dos puntos. Por el primero, agregó, se pide a las Naciones Unidas que entregue mayores atribuciones al Administrador de Haití, a fin de que pueda destinar recursos para acciones de impacto rápido. Añadió que el segundo punto dice relación con la conclusión de que el problema de Haití es de largo plazo, por lo que, si bien actualmente se pide una prórroga de la permanencia de las tropas, existe concordancia en que debe cambiarse hacia un esquema de programas de cooperación.





Reiteró que el tema militar debería ser reemplazado por temas de asistencia técnica.





A su vez, el Honorable Senador señor Valdés recordó que recientemente visitó Haití una delegación de Senadores quienes concordaron en que la situación de ese país es lamentable. En su opinión, siendo la cuarta visita que realiza a esa nación, está aún más pobre que en la década de los setenta. Agregó que sobrecoge sobrevolar sobre la isla y comprobar que siendo un país tropical no hay árboles, que la tierra es desértica porque la tierra fértil fue arrasada, que es un país con un 80% de cesantía y cuya expectativa de vida alcanza apenas los 52 años.





Por otra parte, agregó que el caos político existente auguraba una matanza inminente si no se enviaban tropas de inmediato, por la cantidad de bandas armadas que dejó el ex Presidente Aristide.





Señaló que se ha evaluado muy positivamente la presencia de las tropas chilenas, cuya participación ha sido destacada por el encargado de las fuerzas que es un general de nacionalidad brasileña. Prosiguió relatando que nuestras fuerzas se han desempeñado con gran eficiencia, integrándose a la comunidad y generando confianza en ella. Añadió que no han tenido bajas y que han trabajado exitosamente en conjunto con fuerzas de otros países.





Destacó que esta participación ha sido de gran utilidad para las fuerzas chilenas. Agregó que ha servido como entrenamiento para interactuar con fuerzas de otros países.





En otro orden de ideas, señaló que el gobierno provisional esta compuesto por personas que en general se desempeñan en cargos muy disímiles dentro y fuera de Haití y que, por lo tanto, al ser electo el nuevo gobierno, volverán inmediatamente a lo suyo.





Por otra parte, explicó que para la realización de las elecciones se enfrentan a una serie de problemas: bandas armadas, inexistencia de un sistema de registro civil, noventa y cuatro partidos políticos, y carencia de líderes nacionales, pues solamente los hay a nivel de barrios. Reiteró que nadie dispone de identificaciones personales, los apellidos dicen relación con el nombre del padre u otro sistema poco confiable. Indicó que de este problema está encargada la OEA.





En este contexto, agregó, que es impensable que Chile se retire en este momento. Añadió que por ningún motivo puede ser antes de las elecciones, y una vez efectuadas éstas el retiro de todas formas debería ser paulatino, pero pronto, de modo que las fuerzas chilenas sean reemplazadas por las Naciones Unidas.





En su opinión, el retiro de las fuerzas militares debe ir acompañada de la llegada de civiles, profesionales y técnicos, lógicamente bajo protección militar, para contribuir a la recuperación de las obras públicas como puertos, caminos, sistema de electricidad, salud y para preparar policías, cuyo número en estos momentos es insuficiente.





El Honorable Senador señor Muñoz manifestó que la Comisión de Relaciones Exteriores recibió en su momento información detallada, tanto del Ministerio como de sus miembros que integraron la delegación a Haití, que avala su apoyo a la prórroga, quedando pendientes los plazos por los que ésta debe prestarse.





El Honorable Senador señor Coloma manifestó que aún tiene aprensiones sobre esta prórroga. Añadió que el envío inicial de tropas obedeció a una voluntad de país, para evitar una masacre. Agregó que, salvo excepciones calificadas, Chile no interviene en este tipo de conflictos.





Sin embargo, agregó, ha transcurrido un año y la situación ahora es diferente, lo que amerita un análisis más reflexivo, y aunque comparte las palabras del Honorable Senador señor Valdés, estimó que debe hacerse una evaluación de la necesidad de mantener las tropas en ese lugar.





Indicó que, dentro de esto, es necesario explicitar un acuerdo entre el Gobierno y el Senado que comprenda un calendario de permanencia y también el número de tropas que se mantendrá allá, si serán las mismas que se encuentran allá en este momento o si se considera su aumento o disminución, y que detalle los objetivos.





Agregó que discrepa también del hecho que sean prorrogables, pues debería establecerse un plazo fijo, cualquiera, pero fijo. Coincidió también en que la desmovilización debe ser paulatina y planteó nuevamente su inquietud por los costos.





Finalmente, solicitó que el Gobierno aclare la fecha tope de estadía de las tropas, especificando el número del personal militar que permanecerá en Haití y detallando los costos que involucra la operación.





El Honorable Senador señor Martínez estimó que se ha llegado a un punto en que es necesario hacer cierta precisiones. En su opinión, hay una virtual ocupación de un territorio extranjero, frente a esto es preciso decidir si las tropas se retiran para dar paso a civiles que lleguen a reorganizar el país o derechamente se retiran.





Agregó que faltó una posición político-estratégica en los planteamientos que se han hecho al Senado que contengan proposiciones puntuales.





El Honorable Senador señor Muñoz aclaró que la presencia de tropas chilenas en Haití no era una situación unilateral, pues estaba avalada por diversas resoluciones de las Naciones Unidas.





Continuó el Honorable Senador señor Martínez señalando que al final es un problema nacional que involucra tropas en el extranjero, capitales y políticas, para lo cual se requiere de un plan concreto definido con costos y plazos.





El Honorable Senador señor Canessa manifestó que la política de participación nacional en operaciones de paz bajo el mandato de las Naciones Unidas planteada por S.E el Presidente de la República debe continuar, porque sería contrario a su espíritu retirarse en este momento, por lo que, en su opinión, es necesario apoyar la prórroga.





Coincide con el Honorable Senador señor Martínez en que las acciones que se lleven a cabo deben llevarse a cabo con una acción planificada a fin que no sea un esfuerzo inútil. Sin embargo, estimó que este plan no le corresponde realizarlo a Chile, porque no somos nosotros los que estamos a cargo de las operaciones. Estimó que Chile debe contribuir para que se cree este plan y contribuir a realizarlo.





Coincidió con el Honorable Senador señor Valdés en que el retiro de tropas debe ir acompañado por un reemplazo por especialistas civiles para reconstruir el país, con labores concretas y específicas, previamente planificadas y aclarando los costos.





A su vez, el Honorable Senador señor Fernández manifestó que le parecía claro, en su opinión, que las tropas se retirarían en un plazo breve. Añadió que, en consecuencia, correspondía señalar el plazo dentro del cual se retirarían.





Indicó que el retorno de las fuerzas debería ser de acuerdo con un cronograma previsto de antemano, de manera de dejar en claro que Chile no permanecerá allá más de lo estrictamente necesario.





Solicitó a los representantes del Ejecutivo que fijen un plazo determinado para el retorno, el que, según su opinión, debería ser antes o después de las elecciones.





Reiteró que correspondería que el Gobierno manifieste la voluntad de terminar con la permanencia de nuestras fuerzas en Haití.





Asimismo, pidió a ambos Ministros una información detallada de los costos que involucra la operación, a fin de que la Sala del Senado pueda pronunciarse con todos los antecedentes a la vista.





Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín señaló que comparte la necesidad de mantener las fuerzas militares en Haití. Añadió que sería un error retirarlas antes de las elecciones, porque ellas son necesarias para garantizar el éxito de éstas y el inicio del nuevo gobierno.





Sugirió definir un plazo claro para el término de la misión. Al respecto, propuso que debía ser por seis meses prorrogables por única vez, de manera de precisar que, a lo más, se estará sólo otro año en Haití.





Indicó que la prorroga deberá ser informada fundadamente, al momento que se produzca. Agregó que el retiro de las fuerzas requerirá de una cuidadosa planificación.





Manifestó que en el futuro debe continuar el respaldo a Haití, pero acotado a la asistencia económica y social.





Señaló, a continuación, que el oficio de S.E. el Presidente de la República no precisa el número del contingente que participará en la nueva misión. Al respecto, propuso que no se puedan enviar más tropas que las que actualmente participan, de manera de no aumentar el número de efectivos.





Manifestó que el Ejecutivo debe enviar una información más detallada y precisa de los costos económicos de la operación.





Finalmente, explicó que hay un compromiso dispar de parte de la comunidad internacional, pues no han proporcionado los fondos que habían comprometido. En cambio, nuestro esfuerzo es proporcionalmente mayor en relación a la ayuda que se le pide a los países desarrollados. Reiteró que el costo para Chile es desmedido en relación a su capacidad.





El Honorable Senador señor Valdés expresó que la misión debía prolongarse a lo menos hasta las elecciones. Agregó que las Naciones Unidas cubrirán los gastos de la operación.





Manifestó su preocupación de que ocurra una nueva frustración en Haití. Recordó que tres misiones anteriores han fracasado en sus objetivos de levantar a Haití de la ruina en que se encuentra.





Indicó que debe otorgarse la prórroga de salida de tropas que pide el Gobierno. Añadió que, sin embargo, nuestro país debe cambiar la ayuda militar, que actualmente presta, hacia una ayuda económica y social, que es la que, en su opinión, necesita Haití.





Pidió que Chile haga presente a las Naciones Unidas su preocupación por la falta de recursos económicos para Haití. Agregó que la actual misión en dicha nación puede fracasar si no se envían los referidos recursos.





Expresó que el Gobierno y el Parlamento están de acuerdo en mantener las tropas, pero que es necesaria la ayuda económica internacional para el desarrollo haitiano.





El Ministro de Defensa Nacional, señor Ravinet, señaló que la misión tiene el carácter de multinacional, es decir, refuerza el principio del multilateralismo que sustenta Chile.





Agregó que cuando se es parte de operaciones conjuntas, no es posible fijar planes individuales, pues es la ONU quien fija los objetivos, a saber: pacificación, reconstrucción institucional y democrática, y saneamiento económico. Añadió que estos dos últimos fines requerirán de más plazo para lograrlos.





En relación a las inquietudes manifestadas por los Honorables señores Senadores, precisó que no se enviará más contingente que el actual. Aclaró que las actuales fuerzas serán reemplazadas, sin que ello signifique aumentar su número.





Asimismo, concordó que se visualice como máximo un año más. Añadió que se ha usado la formula empleada por las Naciones Unidas, de seis meses prorrogables por otros seis.





Indicó que una vez que se inicie el nuevo Gobierno, y si se puede antes, la cooperación chilena tiene que cambiar desde la ayuda militar a la colaboración en materias civiles, que denominó de “cascos blancos”.





En relación a los costos explicó que el único impacto directo dice relación con el sueldo regular de los soldados, pues los sobresueldos son pagados por la ONU, mediante reembolsos. Añadió que el equipamiento, los pertrechos y la mantención son cubiertos con fondos de la ley reservada del cobre, lo que ha sido acordado con los respectivos Comandantes en Jefe.





A continuación, acompañó un documento relativo a la presencia militar y policial en Haití, donde, entre otros puntos, hace mención a los costos de la misión. (Dicho documento se adjunta al presente informe como Anexo 1).





El Ministro de Relaciones Exteriores, señor Walker, señaló que la emergencia inicial justificó el envío urgente de tropas a Haití, con el fin de evitar una catástrofe humana. Agregó que hoy la situación ha cambiado, y que dichas fuerzas forman parte de un grupo internacional de reconstrucción. Añadió que, en dicho sentido, hoy se está en concordancia con uno de los objetivos permanentes de la diplomacia chilena, cual es la mantención de la paz en el mundo, en especial, dentro de la región.





Recordó que en este caso confluyen dos principios permanentes de la política exterior chilena: el multilateralismo y el regionalismo abierto. Además del principio de solidaridad internacional.





En relación al plazo, sostuvo que Chile quiere permanecer lo estrictamente necesario. Al respecto, estimó que no debería ser más allá de un año. Agregó que en la citada reunión de Buenos Aires se afirmó lo mismo.





Discrepó de la opinión planteada por el Honorable Senador señor Martínez, pues Chile es parte de una fuerza multinacional, MINUSTAH, creada por una resolución de las Naciones Unidas. Además, aclaró que el 1º de junio del 2004, se suscribió un documento entre autoridades haitianas y chilenas, el cual precisa que las fuerzas chilenas fueron enviadas a petición de las Naciones Unidas y del Gobierno de Haití.





Por último, destacó el profesionalismo de las autoridades civiles y militares chilenas. Añadió que ellas se han ganado el respeto y credibilidad por parte de MINUSTAH.





A continuación, el Honorable Senador señor Coloma, solicitó que el Ejecutivo entregue una minuta aclaratoria respecto a los gastos que conlleva la operación. Asimismo, se explicite la voluntad del Gobierno y del Parlamento, en orden a que el plazo máximo será de un año, debiendo informarse a los seis meses. Agregó que, en todo caso, si hay circunstancias extraordinarias podría reconsiderarse esta decisión.





Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín pidió también una justificación, por escrito, de los desembolsos económicos en que se ha incurrido y de los gastos que irroga esta nueva autorización, además de precisar el número del contingente que participará.





Reiteró que debe urgirse a la comunidad internacional para contribuir económicamente en la reconstrucción de Haití.





Dejó constancia, además, que la naturaleza de la operación debe cambiar desde un componente militar a uno económico y de cooperación civil.

- - -





Finalmente, las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, y el Ejecutivo, representado por los señores Ministros de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, dejan constancia que la actual solicitud de autorización de la “prórroga de la permanencia de las tropas y los medios nacionales en Haití, por seis meses prorrogables por un nuevo periodo de seis meses”, implica la intención de no renovar dicho mandato el 1º de junio del 2006, y, además, reemplazarlo por uno de cooperación económico y social.

- - -





Se acompaña como Anexo 2, documentos adjuntados por el Ministerio de Defensa Nacional, que detallan los costos económicos de la operación en los años 2004 y 2005.

- - -





En votación la solicitud de autorización, fue aprobada por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes. Votaron favorablemente, los Honorables Senadores señores Coloma (Presidente), Canessa, Fernández, Flores, Larraín, Martínez, Muñoz Barra y Valdés.




Acordado en sesión celebrada el día 16 de mayo de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa (Presidente), Julio Canessa Robert, Sergio Fernández Fernández, Fernando Flores Labra, Hernán Larraín Fernández, Jorge Martínez Busch, Roberto Muñoz Barra, Sergio Páez Verdugo, y Gabriel Valdés Subercaseaux.




Sala de la Comisión, a 16 de mayo de 2005.

(Fdo.): JULIO CÁMARA OYARZO

Secretario
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS  QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.325, QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE PROCEDIMIENTO Y SANCIONES RELATIVAS A ACTOS DE VIOLENCIA INTRAFAMILIAR

(2318-18)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de someter a vuestra consideración su segundo informe, relativo al proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en moción de las Honorables Diputadas señoras María Antonieta Saa y Adriana Muñoz D’Albora.

- - - - - -


A las sesiones en que vuestra Comisión trató este proyecto asistieron, en representación del Servicio Nacional de la Mujer, la Ministra, señora cecilia Pérez, la Jefa del Departamento sobre la Situación Jurídica de la Mujer, señora Patricia Silva y el asesor, señor Marco Rendón.


En representación del Ministerio de Justicia, el Jefe de la División Jurídica, señor Francisco Maldonado y la abogada señora Paula Recabarren.


Asimismo, en representación del Ministerio Público, concurrió la abogada señora María Eugenia Manaud.

- - - - - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Cabe hacer presente que los artículos 6º, 7º, inciso final, 9º, letra a), 13, 14 y 21 son normas de quórum orgánico constitucional, al tenor de lo dispuesto en el artículo 74 de la Ley Suprema, en relación con el artículo 63, inciso segundo, de ese Texto Fundamental, pues inciden en la organización y atribuciones de los tribunales de justicia.


En efecto, la primera de las referidas disposiciones dispone que los actos de violencia intrafamiliar que no constituyan delito serán de conocimiento de los juzgados de familia que crea la ley 
Nº 19.968 y se sujetarán al procedimiento que el mismo cuerpo legal establece. La última, deroga la ley Nº 19.325, cuyo artículo 2º otorga competencia para conocer los conflictos originados por actos de violencia intrafamiliar al juez de turno en lo civil dentro del territorio jurisdiccional en que se encuentre ubicado el hogar donde viva el afectado.


Los artículos 7º, inciso final, 13 y 14, por su parte, imponen a los jueces de familia y a los tribunales en lo penal la obligación de apremiar a quienes infrinjan las medidas de protección que pueden decretar.


La letra a) del artículo 9º otorga al juez de familia la atribución de aplicar en la sentencia que dicte en una causa por violencia intrafamiliar la medida accesoria de ordenar al hechor que abandone el hogar que comparte con su víctima.

- - - - - -


Como señaláramos en el primer informe, el Senado, por oficio Nº 23.078, de 5 de noviembre del año 2003, remitió a la Corte Suprema esta iniciativa de ley, con el fin de recabar su parecer al respecto, debido a que el proyecto contiene disposiciones que atañen a la organización y atribuciones de los tribunales de justicia.


El Máximo Tribunal, dio respuesta por oficio 
Nº 3.189, de 11 de febrero de 2004. La opinión emitida por la Corte fue consignada en el citado primer informe.

- - - - - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:


1.- Artículo del proyecto que no fue objeto de Indicaciones ni de modificaciones: 5º, que pasa a ser 10.


2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: Nos  13, 16, 43 y 44.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: Nos 1, 2, 3, 4, 5, 7, 8,11, 15, 18, 20, 21, 22, 23, 25, 34, 45, 52 y 56.


4.- Indicaciones rechazadas: Nos 6, 9, 10, 12, 14, 17, 19, 24, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 42, 46, 47, 48, 49, 50, 51, 53, 54, 55, 57, 58, 59 y 60.


5.- Indicaciones retiradas: no hay. 


6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.

- - - - - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Como se explicara en el primer informe, esta iniciativa legal reemplaza la ley Nº 19.325, que establece normas sobre procedimiento y sanciones relativos a los actos de violencia intrafamiliar, modifica el procedimiento judicial a seguir, amplia las atribuciones de la policía y reforma el sistema sancionatorio.


En virtud de las enmiendas que ha introducido esta Comisión en el trámite reglamentario de segundo informe, cabe puntualizar que el proyecto se encamina, además, a hacer explícito que la finalidad de esta ley es la prevención, sanción y erradicación de la violencia intrafamiliar, todo lo cual constituye una concreción del deber del Estado de proteger y fortalecer a la familia; distingue entre las conductas de violencia intrafamiliar que son constitutivas de ilícitos penales de aquellas que no lo son, para determinar el tribunal competente y el procedimiento aplicable; incorpora a diversos tipos penales comunes la circunstancia calificatoria de ser la conducta, además, constitutiva de violencia intrafamiliar; regula las sanciones y medidas accesorias de rehabilitación procedentes; regula la aplicación en estos casos de medidas cautelares, acuerdos reparatorios y formas alternativas del cumplimiento de penas privativas o restrictivas de libertad; autoriza al SERNAM para asumir el patrocinio de la víctima de violencia intrafamiliar que lo requiera; dispone que este proyecto, una vez convertido en ley, entre en vigencia conjuntamente con la ley que crea los tribunales de familia, y resuelve los efectos en el tiempo de esta iniciativa y la ley actual, en lo relativo a competencia y procedimiento de los tribunales civiles y los de familia.

- - - - - -

ANTECEDENTES LEGALES

a.- La Constitución Política de la República, especialmente sus artículos 1º y 19 Nos 1º y 2º.

b.- Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación en contra de la Mujer, de 1979, promulgada por decreto Nº 789, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1989. 

c.- Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, Convención Belém do Pará, de 1994, promulgada por decreto Nº 1.640, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1998. 

d.- Ley Nº 19.325, que establece normas sobre procedimiento y sanciones relativos a los actos de violencia intrafamiliar.

e.- Ley Nº 19.968, que crea los Tribunales de Familia.

f.- Ley Nº 18.216, que establece las medidas que indica como alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad y deroga disposiciones que señala.

g.- Ley Nº 19.324, que introduce modificaciones a la ley Nº 16.618, en materia de maltrato de menores.

h.- Ley Nº 16.618, de Menores.

i.- Código Penal: artículos 11, Nº 4º y 400

- - - - - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


No obstante tratarse de la discusión particular del proyecto, la Comisión estimó conveniente escuchar a distintos personeros, con la finalidad de conocer su opinión respecto de la iniciativa.


La Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM), señora Cecilia Pérez, inició su intervención señalando que, con las indicaciones que el Ejecutivo está presentando al proyecto, se amplía el contenido de dicha iniciativa legal, incorporándose la prevención y la erradicación de la violencia contra la mujer y la familia como objetivo de la ley. Lo anterior, precisó, recoge las observaciones hechas valer y concordadas durante la discusión y aprobación en general del proyecto.


Para ello, explicó, en el marco de la obligación del Estado de dar protección a la integridad de las personas, se establece expresamente que éste deberá dictar políticas orientadas a la prevención de la violencia contra las mujeres y las familias, enunciándose algunos de los ámbitos de intervención y las medidas que deberán adoptarse. Entre otras, mencionó:


- En el ámbito educacional, incorporar planes y programas de estudio con contenidos destinados a modificar patrones socioculturales que estimulan la violencia y a fomentar valores tales como el respeto por el otro, la tolerancia, la igualdad de derechos, etc.


- En el ámbito de la capacitación, implementar programas de formación destinados a todos los funcionarios y operadores del sistema jurídico que se vinculan con problemas de violencia.


- En el área de las políticas de seguridad ciudadana, incluir programas de prevención y erradicación de la violencia.


- Asimismo, apoyar las iniciativas de las redes locales y de la sociedad civil.


Expresó que para efectos de generar una política integral que permita evaluaciones periódicas, se establece que el SERNAM tendrá como función proponer al Presidente de la República un Plan Nacional para el cumplimiento de los objetivos de esta ley.


Indicó que el proyecto enuncia una serie de funciones que competen al SERNAM, tales como coordinar las políticas, recomendar la adopción de medidas legales y de otra índole para la prevención, sanción y erradicación de la violencia, promover que los medios de comunicación contribuyan a la erradicación de la violencia y prestar asesoría técnica a los organismos que intervienen en la aplicación de la ley.


Destacó que, considerando los últimos casos de violencia intrafamiliar, que han generado fuerte impacto en la opinión pública, y con el fin de que se adopten a la brevedad medidas que tutelen los intereses de las víctimas, se entrega al SERNAM la facultad de representar a la víctima, de conformidad a la ley. La idea, explicó, es dar una mayor protección y consideración a los intereses de la víctima, particularmente en los casos en que dicho interés no es necesariamente convergente con los fines de la persecución penal pública.


Por otro lado, hizo presente que el proyecto señala que en la Ley de Presupuestos deberán contemplarse, anualmente, fondos para garantizar el eficiente cumplimiento de la ley.


En cuanto al control y sanción de la violencia intrafamiliar, manifestó que el Gobierno ha planteado un conjunto de indicaciones que redefinen el alcance de la competencia de los futuros tribunales de familia y del nuevo sistema procesal penal.


Añadió que, tal como lo ha sostenido el Ministerio de Justicia, se reafirma el mandato constitucional que reserva al Ministerio Público la investigación de toda falta penal y su juzgamiento conforme al nuevo proceso penal.


Bajo tal perspectiva, expuso, se propone excluir del conocimiento de la judicatura de familia las faltas de amenaza con arma blanca o de fuego y de lesiones leves, y sancionarlas con pena de prisión, como actualmente lo dispone la ley Nº 19.325 sobre violencia intrafamiliar. En tales hipótesis, la existencia previa de malos tratos habituales agravará la pena que deba imponerse al agresor.


De este modo, se propone reservar al conocimiento de la justicia de familia únicamente el maltrato que no produce lesiones físicas y sancionarlo con multa de hasta 150 unidades tributarias mensuales.


Agregó que la protección a las víctimas, tanto en la judicatura de familia como en el sistema penal, ha sido otro aspecto en que se propone reforzar el proyecto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, dotando a los juzgados de garantía de una potestad cautelar que podrán ejercer aún sin preceder formalización de la investigación en contra del imputado. Del mismo modo, se propone que las sanciones accesorias de protección no puedan suspenderse en caso alguno.


Advirtió que la gravedad y reiteración de los actos de violencia contra la mujer exigen una clara señal de reprobación y por ello se limita la facultad que actualmente detenta el Ministerio Público para no iniciar una investigación o abandonar la iniciada.


Finalmente, anunció, se propone modificar el Código Penal con la finalidad de expresar un mayor reproche en caso de lesiones inferidas a una persona con la que se tiene alguno de los vínculos amparados por este proyecto de ley.


Desde el punto de vista de las modificaciones penales, el proyecto pretende otorgar a la víctima la más rápida y eficaz protección posible y, para tales efectos, se considerará el historial del agresor. Se busca, en definitiva, una mejor respuesta de la justicia.


En consecuencia, el proyecto y las indicaciones del Ejecutivo pretenden explicitar el deber del Estado en la protección y la erradicación de la violencia intrafamiliar, centrar las acciones en el SERNAM, y, en el ámbito penal, que sus normas sean convergentes con la reforma procesal penal, excluyendo el tratamiento de estos asuntos de la judicatura de familia y llevándolos al ámbito penal, dejando para la primera sólo los maltratos que no generan lesión física. Esto se suma a lo que ya se encuentra contemplado en la legislación sobre tribunales de familia.


A continuación, el Honorable Senador señor 
Viera-Gallo señaló que las indicaciones presentadas por el Ejecutivo al proyecto, al parecer, se orientan en el sentido planteado en el debate en esta Comisión, esto es, hacia la prevención, la educación, la definición de competencias, etc. Sin embargo, consultó por el fundamento de la representación de la víctima por parte del SERNAM -que se contempla en el artículo 5º del proyecto-, ya que el legislador ha venido restringiendo este tipo de representación y aquí, en cambio, se hace lo contrario.


Por su parte, el Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, hizo una precisión de tipo semántico, señalando que el artículo 1º, tal como viene redactado en las indicaciones del Ejecutivo, define el objetivo de la ley como prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y la familia. A entender del señor Senador, debería referirse a la violencia “intrafamiliar”, que es un concepto más amplio que involucra conjuntamente a la mujer y la familia.


Finalmente, manifestó que comparte la opinión del Honorable Senador señor Viera-Gallo en el sentido de que las indicaciones del Ejecutivo han recogido las observaciones planteadas en el seno de esta Comisión.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado, expresó que las indicaciones van todas en una misma línea. La duda que se planteó respecto de las facultades del Ministerio Público se solucionó en el texto de las indicaciones por la vía de reforzar el sistema penal actualmente existente. Por tanto, en lugar de conformar una sola figura -que entregue una señal reprobatoria de estas conductas-, se ha preferido agravar cada una de las hipótesis de comisión de ilícitos penales.


Explicó que esta técnica legislativa es más apropiada para este proyecto, ya que logra dar un mensaje de reproche pero, al mismo tiempo, permite que la respuesta del sistema a estos actos se configure caso a caso, sin generar distorsiones. Por el contrario, cuando se engloban los actos de violencia intrafamiliar en una sola conducta, se termina postergando, a veces, la sanción que hubiera correspondido incluso por aplicación de las reglas generales. Por ejemplo, si un padre o madre incurre en un acto con resultado de muerte respecto de su hijo, según las reglas generales sería parricidio con una penalidad de hasta presidio perpetuo calificado. Si, en cambio, se engloba todo esto bajo un solo concepto y una sola sanción, no es posible llegar a una penalidad tan alta. Por ello, se ha optado por hacer más rígidas las figuras que actualmente se encuentran en el Código Penal, obteniendo un resultado mucho mejor y manteniendo el efecto simbólico buscado con la iniciativa en análisis.


Por otra parte, se reservan los casos que no alcanzan a constituir un ilícito penal, conforme a la ley actual, para su conocimiento por los tribunales de familia, a los que se ha proporcionado muchas más herramientas de carácter preventivo para que dichas conductas no se transformen en una escalada.


Seguidamente, dicho personero, respondiendo a la inquietud del Honorable Senador señor Viera-Gallo relativa a la representación de la víctima por el SERNAM, señaló que en este caso no se trata de una representación en general, en pro del interés público, sino de la representación de una víctima en particular, en conformidad a la ley, y esto es distinto a la representación en virtud del interés público encargada al Ministerio Público desde su creación.


A este respecto, el Honorable Senador señor Espina señaló que el ejercicio de la acción penal pública quedó restringido al Ministerio Público, excluyendo a otras entidades, en aras de facilitar los procedimientos. Sin embargo, añadió, este proyecto sería contrario a dicho criterio.


Recordó que en numerosos debates sostenidos en esta Comisión se ha seguido el criterio de que, conforme a la Constitución Política y al rol que se le asigna en su ley orgánica y en el Código Procesal Penal, es el Ministerio Público quien detenta el ejercicio de la acción penal pública en representación de la sociedad y de la víctima. Pero sucede, agregó, que la víctima también puede querellarse. Entonces, se estableció que ningún organismo, salvo casos muy excepcionales, puede ejercer esta función. Para esto se tomó en consideración que la experiencia demostraba un abuso en la presentación de querellas. También se consideró la opinión del Ministerio Público, que señaló que la multiplicidad de titulares de la acción penal termina entrabando su ejercicio e incluso debilitándolo, en lugar de facilitarlo, ya que no siempre las estrategias procesales de los distintos querellantes coincide y, a veces, derechamente se aleja de la que sigue el Ministerio Público.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo señaló que la víctima también podría recurrir a la Corporación de Asistencia Judicial para querellarse, por lo que no se vislumbra la razón para entregar tal facultad de representación al SERNAM.


El representante del Ministerio de Justicia, respondió que si bien ello es efectivo, es una facultad que tiene la víctima y depende de su propia voluntad, y no de una decisión de la institución.


A continuación, la abogada del Ministerio Público, señora María Eugenia Manaud, advirtió que la entidad a la que representa ha tomado conocimiento incidentalmente de la existencia y tramitación del presente proyecto de ley. Manifestó desconocer el contenido de las indicaciones presentadas al proyecto por el Ejecutivo, de suerte que las observaciones que el mismo merece al Ministerio Público corresponden al proyecto aprobado en general.


Detalló las objeciones que se pormenorizan a continuación.


El proyecto sustituye el actual régimen de violencia intrafamiliar –de carácter eminentemente civil y a cargo de tribunales civiles–, por otro, en que se lleva el tema al ámbito penal.


En efecto, expresó, el proyecto deroga la ley del ramo -ley Nº 19.325-, haciendo desparecer el tratamiento de naturaleza civil que se ha dado a esta materia, y, junto a ello, elimina el trámite de la conciliación, lo cual es contrario a las tendencias internacionales sobre el particular. Expresó que, de acuerdo a los datos aportados por el propio SERNAM, de las 80.000 denuncias que se cursan al año en este ámbito, un 92% se archiva mediante conciliación. Al suprimir dicha diligencia tales causas deberán concluir necesariamente mediante sentencia de término, las que serán de carácter penal dadas las sanciones que impondrían.


Agregó que lo anterior se confirma, por ejemplo, si se considera que las sanciones por faltas incluyen la reclusión nocturna y la prisión, a lo que se agrega la tipificación del nuevo delito de violencia intrafamiliar al que se asigna la pena de presidio. Todo ello, manifestó, por expreso mandato constitucional, debe ser conocido en exclusividad por el Ministerio Público y los tribunales en lo penal.


Explicó que esto significará una carga extra de trabajo para el Ministerio Público, no considerada inicialmente, por cuanto se le asignará el conocimiento de materias que en realidad son civiles pero se están transformando en penales y que, por cierto, no fueron contempladas en la reforma procesal penal. A mayor abundamiento, esto exigirá hacer frente a nuevos requerimientos en recursos humanos y económicos, los que no fueron proyectados originalmente.


Otro orden de objeciones, explicó la representante del Ministerio Público, dice relación tanto con el nuevo delito que se crea como con las modificaciones que se introducen al proceso penal.


En cuanto al delito, hizo presente que, en primer término, no existen antecedentes que conduzcan al convencimiento de que es conveniente crear el nuevo tipo que se propone, máxime en el marco de un sistema penal de última ratio.


En segundo lugar, expresó que la norma que se propone adolece de problemas de redacción, porque no describe claramente la conducta que procura tipificar como ilícita ni establece con precisión la pena correlativa, en especial en materia de sanciones alternativas, las que quedan a criterio del juez imponerlas o no. Lo anterior contraría los principios constitucionales en virtud de los cuales ninguna ley podrá establecer penas sin que la conducta que se sanciona esté expresamente descrita en ella, y ningún delito se castigará con otra pena que la que señale una ley promulgada con anterioridad a su perpetración.


A lo anterior se suma, añadió, la circunstancia de que el proyecto tampoco señala qué tribunales serán los competentes para conocer de los asuntos derivados de esta ley, ni qué procedimientos serán los aplicables al efecto. Recordó que esta observación ya había sido planteada por la Corte Suprema, la que reparó la inexactitud o insuficiencia en que incurre el proyecto al no definir la respectiva competencia y los procedimientos. Coincidió con el Máximo Tribunal en estimar que la competencia penal sólo se deduce de la naturaleza de las penas asignadas y de las referencias que hace el proyecto al Código Procesal Penal y a los jueces de garantía, por cuanto, en verdad, la iniciativa nada dice al respecto en forma expresa.


A mayor abundamiento, señaló, la ley Nº 19.968, que crea los tribunales de familia, reserva a la competencia de éstos el conocimiento de todos los asuntos relativos al maltrato de niños y a la violencia intrafamiliar propiamente tal. 


En consecuencia, insistió, este es un tema que requiere de mayor definición.


Seguidamente, y también en el ámbito de las modificaciones procesales penales que involucra el proyecto, expresó que la iniciativa de ley contempla reformas en materias tales como las denominadas salidas alternativas del proceso penal y las circunstancias modificatorias 
-atenuantes o agravantes- de la responsabilidad penal.


Respecto de las salidas alternativas expresó que el proyecto las restringe, en tanto que la reforma procesal penal procura fomentarlas, lo que prefigura la pugna que se generará entre ambos sistemas. En relación a las circunstancias atenuantes y agravantes de responsabilidad que se insertan en el Código Penal, indicó que ellas tendrán carácter facultativo para el juez, a la inversa de las restantes, que obligatoriamente deben ser consideradas en la sentencia.


Asimismo, advirtió que faltan normas transitorias que regulen lo que sucederá en aquellas regiones del país en las que aún no se ha implementado el nuevo sistema procesal penal, atendida la total e inmediata derogación que se propone de la actual ley de violencia intrafamiliar.


En seguida, y a modo de resumen, señaló que las observaciones de la entidad que representa se refieren principalmente a las siguientes materias:


En primer lugar, el problema de la creación de un nuevo delito que aparece mal tipificado.


En segundo término, al desaparecer el tratamiento civil de esta materia y la eliminación del trámite de la conciliación, necesariamente significará que las causas que antes se conocían por la vía civil y se resolvían mediante conciliación, pasarán ahora al dominio penal y requerirán sentencia de término, lo que en definitiva redundará en una mayor carga de trabajo para el Ministerio Público, que no estaba contemplada originalmente.


Señaló que todo esto hace necesario que se suspenda la tramitación del proyecto, para lo cual el Ministerio Público ha enviado sendos oficios al Ministerio de Justicia y al Servicio Nacional de la Mujer, porque se requiere más tiempo, no sólo para estudiar los aspectos jurídicos involucrados sino también para evaluar los requerimientos económicos o presupuestarios que la concreción de un proyecto de esta naturaleza puede generar.


La falta de participación del Ministerio de Justicia y del Ministerio Público en el estudio de estas materias, a pesar de lo atingente que resulta la intervención de dichas entidades en estos temas, afecta gravemente la coordinación que debería existir para tramitar proyectos de ley que puedan vincular a un organismo autónomo, como es el Ministerio Público.


Advirtió que, al parecer, algunas de sus observaciones estarían superadas en las indicaciones que el Ejecutivo está presentando al proyecto, como, por ejemplo, el hecho de haber separado claramente las faltas que serán de competencia de los tribunales de familia de todas aquellas otras faltas penales y delitos que pasarían al ámbito penal propiamente tal. No obstante eso, insistió, se requiere de una revisión mayor y, en especial, el estudio de los costos que esto significa.


En cuanto al tema de la conveniencia o no de que un organismo público participe en el proceso penal, manifestó que, en términos generales y en principio, ya desde la reforma constitucional que creó el Ministerio Público y el nuevo sistema procesal penal, fue latamente resistida la incorporación de otros actores, incluso la de la víctima. Recordó que, en definitiva, se incorporó la participación del querellante particular ante la posibilidad de que éste tenga intereses contrapuestos con los del fiscal, y en ese entendido fue aprobada la idea. Añadió que el criterio de la ley adecuatoria que adaptó todo el sistema legal chileno a la reforma procesal penal fue concordante con lo expuesto, en el sentido de excluir a los querellantes particulares e institucionales. 


Finalmente, y dado que la Constitución Política y el Código aseguran la participación de la víctima como querellante particular, su representante en el proceso penal tendrá que ser sólo uno: un abogado particular, la Corporación de Asistencia Judicial o el SERNAM. Informó que en la tramitación del proyecto de modificaciones al Código Procesal Penal que está en estos momentos en la Cámara de Diputados, que recoge la experiencia vivida hasta antes de la entrada en vigencia de la reforma en Santiago, se está modificando la norma que prevé la participación de los querellantes particulares, tratando de restringirla al máximo. La experiencia indica que mientras más querellantes o intervinientes hay en el proceso penal, más compleja se hacen la investigación y la substanciación del mismo.


El Honorable Senador señor Espina indicó que si las personas cuentan desde ahora con la alternativa penal para denunciar estos casos de maltrato, es muy probable que recurran a esta nueva vía, en lugar de la civil, por lo que efectivamente se puede generar una excesiva carga de trabajo para las Fiscalías, que no fue tenida en vista originariamente.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo consultó cuál es la situación actual, ya que ello incidirá en la eventual definición de un delito nuevo. 


La representante del Ministerio Público explicó que, si bien el maltrato que nos ocupa podría significar un acto delictivo, actualmente se recurre a los tribunales civiles, los que están facultados para imponer la pena de prisión. Además, este resulta un procedimiento expedito para tales efectos. En lo sucesivo, en cambio, con el proyecto en estudio, las faltas o lesiones entran de lleno en el ámbito penal.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo agregó que, a la luz de la reforma constitucional, eso ya no sería procedente y que, en consecuencia, los jueces civiles tendrían que inhibirse para conocer asuntos de violencia intrafamiliar que presenten un carácter penal.


Por su parte, el Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, señaló que la materia requiere de un estudio muy acucioso. Reiteró que deben abordarse con claridad temas como la conciliación o la representación y valoró la colaboración que, en tal sentido, puede hacer el Ministerio Público.


La Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Cecilia Pérez, señaló que la violencia intrafamiliar y, en particular, la violencia contra la mujer, es una realidad muy grave que hay que atender en forma urgente. Indicó que en el año 2004 se registraron 70 casos con resultado de muerte de mujeres y en todos ellos existían antecedentes de violencia previa, de denuncias ante los tribunales e incluso de la aplicación de medidas precautorias. En consecuencia, debe reforzarse en la ley el papel del Estado en esta materia, no sólo en lo relativo a la prevención, sino también en orden a mejorar el acceso a la justicia y a la eficacia de las actuaciones de esta última. Puso especial énfasis en señalar que la violencia al interior de la familia, a pesar de la gravedad que reviste, tiende a ser minimizada y, por tanto, este proyecto representa una gran oportunidad para dar un giro en sentido contrario.


Precisó que, cuando se estudiaron las soluciones alternativas del proceso penal, se buscaba que la violencia intrafamiliar se resolviera por una vía distinta a la violencia en general, dadas las especiales características de aquélla. Añadió que en los tribunales de familia quedará radicado el conocimiento de los casos de violencia menos graves, en los cuales habrá una especie de conciliación. Explicó que la experiencia ha demostrado que el trámite de la conciliación se ha transformado más bien en una suerte de filtro de trabajo, desnaturalizando sus fines. Asimismo, agregó, en el 46% de los casos que se han resuelto por la vía conciliatoria, las personas han quedado descontentas con esa solución.


Expresó también que la experiencia mundial indica que la conciliación y la mediación no son estrategias válidas para resolver la violencia intrafamiliar.


En consecuencia, se trata no sólo de dar una señal, sino que de habilitar también una solución real y eficaz, sobre todo en materia de justicia.


El Honorable Senador señor Espina precisó que saturar a la Fiscalía con exceso de trabajo hasta hacerla colapsar no sería entendido por la opinión pública.


Indicó que los casos de violencia intrafamiliar, por la vía de la conciliación, suelen derivar hacia tratamientos psiquiátricos, a pesar del déficit de instituciones especializadas que presten dichos servicios en nuestro país. Asimismo, manifestó su preocupación por aquellos casos en que las lesiones provocadas no dejan huellas físicas en la víctima, ya que no resulta tan claro definir a qué situación legal corresponden tales daños. Recalcó que es muy difícil penalizar los temas de familia.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo manifestó que el problema surge porque frente a un hecho que reviste caracteres de delito sólo interviene la judicatura civil y no la penal. Sugirió la posibilidad de contemplar faltas especiales para estos casos, que no conlleven sanción penal, para mantener la materia en los tribunales de familia.


El Honorable Senador señor Espina puntualizó al respecto que, para tales efectos, a dichas faltas se les debería asignar la pena de multa.


El Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, señaló que no se debe poner en riesgo el nuevo sistema procesal penal, sobrecargándolo de trabajo, punto en el cual expresó coincidir con lo manifestado por el Presidente de la Comisión.


Asimismo, estimó interesante la propuesta del Honorable Senador señor Viera-Gallo, en orden a que las faltas se mantengan en la judicatura de familia y se reserven los casos más graves para la órbita penal.


Insistió en que también son puntos de relevancia la conciliación y la representación de las víctimas, entre otros.


El asesor del Servicio Nacional de la Mujer, señor Marco Rendón, explicó que la ley 19.325 contempla como acto de violencia intrafamiliar el maltrato y las faltas de los Nos 4 y 5 del artículo 494 del Código Penal, es decir, la amenaza con arma blanca o de fuego y las lesiones leves. Expresó que eso actualmente está siendo conocido por los tribunales civiles, en tanto no entren en funcionamiento los tribunales de familia. Explicó que las indicaciones del Ejecutivo no tipifican una conducta nueva, sino que entregan las lesiones leves y las amenazas al sistema penal, y sanciona la habitualidad agravando la pena. 


Finalmente, el Honorable Senador señor Espina, con la aquiescencia de los demás miembros presentes de la Comisión, solicitó al Ministerio Público un estudio sobre esta materia, con el fin de enriquecer el debate de este proyecto, valorando y agradeciendo desde ya la colaboración que se preste al efecto.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo solicitó al Ministerio Público que en dicho estudio se haga una estimación de cuántas de esas 80.000 denuncias pasarían efectivamente al campo de lo penal, afectando el trabajo de la Fiscalía.

- - - - - -


Fueron presentadas 60 Indicaciones al texto del proyecto de ley contenido en el Primer Informe.


A continuación se describen brevemente todos los artículos del proyecto aprobado en general y las Indicaciones presentadas, señalándose en cada caso los acuerdos adoptados por la Comisión a su respecto.

1° De la violencia intrafamiliar


El epígrafe que encabeza el proyecto es el que figura sobre este párrafo.

Indicación Nº 1)


Del Presidente de la República, para sustituir el epígrafe del párrafo 1º, por el siguiente:


“1º De la Violencia Intrafamiliar de conocimiento de los juzgados de familia”.


La Comisión, teniendo presente lo manifestado tanto por los representantes del Ejecutivo como por el Ministerio Público, acordó que el proyecto de ley en estudio se estructurará distinguiendo las materias que serán de competencia de los tribunales de familia de las que serán conocidas por el sistema penal. Para tales efectos, se dispuso su tratamiento en párrafos separados.


Conforme al criterio adoptado, se mantuvo el párrafo primero del proyecto, en el que se han incluido las normas generales relativas a la violencia intrafamiliar. Enseguida, se intercaló un nuevo párrafo segundo, con el epígrafe propuesto por la indicación Nº 1), en el cual se aborda la violencia intrafamiliar que será de conocimiento de los tribunales de familia, reservando el tratamiento penal de esta materia para el párrafo tercero de la ley.


Por último, por razones de técnica legislativa, se agregó la palabra “Párrafo” al inicio del epígrafe de cada una de las partes en que se ha ordenado el proyecto.


- Puesta en votación la indicación Nº 1) y la reubicación como párrafo segundo del epígrafe propuesto, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Aburto, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, con la modificación expresada.
Artículo 1º

Define el objetivo de esta ley, cual es proteger la integridad y la seguridad de las víctimas de la violencia intrafamiliar, así como establecer las sanciones para las conductas constitutivas de dicha violencia.
Indicación Nº 2)


Del Presidente de la República, para reemplazar este artículo por el siguiente:


“Artículo 1°.- Objeto de la ley. Esta ley tiene por objeto prevenir,  sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y la familia.”.

La Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM), señora Cecilia Pérez, señaló que frente a la inquietud que ha suscitado la definición de los destinatarios de la ley, corresponde hacer mención no sólo de la mujer sino también de los demás miembros de la familia. Lo anterior, explicó, permitirá acentuar la especificidad de la violencia contra la mujer.


El Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, indicó que no obstante entender que aquí se pretende destacar con claridad que una de las principales víctimas de la violencia intrafamiliar es la mujer, agregar una frase alusiva a los demás miembros de la familia, no le parece apropiado, ya que da la impresión de que la mujer no fuera parte de la misma. Recordó que su propuesta había sido definir la violencia como “intrafamiliar” porque así queda claro que se trata de la violencia que se sufre “dentro de la familia” y comprende a la mujer, el hombre, los niños, etc.


En la misma línea, el Honorable Senador señor Viera-Gallo precisó que es necesario dejar en claro que se trata de violencia intrafamiliar, para distinguirla de aquellos casos que, si bien son de violencia, no se dan al interior de la familia, y que, por tanto, quedan al margen de esta ley.


Por su parte, el Honorable Senador señor Espina manifestó que el texto aprobado en general contiene un concepto exacto de quienes quedan protegidos por esta ley al aludir a las “víctimas” de la violencia intrafamiliar, expresión que comprende a la mujer, el marido, los hijos, etc. Destacó, además, que esta iniciativa persigue prevenir y sancionar tal violencia y dar protección a las víctimas.


El asesor del SERNAM, señor Marco Rendón, agregó que la indicación también amplía el objetivo de la ley en la medida que, además del control, se incluye la prevención en esta materia.


La Ministra Directora del SERNAM hizo presente que, además de destacar que la mujer es la principal víctima de este tipo de violencia, se quiere recalcar que esa violencia contra la mujer tiene un efecto colateral muy severo en los demás integrantes de la familia, lo que es un efecto propio, distintivo y particular de este fenómeno. Por tal motivo, añadió, es necesario hacer una distinción expresa, más allá de la que se hizo antes, respecto de este tema. Precisó que el 98% de los casos denunciados de violencia intrafamiliar corresponden a violencia contra la mujer.


El Honorable Senador señor Aburto señaló que el texto aprobado en general, tal como se encuentra redactado, comprende a todos los miembros del grupo familiar, y que si se hace una mención especial respecto de la mujer, también tendría que hacerse, por ejemplo, respecto de los recién nacidos, los que sin duda están en situación de vulnerabilidad.


La Ministra Directora del SERNAM señaló que no hay duda alguna de que esta ley está acotada a lo que es la violencia al interior de la familia, pero que, no obstante ello, la legislación debería ser explícita en manifestar su preocupación particular por la violencia que al interior de la familia se ejerce contra la mujer. Insistió en que eso debería quedar expreso en esta oportunidad y recordó que esto ya fue materia del debate durante la tramitación de la actual ley Nº 19.325. Explicó que la experiencia de más de diez años ha demostrado, con total evidencia, que la violencia que se da dentro de la familia contra la mujer es precursora de más violencia y de consecuencias más graves aún respecto de los restantes miembros del grupo familiar. Precisó que en todos aquellos casos con resultado de muerte de mujeres, existían antecedentes de violencia previa. Por eso, agregó, se hizo esta distinción en relación a la mujer, y no por una simple preferencia de género antojadiza. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, indicó que, tal como lo señalara el Honorable Senador señor Aburto, si se hace una referencia especial a la mujer, también debería hacerse en relación a los niños o a los adolescentes que igualmente han sido víctimas de esta violencia en casos muy dramáticos que han impactado a la sociedad. Bajo ese entendido, propuso hacer sólo una definición genérica en el objetivo de la ley, ya que en las disposiciones pertinentes de la misma se puede hacer mención específica de la mujer, como, por ejemplo, en el artículo relativo a la prevención y asistencia.


Finalmente, la Comisión aprobó con enmienda la indicación Nº 2), estipulando que el objeto de la ley es prevenir, sancionar y erradicar la violencia intrafamiliar y otorgar protección a las víctimas de la misma, criterio que inspiró varios acuerdos posteriores.


Sobre este último punto, se resolvió que, en lo sucesivo, cada vez que aparezca la frase “violencia contra la mujer y la familia” será reemplazada por “violencia intrafamiliar”.

- La indicación Nº 2) y su modificación fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Aburto, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.
- - - - - -

Indicación Nº 3)


Del Presidente de la República, para intercalar, a continuación del artículo 1º, cuatro artículos nuevos:

El primero de ellos es del tenor siguiente:


“Artículo … .- Obligación de protección. Es deber del Estado adoptar, con la debida diligencia, todas las medidas necesarias para garantizar a toda persona, la vida, seguridad e integridad personal, física, psíquica y sexual.”.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo señaló que bastaría con decir “la vida, seguridad e integridad personal”.


El Honorable Senador señor Espina manifestó que, en estricto rigor, esta norma no sería necesaria, por cuanto es una reiteración de las garantías constitucionales. Añadió que, para superar lo anterior, debe especificarse que se trata de la protección que se proporcionará a “los miembros de la familia”, porque es eso lo que se pretende destacar. 


El asesor del SERNAM, señor Marco Rendón, explicó que esta indicación desarrolla la norma constitucional, en la medida que no se limita a reiterar la obligación de garantizar, sino que impone al Estado la obligación de adoptar medidas concretas.


El Honorable Senador señor Espina advirtió sobre las implicancias de una norma como ésta, que podría significar la interposición de un sinnúmero de demandas contra el Estado ante cualquier situación que pudiera entenderse como incumplimiento de dicha obligación, aunque sólo fuera aparente. 


Los Honorables Senadores señores Zaldívar, don Andrés, y Viera-Gallo coincidieron en expresar que eso podría acontecer respecto de cualquiera de las garantías constitucionales, lo que el Honorable Senador Espina refutó señalando que el texto constitucional no habla de “debida diligencia”.


La abogada del Ministerio Público, señora María Eugenia Manaud, concordó en la conveniencia de eliminar la expresión “debida diligencia”, porque ello tiene una connotación manifiestamente distinta de las garantías constitucionales, que son más bien de carácter programático.


El Honorable Senador señor Espina señaló que eliminar las palabras “debida diligencia” no debilita la protección que se pretende dar. Añadió que es un tema en que cabe responsabilidad al Estado.


La Ministra Directora del SERNAM hizo presente que, en todo caso, en virtud de convenios internacionales que Chile ha suscrito, el Estado debe asumir esa responsabilidad.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado, complementando lo anterior, señaló que la “debida diligencia” es un deber que el Estado ya ha asumido al suscribir distintos instrumentos internacionales y, en ese sentido, pudiera no ser necesario reiterarlo en esta ley.


El Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, expresó que el texto de la indicación contiene una declaración de principios que reitera las normas constitucionales. En todo caso, y para acotar el compromiso que asumiría el Estado en esta materia, se manifestó partidario de eliminar la frase “debida diligencia”.


Finalmente, hizo hincapié en que, junto a la “vida” y la “seguridad”, resulta suficiente agregar “integridad personal”, en lugar de “integridad personal, física, psíquica y sexual”, como propone la indicación. Lo anterior porque, según explicó, la integridad personal comprende todos los aspectos del ser humano, tanto físicos como psíquicos.


Por otra parte, el Honorable Senador señor Viera-Gallo señaló que la oración “adoptar las medidas conducentes” es más apropiada que “adoptar todas las medidas necesarias”. 


La Comisión recogió todas las sugerencias anteriores y aprobó con esas modificaciones la indicación, en la forma que se consigna en el capítulo respectivo del presente informe.


- El acuerdo fue adoptado por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Aburto, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.


El segundo artículo que propone incorporar la indicación del Presidente de la República es el siguiente:


“Artículo … .- Prevención y Asistencia. El Estado adoptará políticas orientadas a prevenir la violencia contra la mujer y la familia y a prestar asistencia a las víctimas.


En especial, impulsará las siguientes medidas:


a) Incorporar en los planes y programas de estudio contenidos dirigidos a modificar los patrones socioculturales de conductas que favorecen, estimulan o perpetúan la violencia contra la mujer y la familia;


b) Desarrollar planes de capacitación para los funcionarios de la administración de justicia, organismos policiales y demás  quienes intervengan en la aplicación de esta ley;


c) Desarrollar políticas y programas de seguridad ciudadana para prevenir y erradicar la violencia contra la mujer y la familia;


d) Favorecer iniciativas de la sociedad civil y de redes locales para el logro de los objetivos de esta ley;


e) Adoptar todas las medidas necesarias para dar cumplimiento a la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, y


f) Crear y mantener sistemas de información y registros estadísticos sobre las causas, frecuencia y consecuencias de la violencia contra la mujer y la familia.”.


A proposición del Honorable Senador señor 
Viera-Gallo, la Comisión reemplazó en el encabezamiento de este artículo la frase “violencia contra la mujer y la familia” por “violencia intrafamiliar, en especial contra la mujer y los niños”, ya que ello, junto con prestar asistencia a las víctimas, resulta más acorde con los objetivos de la ley y con el criterio general adoptado al iniciar el estudio de las indicaciones.


A continuación, por razones de estilo, la Comisión sustituyó la oración que encabeza el segundo inciso, por la siguiente: “Entre otras medidas, implementará las siguientes:”.


En la letra a), a proposición del Honorable Senador señor Espina, la Comisión eliminó la frase “los patrones socioculturales de”, en virtud de lo cual la disposición aludirá a que los planes y programas de estudio deberán incluir contenidos dirigidos a modificar conductas.


A su vez, se reemplazó “violencia contra la mujer y la familia” por “violencia intrafamiliar”. 


Por lo que dice relación con la letra b) del artículo propuesto, la abogada del Ministerio Público, señora María Eugenia Manaud, consultó si los funcionarios de organismos autónomos, como el propio Ministerio Público, quedarán o no obligados a participar en los planes de capacitación que se ejecuten.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo señaló que no es el Gobierno el que va a ejecutar los planes, sino que el Estado de Chile, por lo que cada organismo deberá asumir el tema de la capacitación. 


El Honorable Senador señor Espina señaló que esta norma se refiere, en forma general, a todos los funcionarios que intervengan en la aplicación de esta ley, sin especificar a ninguna entidad u órgano en especial.


En definitiva, la Comisión enmendó la redacción de este literal para hacerlo más claro y preciso.


En la letra c), a sugerencia del Honorable Senador señor Cordero, se eliminó la palabra “ciudadana” por ser un término al que se podría atribuir un sentido restringido, excluyendo, por ejemplo, a los niños, cuya seguridad aquí también se protege.


Asimismo, de conformidad con lo acordado anteriormente, la Comisión cambió la frase “violencia contra la mujer y la familia” por “violencia intrafamiliar”.


En la letra d), por estimar la Comisión que el concepto de “sociedad civil” es genérico y suficientemente comprensivo de las “redes locales”, eliminó esta última frase.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo solicitó que se incluya en la letra e) la Convención sobre los Derechos del Niño.


El Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, señaló que sería conveniente agregar también una frase final alusiva a los demás instrumentos internacionales suscritos por el Estado de Chile.


En relación con la letra f), a sugerencia del Honorable Senador señor Espina, la Comisión estimó pertinente eliminar las palabras “causas, frecuencia y consecuencias”, por cuanto limitan la posibilidad de registrar otro tipo de antecedentes y datos estadísticos que pueden ser de interés para la formulación de políticas de prevención y asistencia.


Nuevamente, y conforme a lo previamente acordado, se reemplazó “violencia contra la mujer y la familia” por “violencia intrafamiliar”.


Con las correcciones detalladas, la Comisión aprobó este artículo de la indicación Nº 3).


- Concurrieron unánimemente a adoptar estos acuerdos los Honorables Senadores señores Aburto, Espina, 
Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.


La misma indicación presidencial plantea agregar el siguiente artículo:


“Artículo … .- Funciones del SERNAM. Corresponderá al Servicio Nacional de la Mujer proponer al Presidente de la República el Plan Nacional de Acción para el cumplimiento de los objetivos de esta ley.


Para estos efectos, en coordinación y colaboración con los organismos públicos pertinentes, tendrá las siguientes funciones:


a) Impulsar, coordinar y evaluar las políticas gubernamentales en contra de la violencia hacia la mujer y la familia. 


b) Recomendar la adopción de medidas legales, reglamentarias o de otra naturaleza para prevenir, sancionar y erradicar la violencia en contra de la mujer y la familia.


c) Prestar asistencia técnica a organismos públicos que intervengan en la aplicación de esta ley.


d) Promover la contribución de los medios de comunicación a erradicar de la sociedad estereotipos que legitimen o exacerben la violencia contra la mujer y la familia.”.


El Honorable Senador señor Espina consultó si la función enunciada en el encabezado del artículo se encuentra contemplada en la ley del Servicio Nacional de la Mujer.


La Ministra Directora del SERNAM, señora Cecilia Pérez, respondió que las funciones a que se refiere este artículo no se encuentran contenidas en la ley Nº 19.023, que crea el Servicio Nacional de la Mujer, ni en la ley Nº 19.325, sobre violencia intrafamiliar.


Señaló que con esto se pretende dotar de un marco legal expreso y sistematizado a labores que el SERNAM, en los hechos, ha desarrollado a lo largo de su historia.


El Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, expresó su acuerdo con la incorporación de una norma que establezca expresamente esta función del SERNAM. Sin embargo, precisó, es necesario eliminar el título de la disposición para que no se entienda que este proyecto afecta a las normas orgánicas del SERNAM, sino que está relacionado con los objetivos de esta ley.


A propuesta del Honorable Senador señor Espina, se agregó en el encabezado del inciso segundo una referencia a organismos privados que pueden ser colaboradores del SERNAM y actuar coordinadamente con él en la prosecución de objetivos compartidos.


En las letras a), b) y d) se sustituyó la frase “violencia en contra de la mujer y la familia” por “violencia intrafamiliar”.


Los miembros de la Comisión estuvieron contestes en realizar las siguientes enmiendas a la letra c):


En primer término, se eliminó la palabra “públicos”, a fin de establecer que el SERNAM podrá prestar asistencia técnica a organismos tanto públicos como privados.


En segundo lugar, se precisó que dicha asistencia se otorgará a aquellos organismos -públicos o privados- que así lo requieran. 


- Concurrieron unánimemente a adoptar estos acuerdos los Honorables Senadores señores Aburto, Espina, 
Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

Posteriormente, los miembros de la Comisión acordaron eliminar del encabezado de la norma la expresión “el Plan Nacional de Acción” y reemplazarlo por “las políticas públicas”, por cuanto esta última mención resulta más precisa, conforme a los propósitos del proyecto.


- Dicho acuerdo fue adoptado en forma unánime por los Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Espina y Zaldívar, don Andrés.


En relación a la letra d), el Honorable Senador señor Viera-Gallo manifestó su preocupación por una eventual vulneración del principio de libertad de expresión que podría atribuirse a la norma propuesta.


El Honorable Senador señor Espina, en cambio, se mostró partidario de la disposición, por cuanto con ella se persigue generar acciones tendientes a sensibilizar a los medios de comunicación en esta materia, que es distinto de hacer publicidad a través de ellos. No se trata, puntualizó, de gastar recursos del Estado en publicidad.


Por su parte, el Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, expresó que no le parece necesaria una norma como la que se estudia, por cuanto, sin ella, de igual manera se puede efectuar tal 

comunicación masiva.


El Honorable Senador señor Espina persistió en su opinión de que la norma en referencia no afecta a los medios de comunicación, por cuanto “promover” la contribución de los medios en esta materia no significa “obligarlos”. Agregó que no hay que olvidar que todo cuanto se difunde por los medios de comunicación tiene gran impacto en la sociedad, en especial, la violencia.


El asesor del SERNAM, señor Marco Rendón, señaló que la norma que se propone recoge uno de los compromisos que asumió el Estado de Chile al suscribir la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, también denominada “Convención de Belém do Pará”, en orden a favorecer que los medios de comunicación social desarrollen programas compatibles con la dignidad de la mujer.


A raíz de lo anterior, el Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, propuso redactar la norma en términos similares a los consagrados en la citada Convención de Belém do Pará, pero ampliando la disposición al ámbito familiar, y no restringirla sólo a la mujer.


El Honorable Senador señor Espina reiteró que “promover” no es “obligar”, y que, en ese contexto, significa generar campañas de convencimiento de los medios en torno al tema de la violencia intrafamiliar.


La Ministra Directora del SERNAM, señora Cecilia Pérez, explicó que esta es una tarea que el Servicio ya ha realizado en los últimos años, y que la respuesta que han recibido desde los medios de comunicación social ha sido muy positiva.


Posteriormente, el Honorable Senador señor Espina manifestó su disconformidad con la frase “erradicar de la sociedad estereotipos”, por lo que propuso su eliminación, ya que se trata de un concepto que no corresponde al ámbito jurídico. Sugirió que sería mejor un texto que señale, por ejemplo, “promover la contribución de los medios de comunicación a erradicar la violencia contra la mujer en todas sus formas y a realzar el respeto a la dignidad de la mujer.”.


El Honorable Senador señor Aburto, coincidiendo con el Presidente de la Comisión, preguntó cuáles son los “estereotipos” que pueden existir en la sociedad y que legitimen la violencia. Lo anterior, según explicó, para poder comprender la finalidad de la disposición.


La Ministra Directora del SERNAM, señora Cecilia Pérez, explicó que la violencia en la familia y en contra de la mujer responde a una forma de entender los roles y las relaciones de hombres y mujeres en la sociedad. En efecto, agregó, un hombre agrede a su mujer porque tiene una visión de superioridad respecto de ella, visión que puede -y de hecho ocurre- transmitirse o fortalecerse con imágenes que aparecen en los medios de comunicación, sobre todo cuando los mensajes insisten en mostrar una imagen de la mujer que no se conecta apropiadamente con las personas de la vida real. Insistió en que esta difusión de situaciones de violencia, en forma exacerbada, fortalece esa visión de las personas e incluso la promueve, porque muestra como legítimos ciertos comportamientos de hombres contra mujeres o de adultos contra niños.


Agregó que éste ha sido un tema estudiado no sólo en Chile, sino a nivel mundial, de ahí su incorporación en convenciones internacionales como la de Belém do Pará y la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer. En derecho comparado citó la legislación española, que mediante una ley reciente ha regulado la relación del Estado con los medios de comunicación social, a fin de trabajar en conjunto sobre los mensajes que se transmitan y que puedan legitimar o promover situaciones de violencia o de desigualdad.


El Honorable Senador señor Chadwick advirtió del posible elemento de censura o de intervención que pudiera haber en una disposición como la que se estudia. Asimismo, hizo presente que en nuestro país ya existe un organismo encargado de revisar estas materias, como es el Consejo Nacional de Televisión, al que corresponde actuar con motivo de las relaciones entre el Estado y los medios de comunicación.


El Honorable Senador señor Aburto manifestó que la norma está dirigida a mejorar la conducta de los medios de comunicación, los que muestran escenarios de violencia que afectan a la vida familiar, en especial, a la juventud. En ese sentido, expresó, la norma debería estar dirigida a la protección de la comunidad toda, por cuanto la violencia es reprochable no sólo contra la mujer, sino contra todo individuo y contra la sociedad.


La Ministra Directora del SERNAM, señora Cecilia Pérez, explicó que esta norma responde a la necesidad y al deber del Estado de promover en la sociedad valores que respeten y fomenten la igualdad entre hombres y mujeres. Recordó que en la violencia al interior de la familia hay una incidencia mayoritaria de ésta contra la mujer, y eso se sustenta en una visión de desigualdad que, a su vez, se explica socio-culturalmente. 


De ahí entonces que, entre las funciones que se encargan a este Servicio, se pone especial énfasis en el tema de la educación, de las políticas de seguridad pública y en los medios de comunicación. Indicó que la experiencia del SERNAM con dichos medios ha demostrado que es fundamental la influencia que éstos tienen en el objetivo de transformar favorablemente el concepto de la sociedad sobre el respeto de los derechos y la dignidad de hombres y mujeres. Destacó que en este trabajo conjunto con los medios de comunicación la experiencia ha sido exitosa y que los mismos medios han hecho una evaluación muy positiva al respecto.


El Honorable Senador señor Chadwick insistió en su preocupación por la eventual intervención y restricción a la libertad de expresión que esto pudiera significar. Agregó que estos son temas sensibles a la hora de incorporarlos a normas permanentes, sobre todo cuando hay principios constitucionales de por medio.


Finalmente, la Comisión aprobó como texto de la norma el siguiente: “Promover la contribución de los medios de comunicación para erradicar la violencia contra la mujer y realzar el respeto a su dignidad.”.


- Concurrieron unánimemente a adoptar dicho acuerdo, los Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Espina y Zaldívar, don Andrés.


Finalmente, el último artículo nuevo que propone incorporar la indicación Nº 3), es del siguiente tenor:


“Artículo … .- Representación de los intereses de la víctima.- El Servicio Nacional de la Mujer, para efectos de tutelar los intereses de la víctima, podrá representarla, en conformidad a la ley, en los procesos incoados respecto de la investigación y sanción de los actos de violencia intrafamiliar que constituyan delito.”.

La abogada del Ministerio Público, señora María Eugenia Manaud, señaló que, durante el debate de la reforma constitucional y del Código Procesal Penal, hubo consenso en aceptar la participación del querellante particular, por vía excepcional, distinguiéndolo de la persona de la víctima. Uno de los principios que ilustran el proceso penal, es justamente el contacto directo entre el juez y los intervinientes del proceso, uno de ellos la víctima, a menos que se constituya en querellante, caso en el cual normalmente lo hace a través de abogado.


A mayor abundamiento, agregó, actualmente se encuentra en la Cámara de Diputados un proyecto que modifica el artículo 111 del Código Procesal Penal restringiendo aún más la participación del querellante.


El Ministerio Público se manifestó contrario a la incorporación de una disposición como la que se analiza, por cuanto la experiencia ha demostrado que una mayor participación de organismos públicos en el proceso penal, en defensa de unos mismos intereses, que en definitiva son los que también defiende el Ministerio Público, contribuye a hacer más complejos los procesos penales.


Finalmente, y para el caso de que la Comisión estime pertinente la disposición propuesta, la representante del Ministerio Público hizo presente que el texto de dicha norma requiere aclaraciones. 


En primer término, la norma se encuentra contemplada en el párrafo relativo a las actuaciones que se desarrollan ante los tribunales de familia, en circunstancias que la representación de que se trata está referida a los casos de violencia intrafamiliar que constituyan delito. Lo anterior, hace necesario cambiar la norma de párrafo, ubicándola en aquel en que se aborde el tratamiento penal de la materia.


En segundo lugar, señaló que existen múltiples delitos que se relacionan con la violencia intrafamiliar que no necesariamente afectan a mujeres, sino a niños y a hombres; en tales casos, no tendría que ser el SERNAM el que asumiera la respectiva representación, sino el Servicio Nacional de Menores (SENAME), la Corporación de Asistencia Judicial o, incluso, abogados particulares.


El Honorable Senador señor Espina expresó su preocupación por cuanto esta norma sería contraria al criterio general adoptado en materia de participación en el proceso penal.


La Ministra Directora del SERNAM, señora Cecilia Pérez, hizo presente que la experiencia de estos años ha evidenciado las dificultades que enfrentan las mujeres para llegar a la sede penal. Destacó que lo que se pretende con esta ley no es solamente dar señales, sino que existan más instrumentos de protección y de acceso a la justicia.


El Honorable Senador señor Espina solicitó al SERNAM mayores antecedentes al respecto. Asimismo, solicitó al Ministerio Público información en relación a las denuncias que se han formulado sobre esta materia, la cantidad de casos en que se ha asumido la respectiva representación y el destino de los procesos a que dichas denuncias dieron lugar.


Posteriormente, el Honorable Senador señor Espina insistió en que la norma propuesta es contraria al criterio adoptado en materia de intervención o participación en el proceso penal. El Ministerio Público es el que actúa en representación de la sociedad, y la víctima puede intervenir personalmente o representada por su abogado o por la institución a la que confiera patrocinio y poder.


En ese sentido, agregó, si el SERNAM desea representar a la víctima en un caso de violencia intrafamiliar constitutivo de delito, sólo necesita que ésta le otorgue el respectivo patrocinio y poder. En tal caso, actuará en nombre de la víctima y no de la sociedad.


Por su parte, el Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, si bien manifestó compartir el criterio de participación restringida en el proceso penal -y al cual se arribó después de un largo debate, tal como aquí se ha recordado-, solicitó que se deje expresa constancia de que ello no obsta a la acción o defensa que pueda desarrollar el SERNAM, en representación de la víctima y a requerimiento de ésta.


El asesor del SERNAM, señor Marco Rendón, explicó que en el caso que se estudia, no se trata de la representación del interés general, el que se encuentra radicado en el Ministerio Público. Advirtió que lo que se pretende con esta norma es precisamente lo que se ha señalado en este debate, esto es, que el Servicio Nacional de la Mujer actúe en nombre y representación de la víctima, patrocinándola cuando es querellante. Sin embargo, agregó, actualmente el SERNAM no lo puede hacer porque no está facultado para tales efectos en su ley orgánica.


Agregó que, por ejemplo, en el caso de las municipalidades, éstas sí están facultadas, dentro de sus atribuciones legales, para prestar asistencia jurídica.


La abogada del Ministerio Público reiteró que no es conveniente que participen nuevas personas o entidades en el proceso penal. Recordó que durante el debate de las reformas constitucionales hubo serias dudas respecto de la participación del querellante particular, al cual finalmente se le incorporó por vía excepcional. Lo mismo aconteció respecto de organismos fiscalizadores, como el Servicio de Impuestos Internos o el Servicio Nacional de Aduanas, a quienes se reconoció la posibilidad de intervenir en los procesos, por cuanto se entendió que ellos, como organismos, son el afectado. Agregó que no existen otras excepciones.


La Ministra Directora del SERNAM, señora Cecilia Pérez, señaló que, de conformidad a la legislación vigente, no está plenamente garantizado el acceso a la justicia para las víctimas de violencia intrafamiliar.


De acuerdo a la información de que dispone respecto de la implementación de la reforma procesal penal, el SERNAM no estima que se genere un colapso o un obstáculo administrativo a los juicios penales. Citó, al efecto, las estadísticas de hace dos años, las cuales revelan que sólo en el 0,5% de los casos se presentan querellas. Advirtió que dicho dato no se encuentra desagregado, por lo que habría que verificar qué cifra de dicho porcentaje corresponde a casos de violencia intrafamiliar.


Insistió en que, no estando el SERNAM facultado por su ley orgánica para representar a las víctimas de violencia intrafamiliar, no le es posible asumir tal defensa, por lo que se estimó pertinente incluir dicha atribución en el presente proyecto de ley, principalmente con miras a garantizar la protección de las víctimas y el acceso de las mismas a la justicia.


Culminó señalando que la intervención de este tercer organismo en estos procesos judiciales no sólo no recargaría el sistema, sino que tampoco vulneraría el principio de igualdad respecto del imputado, porque en una situación de violencia la víctima siempre va a estar en desventaja respecto de su agresor.


El Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, manifestó su preocupación por la circunstancia de que el SERNAM no esté facultado por ley para representar a la víctima y sus intereses particulares, ni aún a requerimiento de ésta. Añadió que, entonces, es un tema que necesita revisión en este proyecto, más allá del criterio general adoptado en oportunidades anteriores.


El Honorable Senador señor Chadwick señaló que este tema, más que configurar un problema de atribuciones, se vincula con un concepto de Estado, en la medida que el Estado de Chile decidió que el ejercicio de la acción penal corresponderá al Ministerio Público. Calificó de perjudicial el hecho de que cada organismo público pueda concurrir con la Fiscalía en su rol de representación de las víctimas, porque eso destruye el sistema procesal penal que se ha construido. Recalcó que lo dicho es válido tanto respecto del SERNAM como para otras entidades, tales como el SENAME.


Advirtió que si el Ministerio Público no cumpliera a cabalidad su labor, para eso existen los respectivos órganos contralores o fiscalizadores, y si, por otro lado, el problema fuera de acceso a la justicia, entonces habría que modificar las atribuciones de la Fiscalía. Lo que no se puede permitir, añadió, es una permanente duda sobre la acción del Ministerio Público en la defensa de las víctimas o en el ejercicio de sus facultades, porque eso podría significar, en definitiva, el término del Ministerio Público y la creación de fiscalías en todos los organismos públicos especializados pertinentes. 


El Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, advirtió que el tema necesita ser resuelto con toda claridad. Requirió la opinión del Ministerio de Justicia, como ente rector de las políticas públicas que se implementan en materia de justicia.


Por su parte, el Honorable Senador señor Espina solicitó al Ministerio Público información acerca de las dificultades que dicha entidad ha debido enfrentar en el tratamiento de estos casos, en especial si tales dificultades, si las hay, dicen o no relación con las facultades que detenta para el cumplimiento de sus funciones.


Finalmente, recogiendo las diversas inquietudes y sugerencias vertidas, se aprobó el texto de la norma en análisis conforme al siguiente tenor:


“La mujer víctima de delitos asociados a violencia intrafamiliar que sea mayor de edad y se constituya personalmente en parte querellante, podrá hacerlo patrocinada y representada por el Servicio Nacional de la Mujer, si ella así lo requiere.”.


- El acuerdo señalado, que se incluye como artículo 16, fue adoptado en forma unánime por los Honorables Senadores señores Cordero, Chadwick, Espina y Zaldívar, don Andrés.

- - - - - -

Artículo 2º


El inciso primero de esta norma establece que será constitutivo de violencia intrafamiliar todo maltrato, que no constituya crimen o simple delito, que afecte la integridad física o psíquica de quien tenga respecto del ofensor la calidad de pariente por consanguinidad o por afinidad en toda la línea recta o en la colateral hasta el cuarto grado inclusive, adoptante, adoptado o cónyuge, sea que viva o no bajo la misma morada y cualquiera que sea la edad o condición del afectado.


El inciso segundo agrega que también habrá violencia intrafamiliar cuando la conducta referida en el inciso precedente se ejecute en contra de la persona con la que se mantiene una relación de convivencia; sobre los parientes por consanguinidad de ésta en toda la línea recta y en la colateral hasta el segundo grado inclusive; respecto de quien tenga una relación patrimonial derivada de una convivencia; entre los padres de un hijo común, aun cuando no medie convivencia ni matrimonio, o cuando recaiga en personas menores de edad o discapacitados que se encuentren bajo el cuidado o dependencia de cualquiera de los integrantes del grupo familiar.


El inciso tercero establece que cuando los hechos constitutivos de actos de violencia intrafamiliar importen la comisión de alguna de las faltas contempladas en los números 4°, 5°, 14, 15 y 16 del artículo 494 del Código Penal, se aplicarán las sanciones contempladas en la ley Nº 19.325.


El inciso cuarto dispone que cuando los hechos denunciados fueren constitutivos de delito, el juez remitirá los antecedentes al Ministerio Público.

Indicación Nº 4)


Del Presidente de la República, tiene por finalidad reemplazar este artículo por otro que establece, en su inciso primero, que será constitutivo de violencia intrafamiliar todo maltrato que no constituya delito, que afecte la integridad física o psíquica de quien tenga respecto del ofensor la calidad de cónyuge, o respecto de quien mantiene una relación de convivencia; o que sea pariente por consanguinidad o por afinidad en toda la línea recta o en la colateral hasta el segundo grado inclusive, respecto del adoptante o adoptado que viva bajo la misma morada y cualquiera que sea la edad o condición del afectado.

El inciso segundo agrega que también habrá violencia intrafamiliar cuando la conducta referida en el inciso precedente se ejecute en contra de quien tenga una relación patrimonial derivada de una convivencia o contra los parientes por consanguinidad en toda la línea recta y en la colateral hasta el segundo grado inclusive respecto de aquél con quien se tenga una relación de convivencia; o entre los padres de un hijo común, aun cuando no medie convivencia ni matrimonio, o cuando recaiga en personas menores de edad o discapacitados que se encuentren bajo el cuidado o dependencia de cualquiera de los integrantes del grupo familiar.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado, explicó que la indicación presidencial sólo importa un par de cambios más bien formales en relación al texto aprobado en general, como por ejemplo, traspasar el caso de la convivencia del inciso segundo al primero.


El Honorable Senador señor Chadwick consultó a qué tipo de actos de violencia se estaría refiriendo esta norma, por cuanto define por tal a todo maltrato “que no constituya delito”. Preguntó si con dicha expresión sólo se está aludiendo al maltrato psicológico.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia respondió que comprende también el maltrato físico que no deja lesiones, por cuanto nuestra jurisprudencia, en general, exige un resultado físico para configurar las lesiones propiamente tales. 


El Honorable Senador señor Chadwick enfatizó que lo anterior significa que ese tipo de maltrato no tendrá una sanción penal y, en consecuencia, la máxima sanción que se podrá aplicar en tales casos será la multa.


La Jefa del Departamento Situación Jurídica de la Mujer del SERNAM, señora Patricia Silva, señaló que ello es producto de la adecuación que se ha hecho de las normas del proyecto a la actual normativa del proceso penal, conforme a la cual la investigación de hechos que revisten caracteres de delito y la aplicación de sanciones privativas de libertad, sólo puede efectuarse en sede penal, no correspondiendo a la competencia de los tribunales de familia.


El Honorable Senador señor Chadwick expresó que se está estableciendo una sanción demasiado benévola para una conducta que es oprobiosa. Indicó que la ofensa reiterada y persistente en el tiempo, puede ser tanto o más dañina que una lesión física producida de una sola vez.


El representante del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado, explicó que el tema consiste, primeramente, en definir los hechos cuyo conocimiento estará radicado en sede de familia y los que lo estarán en sede penal. 


Explicó que las lesiones y las amenazas constitutivas de falta no pueden quedar radicadas en el tribunal de familia, por cuanto la norma constitucional entrega al Ministerio Público y a los tribunales en lo penal el conocimiento de tales materias.


Agregó que no siempre el sólo mecanismo de la tipificación de conductas que ameritan sanción penal cumple un rol preventivo. Precisó que la prevención real a veces se logra con mayor eficiencia por medio de, por ejemplo, medidas accesorias a la multa, sujetas a control.


Insistió en que, entre la tipificación y el control preventivo, éste último representaría la mejor opción. Así, la exclusiva tipificación de la reiteración del maltrato psicológico o físico menor, no necesariamente pudiera ser la respuesta al caso.


La Jefa del Departamento Situación Jurídica de la Mujer del SERNAM, señora Patricia Silva, hizo presente que el texto aprobado en general recoge precisamente lo señalado por el Honorable Senador señor Chadwick, en la medida que tipifica el delito de violencia intrafamiliar como el que comete quien “habitual, continua o permanentemente ejerza violencia física, psíquica o sexual, sobre una persona” y lo sanciona con una pena de hasta tres años de privación de libertad. En ese contexto, explicó, lo que se pretende es proteger la armonía familiar más allá del resultado concreto de una lesión específica, es decir, lo protegido es un bien colectivo, no sólo la integridad física de la persona maltratada, sino la necesidad de poner fin a la tensión permanente a que puede estar sometida una familia completa por una situación de violencia sostenida en el tiempo.


El Honorable Senador señor Espina expresó su disconformidad con la frase “que no constituya delito”. Agregó que, frente a una situación de violencia intrafamiliar, debería ser la víctima quien decida si acudir a la sede de familia o a la vía penal para la solución de su problema. Además, la palabra “delito” que emplea la indicación, es confusa por cuanto no queda claro si es o no utilizada en su sentido genérico, comprensivo de crímenes, simples delitos y faltas.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado, sugirió definir la violencia intrafamiliar en términos genéricos, eliminando la expresión “que no constituya delito”, y dejando la respectiva norma en un título preliminar, de manera que la definición que allí aparezca sea aplicable tanto para lo civil como para lo penal.


Por su parte, el asesor del SERNAM, señor Marco Rendón, precisó que no todo maltrato necesariamente reúne el requisito de la habitualidad, y que, en ese sentido, resulta pertinente definir la conducta sin dicho elemento, sin perjuicio de sancionar la habitualidad o la reiteración en una figura posterior.


Sobre esta materia, el Ministerio Público, mediante oficio FN Nº 151, de fecha 21 de marzo de 2005, señaló que estima necesario dejar debida constancia de que la voz “delito” que se usa para distinguir la violencia intrafamiliar que se resuelve en el orden civil de la que discurre en el ámbito penal, está utilizada en su sentido amplio, es decir comprensivo de faltas, simples delitos, cuasidelitos contra las personas y crímenes, tal como lo emplea la Constitución Política de la República.


El representante del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado, señaló que el conflicto que se expresa en actos de violencia intrafamiliar puede tener relevancia penal desde el momento en que se incurre en una falta y, conforme a nuestra normativa constitucional, ese caso pasa a ser de competencia exclusiva del Ministerio Público y de los tribunales en lo penal.


El Honorable Senador señor Espina consultó si, frente a un mismo caso, se puede recurrir a la justicia de familia y a la penal, a la vez.


El señor Francisco Maldonado respondió negativamente y explicó que ése ha sido uno de los grandes problemas que ha enfrentado la aplicación de la ley vigente, porque al ventilar casos por faltas en sede civil se ha dado lugar a interpretaciones arbitrarias.


En consecuencia, reiteró la proposición de eliminar la frase “que no constituya delito”, recomendó colocar la norma en un título preliminar o general y, posteriormente, en párrafos separados, establecer el tratamiento de la materia en sede de familia y en sede penal. Si el conflicto no coincide con una hipótesis delictual, va a los tribunales de familia, de lo contrario, queda radicado en sede penal.


En otro orden de ideas, el Honorable Senador señor Cordero hizo presente que la norma propuesta por la indicación en análisis incluye el parentesco -por consanguinidad o por afinidad- en toda la línea recta; en cambio, en la colateral comprende sólo hasta el segundo grado, esto es, los hermanos, por lo que quedan excluidos los sobrinos y los primos -que son de tercero y cuarto grado, respectivamente-, a pesar de que es muy frecuente que ellos formen parte de la familia y compartan una misma vivienda.


El Honorable Senador señor Espina consultó por el alcance de las disposiciones sobre las relaciones de convivencia y acerca de las relaciones patrimoniales derivadas de una convivencia, a que se refiere este artículo.


La abogada señora Patricia Silva explicó que con esta norma se intentó dar cuenta de una realidad que aparece en Chile a raíz del nuevo estado civil de divorciado. Precisó que no se utilizó la expresión “ex cónyuge”, porque fue rechazada durante el debate de la ley que crea los tribunales de familia. Añadió que, dentro de estas relaciones patrimoniales derivadas de una convivencia, cabe el caso, por ejemplo, de un matrimonio que ha obtenido el divorcio pero que mantiene pendientes peticiones compensatorias o pensión alimenticia respecto de los hijos, situaciones en las cuales ya no se trata de cónyuges ni tampoco de convivientes, sino de ex-cónyuges, pero, reiteró, como dicha expresión no prosperaría, se optó por la alternativa reflejada en el artículo en análisis.


El Honorable Senador señor Espina manifestó su preocupación por la amplitud que se estaría dando a esta ley en relación a los sujetos destinatarios de la misma. En efecto, señaló, los casos de violencia que se suscitan entre ex-cónyuges, o entre quienes tuvieron una relación de convivencia, podrían quedar al amparo de la normativa común y general, pero no sujetos a esta ley. Conforme a lo anterior, propuso la eliminación del inciso segundo de la norma.


El asesor del SERNAM, señor Marco Rendón, explicó que la indicación en estudio restringe el texto aprobado en general. Señaló que el inciso segundo incorpora, además, el caso de quienes son padres de un hijo en común, pero no han mantenido una relación de convivencia y pudieran no querer tenerla jamás.


El Honorable Senador señor Espina insistió en que todos esos casos deben quedar fuera del ámbito de aplicación de esta ley, porque lo que ella pretende es proteger a la familia y, en las situaciones citadas, no existe familia alguna. Precisó que comparte que la ley comprenda tanto el matrimonio como las relaciones de convivencia, que en los hechos son como un matrimonio. Sin embargo, expresó, es necesario fijar un límite.


El Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, coincidió en que casos como los descritos tendrían que ser resueltos conforme a la legislación penal común. Añadió que por la vía de la extensión de la ley sobre violencia intrafamiliar se podría llegar a tener un derecho penal paralelo. Existe un derecho penal frente al cual tiene que responder toda persona, y allí debe delimitarse el tema de la violencia intrafamiliar, sin extenderla más allá de lo que corresponda para no hacer inaplicable la ley.


Finalmente, a la luz del debate desarrollado, la Comisión acordó que el inciso primero de la norma en análisis comprendería a quienes tengan o hayan tenido, respecto del ofensor, la calidad de cónyuge o una relación de convivencia. Asimismo, resolvió eliminar las restantes hipótesis incluidas en el inciso segundo de la norma propuesta por la indicación presidencial.


Sin embargo, el Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, hizo presente que de las disposiciones del inciso segundo es necesario conservar el caso de los menores de edad o de los discapacitados que se encuentran bajo el cuidado o dependencia de cualquiera de los integrantes del grupo familiar.


El asesor del SERNAM, señor Marco Rendón, ejemplificó dicha situación con los hijos provenientes de un matrimonio anterior, a los cuales el nuevo cónyuge maltrata.


Los miembros de la Comisión estuvieron contestes en mantener el caso descrito, el que permaneció como inciso segundo de la disposición.


- Puesta en votación la indicación Nº 4), fue aprobada, con las modificaciones descritas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cordero, Chadwick, Espina y Zaldívar, don Andrés.
- - - - - - 


Con posterioridad, el Honorable Senador señor Viera-Gallo solicitó reabrir debate sobre el texto aprobado para este precepto, que pasó a ser artículo 5º, a fin de recoger la observación hecha por el Honorable Senador señor Cordero, y que es compartida por numerosas organizaciones de mujeres, en orden a ampliar el grado de parentesco colateral hasta el tercer grado, porque es frecuente que en una misma morada residan parientes unidos por dicho vínculo y también respecto de ellos la violencia intrafamiliar debe ser prevenida.


Además, la Comisión acordó dejar constancia, para los efectos de la historia fidedigna del establecimiento de esta norma, que no hace falta agregar una frase alusiva al “progenitor del hijo común”, pues dicha hipótesis queda cubierta por la disposición, que alcanza a quien tenga o haya tenido una relación de convivencia con el ofensor, toda vez que la ley no fija un mínimo de tiempo para tal convivencia, la que, por lo tanto, puede haber sido efímera.


- Tanto el acuerdo modificatorio como la constancia precedente se aprobaron por unanimidad de los presentes, los Honorables Senadores señores Chadwick, Cordero, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

- - - - - -

Indicación Nº 5)


Del Honorable Senador señor Prokuriça, para sustituir el artículo 2º del proyecto por otro, mediante el cual se define la violencia intrafamiliar señalando que se entenderá por tal todo maltrato que afecte la salud física o psíquica de quien, aún siendo mayor de edad, tenga respecto del ofensor la calidad de ascendiente, cónyuge o conviviente o, siendo menor de edad o discapacitado, tenga a su respecto la calidad de descendiente, adoptado, pupilo, colateral consanguíneo hasta el cuarto grado inclusive, o esté bajo el cuidado o dependencia de cualquiera de los integrantes del grupo familiar que vive bajo un mismo techo.

Agrega que el que incurra en estos actos, aun cuando no conviva con el grupo familiar, será sancionado en la forma que establece esta ley. 


Por último, dispone que se comprenden dentro de estos actos, y se regirán por las normas de esta ley, las faltas contempladas en los números 4°, 5°, 14, 15 y 16 del artículo 494 del Código Penal, si se reúne cualquiera de los elementos señalados en el inciso primero.


La Comisión, revisando esta indicación, estimó que los conceptos fundamentales de la misma se encuentran incorporados en el texto de la indicación Nº 4) precedentemente aprobada. 


- Puesta en votación la indicación Nº 5), entendiéndola incorporada en la redacción dada al precepto contenido en la indicación Nº 4), fue aprobada, con adaptaciones formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cordero, Chadwick, Espina y Zaldívar, don Andrés. 

Indicación Nº 6)

Del Honorable Senador señor Ominami, para intercalar, en el inciso primero del artículo 2º, entre las palabras “maltrato,” y “que”, lo siguiente: “por acción u omisión”.


Los integrantes de la Comisión desestimaron la indicación por innecesaria, toda vez que, por definición legal, es delito toda “acción u omisión” voluntaria penada por la ley, al tenor de lo dispuesto en el artículo 1º del Código Penal.


- Concurrieron unánimemente a adoptar el referido acuerdo los Honorables Senadores señores Cordero, Chadwick, Espina y Zaldívar, don Andrés.
Indicación Nº 7)

Del Honorable Senador señor Ominami, para agregar, en el inciso primero del artículo 2º, entre las palabras “de” y “pariente”, las palabras “cónyuge o”, y sustituir la frase “adoptante, adoptado o cónyuge” por la siguiente: “adoptante o adoptado”.


Esta indicación fue aprobada por la Comisión, por estimarla incorporada en el texto aprobado con anterioridad, al resolver sobre la indicación Nº 4).


- Adoptaron dicho acuerdo, en forma unánime, los Honorables Senadores señores Cordero, Chadwick, Espina y Zaldívar, don Andrés.
Indicación Nº 8)

Del Honorable Senador señor Ominami, para sustituir, en el inciso segundo del artículo 2º, la frase “mantiene una relación”, por “mantiene o mantuvo una relación”.


Tal como en el caso precedente, esta indicación fue aprobada, por considerarla ya incorporada en el texto resultante de la indicación Nº 4). 


- El acuerdo fue adoptado, unánimemente, por los Honorables Senadores señores Cordero, Chadwick, Espina y Zaldívar, don Andrés.

- - - - - -
Indicación Nº 9)

Del Honorable Senador señor Prokuriça, para intercalar, a continuación del artículo 2º, un artículo nuevo, relativo a competencia y procedimiento. Mediante esta disposición se establece que la investigación de los actos de violencia intrafamiliar corresponderá al Ministerio Público y su juzgamiento a los jueces de garantía y tribunales del juicio oral, en conformidad a las normas del Código Procesal Penal y a las reglas especiales establecidas en la presente ley.

El asesor del SERNAM, señor Marco Rendón, señaló que con esta indicación se trasladaría todo el tratamiento de la violencia intrafamiliar a la sede penal, sin quedar ningún aspecto en sede de familia.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado, recordó que, conforme a lo acordado por la Comisión, este proyecto se está estructurando sobre la base de una definición genérica de violencia intrafamiliar, para luego dar tratamiento separado a lo que será de competencia de familia de lo que será de competencia penal.


Sin embargo, puntualizó, las normas de competencia ya existen, a saber, el artículo 8º de la ley Nº 19.968, que crea los tribunales de familia y el artículo 1º del Código Procesal Penal, así como la ley orgánica del Ministerio Público y las propias normas de la Constitución Política de la República. Dentro de dicho contexto, advirtió, no sería necesario reiterar en esta ley la distribución de competencias. 


El Honorable Senador señor Espina señaló que el problema que plantea esta indicación es más de fondo, por cuanto propone que todo lo relativo a la violencia intrafamiliar se radique en sede penal, en tanto que el criterio de la Comisión ha sido otro, esto es, distinguir la competencia de familia de la penal, derivando a esta última los casos que constituyan delito, entendiendo este último en su sentido más genérico.


- Puesta en votación la indicación Nº 9), fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cordero, Chadwick, Espina y Zaldívar, don Andrés.
- - - - - -


Como se dijo al consignar lo acordado respecto de la indicación Nº 1), se intercaló un Párrafo 2º denominándolo “De la Violencia Intrafamiliar de conocimiento de los Juzgados de Familia”, iniciando así el tratamiento de la materia en sede de familia.
- - - - - -


A continuación, y a propuesta de los representantes del Servicio Nacional de la Mujer, la Comisión acordó incorporar un artículo, nuevo, al inicio del Párrafo 2º, mediante el cual se establece en forma expresa que los actos de violencia intrafamiliar que no constituyan delito, serán de conocimiento de los juzgados de familia y se sujetarán al procedimiento establecido en la ley Nº 19.968.


Este artículo se incorpora con la finalidad de hacer más clara, didáctica y autosuficiente la ley.


- Concurrieron a aprobar el acuerdo, en forma unánime, los Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

- - - - - - -



Más tarde, a instancia del Honorable Senador señor Viera-Gallo, la Comisión acordó dejar constancia expresa, también  para los efectos de la historia fidedigna del establecimiento de esta norma, de que la violencia intrafamiliar sicológica, por cruel y sostenida que sea, será de competencia del juez de familia, a menos que constituya delito, en el sentido amplio, de ilícito penal.

- Así lo acordó la unanimidad de la Comisión, formada por los Honorables Senadores señores Chadwick, Cordero, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

- - - - - -

Artículo 3º


Esta norma se refiere a la situación de riesgo de violencia intrafamiliar.


Al respecto, el inciso primero dispone que, cuando exista una situación de riesgo inminente para una o más personas de sufrir un maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar, que pueda afectar directamente alguno de los bienes jurídicos señalados en el artículo anterior, aun cuando éste no se haya llevado a cabo, el tribunal, con el mérito de la denuncia, deberá adoptar las medidas de protección o cautelares que correspondan.


El inciso segundo establece la presunción de existir una situación de riesgo inminente como la descrita en el inciso anterior cuando, habiendo precedido intimidación de causar daño por parte del ofensor, concurran además, respecto de éste, circunstancias o antecedentes tales como: drogadicción, alcoholismo, una o más denuncias por violencia intrafamiliar, condena previa por violencia intrafamiliar, procesos pendientes o condenas previas por crimen o simple delito contra las personas o por alguno de los delitos establecidos en los párrafos 5° y 6° del Título VII, del Libro Segundo del Código Penal 
, o antecedentes psiquiátricos o psicológicos que denoten características de personalidad violenta.


El inciso tercero encomienda al tribunal, además, cautelar especialmente los casos en que la víctima esté embarazada, se trate de una persona con discapacidad u otra condición que la haga vulnerable.

Indicación Nº 10)


Del Presidente de la República, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 3°.- Circunstancias indiciarias. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 92 de la ley 19.968, el tribunal considerará especialmente el haber precedido intimidación de causar daño por parte del ofensor, el concurrir respecto de éste una o más denuncias por violencia intrafamiliar, procesos pendientes o condenas previas por crimen o simple delito contra las personas o por alguno de los delitos establecidos en los párrafos 5° y 6° del Título VII, del Libro Segundo del Código Penal, condenas por actos de violencia intrafamiliar, o antecedentes psiquiátricos o psicológicos que denoten características de personalidad violenta, dependencia alcohólica o de sustancias estupefacientes.


Se considerará especialmente los casos en que la víctima esté embarazada, se trate de una persona con discapacidad u otra condición que la haga vulnerable.”.

El asesor del SERNAM, señor Marco Rendón, explicó que esta indicación desarrolla el deber de protección que pesa sobre los tribunales de familia, sobre todo para aquellos casos en que dicha protección reclama medidas urgentes.


Agregó que la indicación ha tomado las hipótesis de vulnerabilidad descritas en el artículo aprobado en general, y las vincula directamente con ese deber de protección y con las facultades que tienen por ley los tribunales de familia.


El Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, hizo varias observaciones a la indicación en estudio. En primer término, manifestó su desacuerdo con el título propuesto para la norma, esto es, “Circunstancias indiciarias”, por ser una expresión poco clara. Al respecto, estimó más apropiado el título contemplado en el texto aprobado en general, es decir, “Situación de riesgo”. Lo propio opinó respecto del texto completo de la norma, el que calificó de más claro y preciso en su tenor aprobado en general.


La Jefa del Departamento Situación Jurídica de la Mujer, señora Patricia Silva, explicó que la indicación pretende relacionar este tema con el artículo 92 de la ley Nº 19.968, que ya establece una potestad cautelar general para los tribunales de familia. 


Finalmente, la Comisión optó por mantener el texto aprobado en general, agregando en el inciso primero, luego de la palabra “tribunal” la expresión “de familia”, con lo cual se despeja toda en cuanto al tribunal competente al efecto.


En relación al inciso segundo de la norma en comento, el Honorable Senador señor Espina requirió que el texto sea lo más amplio posible, contemplando todas las hipótesis probables de riesgo.


Por su parte, el Honorable Senador señor Chadwick consultó si la sola intimidación de causar daño hace presumir el riesgo o si, por el contrario, es necesaria siempre la intimidación previa en cada una de las hipótesis de riesgo descritas, esto es, intimidación acompañada de drogadicción, alcoholismo, etc. 


Los representantes del Ejecutivo señalaron que, en realidad, se trataría de circunstancias alternativas, razón por la cual sería necesario modificar el texto de la norma, en el que aparecen como copulativas.


Conforme a lo anterior, en lo pertinente, el texto quedó como sigue: “Se presumirá que existe una situación de riesgo inminente como la descrita en el inciso anterior cuando haya precedido intimidación de causar daño por parte del ofensor o cuando concurran circunstancias o antecedentes tales como:”.


- Puesta en votación la indicación Nº 10), fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cordero, Chadwick, Espina y Zaldívar, don Andrés.


Asimismo, sometidas a votación las modificaciones propuestas al texto aprobado en general, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cordero, Chadwick, Espina y Zaldívar, don Andrés.
- - - - - -


Como consecuencia de los acuerdos adoptados a raíz de la reapertura del debate solicitada por el Honorable Senador señor Viera-Gallo, la Comisión decidió agregar a este artículo, que pasó a ser 7º, un inciso final, nuevo, que reitera lo que dispondrá el precepto que reemplazará el artículo 94 de la ley Nº 19.968, respecto del desacato que comete quien no cumple las medidas de protección o cautelares adoptadas por el juez de familia y del apremio que se impondrá al contraventor.


En esta materia la Comisión prefirió abundar, para que la norma pueda ser leída y entendida claramente por toda persona, sin necesidad de investigar referencias legales que remiten a otro cuerpo normativo.


- Así lo acordó la unanimidad de los Honorables Senadores presentes, los señores Aburto, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

- - - - - -

2° De las responsabilidades y sanciones


Conforme a lo acordado al aprobar la indicación 
Nº 1), este epígrafe fue eliminado.

- - - - - -

Artículo 4º


Esta disposición establece que se castigará al autor de maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar, atendida su gravedad, con alguna de las siguientes sanciones:


1. Prisión de siete a sesenta días.


2. Reclusión nocturna de quince a ciento veinte días.


3. Multa de media a quince unidades tributarias mensuales, a beneficio del gobierno regional del domicilio del denunciante o demandante, para ser destinada a los centros de atención de víctimas de violencia intrafamiliar existentes en la respectiva región y que sean de financiamiento público.


Finalmente, la norma agrega que, en caso de tratarse de una segunda condena por violencia intrafamiliar, el juez no podrá aplicar la sanción de multa.

Indicación Nº 11)


Del Presidente de la República, para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 4°.- Sanciones. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo siguiente, se castigará al autor de maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar, atendida su gravedad, con una multa de media a quince unidades tributarias mensuales a beneficio del gobierno regional del domicilio del denunciante o demandante, para ser destinada a los centros de atención de víctimas de violencia intrafamiliar existentes en la región respectiva y que sean de financiamiento público. 


El condenado deberá acreditar el pago de la multa dentro de los cinco días siguientes a la fecha de la notificación de la sentencia, a menos que el juez, por motivos fundados, prorrogue dicho término hasta por quince días. 


En caso de incumplimiento grave o reiterado el tribunal remitirá los antecedentes al Ministerio Público conforme a lo dispuesto en el artículo 240 del Código de Procedimiento Civil.”.

Sobre esta materia, el Ministerio Público, mediante el ya citado oficio FN Nº 151, señaló que los preceptos contenidos en las indicaciones Nos 11) y 15) comienzan con la frase “Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo siguiente”, produciendo con ello una dificultad interpretativa. Agregó que el primero de dichos artículos debería establecer simplemente la sanción de multa, en tanto que el siguiente, sobre sanciones accesorias, debería comenzar con esas expresiones, pero adicionando el adverbio “además”, con lo cual se introduce la debida claridad en cuanto a que el tribunal de familia puede imponer conjuntamente la multa y una o más de las sanciones accesorias, si así lo resuelve.


En otro orden de ideas, el Ministerio Público hizo presente que el inciso final del artículo 4º que se estudia, alude a un incumplimiento grave o reiterado, que impone al tribunal la obligación de remitir los antecedentes al Ministerio Público, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 240 del Código de Procedimiento Civil, sobre quebrantamiento de sentencias civiles.


Sin embargo, agregó, como esta norma está contenida en el artículo que establece la sanción única de multa, surge la duda acerca del concepto de gravedad y reiteración que se emplea. No queda claro, por ejemplo, si quedará a criterio del juez de garantía resolver cuando estime grave el atraso en el pago de la multa o si se requerirá que haya incumplido otra u otras sanciones de multas, impuestas en procesos anteriores, para que exista reiteración.

En cualquier caso, concluyó, el Código de Enjuiciamiento Civil exige solamente el quebrantamiento de lo resuelto, concepto bastante más claro y comprensivo de cualquier incumplimiento, fórmula que por lo demás emplea la ley que creó los tribunales de familia, a propósito de las infracciones en materia de medidas cautelares decretadas.


Atendido lo expuesto, la Comisión estimó pertinente eliminar del inciso primero la oración “Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo siguiente”, así como también la expresión “grave o reiterado”, del inciso final.


A continuación, a sugerencia del Honorable Senador señor Espina, se eliminó del inciso primero la palabra “autor”, a fin de no inducir a error, por cuanto en la responsabilidad civil no se aplican los conceptos de autor, cómplice y encubridor.


En relación al monto de la multa, que la norma fija entre media y quince unidades tributarias mensuales, hubo diversas opiniones.


La Jefa del Departamento Situación Jurídica de la Mujer del SERNAM, señora Patricia Silva, explicó que la ley Nº 19.325 en materia de sanciones, establece en su artículo 4º, la asistencia obligatoria a programas terapéuticos o de orientación familiar, multa equivalente de uno a diez días de ingreso diario y prisión en cualquiera de sus grados, o sea, de uno a sesenta días. El inciso final de dicha norma, además, establece la posibilidad de conmutación de las penas de multa o prisión, por la realización de trabajos determinados en beneficio de la comunidad.


El Honorable Senador señor Espina, hizo presente que uno de los problemas de dicha fórmula está en la determinación del ingreso diario. Asimismo, según su parecer, sería necesario elevar el tope máximo de la multa, no así el mínimo.


El Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, señaló que para personas de escasos recursos es muy difícil pagar $ 15.000 pesos de multa. Por lo mismo, indicó, sería importante mantener la posibilidad de conmutación de la sanción, para no afectar el sustento económico familiar. 


Ejemplificó lo anterior con casos en que, no obstante denunciar la mujer al marido agresor, después ella se retracta porque necesita el sustento económico que aquél provee.


Sugirió buscar algún sistema que faculte al juez para suspender la aplicación de la multa cuando existan antecedentes que así lo justifiquen y, en caso de que la conducta se repita, aplicar todo el rigor de la ley, por cuanto en tal evento se trataría ya de un infractor reiterado.


El Honorable Senador señor Cordero agregó que, así como el maltrato perjudica a la familia, el costo de una multa también lo hace.


En cuanto al pago de la multa, de que trata el inciso final de la norma, el Honorable Senador señor Espina consultó qué pasa cuando no se paga la multa, alegando, por ejemplo, no tener recursos.


Los representantes del Ejecutivo señalaron que el texto aprobado en general plantea aplicar en tal caso las reglas generales del Código de Procedimiento Civil, esto es, arresto por vía de apremio.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado, precisó que tal vez podría estudiarse la posibilidad de establecer el fraccionamiento de la multa, en base a antecedentes demostrados.


Sobre esta materia, la abogada del SERNAM señora Patricia Silva recordó que, conforme al procedimiento aprobado en la ley que crea los tribunales de familia, frente a la primera denuncia por un hecho de violencia intrafamiliar, existe la posibilidad de suspender condicionalmente la dictación de la sentencia, de acuerdo con la cual, durante un determinado período de tiempo no se pronuncia el fallo y no se aplica la respectiva sanción, siempre que se cumplan ciertos requisitos que la misma ley establece al efecto.


Por consiguiente, frente a la inquietud del Honorable Senador señor Zaldívar, enfatizó que, cuando el juez aplique en definitiva la sanción, es porque habrá constatado, al menos, que se trata de una segunda denuncia.


El Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, advirtió entonces que es necesario hacer una mención expresa de que lo que se disponga en esta ley es sin perjuicio de lo establecido en materia de suspensión de la dictación de la sentencia, a fin de evitar cualquier interpretación de una posible derogación tácita.


El señor Francisco Maldonado sugirió evaluar una alternativa de exigibilidad escalonada de la multa, donde el primer peldaño sería cumplir los requisitos de suspensión de la dictación de la sentencia, el segundo podría ser el cumplimiento fraccionado de la sanción y, finalmente, en caso de incumplimiento, manteniendo el carácter de grave y reiterado, procedería aplicar las penas previstas para el desacato. Entonces, añadió, la norma se mantendría en los mismos términos y sólo faltaría agregar un inciso que permita el cumplimiento fraccionado.


El Honorable Senador señor Chadwick calificó este tema como extremadamente complejo, por cuanto no hay que olvidar que si una mujer agredida por su cónyuge, superando el miedo, decide efectuar la denuncia, lo que espera precisamente es que se aplique una sanción al agresor. Indicó que la mujer que no quiere provocar un problema económico en la familia no denuncia, de modo que si ha dado el primer paso, que es denunciar, no se la puede dejar sin apoyo y protección.


El Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, insistió en que es necesaria una referencia a la norma general contenida en la ley que crea los tribunales de familia. Agregó que le parece bien que los agresores sepan que durante un año se observará su conducta y que, frente a una segunda denuncia, se les sancionará derechamente. Además, como aquí se ha dicho, es frecuente que después de la primera denuncia se produzca una reconciliación entre los cónyuges, que abandonan toda gestión judicial. 


- Puesta en votación la indicación Nº 11), fue aprobada con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Cordero, Chadwick, Espina y Zaldívar, don Andrés. 

Indicación Nº 12)


Del Honorable Senador señor Prokuriça, para reemplazar el artículo 4º por el siguiente:


“Artículo 4º.- Responsabilidad y sanciones. Los actos de violencia intrafamiliar que se describen en el artículo 2º, serán castigados:


1º Con la pena de presidio mayor en su grado medio a presidio perpetuo, si se causare la muerte de la víctima.


2º Con la pena de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo, si se causaren lesiones graves.


3º Con la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio, si se causaren lesiones menos graves.


4º Con la pena de presidio menor en su grado mínimo o multa de cinco a diez unidades tributarias mensuales, si no se causaren lesiones o si éstas fueren leves.


Si el acto de violencia intrafamiliar ha afectado únicamente la salud psíquica de la víctima, la pena será de presidio menor en su grado máximo a presidio menor en su grado mínimo o multa de cinco a diez unidades tributarias mensuales, y se determinará de acuerdo a la gravedad de la afección o trauma psíquico causado a la víctima.


En caso de tratarse de una segunda condena por violencia intrafamiliar, el juez no podrá aplicar la sanción de multa.”.


La Comisión rechazó esta indicación porque propone trasladar todo el tratamiento de la violencia intrafamiliar a la competencia de los tribunales en lo penal, en circunstancias que, según ya se ha señalado, el criterio adoptado en esta materia distingue una competencia de familia y otra penal.


- Dicho acuerdo fue adoptado unánimemente, por los Honorables Senadores señores Cordero, Chadwick, Espina y Zaldívar, don Andrés.

Nº 3 (del artículo 4º)
Indicación Nº 13)


Del Honorable Senador señor Bombal, para reemplazar la frase final “y que sean de financiamiento público”, por la siguiente: “que sean de financiamiento público o privado”.

La Comisión aprobó esta indicación, por cuanto estimó pertinente incorporar a las organizaciones privadas entre las posibles destinatarias de las multas recaudadas con motivo de las sanciones impuestas en virtud de esta ley. Se explicó que también puede haber entidades privadas que estén disponibles y sean eficientes para estos efectos.


- Concurrieron unánimemente a adoptar dicho acuerdo los Honorables Senadores señores Cordero, Chadwick, Espina y Zaldívar, don Andrés.
Indicación Nº 14)


Del Honorable Senador señor Bombal, en subsidio de la indicación Nº 13), para eliminar la frase final “y que sean de financiamiento público”.

La indicación fue rechazada, atendido que fue propuesta en forma subsidiaria de la precedente, que resultó aprobada.


- Dicho acuerdo fue adoptado, en forma unánime, por los Honorables Senadores señores Cordero, Chadwick, Espina y Zaldívar, don Andrés.
- - - - - -

Indicación Nº 15)


Del Presidente de la República, para intercalar, a continuación del artículo 4º, el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo …. .- Sanciones accesorias. Sin perjuicio de lo dispuesto en artículo precedente, el juez podrá aplicar una  o más de las siguientes sanciones accesorias: 


a) Prohibición de visitar el domicilio, lugar de trabajo o establecimiento educacional del ofendido. Si ambos trabajan o estudian en el mismo lugar se oficiará al empleador o director del establecimiento para que adopte las medidas de resguardo necesarias.  


b) Prohibición de porte y tenencia, y, en su caso, el comiso de armas de fuego. De ello se informará, según corresponda, a la Dirección General de Movilización, a la Comandancia de Guarnición o al Director de Servicio respectivo para los fines legales y reglamentarios que corresponda.


c) La asistencia obligatoria a programas terapéuticos o de orientación familiar. Las instituciones que desarrollen dichos programas darán cuenta al respectivo tribunal del tratamiento que deba seguir el agresor, de su inicio y término.


En caso de quebrantamiento de lo previsto en las letras a) y b) se aplicará lo dispuesto en el inciso final del artículo precedente.


Sin perjuicio de lo anterior, el juez en la sentencia definitiva fijará los alimentos definitivos, el régimen de cuidado personal y de relación directa y regular de los hijos si los hubiere, y cualquier otra cuestión de familia que sea sometida a su conocimiento por las partes. 


Las sanciones accesorias de que trata este artículo podrán ser aplicadas por los tribunales con competencia en materia criminal cuando los actos de violencia intrafamiliar fueren constitutivos de delito, y una vez decretadas no se suspenderán en caso alguno.”.

La primera cuestión que resolvió la Comisión respecto del precepto contenido en esta indicación fue titularlo “Medidas accesorias”, en lugar de “Sanciones accesorias”, porque aquella denominación es la que condice adecuadamente con la naturaleza de los arbitrios de protección y rehabilitación que enuncia este artículo y con la especificidad del órgano jurisdiccional llamado a aplicarlos en este caso, que es el tribunal de familia.


Acerca de este artículo nuevo que la indicación 
Nº 15) introduce al proyecto, el Ministerio Público fue de la siguiente opinión:


En primer término, señaló que dicho artículo contempla un inciso final que autoriza a los tribunales en lo penal para imponer esas mismas medidas, a título de sanciones accesorias, “cuando los actos de violencia intrafamiliar fueren constitutivos de delito”.


No obstante, no se precisa que tales medidas serán complementarias de las penas que la ley contempla, y que será posible imponerlas en sede penal sólo en la medida en que el tribunal de familia se haya inhibido de seguir conociendo de los hechos y no las haya impuesto por su parte.


En torno a este tema, debiera precisarse que, en los casos en que se advierta por el tribunal de familia que los hechos denunciados son o podrían ser, además, constitutivos de delito, junto con remitir los antecedentes al Ministerio Público, deberá abstenerse de seguir conociendo de la materia, para evitar duplicidad y contradicción de procedimientos, sentencias y sanciones. 


Ello, sin perjuicio de salvar adecuadamente otras competencias que puedan decir relación, por ejemplo, con el régimen de cuidado de los menores y adolescentes, de alimentos u otros.


En otro orden de ideas, añadió el Ministerio Público, la aplicación de medidas accesorias en el proceso penal, no puede quedar entregada al arbitrio del tribunal, en la forma en que está previsto, por impedirlo el principio de legalidad. 


Por ello y para estos efectos, sería necesario eliminar la expresión “podrá”, en aquel inciso, y redactarlo en términos imperativos, determinando el tiempo por el cual se pueden extender tales medidas, que debe estar relacionado con el de las penas impuestas, y la eventual suspensión de aquéllas.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado, señaló que el Código Penal contempla, en sus primeros artículos, diversas disposiciones en las que se plantean sanciones accesorias, algunas con carácter imperativo y otras con carácter facultativo. No hay en ello ningún problema, ni de tipicidad ni de legalidad, afirmó.


Respecto del reparo del Ministerio Público relativo a la suspensión de las medidas accesorias, explicó que se pretende que para los casos de violencia intrafamiliar no exista tal posibilidad de suspensión, es decir, que ellas puedan aplicarse aun cuando se suspenda la pena principal. Precisó que es lo contrario de lo que sucede, por ejemplo, con la remisión condicional de la pena de acuerdo a la ley Nº 18.216, en virtud de la cual, si se suspende la pena principal, ocurre lo mismo con la accesoria.


Con mayor razón, entonces, si estamos en frente de medidas accesorias de prevención y rehabilitación y no de sanciones.


Finalmente, el representante de Justicia propuso reubicar el último inciso del artículo que se estudia entre las normas relativas a los actos de violencia intrafamiliar constitutivos de delito, esto es, en el párrafo siguiente del proyecto.


Lo anterior porque, según explicó, la circunstancia de que el inciso en referencia se encuentre entre las normas relativas a la violencia intrafamiliar de conocimiento de los tribunales de familia, probablemente motivó la inquietud del Ministerio Público frente a la posibilidad de que se substancien procedimientos paralelos y se produzca duplicidad de sentencias.


Agregó que, en todo caso, desde el momento en que se efectúe la denuncia, se hará una categorización del tipo de maltrato y, desde ese momento, se definirá si el caso queda en sede de familia o en sede penal.


- Puesta en votación la indicación Nº 15), fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cordero, Chadwick, Espina y Zaldívar, don Andrés.

Además, la Comisión desglosó el inciso final y lo consignó como nuevo artículo 14, cuyo texto recoge las observaciones planteadas en el debate.


En efecto, se adoptó también en esta norma la nomenclatura adecuada, que es la de “medidas accesorias”, se le dio carácter imperativo, se fijaron plazos y se agregó la posibilidad de que tales medidas sean prorrogadas, a solicitud de la víctima, si se mantienen los hechos que las justificaron. 


- Así se acordó, con la misma votación anterior.

- - - - - -


Ya despachado el proyecto, el Honorable Senador señor Viera-Gallo pidió reabrir el debate sobre este precepto, que se incorporó como artículo 9º, y propuso agregar, entre las medidas accesorias que podrá decretar el juez de familia respecto del ofensor, las de prisión y de reclusión nocturna, así como en los juicios de alimentos se puede arrestar al infractor, y la obligación de hacer abandono del hogar que comparte con la víctima.


Replicó el representante del Ministerio de Justicia que una medida de protección que prive de libertad sería inconstitucional, y agregó que, en el caso del arresto por no pago de pensiones alimenticias, se trata de un apremio impuesto a quien incumple una resolución judicial, para obtener su acatamiento.


La Comisión acogió la idea de permitir al juez de familia imponer al ofensor la obligación de dejar el hogar común, en que reside su víctima, y la incorporó al artículo 9º como nueva letra a),  con el consiguiente cambio de designación del resto de los literales de dicho artículo.


En cuanto a las otras proposiciones del Honorable Senador señor Viera-Gallo, prefirió modificar derechamente la ley Nº 19.968, sobre tribunales de familia, en el sentido de tipificar como delito de desacato la conducta de quien transgrede las medidas accesorias o cautelares. Además, se incorporó una disposición que da al juez de familia la facultad de imponer de inmediato al infractor, por vía de apremio, arresto hasta por quince días.


Sin perjuicio de lo anterior, se resolvió reiterar la norma en esta ley, a fin de que ella se baste a si misma y que de su sola lectura quede en claro, para cualquier persona, que desobedecer en esta materia al juez constituye un delito de desacato. 


Esta decisión se materializó en un nuevo artículo incorporado al proyecto, al que correspondió el número 19, cuyo tenor es el siguiente:


“Artículo 94.- Incumplimiento de medidas cautelares. En caso de incumplimiento de las medidas cautelares, el juez pondrá en conocimiento del Ministerio Público los antecedentes para los efectos de lo previsto en el inciso segundo del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil. Sin perjuicio de ello, impondrá al infractor, como medida de apremio, arresto hasta por quince días.”.


En la misma línea arriba descrita, se agregó un inciso de similar contenido a los artículos 7º y 13 de la iniciativa en informe, relativos a la situación de riesgo y a las medidas cautelares, respectivamente. 


El primero faculta al juez de familia para decretar medidas de protección o cautelares cuando exista el riesgo inminente de que alguna persona sufra un maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar. El segundo otorga al juez en lo penal la atribución de decretar las medidas cautelares del artículo 92 de la ley Nº 19.968, desde que se inicie la investigación de conductas que puedan configurar un delito constitutivo de violencia intrafamiliar.


- Todos estos acuerdos fueron adoptados unánimemente, por los Honorables Senadores señores Chadwick, Aburto, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

- - - - - -

Artículo 5°


Esta norma se refiere a los desembolsos y perjuicios patrimoniales. Al efecto dispone que la sentencia establezca la obligación del condenado de pagar a la víctima los desembolsos y perjuicios de carácter patrimonial ocasionados por actos constitutivos de violencia intrafamiliar objeto del juicio, incluida la reposición en dinero o en especie de bienes dañados, destruidos o perdidos. Estos perjuicios serán determinados prudencialmente por el juez.


No fue objeto de indicaciones.

Artículo 6°


Conforme a este artículo, el condenado deberá acreditar el pago de la multa dentro de los cinco días siguientes a la fecha de notificación de la sentencia, a menos que el juez, por motivos fundados, prorrogue dicho término hasta por quince días. Asimismo, establece que si no pagare dicha multa, sufrirá, por vía de sustitución y apremio, la pena de prisión, regulándose un día por cada quinto de unidad tributaria mensual, sin que ella pueda exceder de sesenta días.

Indicación Nº 16)


Del Presidente de la República, para eliminarlo.


El representante del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado, explicó que la eliminación del artículo 6º que propone el Ejecutivo obedece al hecho de haberse incorporado la materia de que trata dicha disposición como incisos segundo y tercero de la norma contenida en la indicación Nº 11), que fue aprobada.


Atendido lo expuesto y lo resuelto al estudiar la referida indicación Nº 11), la Comisión aprobó la indicación Nº 16).


- El acuerdo fue adoptado, en forma unánime, por los Honorables Senadores señores Cordero, Chadwick, Espina y Zaldívar, don Andrés.
Indicación Nº 17)


Del Honorable Senador señor Ominami, para agregar en el artículo 6º, un inciso segundo, nuevo, mediante el cual se establece que las multas que contempla esta ley irán a beneficio de centros especializados en el tratamiento de las víctimas, imputados y afectados por violencia intrafamiliar.


De conformidad con lo resuelto precedentemente respecto de la indicación Nº 16), que suprime el artículo en que incide la Nº 17), la Comisión rechazó esta última. 

- Concurrieron unánimemente a adoptar dicho acuerdo los Honorables Senadores señores Cordero, Chadwick, Espina y Zaldívar, don Andrés.
3° Disposiciones generales

Indicación Nº 18)


Del Presidente de la República, para sustituir el epígrafe del párrafo 3º, por el siguiente:


“3º De la violencia intrafamiliar constitutiva de delito”.


La indicación fue aprobada con una enmienda y de conformidad con el criterio adoptado por la Comisión en orden a dividir el proyecto en párrafos que traten por separado la violencia intrafamiliar que radica en sede de familia, de aquella que será competencia de la sede penal. Se completó agregando al comienzo, como antes se dijo, la palabra “Párrafo”.


- Dicho acuerdo, unánimemente, fue adoptado por los Honorables Senadores señores Cordero, Chadwick, Espina y Zaldívar, don Andrés.
Artículo 7°


El inciso primero de esta disposición establece el Registro de sanciones. Estipula que el Servicio de Registro Civil e Identificación deberá llevar un Registro Especial de las personas que hayan sido condenadas, por sentencia ejecutoriada, como autores de violencia intrafamiliar, así como de las resoluciones que la ley ordene inscribir.


El inciso segundo dispone que, para tales efectos, el tribunal, ejecutoriada que sea la sentencia, deberá oficiar al Registro Civil, individualizando al condenado y la sanción aplicada por el hecho de violencia intrafamiliar. Este Registro Especial será puesto en conocimiento del tribunal, a solicitud de éste, en los casos regulados en la ley.

Indicaciones Nos 19), 20), 21) y 22)


La Nº 19), de los Honorables Senadores señores Cariola, Chadwick, Coloma, Fernández y Novoa, plantea sustituirlo por otro, en el que se dispone que las sentencias condenatorias definitivas que se dicten en los procesos iniciados de conformidad con esta ley, se inscribirán en el Registro General de Condenas establecido en el decreto ley Nº 645, de 1925.


Las restantes, de los Honorables Senadores señores Cantero, Ominami y Ruiz-Esquide, respectivamente, son para intercalar, en el inciso segundo, después de la palabra “intrafamiliar”, la siguiente frase: “, circunstancia que el mencionado Servicio hará constar en su respectivo certificado de antecedentes”.


Se discutieron conjuntamente.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado, explicó que el Registro Especial de que trata el artículo 7º del proyecto, está destinado a los casos de violencia intrafamiliar que no constituyen delito; en la medida en que configuren un ilícito penal, la anotación se hace directamente en el Registro General de Condenas.


Conforme a lo anterior, y a fin de evitar cualquier distorsión o confusión en esta materia, sugirió trasladar esta norma al párrafo anterior, relativo a los actos de violencia intrafamiliar que no constituyen delito.


El asesor del SERNAM, señor Marco Rendón, hizo presente que, al tenor de las indicaciones formuladas, la condena impuesta por un tribunal de familia, además de ser anotada en el citado Registro Especial, quedaría incorporada en el prontuario penal.


El señor Francisco Maldonado agregó que en el extracto de filiación se registra el historial completo del individuo, incluyendo las anotaciones derivadas de los actos de violencia intrafamiliar. Sin embargo, en el certificado de antecedentes para fines particulares no aparecen las condenas por violencia intrafamiliar. De aprobarse las indicaciones presentadas este dato también figuraría en dicho certificado.


La Comisión, en primer término, aprobó la reubicación del artículo en el párrafo anterior. Seguidamente rechazó la indicación Nº 19) y aprobó, con modificaciones, las indicaciones Nos 20), 21) y 22), por cuanto estimó que la finalidad de todas ellas es que, a pesar de que existan registros separados, las respectivas anotaciones por violencia intrafamiliar aparezcan no sólo en el registro especial, sino también en el certificado de antecedentes.


En tal sentido, la norma resultó como se consigna en el capítulo de modificaciones del presente informe.


La Ministra Directora del SERNAM, señora Cecilia Pérez, agregó que lo importante es que, cuando el juez revise los antecedentes, tenga a la vista todas las anotaciones que se registren hasta ese momento, con la historia completa y no una información parcial que permita configurar, en forma equívoca, la irreprochable conducta anterior del individuo.


- Puestas en votación las indicaciones, la Nº 19) fue rechazada, y las Nos 20), 21) y 22), fueron aprobadas con modificaciones. Asimismo, fue aprobada la reubicación del precepto al final del párrafo respectivo, como artículo 11. Concurrieron unánimemente a adoptar dichos acuerdos los Honorables Senadores señores Cordero, Chadwick, Espina y Zaldívar, don Andrés.
Artículo 8º


Establece el delito de violencia intrafamiliar. Su inciso primero dispone que el que habitual, continua o permanentemente ejerza violencia física, psíquica o sexual, sobre una persona que tenga a su respecto alguna de las calidades referidas en el artículo 2°, será castigado con la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio 
, sin perjuicio de que el hecho revista caracteres de un delito de mayor gravedad.


El inciso segundo señala que, para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, se entenderá por violencia sexual cualquier acto de significación sexual no comprendido en los párrafos 5°, 6° y 9° del Título VII, del Libro Segundo, del Código Penal, que vulnere la integridad física o psíquica de la víctima.


El aludido artículo 2º del proyecto define las conductas constitutivas de violencia intrafamiliar. Los párrafos citados del Código Penal castigan la violación, el estupro y otros delitos sexuales y el incesto.

Indicación Nº 23)


Del Presidente de la República, para sustituir el artículo 8º por el siguiente: “Artículo 8º.- Medidas aplicables. En los procesos judiciales incoados por actos de violencia intrafamiliar que a su vez constituyeren delito, se aplicarán las disposiciones del presente párrafo.”.


La abogada del Ministerio Público, señora María Eugenia Manaud, hizo ver que, dado el contenido de este precepto y de los que le siguen, resultaría más apropiado titularlo “Normas Especiales”, en lugar de “Medidas Aplicables”.


En otro orden de cosas, manifestó que la redacción de la indicación no deja en claro que la intención es introducir normas especiales adicionales a la legislación general penal y procesal penal aplicable. Por ello sugirió hacer más explícita y directa la norma.


La Comisión acogió estas ideas y aprobó la indicación con modificaciones que las recogen, como consta en el texto que figura a continuación:


“Artículo 12.- Normas Especiales. En las investigaciones y procedimientos penales derivados de violencia intrafamiliar se aplicarán, además, las disposiciones del presente párrafo.”.


- El acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señores Chadwick, Cordero, Espina y Zaldívar, don Andrés.

Indicación Nº 24)


Del Honorable Senador señor Prokuriça, para reemplazar el encabezado del artículo 8º por el siguiente: “Artículo 8º.- Delito especial de habitualidad de violencia intrafamiliar.”.


Al respecto, es necesario tener presente que, en virtud de la indicación anterior el artículo 8º fue sustituido por otro, que no contiene un tipo penal.


Los funcionarios del SERNAM explicaron que el Ejecutivo ha cambiado el criterio que inicialmente inspiró el proyecto en el aspecto penal y que, como consecuencia de ello, en lugar de introducir en el ordenamiento jurídico la definición de nuevos delitos optó por modificar las normas punitivas del Código del ramo, incorporándoles circunstancias que califican la figura, imponiendo una sanción más gravosa a los delincuentes que tienen una relación con su víctima que determina que el hecho constituya, además, un caso de violencia intrafamiliar.


En mérito de las consideraciones que preceden, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señores Chadwick, Cordero y Espina, se rechazó la indicación.

Artículo 9°


Establece las sanciones accesorias. Señala que si el juez aplica alguna sanción en virtud de los artículos 4° u 8° de esta ley, podrá imponer, además, como sanción accesoria, una o más de las siguientes:


1. Obligación de abandonar el hogar que comparte con la víctima.


2. Prohibición de visitar el domicilio, lugar de trabajo o establecimiento educacional del ofendido.


3. Prohibición para portar y/o tener armas de fuego.


4. La asistencia obligatoria a programas terapéuticos o de orientación familiar.


Agrega la norma que el cumplimiento de las sanciones accesorias señaladas podrá subsistir sin perjuicio de que la sanción principal aplicada al agresor se encuentre cumplida.


Los artículos 4º y 8º del proyecto aprobado en general, que imponían sanciones privativas de libertad y pecuniarias a la violencia intrafamiliar constitutiva de falta o delito, han sido reemplazados, de manera que el artículo 9º en comento ha perdido sustento.


Indicación Nº 25)


Del Presidente de la República, para reemplazar el artículo 9º por el siguiente: “Artículo 9º.- Medidas cautelares. El juez de garantía previa solicitud del fiscal, podrá decretar, aun antes de formalizada la investigación de un acto constitutivo de violencia intrafamiliar, las medidas cautelares a que se refiere el artículo 92 de la ley 19.968.”.


Se tuvo presente que el inciso segundo del artículo 90 de la ley Nº 19.968 confiere actualmente al juez de garantía la potestad cautelar que el artículo 92 citado otorga al juez de familia. No pareció adecuado a la Comisión restringir tal potestad únicamente al juez, mediando solicitud previa del fiscal, porque los fiscales del Ministerio Público detentan una atribución similar, en virtud de lo dispuesto por el artículo 78, letra b), del Código Procesal Penal, que les permite ordenar por sí mismos las medidas destinadas a la protección de la víctima y de su familia frente a probables hostigamientos, amenazas o atentados.


El abogado del SERNAM y el representante del Ministerio de Justicia propusieron manifestar expresamente en la norma que el juez de garantía puede ejercer esta potestad incluso antes que esté formalizada una investigación del Ministerio Público.


La Comisión recogió estas sugerencias y alcances y redactó el nuevo artículo en los siguientes términos:


“Artículo 13.- Medidas cautelares. En cualquier etapa de la investigación o del procedimiento referidos a delitos vinculados a violencia intrafamiliar, y aún antes de la formalización, el tribunal con competencia en lo penal podrá decretar las medidas cautelares que establece el artículo 92 de la ley Nº 19.968.”.


- Acordado por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Cordero, Espina y Zaldívar, don Andrés.

Indicaciones Nºs 26) y 27)


Del Honorable Senador señor Ominami, la primera es para sustituir, en el encabezado del artículo 9º, el vocablo “accesorias” por la palabra “especiales”. La segunda propone reemplazar, en el inciso primero del mismo artículo, la frase “podrá imponer, además, como sanción accesoria,” por “podrá imponer como sanción especial, copulativa o alternativamente,”.


Atendido que el artículo 9º fue sustituido por otro cuyo contenido es enteramente diferente del aprobado en general y al que se refieren ambas indicaciones, la Comisión decidió rechazarlas. A mayor abundamiento, se tuvo presente que la posibilidad de aplicar sanciones accesorias está incluida en otras disposiciones, independientemente de la denominación que se les quiera dar.


- Así lo acordó la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Cordero, Espina y Zaldívar, don Andrés.

Indicaciones Nºs 28), 29) y 30)


La indicación Nº  28), del Honorable Senador señor Bombal, para reemplazar el Nº 4 del artículo 9º por el siguiente: “4. La asistencia obligatoria a programas terapéuticos, de orientación familiar o de rehabilitación de drogadicción o alcoholismo impartidos por la institución pública o privada que designe el tribunal.”.


Las indicaciones Nºs 29) y 30), del Honorable Senador señor Ominami, para reemplazar en el inciso segundo del artículo 9º el vocablo “accesorias” por la palabra “especiales”, y para incluir en el mismo inciso la siguiente frase final: “, mientras no se acredite el cambio de circunstancias que la motivaron”, respectivamente.


Igual que hiciera al tratar las indicaciones Nºs 26) y 27), la Comisión rechazó también éstas, por ser incompatibles con lo resuelto con motivo de la aprobación de la Nº  25).


- El acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Cordero, Espina y Zaldívar, don Andrés.

- - - - - -

Indicación Nº 31)


Del Presidente de la República, para agregar, a continuación del artículo 9º, un nuevo artículo que hace improcedente lo dispuesto en el artículo 170 del Código Procesal Penal, referido al principio de oportunidad, en caso de actos de violencia intrafamiliar constitutivos de delito.


De conformidad con el aludido principio de oportunidad, los fiscales del Ministerio Público podrán no iniciar la persecución penal o abandonar la ya iniciada, cuando se trate de un hecho que no compromete gravemente el interés público, a menos que la pena mínima asignada al delito exceda la de presidio o reclusión menores en su grado mínimo 
 o que se trate de un delito cometido por un funcionario público en el ejercicio de sus funciones.


La señora Ministra Directora del SERNAM argumentó que el precepto que contiene la indicación está en la misma lógica que inspira todo el proyecto, esto es, otorgar a las víctimas de la violencia intrafamiliar mayor protección y expedito acceso a la justicia. En esa perspectiva, señaló, en estas causas siempre debe tener lugar una investigación y las consideraciones de oportunidad no pueden justificar que las mujeres y niños afectados por el fenómeno queden en la indefensión.


La abogada del Ministerio Público replicó que es excesivo hacer inaplicable el artículo 170 del Código Procesal Penal a los procesos por violencia intrafamiliar, tanto más cuanto que un gran porcentaje de las denuncias en esa materia son retiradas y concluyen en una reconciliación. Anotó que el citado artículo 170 permite no ir a juicio en casos de delitos de poca significación o de faltas y, en cambio, la violencia intrafamiliar está habitualmente asociada a las figuras de amenaza, lesiones, violación y homicidio.


El Honorable Senador señor Espina, por su parte, hizo presente que el punto ha quedado resuelto al otorgar al SERNAM  la facultad de patrocinar a la víctima, a solicitud de esta última, de modo que se podrá ejercer la acción penal que corresponde al ofendido, aunque el Ministerio Público opte por aplicar el principio de oportunidad.


El Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, solicitó dejar constancia en este informe de que no es necesario excluir la aplicación del artículo 170 del Código Procesal Penal en los procesos por violencia intrafamiliar por el motivo recién expresado por el señor Presidente de la Comisión.


- En consecuencia, la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Cordero, Espina y Zaldívar, don Andrés, rechazó la indicación.

- - - - - -

Indicación Nº 32)


Del Honorable Senador señor Prokuriça, para adicionar, después del artículo 9º, un nuevo artículo que obliga al fiscal a cargo a solicitar al juez garantía, en la audiencia de control de la detención o de formalización de la investigación, durante la investigación de un hecho de violencia intrafamiliar que revista características de tipo penal, prohibir, restringir o limitar al ofensor la presencia en el hogar común, en el lugar de trabajo o en el establecimiento educacional a que asiste la víctima.


Teniendo presente que la materia está adecuadamente resuelta por los artículos 90 y 92 de la ley Nº 19.968, la Comisión rechazó esta indicación.


- El acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Cordero, Espina y Zaldívar, don Andrés.

- - - - - -

Artículo 10


Para la formalización de la medida de tratamiento, este artículo dispone que las instituciones que desarrollen programas indicados en el N° 4 del artículo 9°, darán cuenta al respectivo tribunal del tratamiento que deba seguir el agresor, de su inicio y término.


El artículo 9º mencionado, como se ha dicho, fue sustituido por otro sustancialmente diferente. En efecto, el texto aprobado en general señalaba las sanciones accesorias aplicables en caso de condena por alguno de los delitos que tipificaba el proyecto de ley; el precepto aprobado por la Comisión en el presente trámite reglamentario discurre acerca de medidas cautelares. Cabe añadir que el número 4 se refiere a la medida de asistencia obligatoria del condenado a programas terapéuticos o de orientación familiar.

Indicación Nº 33)


Del Presidente de la República, para sustituir en el artículo 10 la frase “indicados en el Nº 4 del artículo 9º”, por “a que se refiere el artículo anterior”.


Vistos los acuerdos ya adoptados por la Comisión, ésta rechazó tanto la indicación como el artículo en que ella incide.


- Acordado por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Cordero, Espina y Zaldívar, don Andrés.

Artículo 11


Esta norma define el interés público prevalente, para efectos de lo dispuesto en el artículo 241 del Código Procesal Penal, señalando que existe dicho interés en la continuación de la persecución penal, cuando el delito de lesiones menos graves haya sido precedido por actos descritos en el inciso tercero del artículo 2° de este proyecto de ley. 


Esta última norma describe situaciones que son consideradas como violencia intrafamiliar, sin alcanzar a constituir simple delito o crimen. El artículo 241 del Código Procesal Penal regula los acuerdos reparatorios que pueden poner término a determinados procesos penales y que pueden referirse a hechos investigados que afecten bienes jurídicos disponibles de carácter patrimonial, consistan en lesiones menos graves o constituyan delitos culposos. Para aprobar tales acuerdos, el juez debe verificar que los concurrentes han prestado su consentimiento en forma libre y con pleno conocimiento de sus derechos.

Indicación Nº 34)


Del Presidente de la República, para reemplazar el artículo 11 por el siguiente: “Artículo 11.- Interés público relevante. Para efectos de lo dispuesto en el artículo 241 del Código Procesal Penal, el juez al verificar si el consentimiento de la víctima apareciere libremente prestado, considerará especialmente si el delito ha sido precedido por actos de violencia intrafamiliar.”.


Manifestó el Honorable Senador señor Espina que el consentimiento que puede prestar la mujer a los acuerdos reparatorios está seriamente amagado, y su libertad afectada, por el hecho de que entre las partes existe convivencia. El juez debe ser particularmente acucioso al indagar si la voluntad manifestada por los concurrentes al acuerdo reúne los requisitos de libertad y conocimiento que exige el legislador. A la luz de estas consideraciones, instó a revisar la redacción de la norma propuesta.


La abogada del Ministerio Público, señora María Eugenia Manaud, explicó que el juez de familia, de acuerdo con los artículos 104 y 96 de la ley Nº 19.968, tiene facultades para suspender condicionalmente la dictación de sentencia y llamar a las partes a un proceso de mediación. Ahora bien, si la violencia intrafamiliar es circunstancia calificatoria de algún delito de competencia del tribunal penal, este último no estará limitado por lo resuelto y acordado en el tribunal familiar y, en tal eventualidad, pueden tener lugar los acuerdos reparatorios a que se refiere el artículo 241 del Código Procesal Penal.


El Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, observó que, dado el contenido de la disposición, más apropiado resulta denominarla “calificación” del consentimiento, pues de eso se trata, de que el tribunal ponga especial atención a que nada empañe el libre e informado consentimiento de la víctima de violencia intrafamiliar que celebra un acuerdo reparatorio.


Sobre la base de las consideraciones anteriores, el Ejecutivo propuso redactar la indicación en los siguientes términos:


“Artículo ...- Calificación del consentimiento. Para efectos de lo dispuesto en el artículo 241 del Código Procesal Penal, el juez verificará especialmente que el consentimiento de la víctima no se encuentre determinado por circunstancias que impidan prestarlo libre e informadamente o que afecten la igualdad de condiciones de las partes que concurren al acuerdo.”.


El señor Presidente observó que la oración final “o que afecten la igualdad de condiciones de las partes que concurren al acuerdo” introduce un factor de incertidumbre y riesgo, porque permite a cada juez interpretar con mayor o menor latitud una circunstancia que, en el fondo, supone que una de las partes no presta libremente su consentimiento. 


De manera que esa parte fue eliminada, en el entendido de que el juez, obligado como está a cerciorarse de las circunstancias en que los concurrentes al acuerdo reparatorio prestan su consentimiento, no podrá prescindir de hechos que permitan constatar que uno de ellos no actúa en pleno ejercicio de su libertad.



- Con estas modificaciones, la Comisión aprobó la indicación, por la unanimidad de sus miembros presentes,  los Honorables Senadores señores Chadwick, Cordero, Espina y Zaldívar, don Andrés.

Artículo 12


En materia de condiciones imperativas para la suspensión del procedimiento penal, esta norma establece que, tratándose de los delitos contra las personas previstos en el Título VIII 
 y de los establecidos en los párrafos 5°, 6° y 9° del Título VII, del Libro Segundo 
, del Código Penal, que hayan sido precedidos por actos descritos en el inciso tercero del artículo 2° de esta ley, si el tribunal decreta la suspensión condicional del procedimiento, impondrá conjuntamente las condiciones señaladas en las letras b) y c) del artículo 238 del Código Procesal Penal, sin perjuicio de las demás que estime pertinentes.


El inciso tercero del artículo 2º aprobado en general, a que alude esta indicación, estipulaba que si la violencia intrafamiliar importa la comisión de una falta de las contempladas en los números 4º, 5º, 14, 15 y 16 del artículo 494 del Código Penal, sería sancionada conforme a las disposiciones del presente proyecto. En el texto sustitutivo de dicho artículo 2º aprobado por la Comisión en este segundo informe no figura una disposición semejante. Ello responde al criterio seguido en la reformulación de esta iniciativa de ley, en orden a no tipificar en ella infracciones penales, sino incorporar al ordenamiento penal general las respectivas circunstancias calificatorias conformadas por conductas constitutivas de violencia intrafamiliar.

Indicaciones Nos 35), 36) y 37)


De los Honorables Senadores señores Cantero, Ominami y Ruiz-Esquide para sustituir en el artículo 12 la letra “y” por una coma (,).


Estas proposiciones de enmienda introducen una corrección formal coherente con el cambio sustantivo que se plantea en las que siguen.

Indicaciones Nos 38), 39) y 40)


De los mismos señores Senadores, para agregar también en el artículo 12, entre el vocablo “Penal,” y la palabra “que”, la frase:” y el contemplado en el artículo 8º de esta ley” con el objetivo de exigir condiciones para la suspensión del procedimiento también en el caso del tipo penal establecido en el artículo 8º del proyecto.


Como ya se dijo, el artículo 8º, que definía el delito de violencia intrafamiliar, fue eliminado del proyecto.

Indicación Nº 41


Del Presidente de la República, para sustituir, siempre en el artículo 12, la palabra “conjuntamente”, por “preferentemente”, y los literales “b) y c)” por “a) y b)”.

Por las razones ya expresadas, la Comisión rechazó todas estas indicaciones y también el artículo 12.


- Acordado por la unanimidad de los miembros presentes,  los Honorables Senadores señores Chadwick, Cordero, Espina y Zaldívar, don Andrés.

- - - - - -

Indicación Nº 42)


Del Presidente de la República, para agregar, a continuación del artículo 12, uno nuevo que establece, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 395 del Código Procesal Penal, que el juez presumirá la concurrencia de antecedentes calificados en el caso de las faltas contempladas en el artículo 494 ter del Código Penal.


El precepto mencionado del Código Procesal Penal forma parte del procedimiento simplificado que es regulado en el Título I del Libro Cuarto del aludido cuerpo legal. El artículo 395 permite al  tribunal dictar sentencia inmediatamente, si el imputado admite su responsabilidad en el hecho y no son necesarias otras diligencias. En estos casos, el juez aplicará únicamente pena de multa, a menos que concurran antecedentes calificados que justifiquen la imposición de una pena de prisión.


El artículo 494 ter es un precepto nuevo, que la indicación Nº 52) propone incorporar al Código Penal. Él dispone que si las faltas de los números 4º y 5º del artículo 494 
 del mismo Código constituyen un acto de violencia intrafamiliar se impondrá exclusivamente la pena de prisión en su grado medio 
, y que si en la conducta del hechor se da la habitualidad o reincidencia se impondrá la pena superior en grado.

Los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina manifestaron que hasta ahora, y desde el establecimiento de la reforma procesal penal en Chile, nadie puede ser condenado sobre la base de presunciones. Este principio aparece particularmente justificado en la especie, pues la aprobación de esta indicación abre la posibilidad de presumir la concurrencia de antecedentes calificados que permiten elevar la pena de multa a la de prisión.


- En vista de lo anterior, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señores Chadwick, Cordero, Espina y Zaldívar, don Andrés, se rechazó esta indicación.

- - - - - -

Artículo 13


Conforme a este artículo, podrá constituir circunstancia especial de atenuación calificada de responsabilidad, respecto de los ilícitos que afecten la vida o la integridad física o psíquica, la de haber sido el hechor víctima de violencia intrafamiliar por parte de quien figura actualmente como víctima u ofendido.


Lo anterior, agrega la norma, es sin perjuicio de las eximentes o atenuantes generales que procedan conforme a derecho.

Indicación Nº 43)

De los Honorables Senadores señores Cariola, Chadwick, Coloma, Fernández y Novoa, para eliminar el artículo 13.

Se tuvo presente, para aprobar por unanimidad esta indicación, que el artículo 11, circunstancia 4ª, del Código Penal 
, ya contempla una causal genérica de atenuación de la responsabilidad penal, lo que hace inoficioso este artículo. Sin perjuicio de ello, más adelante, al ocuparse de la indicación que introduce enmiendas al citado Código, se incluyó al conviviente entre las personas enunciadas en aquella norma.


- Acordado por la unanimidad de los miembros presentes,  los Honorables Senadores señores Chadwick, Cordero, Espina y Zaldívar, don Andrés.

Artículo 14


En materia de circunstancias agravantes de la responsabilidad penal, este artículo dispone que, tratándose de delitos contra las personas previstos en el Título VIII y de los establecidos en los párrafos 5°, 6° y 9° del Título VII, del Libro Segundo, del Código Penal 
, se considerará circunstancia agravante el tener la víctima alguna de las calidades señaladas en el artículo 2° de esta ley respecto del ofensor.


Como se recordará, la formulación actual del artículo 2º, que pasó a ser 5º, estipula como requisito de la violencia intrafamiliar que entre el hechor y la víctima exista determinado parentesco por consaguinidad, por afinidad o por adopción o que la víctima sea un menor o una persona con discapacidad que se encuentre bajo el cuidado o dependencia del hechor.

Indicación Nº 44)


De los Honorables Senadores señores Cariola, Chadwick, Coloma, Fernández y Novoa, para suprimir el artículo 14.

Teniendo en cuenta que las circunstancias basadas en el parentesco o la vinculación a que se refiere el artículo definitorio de la violencia intrafamiliar serán consideradas como calificatorias de diversas figuras penales comunes, la Comisión aprobó igualmente esta indicación.


- Acordado por la unanimidad de los miembros presentes,  los Honorables Senadores señores Chadwick, Cordero, Espina y Zaldívar, don Andrés.

Artículo 15


Este artículo señala que, en caso de condena por la comisión del delito previsto en el artículo 8°, el otorgamiento de cualquiera de los beneficios previstos en la ley N° 18.216 se sujetará a lo dispuesto en el artículo 30 de dicho cuerpo legal.

Indicación Nº 45)


Del Presidente de la República, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 15.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.216:


a) Intercálase como artículo 19° bis nuevo, el siguiente:


Artículo 19° bis. La libertad vigilada no procederá si el hechor hubiere sido condenado previamente por la falta prevista en el artículo 494 ter del Código Penal.


b) En el inciso primero del artículo 30, intercálase a continuación de la expresión “Código Penal” la siguiente oración precedida de una coma (,): ”o delitos contra las personas que fueren constitutivos de actos de violencia intrafamiliar.”.


La primera decisión que adoptó la Comisión fue reubicar este artículo que modifica la ley Nº 18.216 en un párrafo diferente, que contendrá las disposiciones del proyecto que introducen enmiendas en otros cuerpos legales.

Como ya se dijo, el artículo 494 ter, que se verá más adelante, sanciona las faltas de los números 4º y 5º del artículo 494 del Código Penal que constituyan un acto de violencia intrafamiliar. Se refiere a las faltas de amenaza con arma blanca o de fuego y a las lesiones leves.


La letra a) del nuevo artículo 17 propuesto en esta indicación hace improcedente el beneficio alternativo de libertad vigilada que otorga la letra c) del artículo 1º de la ley Nº 18.216, si el hechor ha sido condenado previamente por la figura del mencionado artículo 494 ter.


El Honorable Senador señor Espina señaló que la restricción del beneficio de libertad vigilada debe proceder sólo si se trata de un condenado por delito o falta constitutivos de violencia intrafamiliar que antes ha sido condenado por un delito o falta de la misma especie, esto es,  por una infracción penal que fue calificada como violencia intrafamiliar.


Sobre la base de esta consideración, se redactó la letra a) del artículo 19 bis en los términos que figuran a continuación:


“Artículo 19 bis.- La libertad vigilada no procederá en los procesos por delitos constitutivos de actos de violencia intrafamiliar si el imputado ha sido previamente condenado por las faltas a que alude el artículo 494 ter del Código Penal, aun cuando no haya cumplido efectivamente la pena”.


En el literal b) del artículo 15 contenido en la indicación Nº 45) la Comisión introdujo una corrección formal menor.


- La indicación fue aprobada con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de los miembros presentes,  los Honorables Senadores señores Cordero, Espina y Zaldívar, don Andrés.

Artículo 16


Esta norma establece restricciones a la concesión de beneficios de la ley N° 18.216. 


Ella dispone que, tratándose de delitos contra las personas previstos en el Título VIII y de los establecidos en los párrafos 5°, 6° y 9° del Título VII, del Libro Segundo, del Código Penal 
, si el hechor ha cometido previamente en contra de la víctima actos descritos en el inciso tercero del artículo 2° de esta ley, no tendrá lugar la remisión condicional de la pena ni la libertad vigilada, contempladas en la ley N° 18.216, sobre medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad. Agrega que, con todo, cuando el hechor cause lesiones menos graves, el tribunal, por resolución fundada en antecedentes que obren en el proceso, podrá otorgarle la libertad vigilada.


Finalmente, señala que lo anterior es sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 1° de la ley N° 18.216, que excluye de los beneficios alternativos de dicho cuerpo legal a quienes sean condenados por los delitos de los artículos 362 y 372 bis del Código Penal 
.

Indicaciones Nos 46), 47) y 48)


De los Honorables Senadores señores Cantero, Ominami y Ruiz-Esquide, respectivamente, para sustituir la letra “y” por una coma (,).

Al igual que las formuladas al artículo 12 del proyecto, estas proposiciones de enmienda introducen una corrección formal coherente con el cambio sustantivo que se plantea en las que siguen.

Indicaciones Nos 49), 50) y 51)


De los Honorables Senadores señores Cantero, Ominami y Ruiz-Esquide, respectivamente, para intercalar, entre la expresión “Penal,” y la palabra “si”, lo siguiente: “y el contemplado en el artículo 8º de esta ley”.


Este grupo de seis indicaciones apunta a agregar el delito de violencia intrafamiliar, que contemplaba el artículo 8º ya eliminado, entre aquellos que no dan derecho a obtener los beneficios de remisión condicional de la pena o la libertad vigilada.


Tomando en cuenta que el citado artículo 8º fue suprimido y que la procedencia de las medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad será materia de otro precepto del presente proyecto de ley, la Comisión rechazó todas estas indicaciones.


- Acordado por la unanimidad de los miembros presentes,  los Honorables Senadores señores Cordero, Espina y Zaldívar, don Andrés.

Artículo 17


Esta norma introduce una modificación al artículo 369 del Código Penal, con el fin de reemplazar la regla 2ª del inciso cuarto del citado artículo, por la siguiente:


“2ª Cualquiera sea la circunstancia bajo la cual se perpetre el delito, a requerimiento del ofendido el juez podrá poner término al procedimiento, en consideración a los antecedentes que obren en el proceso.”.


El inciso cuarto del artículo 369 fija reglas para el ejercicio de la acción penal y el sobreseimiento, en caso de que un cónyuge o conviviente cometa alguno de los delitos previstos en los artículos 361 y 366 Nº 1 
 en contra de aquél con quien hace vida en común.

Indicación Nº 52)


Del Presidente de la República, para reemplazar el artículo por el siguiente:


“Artículo 17.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Penal:


a) Incorpórase en el numeral 4° del artículo 11, el siguiente párrafo nuevo a continuación del punto aparte que pasa a ser seguido: “Asimismo, en los delitos contra las personas, el haberse ejecutado el hecho en contra de quien hubiere sido condenado previamente por actos de violencia intrafamiliar cometidos contra el autor o alguna de las demás personas referidas precedentemente, a menos que ese hecho se encontrare comprendido en alguna de las hipótesis enumeradas en el artículo precedente.”


b) Sustitúyase la regla 2ª del inciso cuarto del artículo 369 del Código Penal por la siguiente:


“2ª Cualquiera sea la circunstancia bajo la cual se perpetre el delito, a requerimiento del ofendido el juez podrá poner término al procedimiento, en consideración a los antecedentes que obren en el proceso.”.


c) Sustitúyase el artículo 400 por el siguiente: 


“Artículo 400. Si los hechos a que se refieren los anteriores artículos de este párrafo constituyeren actos de violencia intrafamiliar o hubieren sido ejecutados concurriendo cualquiera de las circunstancias 2°, 3° y 4° del N° 1 del artículo 391, se impondrá la mitad superior de la pena señalada en la ley para el delito respectivo. Tratándose del delito establecido en el artículo precedente no se impondrá la pena de multa.


Si adicionalmente concurriere habitualidad en la conducta del agente se impondrá la pena superior en grado.”.


d) Agrégase el siguiente artículo 494 ter nuevo: 


“Artículo 494 ter.- Cuando la conducta señalada en el artículo 494 N° 4 y 5 fueren constitutivas de un acto de violencia intrafamiliar, el hecho se sancionará exclusivamente con la pena de prisión en su grado medio.


Si adicionalmente concurriere habitualidad o reincidencia en la conducta del agente se impondrá la pena superior en grado.”.”.


La indicación incluye en su literal b) la disposición que contiene el artículo 17 aprobado en general y agrega otras tres modificaciones al Código Penal: enmienda los artículos 11 y 400 e incorpora un artículo 494 ter, nuevo.


El literal a) del nuevo artículo 17 que plantea la indicación agrega un párrafo a la cuarta atenuante de responsabilidad penal del artículo 11 del Código, cual es, haberse ejecutado el hecho en vindicación próxima de una ofensa grave causada al autor, a su cónyuge, a sus parientes legítimos por consanguinidad o afinidad en toda la línea recta y en la colateral hasta el segundo grado inclusive, a sus padres o hijos naturales o ilegítimos reconocidos. 


La disposición que se agregaría consagra una atenuante en favor de quien comete delito contra las personas, respecto de quien ha hecho víctima de actos de violencia intrafamiliar al autor o a alguna de las demás personas señaladas en el párrafo anterior, salvo que se configure alguna de las causales de exención de responsabilidad criminal del artículo 10 del Código en cuestión.


Cabe recordar que el artículo 13 del proyecto aprobado en general, y suprimido por la Comisión en el presente informe, discurría sobre la idea de consagrar como una atenuante calificada, respecto de ilícitos que afecten la vida o la integridad física o síquica, el haber sido el hechor víctima de violencia intrafamiliar por parte del actual ofendido. 


El literal b) del nuevo artículo 17 de la indicación Nº 52) sustituye la regla 2ª del inciso cuarto del artículo 369 del Código Penal, ya descrita.


Respecto de esta letra b), el asesor del SERNAM, señor Marco Rendón, explicó que el texto aprobado en general es incompatible con la reforma procesal penal, porque en virtud de la misma hoy la facultad de poner término al procedimiento se radica en el Ministerio Público y no en el tribunal penal.


La abogada del Ministerio Público, señora María Eugenia Manaud, hizo presente, además, que el inciso cuarto del artículo 369 del Código Penal alude a delitos de connotación sexual, no todos los cuales son constitutivos de violencia intrafamiliar.


La Comisión resolvió rechazar las letras a) y b) incluidas en el artículo 17 de esta indicación. Sin embargo, le pareció necesario completar la enunciación de personas vinculadas con quien comete un ilícito en vindicación próxima de una ofensa grave, para incluir en ella al conviviente, a continuación de la referencia al cónyuge. Este acuerdo se traduce en la modificación que se propone más adelante a la causal 4ª del artículo 11 del Código Penal, materializada en la letra a) del artículo 17 que propone la Comisión.


- Ambos acuerdos fueron unánimes y concurrieron a adoptarlos los Honorables Senadores señores Cordero, Espina y Zaldívar, don Andrés.


El literal c) del artículo 17 de la indicación reemplaza el artículo 400 del Código Penal, que eleva en un grado la pena por delitos de castración, mutilación, lesiones graves y menos graves cometidos contra las personas mencionadas en el artículo 390, esto es, el cónyuge, padre, madre, hijo, ascendientes o descendientes legítimos, o mediando premio o promesa, veneno o ensañamiento.


El texto propuesto para reemplazarlo sustituye la alusión a las personas mencionadas en el artículo 390 por una oración que dispone que la pena se agrave si los mencionados delitos constituyen actos de violencia intrafamiliar. Por otra parte, la sanción que se impondría en tales casos ya no sería el grado superior de la asignada al delito, sino la mitad superior de la señalada en la ley. La pena superior en grado se reserva para la hipótesis de habitualidad. Por último, el precepto dispone que si la violencia intrafamiliar causa lesiones menos graves no procederá imponer al hechor una multa, sino la pena privativa de libertad del artículo 399 del Código Penal 
.


Como el propósito del proyecto es fortalecer la protección de las víctimas de violencia intrafamiliar, se resolvió aprobar la indicación, con modificaciones. En efecto, el incremento del castigo en un grado se aplicará siempre que el delito sea calificado como violencia intrafamiliar.


- Con estas enmiendas, este literal de la indicación fue aprobado unánimemente por los miembros presentes de la Comisión,  los Honorables Senadores señores Cordero, Espina y Zaldívar, don Andrés.


El literal d) del artículo 17 contenido en la indicación Nº 52) agrega al Código Penal un artículo 494 ter, nuevo, que formará parte del Título I del Libro Tercero, relativo a las faltas.


Él dispone que si las faltas de los números 4º y 5º del artículo 494, esto es, amenazas con arma o lesiones leves, constituyen un acto de violencia intrafamiliar, la sanción será exclusivamente la prisión en su grado medio 
, y que si existe habitualidad o reincidencia, se impondrá la pena superior en grado.


La Comisión rechazó de inmediato la posibilidad de asignar una pena indivisible al ilícito, por lo que eliminó la palabra “exclusivamente”. Además, sustituyó el concepto “reincidencia” por “reiteración”, para evitar que se entienda que debe haber sentencia condenatoria ejecutoriada.


El Honorable Senador señor Espina dejó constancia de que la habitualidad o reiteración debe referirse a actos de violencia intrafamiliar y no a cualquier delito.


- La letra d) de la indicación fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión,  los Honorables Senadores señores Cordero, Espina y Zaldívar, don Andrés.

Indicaciones Nos 53), 54) y 55)


De los Honorables Senadores señores Cantero, Ominami y Ruiz-Esquide, para sustituir el artículo 17 aprobado en general  por otro, que deroga la circunstancia 2ª del artículo 369 del Código Penal, a que ya se ha hecho referencia.

- Guardando coherencia con lo resuelto en torno al artículo 17, con ocasión del debate acerca de la indicación 
Nº 52), unánimemente los miembros presentes de la Comisión,  los Honorables Senadores señores Cordero, Espina y Zaldívar, don Andrés, rechazaron estas indicaciones.

- - - - - -

Indicación Nº 56)


Del Presidente de la República, para agregar, a continuación del artículo 17, dos preceptos nuevos.


El primero, dispone que esta ley comience a regir el 1 de Octubre de 2005. La fecha es coincidente con aquella en que entrará en vigor la ley Nº 19.968, que crea los tribunales de familia. Además, para ese entonces está previsto que la reforma procesal penal está en plena aplicación en todo el territorio nacional.


- Fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señores Cordero, Espina y Zaldívar, don Andrés.


El segundo, señala que la Ley de Presupuestos del Sector Público deberá consultar anualmente los recursos necesarios para la adecuada aplicación de esta ley.


La Comisión lo rechazó, por estimarlo innecesario.


- Acordado por la unanimidad de los miembros presentes, los Honorables Senadores señores Cordero, Espina y Zaldívar, don Andrés.

- - - - - -

Artículo 18


Este artículo deroga la ley N° 19.325, que establece normas sobre procedimiento y sanciones relativos a los actos de violencia intrafamiliar.


A proposición del SERNAM, la Comisión completó la redacción de este precepto, con una referencia al Artículo segundo transitorio de la ley Nº 19.968, que estipula que las causas de competencia de los juzgados de familia que a la fecha de entrar en vigencia aquella ley 
 se encuentren radicadas en juzgados civiles, continuarán ventilándose en éstos, conforme a las normas procesales vigentes a su inicio, hasta la sentencia de término. Además, se consignó que toda referencia a la ley 
Nº 19.325 deberá entenderse hecha a la presente. 


- La Comisión acordó dichas enmiendas por unanimidad de los presentes, los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.
- - - - - -

Indicación Nº 57)


De los Honorables Senadores señores Cariola, Chadwick, Coloma, Fernández y Novoa, para agregar, a continuación del artículo 18, otro nuevo, que introduce modificaciones al Código Penal.


El número 1 de la indicación agrega una nueva circunstancia atenuante al artículo 11 del Código Penal, consistente en que, en los delitos contra las personas, el hechor haya sido víctima de violencia intrafamiliar por parte del actual ofendido.


El número 2 agrega la siguiente circunstancia agravante al artículo 12 del Código Penal: 


“20ª. En los delitos contemplados en los párrafos 5º, 6º y 9º del Título VII y en los delitos contra las personas, la de tener la víctima la calidad de pariente por consanguinidad o por afinidad en toda la línea recta o en la colateral hasta el cuarto grado inclusive; adoptante o adoptado del ofensor. Así mismo, se aplicará esta circunstancia agravante cuando el delito se cometa contra la persona con quien se mantiene una relación de convivencia; los parientes de esta por consanguinidad en toda la línea recta y en la colateral hasta el segundo grado inclusive; o el padre o madre del hijo común aún cuando no medie convivencia ni matrimonio.”.


Teniendo presente que ambos temas están ya resueltos conforme al criterio de calificar determinados tipos penales comunes con la circunstancia de constituir violencia intrafamiliar, y que el caso específico de la atenuante arriba mencionada ya fue incluido en el proyecto, la Comisión rechazó unánimemente esta indicación.


- Acordado por los Honorables Senadores señores Cordero, Espina y Zaldívar, don Andrés.

- - - - - -

Indicación Nº 58)


Del Honorable Senador señor Ominami, para agregar, a continuación del artículo 18, otro nuevo, que incorpora la ley de protección contra la violencia intrafamiliar en el apéndice del Código Penal.


- Se rechazó en consideración a que, por tratarse de una materia administrativa, no es propia de ley. Así lo acordaron, por unanimidad, los Honorables Senadores señores Cordero, Espina y Zaldívar, don Andrés.

- - - - - - -

Disposición transitoria

Artículo transitorio


Esta disposición transitoria establece que los procesos por actos de violencia intrafamiliar iniciados al amparo de la ley 
Nº 19.325, se seguirán substanciando conforme al procedimiento establecido en dicha ley.

Indicación Nº 59)


Del Presidente de la República, para incorporarle la siguiente oración final: “Para estos efectos, continuarán vigentes los artículos 1° y 4° de dicho cuerpo legal.”.

El acuerdo adoptado respecto del artículo 18 del proyecto, que en nuestra proposición final pasará a ser artículo 20, hacen innecesarios tanto el artículo transitorio como la indicación.


- La Comisión rechazó ambos, por la unanimidad de sus miembros presentes, los Honorables Senadores señores Chadwick, Cordero, Espina y Zaldívar, don Andrés.

- - - - - -

Indicación Nº 60


De los Honorables Senadores señores Cariola, Chadwick, Coloma, Fernández y Novoa, para agregar, a continuación del artículo transitorio, otro nuevo, que dispone lo siguiente: “En tanto no entre en vigencia la ley Nº 19.968, que crea los Tribunales de Familia, los procesos que se originen por hechos contemplados en esta ley serán de conocimiento del Juez de Letras en lo civil del lugar en que se encuentre el domicilio del afectado, y según el procedimiento contemplado en la ley Nº 19.325.”.


- Fue rechazada por el mismo motivo que la anterior y con idéntica votación.

- - - - - -

MODIFICACIONES


En mérito de los acuerdos consignados, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, tiene el honor de proponer las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Senado:


- Insertar la palabra “Párrafo” al comienzo del epígrafe “1º. De la violencia intrafamiliar”.

(Artículo 121 Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0).

Artículo 1º


- Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 1°.- Objeto de la ley. Esta ley tiene por objeto prevenir, sancionar y erradicar la violencia intrafamiliar y otorgar protección a las víctimas de la misma.”.

(Indicación Nº  2), unanimidad 4 x 0).

- - - - - -


Intercalar los siguientes artículos 2º, 3º y 4º, nuevos:


“Artículo 2º.- Obligación de protección. Es deber del Estado adoptar las medidas conducentes para garantizar la vida, integridad personal y seguridad de los miembros de la familia.


Artículo 3º.- Prevención y Asistencia. El Estado adoptará políticas orientadas a prevenir la violencia intrafamiliar, en especial contra la mujer y los niños, y a prestar asistencia a las víctimas.


Entre otras medidas, implementará las siguientes:


a) Incorporar en los planes y programas de estudio contenidos dirigidos a modificar las conductas que favorecen, estimulan o perpetúan la violencia intrafamiliar;


b) Desarrollar planes de capacitación para los funcionarios públicos que intervengan en la aplicación de esta ley;


c) Desarrollar políticas y programas de seguridad pública para prevenir y erradicar la violencia intrafamiliar;


d) Favorecer iniciativas de la sociedad civil para el logro de los objetivos de esta ley;


e) Adoptar las medidas necesarias para dar cumplimiento a la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, la Convención sobre los Derechos del Niño y demás instrumentos internacionales suscritos por el Estado de Chile, y


f) Crear y mantener sistemas de información y registros estadísticos en relación a la violencia intrafamiliar.


Artículo 4º.- Corresponderá al Servicio Nacional de la Mujer proponer al Presidente de la República las políticas públicas para el cumplimiento de los objetivos de esta ley.


Para estos efectos, en coordinación y colaboración con los organismos públicos y privados pertinentes, tendrá las siguientes funciones:


a) Impulsar, coordinar y evaluar las políticas gubernamentales en contra de la violencia intrafamiliar;


b) Recomendar la adopción de medidas legales, reglamentarias o de otra naturaleza para prevenir, sancionar y erradicar la violencia intrafamiliar; 


c) Prestar asistencia técnica a los organismos que intervengan en la aplicación de esta ley y que así lo requieran, y


d) Promover la contribución de los medios de comunicación para erradicar la violencia contra la mujer y realzar el respeto a su dignidad.”.

(Indicación Nº 3), unanimidad 4 x 0).

- - - - - -

Artículo 2º

Ha pasado a ser artículo 5º, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 5º.- Violencia intrafamiliar. Será constitutivo de violencia intrafamiliar todo maltrato que afecte la integridad física o psíquica de quien tenga o haya tenido respecto del ofensor la calidad de cónyuge o una relación de convivencia; o que sea pariente por consanguinidad o por afinidad en toda la línea recta o en la colateral hasta el tercer grado inclusive, respecto del adoptante o adoptado que viva bajo la misma morada y cualquiera que sea la edad o condición del afectado.


También habrá violencia intrafamiliar cuando la conducta referida en el inciso precedente recaiga en personas menores de edad o discapacitados que se encuentren bajo el cuidado o dependencia de cualquiera de los integrantes del grupo familiar.”.

(Indicación Nº  4), unanimidad, 4 x 0)

- - - - - -


- Intercalar a continuación el siguiente epígrafe y artículo 6º, nuevos:

“Párrafo 2º. De la Violencia Intrafamiliar de conocimiento de los Juzgados de Familia”.

(Indicación Nº 1), unanimidad, 4 x 0).


“Artículo 6º.- Los actos de violencia intrafamiliar que no constituyan delito serán de conocimiento de los juzgados de familia y se sujetarán al procedimiento establecido en la ley Nº 19.968.”.

(Artículo 121 Reglamento del Senado, unanimidad 5 x 0)

- - - - - -

Artículo 3º


- Pasa a ser artículo 7º, con las siguientes modificaciones:


- En el inciso primero, agregar las palabras “de familia”, a continuación de los términos “el tribunal”.


- En el inciso segundo, sustituir el vocablo “habiendo”, que precede a la forma verbal “precedido”, por el vocablo “haya”, suprimir la coma (,) escrita luego de la palabra “ofensor” e intercalar a continuación la expresión “o cuando”.

(Artículo 121 Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0).


- Agregar el siguiente inciso final, nuevo:


“En caso de incumplimiento de las medidas decretadas de conformidad con lo que dispone el inciso primero, el juez pondrá en conocimiento del Ministerio Público los antecedentes para los efectos de lo previsto en el inciso segundo del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil, sin perjuicio de imponer al infractor, como medida de apremio, arresto hasta por quince días.”.

(Artículo 121 Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0).

- - - - - -


- Suprimir el epígrafe “2º De las responsabilidades y sanciones”, que precede al artículo 4º.

(Artículo 121 Reglamento del Senado, unanimidad, 4 x 0).

- - - - - - -

Artículo 4º


- Pasa a ser artículo 8º, reemplazado por el que sigue:


“Artículo 8°.- Sanciones. Se castigará el maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar, atendida su gravedad, con una multa de media a quince unidades tributarias mensuales a beneficio del gobierno regional del domicilio del denunciante o demandante, para ser destinada a los centros de atención de víctimas de violencia intrafamiliar existentes en la región respectiva y que sean de financiamiento público o privado. 


El condenado deberá acreditar el pago de la multa dentro de los cinco días siguientes a la fecha de la notificación de la sentencia, a menos que el juez, por motivos fundados, prorrogue dicho término hasta por quince días. 


En caso de incumplimiento el tribunal remitirá los antecedentes al Ministerio Público, conforme a lo dispuesto en el artículo 240 del Código de Procedimiento Civil.”.

(Indicación Nº 11), unanimidad, 4 x 0).

- - - - - -


- Intercalar luego el siguiente artículo 9º, nuevo:


“Artículo 9º.- Medidas accesorias. Además de lo dispuesto en el artículo precedente, el juez podrá aplicar en la sentencia una o más de las siguientes medidas accesorias: 


a) Obligación de abandonar el ofensor el hogar que comparte con la víctima;

(Artículo 121 Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0).


b) Prohibición de visitar el domicilio, lugar de trabajo o establecimiento educacional del ofendido. Si ambos trabajan o estudian en el mismo lugar se oficiará al empleador o director del establecimiento para que adopte las medidas de resguardo necesarias.


c) Prohibición de porte y tenencia y, en su caso, el comiso, de armas de fuego. De ello se informará, según corresponda, a la Dirección General de Movilización, a la Comandancia de Guarnición o al Director de Servicio respectivo, para los fines legales y reglamentarios que corresponda.


d) La asistencia obligatoria a programas terapéuticos o de orientación familiar. Las instituciones que desarrollen dichos programas darán cuenta al respectivo tribunal del tratamiento que deba seguir el agresor, de su inicio y término.


En caso de quebrantamiento de lo previsto en las letras a), b) y c) se aplicará lo dispuesto en el inciso final del artículo precedente.


Sin perjuicio de lo anterior, el juez, en la sentencia definitiva, fijará los alimentos definitivos, el régimen de cuidado personal y de relación directa y regular de los hijos si los hubiere, y cualquier otra cuestión de familia que sea sometida a su conocimiento por las partes.”.

(Indicación Nº 15), unanimidad, 4 x 0)

- - - - - - -

Artículo 5º


- Pasa a ser artículo 10, sin otra enmienda.

- - - - - -

Artículo 6º


- Rechazarlo.

(Indicación Nº  16), unanimidad 4 x 0).

- - - - - -


- Reemplazar el epígrafe “3º Disposiciones generales”, por “Párrafo 3° De la violencia intrafamiliar constitutiva de delito”, y colocarlo antes del artículo 8º, que pasa a ser 12.

(Indicación Nº  18), unanimidad 4 x 0).

- - - - - - -
Artículo 7º


- Pasa a ser artículo 11, integrando el Párrafo 2º.


- En el inciso segundo intercalar, a continuación de la expresión “violencia intrafamiliar”, la oración “circunstancias que el mencionado Servicio hará constar, además, en su respectivo certificado de antecedentes”, antecedida por una coma (,).

(Indicaciones Nºs 20), 21) y 22), unanimidad 4 x 0).

- - - - - -

Artículo 8º


- Pasa a ser artículo 12, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 12.- Normas Especiales. En las investigaciones y procedimientos penales derivados de violencia intrafamiliar se aplicarán, además, las disposiciones del presente párrafo.”.

(Indicación Nº  23), unanimidad, 4 x 0).

- - - - - -

Artículo 9º


- Pasa a ser artículo 13, sustituido por el que sigue:


“Artículo 13.- Medidas cautelares. En cualquier etapa de la investigación o del procedimiento referidos a delitos vinculados a violencia intrafamiliar, y aún antes de la formalización, el tribunal con competencia en lo penal podrá decretar las medidas cautelares que establece el artículo 92 de la ley Nº 19.968.

(Indicación Nº 25), unanimidad, 4 x 0).



En caso de incumplimiento de dichas medidas, el juez pondrá en conocimiento del Ministerio Público los antecedentes para los efectos de lo previsto en el inciso segundo del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil, sin perjuicio de imponer al infractor, como medida de apremio, arresto hasta por quince días.”.

 (Artículo 121 Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0).

- - - - - -

Artículo 10


- Suprimirlo.

(Artículo 121 Reglamento del Senado, unanimidad, 4 x 0).

- - - - - -


- Insertar enseguida, como artículo 14, el siguiente, nuevo:


“Artículo 14.- Las medidas accesorias que establece el artículo 9º serán aplicadas por los tribunales con competencia en lo penal, cuando el delito constituya un acto de violencia intrafamiliar, sin perjuicio de las sanciones principales y accesorias que correspondan al delito de que se trate.


El juez fijará prudencialmente el plazo de esas medidas, que no podrá ser inferior a seis meses ni superior a un año, atendidas las circunstancias que las justifiquen. Dichas medidas podrán ser prorrogadas, a petición de la víctima, si se mantienen los hechos que las justificaron. En el caso de la letra c) del artículo 9º, la duración de la medida será fijada, y podrá prorrogarse, tomando en consideración los antecedentes proporcionados por la institución respectiva.”.

(Indicación Nº 15), unanimidad 5 x 0).

- - - - - - -

Artículo 11


- Pasa a ser artículo 15, sustituido por el que sigue:


“Artículo 15.- Calificación del consentimiento. Para efectos de lo dispuesto en el artículo 241 del Código Procesal Penal, el juez verificará especialmente que el consentimiento de la víctima no se encuentre determinado por circunstancias que impidan prestarlo libre e informadamente.”. 

(Indicación Nº  34), unanimidad, 4 x 0).

- - - - - -

Artículo 12


- Rechazarlo. 

(Artículo 121 Reglamento del Senado, unanimidad, 4 x 0).

- - - - - -

Artículo 13


- Suprimirlo. 

(Indicación Nº 43), unanimidad, 4x0).

- - - - - -

Artículo 14


- Eliminarlo. 

(Indicación Nº 44), unanimidad, 4x0).
- - - - - -


- Intercalar como artículo 16, nuevo, el siguiente:


“Artículo 16.- Representación judicial de la víctima. La mujer víctima de delitos asociados a violencia intrafamiliar que sea mayor de edad y se constituya personalmente en parte querellante, podrá hacerlo patrocinada y representada por el Servicio Nacional de la Mujer, si ella así lo requiere.”.

- - - - - -

· Insertar a continuación el siguiente epígrafe:

“Párrafo 4º. Otras Disposiciones”.

(Artículo 121 Reglamento del Senado, unanimidad, 5 x 0).

- - - - - - -

Artículo 15


- Pasa a ser artículo 17, reemplazado por el que se indica a continuación:


“Artículo 17.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.216:


a) Intercálase como artículo 19 bis, nuevo, el siguiente:


“Artículo 19 bis.- La libertad vigilada no procederá en los procesos por delitos constitutivos de actos de violencia intrafamiliar si el imputado ha sido previamente condenado por las faltas a que alude el artículo 494 ter del Código Penal, aún cuando no haya cumplido efectivamente la pena”.


b) En el inciso primero del artículo 30, intercálase a continuación de la expresión “Código Penal” la siguiente oración precedida de una coma (,): “o delitos contra las personas que sean constitutivos de actos de violencia intrafamiliar.”.”.

(Indicación Nº  45), unanimidad, 5 x 0).

- - - - - -

Artículo 16


- Suprimirlo.

(Artículo 121 Reglamento del Senado, unanimidad, 3 x 0).

- - - - - -

Artículo 17


- Pasa a ser artículo 18, reemplazado como sigue:


“Artículo 18.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Penal:


a) Intercálase en la circunstancia 4ª del artículo 11 del Código Penal, a continuación de la expresión “a su cónyuge,”, las palabras “o su conviviente”, seguidas de una coma (,).

(Indicación Nº  52), unanimidad, 5 x 0).

b) Sustitúyese el artículo 400 por el siguiente: 


“Artículo 400. Si los hechos a que se refieren los artículos anteriores de este párrafo constituyen actos de violencia intrafamiliar o han sido ejecutados concurriendo cualquiera de las circunstancias Segunda, Tercera o Cuarta del número 1º del artículo 391, las penas se aumentarán en un grado. Tratándose del delito establecido en el artículo precedente no se impondrá la pena de multa.”.

(Indicación Nº  52), unanimidad, 5 x 0).


c) Agrégase el siguiente artículo 494 ter nuevo: 


“Artículo 494 ter.- Cuando las faltas previstas en los números 4º y 5º del artículo 494 sean constitutivas de un acto de violencia intrafamiliar, el hecho se sancionará con prisión en su grado medio. 


Si concurre habitualidad o reiteración, se impondrá la pena superior en grado.”.”.

(Indicación Nº  52), unanimidad, 4 x 0).
- - - - - -


- Intercalar los siguientes artículos 19 y 20, nuevos:


“Artículo 19.- Sustitúyese el artículo 94 de la ley 
Nº 19.968, por el siguiente:



“Artículo 94.- Incumplimiento de medidas cautelares. En caso de incumplimiento de las medidas cautelares, el juez pondrá en conocimiento del Ministerio Público los antecedentes para los efectos de lo previsto en el inciso segundo del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil. Sin perjuicio de ello, impondrá al infractor, como medida de apremio, arresto hasta por quince días.”.”.

(Artículo 121 Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0).


“Artículo 20.- Vigencia. La presente ley comenzará a regir el 1 de Octubre de 2005.”.

(Indicación Nº  56), unanimidad, 3 x 0).

- - - - - -

Artículo 18


- Pasa a ser artículo 21, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 21.- Derogación. Derógase la ley 
Nº 19.325, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo segundo transitorio de la ley Nº 19.968. Toda referencia legal o reglamentaria a la ley Nº 19.325, debe entenderse hecha a la presente ley.”.”.

(Artículo 121 Reglamento del Senado, unanimidad, 5 x 0).
- - - - - -

Artículo Transitorio

- Eliminarlo.

(Artículo 121 Reglamento del Senado, unanimidad, 4 x 0).

- - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley que como sigue:

PROYECTO DE LEY:

"DICTA NORMAS DE PROTECCIÓN CONTRA LA VIOLENCIA INTRAFAMILIAR

Párrafo 1°. De la violencia intrafamiliar


Artículo 1°.- Objeto de la ley. Esta ley tiene por objeto prevenir, sancionar y erradicar la violencia intrafamiliar y otorgar protección a las víctimas de la misma.


Artículo 2º.- Obligación de protección. Es deber del Estado adoptar las medidas conducentes para garantizar la vida, integridad personal y seguridad de los miembros de la familia.


Artículo 3º.- Prevención y Asistencia. El Estado adoptará políticas orientadas a prevenir la violencia intrafamiliar, en especial contra la mujer y los niños, y a prestar asistencia a las víctimas.


Entre otras medidas, implementará las siguientes:


a) Incorporar en los planes y programas de estudio contenidos dirigidos a modificar las conductas que favorecen, estimulan o perpetúan la violencia intrafamiliar;


b) Desarrollar planes de capacitación para los funcionarios públicos que intervengan en la aplicación de esta ley;


c) Desarrollar políticas y programas de seguridad pública para prevenir y erradicar la violencia intrafamiliar;


d) Favorecer iniciativas de la sociedad civil para el logro de los objetivos de esta ley;


e) Adoptar las medidas necesarias para dar cumplimiento a la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, la Convención sobre los Derechos del Niño y demás instrumentos internacionales suscritos por el Estado de Chile, y


f) Crear y mantener sistemas de información y registros estadísticos en relación a la violencia intrafamiliar.


Artículo 4º.- Corresponderá al Servicio Nacional de la Mujer proponer al Presidente de la República las políticas públicas para el cumplimiento de los objetivos de esta ley.


Para estos efectos, en coordinación y colaboración con los organismos públicos y privados pertinentes, tendrá las siguientes funciones:


a) Impulsar, coordinar y evaluar las políticas gubernamentales en contra de la violencia intrafamiliar;


b) Recomendar la adopción de medidas legales, reglamentarias o de otra naturaleza para prevenir, sancionar y erradicar la violencia intrafamiliar; 


c) Prestar asistencia técnica a los organismos que intervengan en la aplicación de esta ley y que así lo requieran, y


d) Promover la contribución de los medios de comunicación para erradicar la violencia contra la mujer y realzar el respeto a su dignidad.


Artículo 5º.- Violencia intrafamiliar. Será constitutivo de violencia intrafamiliar todo maltrato que afecte la integridad física o psíquica de quien tenga o haya tenido respecto del ofensor la calidad de cónyuge o una relación de convivencia; o que sea pariente por consanguinidad o por afinidad en toda la línea recta o en la colateral hasta el tercer grado inclusive, respecto del adoptante o adoptado que viva bajo la misma morada y cualquiera que sea la edad o condición del afectado.


También habrá violencia intrafamiliar cuando la conducta referida en el inciso precedente recaiga en personas menores de edad o discapacitados que se encuentren bajo el cuidado o dependencia de cualquiera de los integrantes del grupo familiar.

Párrafo 2º. De la Violencia Intrafamiliar de conocimiento de los Juzgados de Familia


Artículo 6º.- Los actos de violencia intrafamiliar que no constituyan delito serán de conocimiento de los juzgados de familia y se sujetarán al procedimiento establecido en la ley Nº 19.968.


Artículo 7°.- Situación de riesgo. Cuando exista una situación de riesgo inminente para una o más personas de sufrir un maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar, que pueda afectar directamente alguno de los bienes jurídicos señalados en el artículo 5º, aun cuando éste no se haya llevado a cabo, el tribunal de familia, con el mérito de la denuncia, deberá adoptar las medidas de protección o cautelares que correspondan.


Se presumirá que existe una situación de riesgo inminente como la descrita en el inciso anterior cuando haya precedido intimidación de causar daño por parte del ofensor o cuando concurran circunstancias o antecedentes tales como: drogadicción, alcoholismo, una o más denuncias por violencia intrafamiliar, condena previa por violencia intrafamiliar, procesos pendientes o condenas previas por crimen o simple delito contra las personas o por alguno de los delitos establecidos en los párrafos 5° y 6° del Título VII, del Libro Segundo del Código Penal, o antecedentes psiquiátricos o psicológicos que denoten características de personalidad violenta.


Además, el tribunal cautelará especialmente los casos en que la víctima esté embarazada, se trate de una persona con discapacidad u otra condición que la haga vulnerable.


En caso de incumplimiento de las medidas decretadas de conformidad con lo que dispone el inciso primero, el juez pondrá en conocimiento del Ministerio Público los antecedentes para los efectos de lo previsto en el inciso segundo del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil, sin perjuicio de imponer al infractor, como medida de apremio, arresto hasta por quince días.


Artículo 8°.- Sanciones. Se castigará el maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar, atendida su gravedad, con una multa de media a quince unidades tributarias mensuales a beneficio del gobierno regional del domicilio del denunciante o demandante, para ser destinada a los centros de atención de víctimas de violencia intrafamiliar existentes en la región respectiva y que sean de financiamiento público o privado. 


El condenado deberá acreditar el pago de la multa dentro de los cinco días siguientes a la fecha de la notificación de la sentencia, a menos que el juez, por motivos fundados, prorrogue dicho término hasta por quince días. 


En caso de incumplimiento el tribunal remitirá los antecedentes al Ministerio Público, conforme a lo dispuesto en el artículo 240 del Código de Procedimiento Civil.


Artículo 9º.- Medidas accesorias. Además de lo dispuesto en el artículo precedente, el juez podrá aplicar en la sentencia una o más de las siguientes medidas accesorias: 


a) Obligación de abandonar el ofensor el hogar que comparte con la víctima;


b) Prohibición de visitar el domicilio, lugar de trabajo o establecimiento educacional del ofendido. Si ambos trabajan o estudian en el mismo lugar se oficiará al empleador o director del establecimiento para que adopte las medidas de resguardo necesarias.


c) Prohibición de porte y tenencia y, en su caso, el comiso, de armas de fuego. De ello se informará, según corresponda, a la Dirección General de Movilización, a la Comandancia de Guarnición o al Director de Servicio respectivo, para los fines legales y reglamentarios que corresponda.


d) La asistencia obligatoria a programas terapéuticos o de orientación familiar. Las instituciones que desarrollen dichos programas darán cuenta al respectivo tribunal del tratamiento que deba seguir el agresor, de su inicio y término.


En caso de quebrantamiento de lo previsto en las letras a), b) y c) se aplicará lo dispuesto en el inciso final del artículo precedente.


Sin perjuicio de lo anterior, el juez, en la sentencia definitiva, fijará los alimentos definitivos, el régimen de cuidado personal y de relación directa y regular de los hijos si los hubiere, y cualquier otra cuestión de familia que sea sometida a su conocimiento por las partes. 


Artículo 10.- Desembolsos y perjuicios patrimoniales. La sentencia establecerá la obligación del condenado de pagar a la víctima los desembolsos y perjuicios de carácter patrimonial que se hubieren ocasionado con la ejecución del o los actos constitutivos de violencia intrafamiliar objeto del juicio, incluida la reposición en dinero o en especie de bienes dañados, destruidos o perdidos. Estos perjuicios serán determinados prudencialmente por el juez.


Artículo 11.- Registro de sanciones. El Servicio de Registro Civil e Identificación deberá llevar un Registro Especial de las personas que hayan sido condenadas, por sentencia ejecutoriada, como autoras de violencia intrafamiliar, así como de las resoluciones que la ley ordene inscribir.


El tribunal, ejecutoriada que sea la sentencia, deberá oficiar al Registro Civil, individualizando al condenado y la sanción aplicada por el hecho de violencia intrafamiliar, circunstancias que el mencionado Servicio hará constar, además, en su respectivo certificado de antecedentes. Este Registro Especial será puesto en conocimiento del tribunal a solicitud de éste, en los casos regulados en la ley.

Párrafo 3° De la violencia intrafamiliar constitutiva de delito


Artículo 12.- Normas Especiales. En las investigaciones y procedimientos penales derivados de violencia intrafamiliar se aplicarán, además, las disposiciones del presente párrafo.


Artículo 13.- Medidas cautelares. En cualquier etapa de la investigación o del procedimiento referidos a delitos vinculados a violencia intrafamiliar, y aún antes de la formalización, el tribunal con competencia en lo penal podrá decretar las medidas cautelares que establece el artículo 92 de la ley Nº 19.968.



En caso de incumplimiento de dichas medidas, el juez pondrá en conocimiento del Ministerio Público los antecedentes para los efectos de lo previsto en el inciso segundo del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil, sin perjuicio de imponer al infractor, como medida de apremio, arresto hasta por quince días.


Artículo 14.- Las medidas accesorias que establece el artículo 9º serán aplicadas por los tribunales con competencia en lo penal, cuando el delito constituya un acto de violencia intrafamiliar, sin perjuicio de las sanciones principales y accesorias que correspondan al delito de que se trate.


El juez fijará prudencialmente el plazo de esas medidas, que no podrá ser inferior a seis meses ni superior a un año, atendidas las circunstancias que las justifiquen. Dichas medidas podrán ser prorrogadas, a petición de la víctima, si se mantienen los hechos que las justificaron. En el caso de la letra c) del artículo 9º, la duración de la medida será fijada, y podrá prorrogarse, tomando en consideración los antecedentes proporcionados por la institución respectiva.


Artículo 15.- Calificación del consentimiento. Para efectos de lo dispuesto en el artículo 241 del Código Procesal Penal, el juez verificará especialmente que el consentimiento de la víctima no se encuentre determinado por circunstancias que impidan prestarlo libre e informadamente.


Artículo 16.- Representación judicial de la víctima. La mujer víctima de delitos asociados a violencia intrafamiliar que sea mayor de edad y se constituya personalmente en parte querellante, podrá hacerlo patrocinada y representada por el Servicio Nacional de la Mujer, si ella así lo requiere.

Párrafo 4º. Otras Disposiciones


Artículo 17.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.216:


a) Intercálase como artículo 19 bis, nuevo, el siguiente:


“Artículo 19 bis.- La libertad vigilada no procederá en los procesos por delitos constitutivos de actos de violencia intrafamiliar si el imputado ha sido previamente condenado por las faltas a que alude el artículo 494 ter del Código Penal, aún cuando no haya cumplido efectivamente la pena”.


b) En el inciso primero del artículo 30, intercálase a continuación de la expresión “Código Penal” la siguiente oración precedida de una coma (,): “o delitos contra las personas que sean constitutivos de actos de violencia intrafamiliar.”.


Artículo 18.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Penal:


a) Intercálase en la circunstancia 4ª del artículo 11 del Código Penal, a continuación de la expresión “a su cónyuge,”, las palabras “o su conviviente”, seguidas de una coma (,).


b) Sustitúyese el artículo 400 por el siguiente: 


“Artículo 400. Si los hechos a que se refieren los artículos anteriores de este párrafo constituyen actos de violencia intrafamiliar o han sido ejecutados concurriendo cualquiera de las circunstancias Segunda, Tercera o Cuarta del número 1º del artículo 391, las penas se aumentarán en un grado. Tratándose del delito establecido en el artículo precedente no se impondrá la pena de multa.”.


c) Agrégase el siguiente artículo 494 ter nuevo: 


“Artículo 494 ter.- Cuando las faltas previstas en los números 4º y 5º del artículo 494 sean constitutivas de un acto de violencia intrafamiliar, el hecho se sancionará con prisión en su grado medio. 


Si concurre habitualidad o reiteración, se impondrá la pena superior en grado.”.


Artículo 19.- Sustitúyese el artículo 94 de la ley Nº 19.968, por el siguiente:



“Artículo 94.- Incumplimiento de medidas cautelares. En caso de incumplimiento de las medidas cautelares, el juez pondrá en conocimiento del Ministerio Público los antecedentes para los efectos de lo previsto en el inciso segundo del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil. Sin perjuicio de ello, impondrá al infractor, como medida de apremio, arresto hasta por quince días.”.


Artículo 20.- Vigencia. La presente ley comenzará a regir el 1 de Octubre de 2005.


Artículo 21.- Derogación. Derógase la ley 
Nº 19.325, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo segundo transitorio de la ley Nº 19.968. Toda referencia legal o reglamentaria a la ley 
Nº 19.325, debe entenderse hecha a la presente ley.”.

- - - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 15, 22 y 23 de marzo, 5, 6, 12 y 13 de abril, 4 y 11 de mayo de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente), Marcos Aburto Ochoa (Fernando Cordero Rusque), Andrés Chadwick Piñera, José Antonio Viera-Gallo Quesney y Andrés Zaldívar Larraín.


Sala de la Comisión, a 11  de mayo de 2005.

(Fdo.): FERNANDO SOFFIA CONTRERAS

  Secretario de la Comisión
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 18.502, EN RELACIÓN CON EL IMPUESTOS AL GAS, Y QUE ESTABLECE REGULACIONES COMPLEMENTARIAS PARA UTILIZACIÓN DEL GAS COMO COMBUSTIBLE EN VEHÍCULOS

(2701-15)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros, en trámite de segundo informe, el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, enunciado en el rubro, originado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “simple”, el 5 de abril de 2005.
- - - - - - - - 

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Para los efectos constitucionales y reglamentarios pertinentes al quórum, dejamos constancia de que los incisos once, doce y trece del artículo 1º, contenido en el Nº 1 y el artículo 3º, contenido en el Nº 3, ambos del artículo 1º del proyecto de ley en estudio, deben ser votados con quórum de ley orgánica constitucional, por recaer sobre materias que se relacionan con la organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 74 de la Constitución Política, en relación con el artículo 63, inciso segundo, de ese Texto Fundamental.


Asimismo, dejamos constancia que los incisos diez y catorce del artículo 1º, contenido en el Nº 1 de esta iniciativa legal, deben ser votados con quórum de ley orgánica constitucional, por recaer sobre materias que se relacionan con las funciones y atribuciones de las municipalidades, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 107 de la Carta Fundamental, en relación con el artículo 63, inciso segundo, de la Constitución Política.

OPINIÓN DE LA EXCMA. CORTE SUPREMA


Hacemos presente que vuestra Comisión, dirigió oficio Nº 34/TT/2004, de 17 de noviembre del año 2004, y oficio Nº 30/TT/2005, de 4 de mayo del año 2005, a la Excma. Corte Suprema, con la finalidad de consultar su opinión acerca del los incisos once, doce y trece del artículo 1º, contenido en el Nº 1 y el artículo 3º, contenido en el Nº 3, ambos del artículo 1º del proyecto de ley en estudio, en virtud de lo dispuesto en el artículo 74 de la Constitución Política, por incidir en la organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia.

INDICACIONES A ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDAS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA PORQUE INCIDEN EN MATERIA PRESUPUESTARIA Y FINANCIERA.


Hacemos presente que en cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 17 y 21 de la Ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, de los incisos cuarto y sexto del artículo 27 e inciso cuarto del artículo 36 del Reglamento, todas las indicaciones recaídas en este proyecto de ley deberán ser conocidas por la Comisión de Hacienda, por contener normas que son propias de su competencia.

- - - - - - - - - 


Asimismo, hacemos presente que a algunas de las sesiones en que vuestra Comisión analizó esta iniciativa legal asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Cantero, Fernández, Flores y Orpis. 

- - - - - - - - - 


Durante el estudio de esta iniciativa legal, vuestra Comisión contó con la colaboración y participación del Subsecretario de Transportes, señor Guillermo Díaz; del Asesor Legislativo de la Subsecretaría de Transportes, señor Lautaro Pérez; de los Asesores del Ministerio de Hacienda, señores Rodrigo Morales y Marcelo Tokman; del Abogado del Ministerio de Hacienda, señor Juan Francisco Galli; de la Asesora de la Subsecretaría de Hacienda, señora Tamara Agnic y de la Asesora del Honorable Senador señor Novoa, señora Hedy Matthei.


Asimismo, durante el estudio de este proyecto de ley, la Comisión acordó invitar a aquellas entidades que solicitaron audiencia, a una de sus sesiones.


De los invitados, concurrieron a dar su opinión, acompañando algunos de ellos sus observaciones por escrito, las siguientes personas:


1.- El Presidente de la Confederación Nacional de Taxis Colectivos de Chile (CONATACOCH), señor Héctor Sandoval; su Vicepresidente, señor José Becerra; su Secretario General, señor Eduardo Castillo; su Director de la Región Metropolitana, señor Carlos Donoso y el encargado del Sector de Comunicaciones, señor Mauricio Mora.


2.- El Presidente de la Confederación Nacional de Sindicatos de Trabajadores Independientes de Automóviles de Alquiler de Chile (FENATACH), señor René Gutiérrez; su Vicepresidente, señor Luis Reyes y sus Directores señores Nadio Gamboa y Alonso Puebla.


3.- El Presidente de las Asociaciones Gremiales, Sindicatos y Empresas de Taxis Colectivos de Magallanes XII Región, señor Marcelino Aguayo y sus Directores señores Juan Contreras y Juan Montero.

4.- El Presidente de la Federación de Taxis Colectivos de Arica, señor José Muñoz y su Secretario, señor Oscar Terraza. 

5.- El Presidente de la Asociación de Transportes Garoto, señor Manuel Araya.

6.- El Presidente de la Agrupación de Taxis Centro Sur y Agrupación de Taxis a Gas, señor Humberto Manzano; el Director de Coquimbo, señor Nicasio Lo-How y el Director de La Serena, señor Luis Contreras.


7.- El Gerente General de la Asociación Chilena de Gas Licuado A.G., GLPCHILE, señor Eduardo Vio Grossi; el Gerente Comercial de Gasco S.A., señor Mauricio Coll; el Gerente de Desarrollo Lipigas S.A., señor Patricio Strube y el Subgerente Autogas Abastible, señor Álvaro Jara.


8.- El Secretario Ejecutivo de la Asociación de Empresas de Distribuidoras de Gas Natural A.G., señor Carlos Cortés; el Gerente de Planificación y Desarrollo de Metro Gas, señor Gonzalo Palacios y el Subgerente de Área GNC y Climatización de Metro Gas, señor Gerardo Muñoz. 

Las opiniones emitidas por las personas señaladas anteriormente, que fueron acompañadas por escrito, se encuentran en la Secretaría de la Comisión, a disposición de los señores Senadores.

- - - - - - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 2º y 1º transitorio.


II.- Numerales del Artículo 1º que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 2 (artículo 2º), 3 (artículo 3º), 4 (artículo 4º), 5 (artículo 4º bis), 6 (artículo 5º) y 7 (artículo 6º).

III.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 1 a), 7 a) y 8 a).

IV.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: no hay.


V.- Indicaciones rechazadas: 1, 3, 5 y 8.

VI.- Indicaciones retiradas: no hay.

VII.- Indicaciones declaradas inadmisibles: 2, 4 y 7.
- - - - - - - - - - 

ANTECEDENTES


Durante la discusión en particular, la Comisión se abocó al estudio de las indicaciones presentadas en cuatro sesiones.


En su primera sesión, celebrada el 23 de marzo del año en curso, se hizo presente a los representantes del Ejecutivo, por una parte, que las indicaciones presentadas que sustituyen el actual impuesto fijo que pagan los usuarios de GLP y GNC por uno al consumo o variable,  mantienen la tasa de impuesto para el GNC y se aumenta en el caso del GLP y, por otra parte, respecto de los cálculos hechos para determinar el impuesto al consumo se cuestionaron los parámetros utilizados para determinarlo. Además, las indicaciones presentadas por el Ejecutivo  establecían un impuesto progresivo a estos combustibles, razón por la cual se le solicitó suprimirlo.


Asimismo  la Comisión solicitó al Ejecutivo una aclaración respecto de la exención del impuesto que se aplicará a 300 buses, que sólo operarán en Santiago, con lo cual resulta difícil comprender cómo se creará una flota que después no se podrá aumentar y, como consecuencia de lo anterior, seguramente no se instalarán estaciones de servicios para atender a ese número de vehículos.


Posteriormente, vuestra Comisión celebró una segunda sesión, con fecha 6 de abril de 2005, durante la cual recibió en audiencia  a distintos gremios y asociaciones gremiales empresariales, representantes de usuarios y de distribuidores de gas natural comprimido y de gas licuado, quienes hicieron llegar sus planteamientos críticos a este proyecto de ley y a las indicaciones presentadas, los cuales fueron enviados al señor Ministro de Hacienda para que tomara conocimiento de ellos.


Vuestra Comisión, luego de poner estos antecedentes en conocimiento del señor Ministro de Hacienda, celebró una tercera sesión, con fecha 13 de mayo de 2005, durante la cual se discutieron y analizaron las objeciones planteadas por las asociaciones gremiales, las cuales básicamente apuntaban a lo siguiente: 


Uno, que los cálculos para determinar el impuesto al consumo son objetables ya que fueron hechos sobre la base de vehículos cero kilómetros, cuyo comportamiento y rendimiento es distinto al de los vehículos en uso y que como consecuencia de esos parámetros el impuesto al consumo termina siendo superior al impuesto fijo aprobado en la Honorable Cámara de Diputados.


Dos, que este impuesto al gas se ha establecido teniendo como parámetro el impuesto a la bencina y, en ese sentido, es prácticamente absurdo o inútil porque lo homologa al impuesto al combustible más caro y eso no va a incentivar el cambio al gas sino va a continuar el incentivo hacia el diesel. De lo anterior se derivan una serie de conclusiones, por ejemplo, este proyecto no ayuda al medio ambiente, este proyecto no cumple con las expectativas que el gobierno ofreció, etc.


Además, se planteó específicamente la situación de la I Región donde hay un parque de vehículos a gas licuado grande, lugar en que si bien es cierto el impuesto baja, en la práctica, como no están pagando el impuesto actual que es de 45 UTM, el proyecto no los mejora en nada. En todo caso, básicamente, el punto en la I Región es que por el incumplimiento en que han incurrido en el pago de este impuesto que claramente es excesivo -45 UTM- versus -18 UTM- que es el impuesto al gas natural, ellos están a punto de perder sus vehículos y no han podido obtener el permiso de circulación.


Por otra parte, se planteó la situación de los usuarios de la XII Región, que tienen un régimen especial, en virtud del cual están hoy día pagando un impuesto menor que el que establece la ley. Por lo tanto, estiman que tendrán un agravamiento o un alza de su situación tributaria. En Punta Arenas se pagan 9 UTM, en virtud de una ley especial.


La Comisión, celebró una tercera sesión con fecha 13 de abril de 2005, durante la cual analizó los planteamientos anteriores llegando a la conclusión que el cambiar el pago de una patente fija, que tiene un monto fijo, de acuerdo a los kilómetros recorridos, que permitía hacer una distinción entre los distintos tipos de vehículos, a un impuesto que es variable, genera una serie de discrepancias respecto del cálculo específico que se efectúa. Si el objetivo era discriminar positivamente hacia los taxis, el impuesto variable siempre va a ser distinto para los distintos tipos de vehículos  en la medida que tienen rendimientos diferentes y circulan una cantidad de kilómetros distintos.


Por lo tanto, se propuso buscar una fórmula alternativa que requiere una mezcla de dos elementos:  uno, que es fijo, por tipo de vehículo o por la utilización o empleo del respectivo combustible y, otro, algo variable, que es por kilómetro o aplicable por consumo vehicular.


Se sugirió hacer un cálculo nuevo distinguiendo numéricamente en el sentido de que parte de la patente se cancele por impuesto variable y el diferencial que, en el fondo, es la distinción de las categorías, se haga por la patente fija. Además, este mecanismo permite eximir por ley un cierto número de buses para no dejarlos en peores condiciones de competitividad que con respecto al diesel.


En síntesis, se acordó abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones, con el objetivo de que el Ejecutivo presentara una indicación que recogiera estas ideas.


Finalmente, vuestra Comisión, en sesión celebrada el 4 de mayo de 2005, aprobó tres indicaciones de S.E. el Presidente de la República, signadas con los números 1a) , 7a) y 8a).


La indicación 1a) establece un impuesto específico de carácter mixto, al consumo vehicular y a la utilización de los combustibles gas natural comprimido y gas licuado de petróleo. 


En forma resumida, dicha indicación establecería los siguientes impuestos:


a) Los taxis y taxis colectivos, pagarán un monto total de impuestos al año, ya sea que utilicen gas licuado o gas natural comprimido, aproximadamente de 18 UTM en forma total. El cálculo está hecho de tal forma que esta cifra se descompone en dos tipos de impuestos: un impuesto variable y una patente o cargo fijo. La parte fija es de 4 UTM, que equivale a 10 mil pesos mensuales y a $120 mil anuales, de pago fijo. El impuesto variable se calcula sobre un recorrido de 80.000 kilómetros al año, con un rendimiento razonable, -GNC 11,00 km/m3 y GLP 8,00 km/lt-  lo que significa que pagaría 14 UTM más durante el año con lo cual llegarían a 18 UTM. El total de impuestos al año es de $542.808, a diferencia de un taxi que circula a gasolina que paga $ 1.454.000, con los mismos parámetros de recorrido.


En la práctica, el impuesto mixto al gas, significará que los colectivos y taxis que se hayan reconvertido pagarán sólo un tercio de los tributos que pagarían si usaran bencina. 


Esto implica para los de GLP una caída desde 45 UTM a 18 UTM y para el caso de los GNC una caída de 19,26 a 18 UTM.


b) Los vehículos de transporte escolar pagarán un impuesto fijo que será de 1,5 UTM anuales equivalentes a $45.000 anuales, o sea, alrededor de $4.000 mensuales. El impuesto variable será para GNC de 1,93 UTM/km3 y para el GLP, sería igual a 1,40 UTM/m3, con un recorrido de 35.000 km/año. El cargo total anual para el GNC y GLP es de $ 271.404 contra $780.000 que pagaría con gasolina.


c) Los vehículos comerciales, pagarán un monto total de impuestos al año, ya sea que utilicen gas licuado o gas natural comprimido de $271.404 contra $780.000 que pagarían si usan bencina. Pagan un impuesto variable igual al de los taxis y transporte escolar y un impuesto fijo igual al del transporte escolar. O sea, un impuesto fijo de 1,5 UTM anuales equivalentes a $45.000 anuales, es decir, alrededor de $4.000 mensuales. Se les calculó un recorrido de 35.000 km/año y un rendimiento de 10,00 Km/m3 para el GNC y de  7,25 Km/lt para el GLP.


d) Los vehículos particulares pagarán $271.404. con un recorrido de 20.000 km/año y 5,1 UTM de patente fija. Igual que el transporte escolar. Todos pagan en total 9 UTM.


La indicación 7a), sustituye el artículo 2º transitorio de este proyecto de ley, bajando el impuesto establecido para los vehículos motorizados que transiten utilizando gas licuado de petróleo como combustible, desde el 1º de enero de 2003 hasta la entrada en vigencia de lo dispuesto en los numerales 1 a 4 del artículo 1º de esta ley, desde 45,0 UTM al año hasta 19,26 UTM al año.


Su inciso segundo permite recuperar lo pagado en exceso en el plazo y forma que establezca el Servicio de Impuestos Internos a los propietarios de los vehículos que utilicen gas licuado de petróleo como combustible que durante el período a que se refiere el inciso precedente, hayan  pagado el impuesto establecido en el artículo 1º de la ley 18.502, de conformidad a la tasa aplicable con anterioridad a dicho período.


Finalmente, la indicación Nº 8 a), incorpora un artículo 3º transitorio, nuevo, que establece una bonificación equivalente al monto del impuesto a que se refiere el artículo 1º de la ley Nº 18.502, es decir, exime a  los primeros 300 buses licitados en la implementación de los Planes y Programas de Transporte, y que cumplan con los requisitos que indica, de la patente fija.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


La Comisión se abocó al estudio de las indicaciones presentadas al texto del proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, dejando constancia del debate de que fueron objeto, como asimismo de las disposiciones en que ellas inciden, y de los acuerdos adoptados sobre las mismas.


El proyecto aprobado en general por el Honorable Senado consta de dos artículos permanentes y dos artículos transitorios.


El artículo 1º, a través de 7 numerales modifica la ley Nº 18.502, que establece un impuesto específico a los combustibles y el artículo 2º agrega un numeral al artículo 97, del Código Tributario.


El artículo 1º transitorio, señala que los propietarios de los vehículos motorizados que utilizan GNC o GLP, sólo deberán cancelar las cuotas del impuesto establecido en la ley Nº 18.502, devengados y vencidos a la fecha de entrada en vigencia de esta ley y se establece, además, para aquellos propietarios que hayan pagado en una sola cuota anual este impuesto, la recuperación del monto equivalente a las cuotas mensuales no vencidas a la fecha de entrada en vigencia de esta ley.


El artículo 2º transitorio, establece que el impuesto a los vehículos que utilicen GLP como combustible, desde el 1º de enero de 2003 hasta el primer día hábil del mes siguiente a la fecha de publicación de esta ley, será equivalente al impuesto establecido para los vehículos que utilicen GNC, en esta ley, o sea, 4,8UTM/KM3 y para los que usen GLP, que durante el período señalado, desde el 1º de enero de 2003 hasta el primer día hábil del mes siguiente a la fecha de publicación de esta ley, hayan pagado el impuesto, de conformidad a la tasa aplicable con anterioridad a dicho período, podrán recuperar lo pagado en exceso en el plazo y forma que establezca el Servicio de Impuestos Internos.
ARTÍCULO 1º

Nº 1

Artículo 1º


El texto del artículo 1º, contenido en el Nº 1 del artículo 1º de este proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.502, que fue aprobado por la Sala del Senado, aplica un impuesto al consumo vehicular de los combustibles gas natural comprimido y gas licuado a petróleo, los que se devengan al momento de la venta que efectúa el distribuidor al vendedor. Su declaración y pago son de cargo del distribuidor, quien deberá enterarlos en arcas fiscales dentro de los primeros 10 días hábiles siguientes a la semana en que se efectuaron las transferencias.


Si el distribuidor, productor o importador vende directamente estos combustibles para el consumo vehicular o con el objetivo de abastecer para el consumo vehicular a vehículos que sean explotados por él retire estos combustibles, se devengarán los impuestos establecidos en esta ley, al momento de la carga de dichos combustibles de los estanques o contenedores de que deberá disponer exclusivamente para tal efecto, y que deberán ser autorizados por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles de conformidad con el artículo 2º de esta ley.  Dichos estanques deberán contar con un mecanismo que registre la cantidad de combustible que se les haya cargado y que se haya expendido desde los mismos. El distribuidor, productor o importador deberá declarar dicha carga y pagar el impuesto correspondiente en los mismos términos que señala el inciso precedente.


Serán considerados como distribuidores los vendedores de estos combustibles, para el consumo vehicular, que total o parcialmente realicen la carga de éstos en sus estanques o contenedores autorizados por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, de conformidad con el artículo 2° de esta ley.


Los impuestos específicos al gas natural comprimido y gas licuado de petróleo, se expresarán en unidades tributarias mensuales, según su valor vigente al momento de la determinación del impuesto por cada mil metros cúbicos del producto, en adelante UTM/KM3, en el caso del gas natural comprimido y por cada metro cúbico del producto, en adelante UTM/M3, en el caso del gas licuado de petróleo y, desde la entrada en vigencia de la presente ley hasta el 31 de diciembre del 2008, se calcularán de la siguiente forma:


a. Para el gas natural comprimido, será igual a 4,8 UTM/KM3.


b. Para el gas licuado de petróleo, será igual a 3,3 UTM/M3.


Para el período que corresponde a los años 2009 a 2010, el monto de los impuestos será de 5,5 UTM/KM3 y 3,8 UTM/M3 respectivamente. Para el año 2011 el monto de los impuestos será de 6,2 UTM/KM3 y 4,3 UTM/M3, respectivamente. A partir del año 2012, el monto de los impuestos será de 6,9 UTM/KM3 y 4,9 UTM/M3, respectivamente. 


Los impuestos específicos que se establecen en el presente artículo no serán base imponible del Impuesto a las Ventas y Servicios establecido en el D.L. Nº 825.”.


A este artículo 1º, contenido en el Nº 1 del artículo 1º, se presentaron siete indicaciones signadas con los Nos 1 a), 1, 2, 3, 4, 5 y 6.

Indicación Nº 1a)


La indicación Nº 1 a), de S.E. el Presidente de la República, tiene por objetivo sustituir el artículo 1°, por el siguiente:


“Artículo 1°.- Establécese, a beneficio fiscal, el impuesto específico, que más adelante se indica, al consumo vehicular y a la utilización de los combustibles gas natural comprimido y gas licuado de petróleo. El impuesto específico establecido tendrá el carácter de mixto, esto es considera un componente variable aplicable al consumo vehicular y un componente fijo por la utilización o empleo del respectivo combustible.


El componente variable del impuesto específico se devengará al tiempo de la venta, en territorio nacional, que efectúe el distribuidor de estos combustibles al vendedor de combustibles gas natural comprimido, gas licuado de petróleo o de ambos, para su consumo vehicular, que cuente con la autorización señalada en el inciso cuarto del artículo 2° de la presente ley. Su declaración y pago son de cargo del distribuidor, quien deberá enterarlos en arcas fiscales dentro de los primeros 10 días hábiles siguientes a la semana en que se efectuaron las transferencias.


Adicionalmente, para el caso que el distribuidor, productor o importador de los citados combustibles venda directamente estos combustibles para el consumo vehicular; o que con el objeto de abastecer para el consumo vehicular a vehículos que sean explotados por él retire estos combustibles, se devengará el componente variable del impuesto específico establecido en este artículo, al momento de la carga de dichos combustibles de los estanques o contenedores de que deberá disponer exclusivamente para tal efecto, y que deberán ser autorizados por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles de conformidad con el artículo 2º de esta ley. Dichos estanques deberán contar con un mecanismo que registre la cantidad de combustible que se les haya cargado y que se haya expendido desde los mismos. El distribuidor, productor o importador deberá declarar dicha carga y pagar el componente variable del impuesto específico establecido en este artículo, en los mismos términos que señala el inciso precedente.


Para los efectos del inciso precedente, serán considerados como distribuidor los vendedores de estos combustibles, para el consumo vehicular, que total o parcialmente realicen la carga de estos en sus estanques o contenedores autorizados por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, de conformidad con el artículo 2° de esta ley.


El componente fijo del impuesto específico será de declaración anual y a beneficio fiscal, debiéndose declarar y pagar en el mes de enero de cada año. El componente fijo del impuesto específico se aplicará a los propietarios de los vehículos que utilicen gas natural comprimido o gas licuado petróleo como combustible.


El pago del componente fijo del impuesto, podrá efectuarse en doce cuotas mensuales e iguales, expresadas en unidades tributarias mensuales, la primera, dentro del mes de enero de cada año, y cada una de las restantes, dentro de los once meses siguientes.


Los propietarios de los vehículos que deban declarar y pagar por primera vez el componente fijo del impuesto, lo harán proporcionalmente por cada uno de los meses que falten para el siguiente mes de enero, pudiéndose efectuar su pago en un número de cuotas igual a la cantidad de meses.


La obligación de pagar el componente fijo del impuesto establecido en este artículo, recaerá sobre los propietarios de los respectivos vehículos. Sólo podrán eximirse del pago del componente fijo del impuesto específico aquellos propietarios que acrediten, en forma fehaciente,  que su vehículo ha sido retirado de circulación en forma permanente, dentro del mes anterior al que corresponda pagar la respectiva cuota.


No podrá otorgarse el permiso de circulación a los vehículos señalados en este artículo mientras no se acredite el pago total del componente fijo del impuesto o de las correspondientes cuotas a la fecha de otorgamiento.


Las respectivas municipalidades deberán exigir que se acredite el pago del componente fijo del impuesto o de las cuotas que correspondan, mediante certificación del Servicio de Tesorerías, antes de otorgar o renovar el permiso de circulación y deberán dejar constancia del pago, consignándolo en dicho documento.


Con todo, los vehículos motorizados que utilizan gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible, que sean detectados circulando por calles, caminos o vías públicas, por Carabineros, el Servicio de Impuestos Internos, inspectores fiscales, municipales, y que no cumplan con lo dispuesto en los incisos anteriores, serán retirados de circulación, puestos a disposición del juzgado de policía local que corresponda, y depositados en los lugares habilitados para tales efectos por las respectivas municipalidades. 


Su propietario será citado al tribunal a más tardar dentro de los cinco días siguientes a la fecha del retiro y será condenado al pago de una multa de entre 5 UTM hasta 50 UTM dependiendo de las circunstancias bajo las que se cometió la infracción y el tipo y destino del vehículo detectado en la comisión de la misma.


El vehículo afectado sólo podrá ser retirado del mencionado recinto previa autorización del tribunal, una vez que se acredite el pago total de la multa y del componente fijo del impuesto específico.


Las Municipalidades deberán prestar la colaboración que se les requiera para la aplicación y fiscalización del componente fijo del impuesto específico.


Ningún ministro de fe podrá autorizar los instrumentos que sirvan de título a la transferencia de vehículos motorizados afectos al impuesto establecido en este artículo, mientras no se acredite que se encuentra al día el pago del componente fijo del impuesto específico. La contravención de esta prohibición constituirá una infracción tributaria que será sancionada de conformidad con lo previsto en el inciso primero del artículo 109° del Código Tributario.


El Servicio de Registro Civil e Identificación incorporará el tipo de combustible así como el peso bruto vehicular a los requisitos de inscripción en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados. Asimismo informará periódicamente al Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones y al Servicio de Impuestos Internos de todos aquellos vehículos que hayan sido inscritos y que utilicen gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible. Los propietarios de dichos vehículos deberán actualizar sus inscripciones, incorporando la información  requerida en este inciso.


El componente variable del impuesto específico se establecerá por cada mil metros cúbicos del producto, en adelante UTM/KM3, en el caso del gas natural comprimido y por cada metro cúbico del producto, en adelante UTM/M3, en el caso del gas licuado de petróleo.


El componente fijo del impuesto específico será expresado en unidades tributarias mensuales, según el valor vigente al mes de su pago.


El impuesto específico que se establece desde la entrada en vigencia de la presente ley, se calculará de la siguiente forma:


a) Automóviles de servicio de alquiler destinado al uso público e inscritos en el Registro Nacional de Servicio de Pasajeros del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones:


Para el gas natural comprimido, el componente variable será de 1,93 UTM/KM3 y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,40 UTM/M3. Para el gas natural comprimido, el componente fijo será de 4,0 UTM y para el gas licuado de petróleo, será igual a 4,0 UTM. 


b) Vehículos de transporte escolar independiente de su peso, que realicen su revisión técnica como tales:


Para el gas natural comprimido, el componente variable será de 1,93 UTM/KM3 y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,40 UTM/M3. Para el gas natural comprimido, el componente fijo será de 1,5 UTM y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,5 UTM. 


c) Vehículos con peso bruto vehicular inferior a 3.860 kilogramos, salvo los que se indican en la letra siguiente: 


Para el gas natural comprimido, el componente variable será de 1,93 UTM/KM3 y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,40 UTM/M3. Para el gas natural comprimido, el componente fijo será de 1,5 UTM y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,5 UTM. 


d) Automóviles, station wagon y vehículos similares con peso bruto vehicular inferior a 2.700 kilogramos, salvo los vehículos de transporte escolar que realicen su revisión técnica como tales:


Para el gas natural comprimido, el componente variable será de 1,93 UTM/KM3 y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,40 UTM/M3. Para el gas natural comprimido, el componente fijo será de 5,1 UTM y para el gas licuado de petróleo, será igual a 5,1 UTM. 


El impuesto específico que se establece en el presente artículo no será base imponible del Impuesto a las Ventas y Servicios establecido en el D.L. Nº 825.


Facúltase al Tesorero General de la República para dictar las instrucciones que sean necesarias para la correcta aplicación de las obligaciones que le impone este artículo.”.


En discusión esta indicación se explicaron sus efectos y alcances.


Ella establece un impuesto específico de carácter mixto, al consumo vehicular y a la utilización de los combustibles gas natural comprimido y gas licuado de petróleo. Este impuesto considera un componente variable aplicable al consumo vehicular y un componente fijo por la utilización o empleo del respectivo combustible. 


El componente variable del impuesto específico se devengará al tiempo de la venta. El pago del componente fijo del impuesto podrá efectuarse en doce cuotas mensuales e iguales, expresadas en unidades tributarias mensuales, será de declaración anual y se aplicará a los propietarios de los vehículos que utilicen gas natural comprimido o gas licuado a petróleo como combustible.


Para determinar o definir la tasa del impuesto específico mixto propuesto, se utilizó como referencia de cálculo de los impuestos, a partir de las patentes establecidas en el proyecto de ley original, para los vehículos motorizados que utilicen GNC o GLP, de los recorridos promedio para cada uno de los vehículos y del rendimiento de cada uno de los combustibles.


Los recorridos de los vehículos así como los rendimientos de los combustibles se obtuvieron del Centro de Certificación y Control Vehícular (3CV) de la Subsecretaría de Transportes. 


Se utilizaron para los cálculos los siguientes tipos de vehículos, recorridos y rendimientos:

	
	Recorrido promedio
	Rendimiento GNC km/km3
	Rendimiento GLP km/m3

	T Básico
	70.000
	11,0
	8,0

	T Colectivo
	90.000
	11,0
	8,0

	T Escolar
	35.000
	  9,0
	6,5

	Comercial
	35.000
	  9,0
	6,5

	Particular
	20.000
	 10,0
	7,3



Los nuevos rendimientos presentados por el Centro de Control y Certificación Vehicular de la Subsecretaría de Transportes, para GNC y GLP consideran un factor de deterioro respecto a los antiguos rendimientos dado que éstos correspondían a los obtenidos en prototipos de certificación, los que son vehículos nuevos o semi nuevos.  Los antiguos rendimientos no tenían asociados el deterioro que sí tienen los vehículos que se convierten, considerando recorridos promedios y que pueden ser convertidos con antigüedad de hasta 5 años. Por lo tanto el rendimiento del prototipo se ajustó en un 10 a 15%.


Metodología del Cálculo


A petición de la Comisión de Transportes, los representantes del Ministerio de Hacienda, para efectuar los cálculos, dividieron las patentes establecidas en el proyecto de ley original (18 UTM para taxis y 9 UTM para vehículos comerciales y particulares), en un componente variable y otro fijo.  Los supuestos utilizados fueron los siguientes:

	
	Rendimiento GNC km/m3
	Rendimiento GLP km/lt
	Recorrido km/año
	Proy. Ley Original UTM
	Proy. Ley Original en    en  $

	Taxis Básicos y Colectivos
	11,00
	8,00
	80.000
	18,0
	542.808

	Comerciales y T. Escolar
	9,00
	6,50
	35.000
	9,0
	271.404

	Vehículos Particulares 
	10,00
	7,25
	20.000
	9,0
	271.404



También, a petición de esta Comisión, se solicitó que la división propuesta permitiera diferenciar por tipo de vehículo.  La mantención de un componente fijo (tipo patente) se justifica por razones de control, fiscalización y seguridad. Se señaló que no se establecen patentes menores ya que el cobro de ellas hace necesario establecer un sistema de control y fiscalización, cuestión que no se justifica si la carga fija del impuesto mixto es menor.


La nueva indicación no considera la subida de los impuestos a los combustibles gaseosos.


Durante la discusión de este impuesto se concordó, con la Comisión, que mientras no se aprobaran los artículos que establecían patentes a los vehículos livianos y medianos a diesel, no tiene razón la subida propuesta inicialmente para los gases.

	
	Impto Var GNC utm/km3
	Impto Var GLP utm/m3
	Patente GNC UTM
	Patente GLP UTM 
	Carga Total GNC-GLP En $

	Taxis Básicos y Colectivos
	1,93
	1,40
	4,00
	4,00
	542.808

	Comerciales y T. Escolar
	1,93
	1,40
	1,50
	1,50
	271.404

	Vehículos Particulares 
	1,93
	1,40
	5,10
	5,10
	271.404



En resumen:


a) Los taxis y taxis colectivos, pagarán un monto total de impuestos al año, ya sea que utilicen gas licuado o gas natural comprimido, aproximadamente de 18 UTM en forma total. El cálculo está hecho de tal forma que esta cifra se descompone en dos tipos de impuestos: un impuesto variable y una patente o cargo fijo. La parte fija es de 4 UTM, que equivale a 10 mil pesos mensuales y a $120 mil anuales, de pago fijo. El impuesto variable se calcula sobre un recorrido de 80.000 kilómetros al año, con un rendimiento razonable, -GNC 11,00 km/m3 y GLP 8,00 km/lt-  lo que significa que pagaría 14 UTM más durante el año con lo cual llegarían a 18 UTM. El total de impuestos al año es de $542.808, a diferencia de un taxi que circula a gasolina que paga $ 1.454.000, con los mismos parámetros de recorrido.


Esto implica para los de GLP una caída desde 45 UTM a 18 UTM y para el caso de los GNC una caída de 19,26 a 18 UTM.


b) Los vehículos de transporte escolar pagarán un impuesto fijo que será de 1,5 UTM anuales equivalentes a $45.000 anuales, o sea, alrededor de $4.000 mensuales. El impuesto variable será para GNC de 1,93 UTM/km3 y para el GLP, sería igual a 1,40 UTM/m3, con un recorrido de 35.000 km/año. El cargo total anual para el GNC y GLP es de $ 271.404 contra $780.000 que pagaría con gasolina.


c) Los vehículos comerciales, pagarán un monto total de impuestos al año, ya sea que utilicen gas licuado o gas natural comprimido de $271.404 contra $780.000 que pagarían si usan bencina. Pagan un impuesto variable igual al de los taxis y transporte escolar y un impuesto fijo igual al del transporte escolar. O sea, un impuesto fijo de 1,5 UTM anuales equivalentes a $45.000 anuales, es decir, alrededor de $4.000 mensuales. Se les calculó un recorrido de 35.000 km/año y un rendimiento de 10,00 Km/m3 para el GNC y de  7,25 Km/lt para el GLP.


d) Los vehículos particulares pagarán $271.404. con un recorrido de 20.000 km/año y 5,1 UTM de patente fija. Igual que el transporte escolar. Todos pagan en total 9 UTM.



- Sometida a votación esta indicación, fue aprobada en los mismos términos que venía formulada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Muñoz Barra, Novoa, Pizarro, Prokurica y Sabag.

Indicación Nº 1


La indicación Nº 1, de S.E. el Presidente de la República, tiene por objetivo sustituir los incisos cuarto y quinto del artículo 1º, contenido en el Nº 1, del artículo 1º, por los siguientes:


“Los impuestos específicos al gas natural comprimido y gas licuado de petróleo, se expresarán en unidades tributarias mensuales, según su valor vigente al momento de la determinación del impuesto por cada mil metros cúbicos del producto, en adelante UTM/KM3, en el caso del gas natural comprimido y por cada metro cúbico del producto, en adelante UTM/M3, en el caso del gas licuado de petróleo y, desde la entrada en vigencia de la presente ley hasta el 31 de diciembre del 2008, se calcularán de la siguiente forma:


a) Para el gas natural comprimido, será igual a 4,8 UTM/KM3.


b) Para el gas licuado de petróleo, será igual a 3,5 UTM/M3.


Para el período que corresponde a los años 2009 a 2010, el monto de los impuestos será de 5,4 UTM/KM3 y 4,0 UTM/M3 respectivamente. Para el año 2011 el monto de los impuestos será de 6,0 UTM/KM3 y 4,4 UTM/M3, respectivamente. A partir del año 2012, el monto de los impuestos será de 6,6 UTM/KM3 y 4,9 UTM/M3, respectivamente.”.


En discusión esta indicación fue rechazada por ser incompatible con lo ya aprobado.


- Sometida a votación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Muñoz Barra, Novoa, Pizarro, Prokurica y Sabag.

Indicación Nº 2


La indicación Nº 2, del Honorable Senador señor Orpis, tiene por finalidad reemplazar el inciso cuarto del artículo 1º, contenido en el Nº 1, del artículo 1º,  por el siguiente:


“Los impuestos específicos al gas natural comprimido y gas licuado de petróleo, se expresarán en unidades tributarias mensuales, según su valor vigente al momento que se devengue el impuesto por cada mil metros cúbicos del producto, en adelante UTM/KM3, para el caso del gas natural comprimido y por cada metro cúbico del producto, en adelante UTM/M3, para el caso del gas licuado de petróleo, y desde la entrada en vigencia de la presente ley se calcularán de la siguiente forma:


a) Para el gas natural comprimido, será igual a 3,21 UTM/KM3.


b) Para el gas licuado de petróleo, será igual a 2,17 UTM/M3.”.


En discusión esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión,  Honorable Senador señor Novoa, en virtud de lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado.

Indicación Nº 3


La indicación Nº 3, del Honorable Senador señor Novoa, tiene por objetivo suprimir, en el inciso cuarto del artículo 1ºm contenido en el Nº 1, del artículo 1º, la frase “hasta el 31 de diciembre de 2008”.


En discusión esta indicación fue rechazada, por ser incompatible con lo ya acordado.

- Sometida a votación esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Muñoz Barra, Novoa, Pizarro, Prokurica y Sabag. 
Indicación Nº 4


La indicación Nº 4, del Honorable Senador señor Fernández, tiene por finalidad reemplazar, en la letra a. del inciso cuarto del artículo propuesto, la expresión “4,8 UTM/KM3” por “1,78 UTM/KM3”.


En discusión esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión,  Honorable Senador señor Novoa, en virtud de lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado.

Indicaciones Nºs 5 y 6


Las indicaciones Nos 5, del Honorable Senador señor Novoa, y 6, del Honorable Senador señor Orpis, tienen por objetivo suprimir el inciso quinto del artículo propuesto.


En discusión estas indicaciones fueron rechazadas, por ser contradictorias con lo ya aprobado.

- Sometidas a votación estas indicaciones, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Muñoz Barra, Novoa, Pizarro, Prokurica y Sabag.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

ARTÍCULO 2º TRANSITORIO


El artículo 2º transitorio, aprobado en general, indica que el impuesto a los vehículos motorizados que transiten utilizando gas licuado de petróleo como combustible en las calles, caminos y vías públicas en general que establece el artículo 1° de la ley Nº 18.502, desde el 1 de enero de 2003 hasta la entrada en vigencia de lo dispuesto en los numerales 1 a 4 del articulo 1° de esta ley, será equivalente al impuesto establecido en dicho articulo para los vehículos motorizados que utilicen gas natural comprimido como combustible.


Los propietarios de los vehículos que utilicen gas licuado de petróleo como combustible que durante el período a que se refiere el inciso precedente, hayan pagado el impuesto establecido en el artículo 1° de la ley Nº 18.502 de conformidad a la tasa aplicable con anterioridad a dicho período, podrán recuperar lo pagado en exceso en el plazo y forma que establezca el Servicio de Impuestos Internos.”.

A este artículo se presentaron dos indicaciones signadas con los Nos 7 y 7 a).

Indicación Nº 7


La indicación Nº 7, del Honorable Senador señor Orpis, tiene por finalidad reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 2º transitorio.- El impuesto a los vehículos motorizados que transiten utilizando gas licuado de petróleo o gas natural como combustible en las calles y vías públicas en general que establece el artículo 1º de la ley Nº 18.502, desde el 1 de enero de 2003 hasta la entrada en vigencia de lo dispuesto en los numerales 1 a 4 del artículo 1º de esta ley, se condonarán las cuotas con anterioridad a las modificaciones introducidas por esta ley, a los vehículos comprendidos en los números 1, 2, 3 y de la letra b) del artículo 12 del decreto ley Nº 3.063, de 1979, que se devenguen desde la entrada en vigencia de esta ley y hasta la fecha en que a cada vehículo en particular le corresponda solicitar el permiso de circulación a que se refiere el decreto ley Nº 3.063, de 1979.”.


En discusión esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión,  Honorable Senador señor Novoa, en virtud de lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado.

Indicación Nº 7 a)


La indicación Nº 7 a), de S.E. el Presidente de la República, tiene por objetivo sustituir el artículo 2° transitorio, por el siguiente:


“Artículo 2º transitorio.- El impuesto a los vehículos motorizados que transiten utilizando gas licuado de petróleo como combustible en las calles, caminos y vías públicas en general que establece el artículo 1° de la ley Nº 18.502, desde el 1 de enero de 2003 hasta la entrada en vigencia de lo dispuesto en los numerales 1 a 4 del articulo 1° de esta ley, baja desde 45,0 UTM al año hasta 19,26 UTM al año.


Los propietarios de los vehículos que utilicen gas licuado de petróleo como combustible que durante el período a que se refiere el inciso precedente, hayan pagado el impuesto establecido en el artículo 1° de la ley Nº 18.502 de conformidad a la tasa aplicable con anterioridad a dicho período, podrán recuperar lo pagado en exceso en el plazo y forma que establezca el Servicio de Impuestos Internos.”.

En discusión esta indicación se señaló que tiene por finalidad bajar de 45 utm a 19,26 utm, a contar del 1º de enero de 2003 y hasta que entre en vigencia esta ley, el impuesto actual del GLP que es muy alto. 


Respecto del número de vehículos que estarían en esta situación, se indicó que habrían 7 automóviles del año 2001 y 99 del año 2002.  Esto implica una deuda de alrededor de 30 millones de pesos. En consecuencia, se planteó la factibilidad de que en vez de que esta rebaja del impuesto rija desde el 1º de enero de 2003, quede establecida desde el 1º de enero del año 2001 porque, de lo contrario, se crearía una situación conflictiva para los usuarios de la I Región, ya que tendrían que pagar las 45 UTM.


Se explicó que el proceso de cambio de vehículos en la Primera Región se comienza a producir el año 2001 y, por lo tanto, como la indicación del Ejecutivo sólo establece el pago del nuevo impuesto a partir del año 2003, por lo menos, existiría un conjunto de taxistas y de colectivos que estarían pagando durante dos años 45 UTM, casi 1 millón 350 mil pesos y muchos no lo han podido pagar, de manera que se reiteró la petición a S.E. el Presidente de la República para que envíe una indicación para que este artículo 2º transitorio rija a contar del 1º de enero de 2001 y no del 2003.


Se precisó que el artículo 2º transitorio es genérico, es decir, se aplica en todo el país, inclusive en Punta Arenas, donde se ha dictado una ley especial,  que establece una tasa menor que va creciendo progresivamente hasta la publicación de esta ley. Una vez que se apruebe este proyecto de ley se integrarán al régimen nacional. De incorporarse al régimen común empezarían a pagar el doble.


La ley que se aprobó para Punta Arenas establece que pagarían un 43% del monto para el período comprendido entre el 1º de mayo de 2002 hasta el 31 de diciembre de 2005. Está acotado en la misma ley el período en el cual se le aplicaba. Al no decirse nada en este proyecto de ley pasan al régimen nacional. Se pasa de 9 a 18 UTM.


Además se hizo presente que después de 2 años de no renovación del permiso de circulación es motivo de cancelación de la inscripción del vehículo en el Registro de Taxis.


Por otra parte, se señaló que hay que tener presente que los que pagaron este impuesto tendrían derecho a devolución, de lo contrario se estaría castigando a quienes cumplieron.


Los representantes del Ministerio de Hacienda hicieron presente que se tomó en consideración la preocupación planteada por los Senadores en términos de que los vehículos que tenían problemas eran los de los últimos dos años. La idea era darles una solución a esos y eso fue lo que se evaluó. Para extender este beneficio no sólo es necesario considerar cuántos son los que no han pagado sino también cuántos son los que ya han pagado. Para esto necesitan mayores antecedentes. 


Se dejó constancia de que este artículo 2º transitorio se aprueba bajo el compromiso del Ejecutivo de estudiar la posibilidad de presentar una indicación que extienda la rebaja del impuesto a 19,26 UTM, retroactivamente, a partir del 1 de enero del año 2001 y no desde el 2003, como lo propone el proyecto, solucionando la situación que afecta a unos 100 taxis y taxis colectivos de la I Región que desde el año 2001 han debido cancelar un impuesto de 45 UTM,  con la finalidad de solucionar este problema, la que sería presentada en la Comisión de Hacienda.


De no ser posible lo anterior,  se solicitó al Ejecutivo estudiar la posibilidad de buscar una solución en términos de contemplar una condonación de intereses y multas, una reprogramación, o establecer una norma que faculte un convenio de pago respecto de las cuotas adeudadas con anterioridad, con la finalidad de que no pierdan la  licencia, es decir, que no se elimine la inscripción del vehículo del Registro de Taxis. 


- Sometida a votación esta indicación, fue aprobada en los mismos términos que venía formulada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Muñoz Barra, Novoa, Pizarro, Prokurica y Sabag.

ARTÍCULO TRANSITORIO, NUEVO


S. E. el Presidente de la República, presentó dos indicaciones signadas con los Nos 8 y 8 a), las que difieren entre sí, sólo en aspectos formales, tales como contemplar un inciso como tercero, en la 8 y, el mismo texto, como inciso penúltimo en la indicación 8 a). También, en el inciso segundo, de la indicación Nº 8 se señala que la bonificación se pagará a los vehículos, en cambio, la indicación Nº 8 a), indica que se pagará a los propietarios de los vehículos, finalmente, el inciso cuarto de la indicación 8, utiliza el término “miles de metros cúbicos” y la indicación 8 a), utiliza el término “millares de metros cúbicos”.

Indicación Nº 8


En discusión esta indicación se señaló que había sido sustituida por la indicación Nº 8 a), con modificaciones formales.


- Sometida a votación esta indicación, fue rechazada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Muñoz Barra, Novoa, Pizarro, Prokurica y Sabag.

Indicación Nº 8 a)


La indicación Nº 8 a), de S.E. el Presidente de la República, tiene por objetivo incorporar el siguiente artículo 3° transitorio, nuevo:


“Artículo 3° transitorio.- Establécese una bonificación equivalente al monto del impuesto a que se refiere el artículo 1° de la ley Nº 18.502 soportado anualmente por los propietarios y/o arrendatarios de los primeros 300 buses licitados en la implementación de los Planes y Programas de Transporte aprobados por la Subsecretaria de Transporte, y que cumplan con los siguientes requisitos: 


a) Ser vehículos con motores diseñados y construidos de fábrica para utilizar gas natural comprimido o gas licuado de  petróleo como combustible;


b) Contar con la autorización para utilizar gas natural comprimido o gas licuado de  petróleo, otorgada conforme a la normativa vigente, y


c) Estar incorporados en el Registro Nacional de Servicios de Transporte Público de Pasajeros, como servicios licitados por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en la Región Metropolitana


La bonificación se pagará únicamente a los propietarios de los vehículos que al momento del pago cumplan con las condiciones anteriormente descritas. El Ministerio de  Transportes y Telecomunicaciones certificará la concurrencia de dichas condiciones a solicitud de los interesados.


La bonificación establecida en este artículo se pagará anualmente, durante todo el periodo que dure la concesión, reajustada en la forma que determine el reglamento.


La bonificación será equivalente al monto del impuesto efectivamente soportado anualmente por los propietarios y/o arrendatarios de cada bus que utilice gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible.


El impuesto soportado por los propietarios y/o arrendatarios de los buses a que se refiere el inciso primero de este artículo para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, no podrá superar al monto del impuesto que le hubiere correspondido pagar a cada bus de acuerdo al tipo de combustible utilizado, la extensión de su recorrido, el número de recorridos diarios de cada vehículo, el modelo de los buses y su rendimiento expresado en kilómetros por metro cúbico ó millar de metros cúbicos, según corresponda, lo que establecerá anualmente la Secretaría Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones de la Región Metropolitana o la entidad en que delegue esta atribución. Para los efectos de estimar el rendimiento de cada combustible, dicha entidad deberá oír la opinión experta de al menos dos empresas o profesionales de reconocido prestigio en el área de la ingeniería de transporte. 


La bonificación se pagará a través del Servicio de Tesorerías a los propietarios y/o arrendatarios de los buses a que se refiere el inciso primero de este artículo, los cuales deberán acreditar fehacientemente el pago del impuesto por el cual se solicita dicha bonificación. 


La forma y condiciones de pago de la bonificación serán determinadas por reglamento, mediante decreto del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, el que deberá ser suscrito también por el Ministro de Hacienda.


Facúltase al Tesorero General de la República para dictar las instrucciones que sean necesarias para la correcta  aplicación del beneficio que establece la presente ley.”.




En discusión esta indicación se informó que este proyecto de ley corrige la situación de los vehículos particulares y de los taxis pero los buses y los camiones quedan siempre fuera de mercado respecto del diesel. Por lo tanto, el Ejecutivo, a través de esta indicación propone mantener una exención para los primeros 300 buses licitados, con la idea de ir aumentándola, a medida que se vayan incorporando buses al sistema.


Con el sistema de impuesto variable y fijo o patente, los que todavía siguen quedando fuera son los vehículos pesados que funcionan a gas licuado o gas natural, porque el impuesto si bien es cierto que, en algunos casos, es un tercio de lo que se paga en bencina, sigue siendo más caro que el diesel.


Originalmente el Ejecutivo planteó esta exención para 200 buses y en la Cámara de Diputados se logró extenderla y se señaló que esto no podía ser sólo un privilegio para Santiago, que tiene contaminación, sino que esto se promueva también para las Regiones como un combustible alternativo. 


Esta norma se aplica también en Regiones, la única limitante es que tiene que estar asociado a planes de licitación donde se pueda controlar.


Se indicó que si no hay 300 buses con normas especiales en Chile, no se pondrá en funcionamiento el sistema porque si no los hay no va a haber nadie disponible a venderles combustible e instalar una estación de servicio de expendio de estos combustibles. Se informó que en este momento hay 6 buses a gas en Santiago.


Se discutió acerca de la conveniencia de establecer una norma permanente de manera de que automáticamente opere un mecanismo, en el caso de que se copen los 300 buses, y no tener que discutir otro proyecto de ley en el Parlamento para otros 300 buses.


Se señaló que actualmente el bus a gas contaminaría menos que el bus a diesel. También se puede afirmar lo mismo  respecto de que los vehículos antiguos a diesel contaminan más que los a gasolina y a gas, pero no se puede señalar que sucederá lo mismo con los nuevos vehículos livianos que ingresen a diesel. Entonces darle una preferencia a un bus a gas porque en teoría contamina menos hoy y dejar eso permanentemente podría resultar un error mayor, como ha resultado la política tributaria del diesel.


Hoy día, con el diesel que tiene la Región Metropolitana y una norma existente como la euro 3, en términos de emisiones y, además,  si se efectúa al vehículo un tratamiento de post combustión, los niveles de eficiencia ambiental son exactamente iguales que los del gas natural.

- Sometida a votación esta indicación, fue aprobada en los mismos términos que venía formulada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Muñoz Barra, Novoa, Pizarro, Prokurica y Sabag.

- - - - - - - -
MODIFICACIONES


Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley, aprobado en general por el Senado, que consta en nuestro Primer Informe:

ARTÍCULO 1º

Nº 1

Artículo 1º


--- Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 1°.- Establécese, a beneficio fiscal, el impuesto específico, que más adelante se indica, al consumo vehicular y a la utilización de los combustibles gas natural comprimido y gas licuado de petróleo. El impuesto específico establecido tendrá el carácter de mixto, esto es considera un componente variable aplicable al consumo vehicular y un componente fijo por la utilización o empleo del respectivo combustible.


El componente variable del impuesto específico se devengará al tiempo de la venta, en territorio nacional, que efectúe el distribuidor de estos combustibles al vendedor de combustibles gas natural comprimido, gas licuado de petróleo o de ambos, para su consumo vehicular, que cuente con la autorización señalada en el inciso cuarto del artículo 2° de la presente ley. Su declaración y pago son de cargo del distribuidor, quien deberá enterarlos en arcas fiscales dentro de los primeros 10 días hábiles siguientes a la semana en que se efectuaron las transferencias.


Adicionalmente, para el caso que el distribuidor, productor o importador de los citados combustibles venda directamente estos combustibles para el consumo vehicular; o que con el objeto de abastecer para el consumo vehicular a vehículos que sean explotados por él retire estos combustibles, se devengará el componente variable del impuesto específico establecido en este artículo, al momento de la carga de dichos combustibles de los estanques o contenedores de que deberá disponer exclusivamente para tal efecto, y que deberán ser autorizados por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles de conformidad con el artículo 2º de esta ley. Dichos estanques deberán contar con un mecanismo que registre la cantidad de combustible que se les haya cargado y que se haya expendido desde los mismos. El distribuidor, productor o importador deberá declarar dicha carga y pagar el componente variable del impuesto específico establecido en este artículo, en los mismos términos que señala el inciso precedente.


Para los efectos del inciso precedente, serán considerados como distribuidor los vendedores de estos combustibles, para el consumo vehicular, que total o parcialmente realicen la carga de estos en sus estanques o contenedores autorizados por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, de conformidad con el artículo 2° de esta ley.


El componente fijo del impuesto específico será de declaración anual y a beneficio fiscal, debiéndose declarar y pagar en el mes de enero de cada año. El componente fijo del impuesto específico se aplicará a los propietarios de los vehículos que utilicen gas natural comprimido o gas licuado petróleo como combustible.


El pago del componente fijo del impuesto, podrá efectuarse en doce cuotas mensuales e iguales, expresadas en unidades tributarias mensuales, la primera, dentro del mes de enero de cada año, y cada una de las restantes, dentro de los once meses siguientes.


Los propietarios de los vehículos que deban declarar y pagar por primera vez el componente fijo del impuesto, lo harán proporcionalmente por cada uno de los meses que falten para el siguiente mes de enero, pudiéndose efectuar su pago en un número de cuotas igual a la cantidad de meses.


La obligación de pagar el componente fijo del impuesto establecido en este artículo, recaerá sobre los propietarios de los respectivos vehículos. Sólo podrán eximirse del pago del componente fijo del impuesto específico aquellos propietarios que acrediten, en forma fehaciente,  que su vehículo ha sido retirado de circulación en forma permanente, dentro del mes anterior al que corresponda pagar la respectiva cuota.


No podrá otorgarse el permiso de circulación a los vehículos señalados en este artículo mientras no se acredite el pago total del componente fijo del impuesto o de las correspondientes cuotas a la fecha de otorgamiento.


Las respectivas municipalidades deberán exigir que se acredite el pago del componente fijo del impuesto o de las cuotas que correspondan, mediante certificación del Servicio de Tesorerías, antes de otorgar o renovar el permiso de circulación y deberán dejar constancia del pago, consignándolo en dicho documento.


Con todo, los vehículos motorizados que utilizan gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible, que sean detectados circulando por calles, caminos o vías públicas, por Carabineros, el Servicio de Impuestos Internos, inspectores fiscales, municipales, y que no cumplan con lo dispuesto en los incisos anteriores, serán retirados de circulación, puestos a disposición del juzgado de policía local que corresponda, y depositados en los lugares habilitados para tales efectos por las respectivas municipalidades. 


Su propietario será citado al tribunal a más tardar dentro de los cinco días siguientes a la fecha del retiro y será condenado al pago de una multa de entre 5 UTM hasta 50 UTM dependiendo de las circunstancias bajo las que se cometió la infracción y el tipo y destino del vehículo detectado en la comisión de la misma.


El vehículo afectado sólo podrá ser retirado del mencionado recinto previa autorización del tribunal, una vez que se acredite el pago total de la multa y del componente fijo del impuesto específico.


Las Municipalidades deberán prestar la colaboración que se les requiera para la aplicación y fiscalización del componente fijo del impuesto específico.


Ningún ministro de fe podrá autorizar los instrumentos que sirvan de título a la transferencia de vehículos motorizados afectos al impuesto establecido en este artículo, mientras no se acredite que se encuentra al día el pago del componente fijo del impuesto específico. La contravención de esta prohibición constituirá una infracción tributaria que será sancionada de conformidad con lo previsto en el inciso primero del artículo 109° del Código Tributario.


El Servicio de Registro Civil e Identificación incorporará el tipo de combustible así como el peso bruto vehicular a los requisitos de inscripción en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados. Asimismo informará periódicamente al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y al Servicio de Impuestos Internos de todos aquellos vehículos que hayan sido inscritos y que utilicen gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible. Los propietarios de dichos vehículos deberán actualizar sus inscripciones, incorporando la información  requerida en este inciso.


El componente variable del impuesto específico se establecerá por cada mil metros cúbicos del producto, en adelante UTM/KM3, en el caso del gas natural comprimido y por cada metro cúbico del producto, en adelante UTM/M3, en el caso del gas licuado de petróleo.


El componente fijo del impuesto específico será expresado en unidades tributarias mensuales, según el valor vigente al mes de su pago.


El impuesto específico que se establece desde la entrada en vigencia de la presente ley, se calculará de la siguiente forma:


a) Automóviles de servicio de alquiler destinado al uso público e inscritos en el Registro Nacional de Servicio de Pasajeros del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones:


Para el gas natural comprimido, el componente variable será de 1,93 UTM/KM3 y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,40 UTM/M3. Para el gas natural comprimido, el componente fijo será de 4,0 UTM y para el gas licuado de petróleo, será igual a 4,0 UTM. 


b) Vehículos de transporte escolar independiente de su peso, que realicen su revisión técnica como tales:


Para el gas natural comprimido, el componente variable será de 1,93 UTM/KM3 y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,40 UTM/M3. Para el gas natural comprimido, el componente fijo será de 1,5 UTM y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,5 UTM. 


c) Vehículos con peso bruto vehicular inferior a 3.860 kilogramos, salvo los que se indican en la letra siguiente: 


Para el gas natural comprimido, el componente variable será de 1,93 UTM/KM3 y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,40 UTM/M3. Para el gas natural comprimido, el componente fijo será de 1,5 UTM y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,5 UTM. 


d) Automóviles, station wagon y vehículos similares con peso bruto vehicular inferior a 2.700 kilogramos, salvo los vehículos de transporte escolar que realicen su revisión técnica como tales:


Para el gas natural comprimido, el componente variable será de 1,93 UTM/KM3 y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,40 UTM/M3. Para el gas natural comprimido, el componente fijo será de 5,1 UTM y para el gas licuado de petróleo, será igual a 5,1 UTM. 


El impuesto específico que se establece en el presente artículo no será base imponible del Impuesto a las Ventas y Servicios establecido en el D.L. Nº 825.


Facúltase al Tesorero General de la República para dictar las instrucciones que sean necesarias para la correcta aplicación de las obligaciones que le impone este artículo.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 2º


--- Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 2º transitorio.- El impuesto a los vehículos motorizados que transiten utilizando gas licuado de petróleo como combustible en las calles, caminos y vías públicas en general que establece el artículo 1° de la ley Nº 18.502, desde el 1 de enero de 2003 hasta la entrada en vigencia de lo dispuesto en los numerales 1 a 4 del articulo 1° de esta ley, baja desde 45,0 UTM al año hasta 19,26 UTM al año.


Los propietarios de los vehículos que utilicen gas licuado de petróleo como combustible que durante el período a que se refiere el inciso precedente, hayan pagado el impuesto establecido en el artículo 1° de la ley Nº 18.502 de conformidad a la tasa aplicable con anterioridad a dicho período, podrán recuperar lo pagado en exceso en el plazo y forma que establezca el Servicio de Impuestos Internos.”.
- - - - - 

ARTÍCULO TRANSITORIO, NUEVO


--- Agregar, el siguiente artículo 3º transitorio, nuevo, a continuación del artículo 2º.


“Artículo 3° transitorio.- Establécese una bonificación equivalente al monto del impuesto a que se refiere el artículo 1° de la ley Nº 18.502 soportado anualmente por los propietarios y/o arrendatarios de los primeros 300 buses licitados en la implementación de los Planes y Programas de Transporte aprobados por la Subsecretaría de Transportes, y que cumplan con los siguientes requisitos: 


a) Ser vehículos con motores diseñados y construidos de fábrica para utilizar gas natural comprimido o gas licuado de  petróleo como combustible;


b) Contar con la autorización para utilizar gas natural comprimido o gas licuado de  petróleo, otorgada conforme a la normativa vigente, y


c) Estar incorporados en el Registro Nacional de Servicios de Transporte Público de Pasajeros, como servicios licitados por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en la Región Metropolitana


La bonificación se pagará únicamente a los propietarios de los vehículos que al momento del pago cumplan con las condiciones anteriormente descritas. El Ministerio de  Transportes y Telecomunicaciones certificará la concurrencia de dichas condiciones a solicitud de los interesados.


La bonificación establecida en este artículo se pagará anualmente, durante todo el periodo que dure la concesión, reajustada en la forma que determine el reglamento.


La bonificación será equivalente al monto del impuesto efectivamente soportado anualmente por los propietarios y/o arrendatarios de cada bus que utilice gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible.


El impuesto soportado por los propietarios y/o arrendatarios de los buses a que se refiere el inciso primero de este artículo, para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, no podrá superar al monto del impuesto que le hubiere correspondido pagar a cada bus de acuerdo al tipo de combustible utilizado, la extensión de su recorrido, el número de recorridos diarios de cada vehículo, el modelo de los buses y su rendimiento expresado en kilómetros por metro cúbico ó millar de metros cúbicos, según corresponda, lo que establecerá anualmente la Secretaría Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones de la Región Metropolitana o la entidad en que delegue esta atribución. Para los efectos de estimar el rendimiento de cada combustible, dicha entidad deberá oír la opinión experta de al menos dos empresas o profesionales de reconocido prestigio en el área de la ingeniería de transporte. 


La bonificación se pagará a través del Servicio de Tesorerías a los propietarios y/o arrendatarios de los buses a que se refiere el inciso primero de este artículo, los cuales deberán acreditar fehacientemente el pago del impuesto por el cual se solicita dicha bonificación. 


La forma y condiciones de pago de la bonificación serán determinadas por reglamento, mediante decreto del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, el que deberá ser suscrito también por el Ministro de Hacienda.


Facúltase al Tesorero General de la República para dictar las instrucciones que sean necesarias para la correcta  aplicación del beneficio que establece la presente ley.”.
- - - - - - - -


Como consecuencia de las modificaciones anteriores, el texto del proyecto de ley que os propone aprobar vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones queda como sigue:

“PROYECTO DE LEY:


Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.502, que establece un impuesto específico a los combustibles:


1.- Sustitúyese el artículo 1º, por el siguiente:



“Artículo 1°.- Establécese, a beneficio fiscal, el impuesto específico, que más adelante se indica, al consumo vehicular y a la utilización de los combustibles gas natural comprimido y gas licuado de petróleo. El impuesto específico establecido tendrá el carácter de mixto, esto es considera un componente variable aplicable al consumo vehicular y un componente fijo por la utilización o empleo del respectivo combustible.


El componente variable del impuesto específico se devengará al tiempo de la venta, en territorio nacional, que efectúe el distribuidor de estos combustibles al vendedor de combustibles gas natural comprimido, gas licuado de petróleo o de ambos, para su consumo vehicular, que cuente con la autorización señalada en el inciso cuarto del artículo 2° de la presente ley. Su declaración y pago son de cargo del distribuidor, quien deberá enterarlos en arcas fiscales dentro de los primeros 10 días hábiles siguientes a la semana en que se efectuaron las transferencias.


Adicionalmente, para el caso que el distribuidor, productor o importador de los citados combustibles venda directamente estos combustibles para el consumo vehicular; o que con el objeto de abastecer para el consumo vehicular a vehículos que sean explotados por él retire estos combustibles, se devengará el componente variable del impuesto específico establecido en este artículo, al momento de la carga de dichos combustibles de los estanques o contenedores de que deberá disponer exclusivamente para tal efecto, y que deberán ser autorizados por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles de conformidad con el artículo 2º de esta ley. Dichos estanques deberán contar con un mecanismo que registre la cantidad de combustible que se les haya cargado y que se haya expendido desde los mismos. El distribuidor, productor o importador deberá declarar dicha carga y pagar el componente variable del impuesto específico establecido en este artículo, en los mismos términos que señala el inciso precedente.


Para los efectos del inciso precedente, serán considerados como distribuidor los vendedores de estos combustibles, para el consumo vehicular, que total o parcialmente realicen la carga de estos en sus estanques o contenedores autorizados por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, de conformidad con el artículo 2° de esta ley.


El componente fijo del impuesto específico será de declaración anual y a beneficio fiscal, debiéndose declarar y pagar en el mes de enero de cada año. El componente fijo del impuesto específico se aplicará a los propietarios de los vehículos que utilicen gas natural comprimido o gas licuado petróleo como combustible.


El pago del componente fijo del impuesto, podrá efectuarse en doce cuotas mensuales e iguales, expresadas en unidades tributarias mensuales, la primera, dentro del mes de enero de cada año, y cada una de las restantes, dentro de los once meses siguientes.


Los propietarios de los vehículos que deban declarar y pagar por primera vez el componente fijo del impuesto, lo harán proporcionalmente por cada uno de los meses que falten para el siguiente mes de enero, pudiéndose efectuar su pago en un número de cuotas igual a la cantidad de meses.


La obligación de pagar el componente fijo del impuesto establecido en este artículo, recaerá sobre los propietarios de los respectivos vehículos. Sólo podrán eximirse del pago del componente fijo del impuesto específico aquellos propietarios que acrediten, en forma fehaciente,  que su vehículo ha sido retirado de circulación en forma permanente, dentro del mes anterior al que corresponda pagar la respectiva cuota.


No podrá otorgarse el permiso de circulación a los vehículos señalados en este artículo mientras no se acredite el pago total del componente fijo del impuesto o de las correspondientes cuotas a la fecha de otorgamiento.


Las respectivas municipalidades deberán exigir que se acredite el pago del componente fijo del impuesto o de las cuotas que correspondan, mediante certificación del Servicio de Tesorerías, antes de otorgar o renovar el permiso de circulación y deberán dejar constancia del pago, consignándolo en dicho documento.


Con todo, los vehículos motorizados que utilizan gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible, que sean detectados circulando por calles, caminos o vías públicas, por Carabineros, el Servicio de Impuestos Internos, inspectores fiscales, municipales, y que no cumplan con lo dispuesto en los incisos anteriores, serán retirados de circulación, puestos a disposición del juzgado de policía local que corresponda, y depositados en los lugares habilitados para tales efectos por las respectivas municipalidades. 


Su propietario será citado al tribunal a más tardar dentro de los cinco días siguientes a la fecha del retiro y será condenado al pago de una multa de entre 5 UTM hasta 50 UTM dependiendo de las circunstancias bajo las que se cometió la infracción y el tipo y destino del vehículo detectado en la comisión de la misma.


El vehículo afectado sólo podrá ser retirado del mencionado recinto previa autorización del tribunal, una vez que se acredite el pago total de la multa y del componente fijo del impuesto específico.


Las Municipalidades deberán prestar la colaboración que se les requiera para la aplicación y fiscalización del componente fijo del impuesto específico.


Ningún ministro de fe podrá autorizar los instrumentos que sirvan de título a la transferencia de vehículos motorizados afectos al impuesto establecido en este artículo, mientras no se acredite que se encuentra al día el pago del componente fijo del impuesto específico. La contravención de esta prohibición constituirá una infracción tributaria que será sancionada de conformidad con lo previsto en el inciso primero del artículo 109° del Código Tributario.


El Servicio de Registro Civil e Identificación incorporará el tipo de combustible así como el peso bruto vehicular a los requisitos de inscripción en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados. Asimismo informará periódicamente al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y al Servicio de Impuestos Internos de todos aquellos vehículos que hayan sido inscritos y que utilicen gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible. Los propietarios de dichos vehículos deberán actualizar sus inscripciones, incorporando la información  requerida en este inciso.


El componente variable del impuesto específico se establecerá por cada mil metros cúbicos del producto, en adelante UTM/KM3, en el caso del gas natural comprimido y por cada metro cúbico del producto, en adelante UTM/M3, en el caso del gas licuado de petróleo.


El componente fijo del impuesto específico será expresado en unidades tributarias mensuales, según el valor vigente al mes de su pago.


El impuesto específico que se establece desde la entrada en vigencia de la presente ley, se calculará de la siguiente forma:


a) Automóviles de servicio de alquiler destinado al uso público e inscritos en el Registro Nacional de Servicio de Pasajeros del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones:


Para el gas natural comprimido, el componente variable será de 1,93 UTM/KM3 y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,40 UTM/M3. Para el gas natural comprimido, el componente fijo será de 4,0 UTM y para el gas licuado de petróleo, será igual a 4,0 UTM. 


b) Vehículos de transporte escolar independiente de su peso, que realicen su revisión técnica como tales:


Para el gas natural comprimido, el componente variable será de 1,93 UTM/KM3 y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,40 UTM/M3. Para el gas natural comprimido, el componente fijo será de 1,5 UTM y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,5 UTM. 


c) Vehículos con peso bruto vehicular inferior a 3.860 kilogramos, salvo los que se indican en la letra siguiente: 


Para el gas natural comprimido, el componente variable será de 1,93 UTM/KM3 y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,40 UTM/M3. Para el gas natural comprimido, el componente fijo será de 1,5 UTM y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,5 UTM. 


d) Automóviles, station wagon y vehículos similares con peso bruto vehicular inferior a 2.700 kilogramos, salvo los vehículos de transporte escolar que realicen su revisión técnica como tales:


Para el gas natural comprimido, el componente variable será de 1,93 UTM/KM3 y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,40 UTM/M3. Para el gas natural comprimido, el componente fijo será de 5,1 UTM y para el gas licuado de petróleo, será igual a 5,1 UTM. 


El impuesto específico que se establece en el presente artículo no será base imponible del Impuesto a las Ventas y Servicios establecido en el D.L. Nº 825.


Facúltase al Tesorero General de la República para dictar las instrucciones que sean necesarias para la correcta aplicación de las obligaciones que le impone este artículo.”.


2.- Sustitúyese el artículo 2°, por el siguiente:


“Artículo 2°.- Sólo podrán utilizar los combustibles gas natural comprimido o gas licuado de petróleo los vehículos que cumplan con las condiciones técnicas que establezca el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que deberán cautelar la inviolabilidad o imposibilidad de manipulación del sistema de almacenamiento del combustible en el vehículo, el cual, en el caso del gas licuado de petróleo, deberá contener una válvula o mecanismo que impida el trasvasije de combustible desde depósitos no autorizados hacia éste.


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones establecerá las condiciones de rotulación que permitan una adecuada fiscalización de los vehículos autorizados para utilizar gas natural comprimido ó gas licuado de petróleo.


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones deberá revisar las condiciones técnicas señaladas en el inciso primero de este artículo, cuando los organismos fiscalizadores informen que el diseño vigente no garantiza la inviolabilidad de los sistemas.


Ninguna instalación de combustibles podrá surtir gas natural comprimido o gas licuado de petróleo a vehículos motorizados si no se encuentra debidamente registrada por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, organismo que informará al Servicio de Impuestos Internos los registros realizados.


La Superintendencia de Electricidad y Combustibles, en cumplimiento de las funciones que le asigna la ley Nº 18.410, orgánica de dicho servicio, fiscalizará el cumplimiento de las disposiciones del inciso precedente y deberá informar al Servicio de Impuestos Internos de los resultados de estos procedimientos cuando se detecten infracciones a esta ley.


El Servicio de Impuestos Internos podrá solicitar a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles practicar o participar en procesos de fiscalización del cumplimiento de las disposiciones de este artículo.”.


3.- Sustitúyese el artículo 3°, por el siguiente:


“Artículo 3°.- Los vehículos que sean detectados por Carabineros, el Servicio de Impuestos Internos o por inspectores fiscales utilizando los combustibles gas natural comprimido o gas licuado de petróleo y que no cumplan con las condiciones técnicas o con las condiciones de rotulación establecidas de acuerdo al artículo precedente, serán retirados de circulación por personal de Carabineros, puestos a disposición del juzgado de policía local que corresponda, y serán depositados en los lugares habilitados para tales efectos por las respectivas municipalidades.


Su propietario será citado al tribunal a más tardar dentro de los cinco días siguientes a la fecha del retiro y será condenado al pago de una multa a beneficio fiscal de entre 5 UTM hasta 50 UTM, dependiendo de las circunstancias bajo las que se cometió la infracción y el tipo y destino del vehículo detectado en la comisión de la misma.


El vehículo afectado sólo podrá ser retirado del mencionado recinto previa autorización del tribunal, una vez que se acredite el pago total de la multa establecida en el inciso anterior y sólo podrá volver a circulación una vez que cumpla con las condiciones técnicas establecidas por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para el uso del combustible para el cual se encuentra autorizado.


El tribunal podrá eximir del pago de la multa al propietario cuyo vehículo cuente con la rotulación establecida en el inciso segundo del artículo precedente, pero que carezca de las condiciones técnicas establecidas en su inciso primero, por razones ajenas a dicho propietario. 


Los distribuidores o vendedores de gas natural comprimido o gas licuado de petróleo para el consumo vehicular, que vendan estos combustibles para su consumo en cualquier vehículo que no cuente con el medio de rotulación que al efecto establezca el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones   establecido en el inciso segundo del artículo 2° de esta ley,  serán sancionados con una multa, a beneficio fiscal, de entre 20 UTM hasta 50 UTM por cada vehículo en el que se detecte dicha infracción y la clausura del establecimiento hasta por 20 días.


A los distribuidores o vendedores de gas natural comprimido o gas licuado de petróleo que vendan estos combustibles para el consumo vehicular sin la autorización establecida en el inciso cuarto del artículo 2° de esta ley, serán sancionados con una multa, a beneficio fiscal, de entre 20 UTM hasta 50 UTM por cada vehículo en el que se detecte dicha infracción y la clausura del establecimiento hasta por 20 días.”.


4.- Sustitúyese el artículo 4° por el siguiente:


“Artículo 4°.- Los organismos fiscalizadores, deberán informar periódicamente al Servicio de Impuestos Internos los casos en que se detecten infracciones a los dos artículos precedentes, según el plazo y forma que éste determine.


Las empresas vendedoras de gas natural comprimido o gas licuado de petróleo sólo podrán vender dicho combustible a aquellos vehículos que cuenten con el medio de rotulación que al efecto establezca el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, debiendo informar a este ministerio, en la forma y plazo que éste determine, de aquellos vehículos que no cumplan con dicho requisito y soliciten la venta.”.


5.- Agregar, a continuación del artículo 4º, el siguiente artículo 4º bis:


“Artículo 4º bis.- La adaptación clandestina de vehículos motorizados al uso de gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible, entendiendo por tales aquellas realizadas por personas o en establecimientos o talleres, que no cuenten con las autorizaciones del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, será penado con una multa no inferior a 50 unidades tributarias mensuales ni superior a 70, y el comiso de los bienes empleados.


En igual pena incurrirán aquellos que, aún contando con estas autorizaciones, instalen dichos dispositivos en vehículos cuyos modelos no hayan sido autorizados por la entidad responsable para la utilización de gas natural comprimido o gas licuado de petróleo, quienes serán sancionados, además, con la revocación de la referida autorización.


Lo dispuesto en los incisos precedentes es, sin perjuicio a las sanciones administrativas que pudieren imponerse a los autores de dichos delitos en la preparación o ejecución de los mismos.


La Superintendencia de Electricidad y Combustibles, Carabineros de Chile y los inspectores fiscales deberán denunciar cualquier acto que haga sospechar se estén ejecutando o preparando la ejecución  de los actos señalados en los incisos primero y segundo de este artículo.”. 


6.- Derógase el artículo 5º.


7.- Agrégase, en el inciso final del artículo 6°, a continuación del punto aparte (.), que se transforma en punto seguido (.), lo siguiente:  “En el caso de las ventas de los combustibles, gas natural comprimido o gas licuado a petróleo,  señaladas en esta ley, realizadas dentro de las Zonas Francas a consumidores que no sean usuarios de éstas, el impuesto deberá ser retenido por el vendedor de dichos combustibles y enterado en arcas fiscales, dentro de los diez días hábiles siguientes a la semana en que se efectúen las transferencias.”.

Artículo 2°.- Agrégase en el artículo 97, del Código Tributario, el siguiente número 26:


“26.- La venta o abastecimiento clandestinos de gas natural comprimido o gas licuado de petróleo para consumo vehicular, entendiéndose por tal aquellas realizadas por personas que no cuenten con las autorizaciones establecidas en el inciso cuarto del artículo 2° de la ley Nº 18.502, será penado con presidio menor en su grado mínimo a medio y una multa de hasta cuarenta unidades tributarias anuales.”.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1º transitorio.- Lo dispuesto en los numerales 1 a 4 del artículo 1° de esta ley entrará en vigencia el primer día hábil del mes siguiente a la fecha de publicación de la misma.


Lo dispuesto en el número 26 del artículo 97 del Código Tributario, que se modifica mediante el artículo 2° de la presente ley entrará en vigencia el primer día hábil del mes siguiente a la fecha de publicación de la misma. 


Los propietarios de vehículos motorizados que utilizan gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible, comprendidos en la letra  a) del artículo 12 del decreto ley N° 3.063 de 1979 y en los números 1, 2, 3 y 4 de la letra b) del artículo 12 del decreto ley N° 3.063, de 1979, sólo deberán cancelar las cuotas del impuesto establecido en la ley N° 18.502, devengadas y vencidas a la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones establecidas en la presente ley.


Aquellos propietarios que hayan pagado en una cuota anual el impuesto a que se refiere el inciso precedente, podrán recuperar el monto equivalente a las cuotas mensuales no vencidas a la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones establecidas en la presente ley, en el plazo y forma que establezca el Servicio de Impuestos Internos.

Artículo 2º transitorio.- El impuesto a los vehículos motorizados que transiten utilizando gas licuado de petróleo como combustible en las calles, caminos y vías públicas en general que establece el artículo 1° de la ley Nº 18.502, desde el 1 de enero de 2003 hasta la entrada en vigencia de lo dispuesto en los numerales 1 a 4 del articulo 1° de esta ley, baja desde 45,0 UTM al año hasta 19,26 UTM al año.


Los propietarios de los vehículos que utilicen gas licuado de petróleo como combustible que durante el período a que se refiere el inciso precedente, hayan pagado el impuesto establecido en el artículo 1° de la ley Nº 18.502 de conformidad a la tasa aplicable con anterioridad a dicho período, podrán recuperar lo pagado en exceso en el plazo y forma que establezca el Servicio de Impuestos Internos.

Artículo 3° transitorio.- Establécese una bonificación equivalente al monto del impuesto a que se refiere el artículo 1° de la ley Nº 18.502 soportado anualmente por los propietarios y/o arrendatarios de los primeros 300 buses licitados en la implementación de los Planes y Programas de Transporte aprobados por la Subsecretaría de Transportes, y que cumplan con los siguientes requisitos: 


a) Ser vehículos con motores diseñados y construidos de fábrica para utilizar gas natural comprimido o gas licuado de  petróleo como combustible;


b) Contar con la autorización para utilizar gas natural comprimido o gas licuado de  petróleo, otorgada conforme a la normativa vigente, y


c) Estar incorporados en el Registro Nacional de Servicios de Transporte Público de Pasajeros, como servicios licitados por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en la Región Metropolitana


La bonificación se pagará únicamente a los propietarios de los vehículos que al momento del pago cumplan con las condiciones anteriormente descritas. El Ministerio de  Transportes y Telecomunicaciones certificará la concurrencia de dichas condiciones a solicitud de los interesados.


La bonificación establecida en este artículo se pagará anualmente, durante todo el periodo que dure la concesión, reajustada en la forma que determine el reglamento.


La bonificación será equivalente al monto del impuesto efectivamente soportado anualmente por los propietarios y/o arrendatarios de cada bus que utilice gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible.


El impuesto soportado por los propietarios y/o arrendatarios de los buses a que se refiere el inciso primero de este artículo, para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, no podrá superar al monto del impuesto que le hubiere correspondido pagar a cada bus de acuerdo al tipo de combustible utilizado, la extensión de su recorrido, el número de recorridos diarios de cada vehículo, el modelo de los buses y su rendimiento expresado en kilómetros por metro cúbico ó millar de metros cúbicos, según corresponda, lo que establecerá anualmente la Secretaría Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones de la Región Metropolitana o la entidad en que delegue esta atribución. Para los efectos de estimar el rendimiento de cada combustible, dicha entidad deberá oír la opinión experta de al menos dos empresas o profesionales de reconocido prestigio en el área de la ingeniería de transporte. 


La bonificación se pagará a través del Servicio de Tesorerías a los propietarios y/o arrendatarios de los buses a que se refiere el inciso primero de este artículo, los cuales deberán acreditar fehacientemente el pago del impuesto por el cual se solicita dicha bonificación. 


La forma y condiciones de pago de la bonificación serán determinadas por reglamento, mediante decreto del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, el que deberá ser suscrito también por el Ministro de Hacienda.


Facúltase al Tesorero General de la República para dictar las instrucciones que sean necesarias para la correcta  aplicación del beneficio que establece la presente ley.”.
- - - - - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 23 de marzo; 6 y 13 de abril y 4 de mayo de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Novoa (Presidente), Muñoz Barra (Flores), Pizarro, Prokurica (Cantero) y Sabag.


Sala de la Comisión, a 9 de mayo de 2005.

(Fdo.): ANA MARÍA JARAMILLO FUENZALIDA

Abogada Secretaria de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 18.502, EN RELACIÓN CON EL IMPUESTOS AL GAS, Y QUE ESTABLECE REGULACIONES COMPLEMENTARIAS PARA UTILIZACIÓN DEL GAS COMO COMBUSTIBLE EN VEHÍCULOS

(2701-15)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentaros su informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “simple“.


A las sesiones en que se trató el proyecto asistieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Jaime Orpis; el Subsecretario de Transportes, señor Guillermo Díaz; el Coordinador de Políticas Económicas del Ministerio de Hacienda, señor Marcelo Tockman, y los asesores de dicha Cartera de Estado, señora Tamara Agnic y Rodrigo Morales.


En lo relativo a las normas de quórum especial, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

- - -


El proyecto de ley en estudio fue analizado previamente por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.


Cabe hacer presente que en sesión de fecha 17 de mayo del año 2005 la Sala del Senado abrió un nuevo plazo para formular indicaciones a la iniciativa, período dentro del cual se presentaron tres, de S.E. el Presidente de la República.


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:


I.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: número 1 a) e indicación nueva del Ejecutivo.


II.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 7 a) y 8 a).


III.- Indicaciones rechazadas: números 1, 3, 5 y 8.


Cabe hacer presente que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

- - -


De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció respecto de los artículos 1º, Nºs 1, 3, 5, 6 y 7, y 2º, permanentes, y acerca de los artículos 1º, 2º y 3º, transitorios, del proyecto, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, como reglamentariamente corresponde.

DISCUSIÓN


El Honorable Senador señor Orpis explicó que el año 2001, al iniciar su tramitación legislativa este proyecto, concurrieron a la región que él representa diversas autoridades que incentivaron a los gremios a cambiar los autos de gasolina a gas, asegurándoles que el proyecto estaría listo en seis meses. La tramitación del proyecto demoró más de lo previsto y, por último, el Ejecutivo presentó una indicación para tratar de sincerar los precios de los combustibles y ordenarlos, pero ello significaba, en la práctica, un aumento al diesel. Por ello, dijo y con gran esfuerzo, los gremios llegaron a un acuerdo con el Ejecutivo para, por una parte rebajar el impuesto, de modo que de las 18 UTM 4 son fijas y 14 variables, y se llegó también a un acuerdo respecto de rendimiento y recorridos de los vehículos.


Enfatizó que en este momento existe un problema grave para personas modestas que hicieron fe en las promesas de la autoridad, que incurrieron en costos muy elevados y que hoy día se ven expuestas a perder sus fuentes de trabajo. Expuso que los taxistas tienen serios problemas con los permisos de circulación, que son muy caros, que deben pagarse en el mes de mayo y que para obtenerlos deben tener pagado el impuesto. Puntualizó que, además, cuando por dos años consecutivos no pagan el permiso de circulación, les revocan la licencia de taxi.


Los representantes del Ejecutivo señalaron que el proyecto, que lleva varios años en tramitación, ha experimentado distintas modificaciones. Se inició con la intención de terminar con la falta de incentivo al uso del gas y gasolina y de solucionar la diferencia en el tratamiento tributario que reciben los taxis que circulan con gas natural comprimido (GNC) y con gas licuado (GLP). El taxi que anda con GLP paga una patente al año equivalente a 45 UTM, mientras que uno que anda con GNC paga una patente equivalente a 19,26 UTM. Hay patentes para vehículos comerciales y para vehículos particulares que son de 8,58 UTM.


El proyecto intenta terminar con la discriminación que existe entre GLP y GNC y resolver el problema que se ha detectado respecto de los vehículos a gasolina que se pueden convertir, a través de un kit, para utilizar alguno de los dos tipos de gas, lo que ha generado un incentivo para hacer conversiones irregulares y riesgosas, para pagar la patente normal y no la más cara, que permite circular con gas. Para evitar este incentivo negativo y para que tenga un tratamiento más parecido al de los otros tipos de combustible que se utilizan en los vehículos livianos, se propuso cambiar el cobro de la patente por un impuesto al uso, esto es, que se pague por la cantidad de consumo del combustible.

Observaron que un taxi que utiliza gasolina pagaría tres veces más que un vehículo a gas, con los precios actuales. Mencionaron que la adquisición del kit para la conversión, que tiene un costo aproximado de US$ 1.500 es subsidiada en parte por las grandes empresas distribuidoras de gas.


Continuaron informando que en la Comisión de Transportes se solucionó el problema que provoca el hecho de que al pasarse a un impuesto de tipo variable, con distintos tipos de vehículos, que tienen recorridos y rendimientos diferentes, los que andan menos pagarán menos y los que andan más probablemente pagarán más. Para poder mantener el compromiso al que se había llegado acerca de la carga tributaria que debía soportar un vehículo a gas, se combinaron los mecanismos y, además del impuesto variable, existe una patente.


El Honorable Senador señor Ominami consultó si el proyecto constituirá un incentivo para la conversión a gas de los vehículos. En respuesta a su inquietud se señaló que la carga tributaria respecto de los vehículos comerciales y particulares se mantiene en términos muy parecidos a los actuales, y que en el caso de los taxis con GNC no se espera un cambio muy significativo porque sólo se está reduciendo un mínimo, por lo que la decisión no la determinará el impuesto, sino el distinto rendimiento y seguridad, además del hecho de poder desplazarse por todo el país y cargar gasolina a tener que andar con balones o conectarse a una red de distribución de gas, que no existen en todo Chile.


Afirmaron que los incentivos en la materia dependen de los impuestos de los sustitutos, y al respecto destacaron que el diesel es un combustible que está en una situación particularmente beneficiosa y que, cumpliendo con las normas actualmente vigentes, contamina más que las dos alternativas de gasolina y gas, por lo que allí se ha detectado un problema. Precisaron que el criterio que trató de usar el Ejecutivo era el de que lo referente a la contaminación se regularía mediante normas y estándares técnicos, pero que en definitiva ello se postergó para otra discusión.


Manifestaron que se intentó utilizar la iniciativa en informe para abordar integralmente la tributación de los distintos tipos de combustible, pero que ello no admitido en la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.


Sobre el particular manifestaron que aspiraban a que el impuesto no generase distorsiones en la decisión del tipo de combustible que se utiliza. La contaminación se abordaría a través de las normas técnicas pertinentes y no se usarían los impuestos para incentivar el uso preferente de uno u otro tipo de combustible.


La Honorable Senadora señora Matthei llamó la atención hacia el extremo desorden de la legislación relativa a los impuestos a los distintos tipos de combustible, y opinó que con la iniciativa se ahonda en esa línea caótica de legislar en la materia. Recordó que al aprobarse el proyecto de ley que estableció un impuesto para el gas había protestado porque el impuesto fuera fijo, ocasión en que se había sostenido por el Ejecutivo que era la única forma de recaudar el impuesto. Preguntó por la fórmula que permitiría en esta oportunidad controlar la recaudación ahora, si se había asegurado años atrás que no era posible.


Sostuvo que un impuesto fijo carece de sentido económico, porque el impuesto debe decir relación con el uso. Subrayó que el Ejecutivo considera que ahora sí es posible controlar la recaudación, entonces debiera eliminarse el impuesto fijo.


Consultó cuál es el objetivo del impuesto, porque sólo la claridad acerca del objetivo de un impuesto permite diseñarlo en forma correcta, y puso de relieve que en el proyecto en informe hay multiplicidad de objetivos que se superponen, lo que produce un tremendo caos y conlleva un elevado costo social.


Reiteró su ánimo de evitar legislar en forma desordenada y con soluciones de parche a situaciones particulares, que generan luego un alto costo social.


Los representantes del Ejecutivo señalaron que están conscientes del tratamiento tributario desordenado que reciben los combustibles e hicieron notar que se había efectuado un intento para abordar la matriz tributaria en esta oportunidad, pero que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones había considerado que el objetivo del proyecto estaba acotado al gas.


El Honorable Senador señor Ominami manifestó también su disconformidad con la legislación en materia de tributación sobre combustibles, en que existe un gran desorden.


Consideró necesario analizar con detenimiento un proyecto complejo y que hace referencia a un sistema que debe, a su juicio, ser objeto de una discusión profunda.


Consultó a los personeros del Ejecutivo la factibilidad del envío de un proyecto que se tramitara con discusión inmediata, para prorrogar por 90 días la vigencia de las autorizaciones amenazadas de caducidad, lo que permitiría a la Comisión de Hacienda realizar una revisión más exhaustiva de la iniciativa.


El Honorable Senador señor Flores hizo notar que los actuales términos de la iniciativa en informe han permitido que los actores lleguen a un punto de equilibrio y acuerdo. Opinó que no es el momento más adecuado para analizar la racionalidad de los impuestos, y que esa materia debía resolverse más adelante en una iniciativa distinta.


La Honorable Senadora señora Matthei expresó que habría insatisfacción con el proyecto por parte de los propietarios de vehículos pesados.


Los personeros del Ejecutivo sostuvieron que respecto de los buses se podría legislar en un proyecto diferente, dentro de un plazo de 90 días.


En una sesión celebrada con posterioridad los representantes del Ejecutivo manifestaron su disposición a no insistir en la aprobación del artículo 3º transitorio, que se refiere a los buses, y abordar el tema con mayor profundidad en otro proyecto. Precisaron que con ello esos vehículos quedan fuera de la iniciativa en informe en lo relativo a la patente, perno no en lo que dice relación con el impuesto variable, del cual no era posible excluirlos.


La Honorable Senadora señora Matthei se mostró disconforme con esta solución, por cuanto sostuvo que es precisamente el impuesto variable lo que ocasiona el problema de que los buses que utilizan gas acaben pagando mucho más que los que usan diesel. Afirmó que el impuesto tiene un carácter expropiatorio que ha impulsado al Ejecutivo a devolverlo a los primeros 300 buses licitados en la implementación de los planes y programas de transporte aprobados por la Subsecretaría de Transportes.


El Honorable Senador señor Orpis también planteó la conveniencia de diferir el tratamiento global de los vehículos pesados para otra oportunidad, y limitar este proyecto a los taxis, colectivos, vehículos particulares y de transporte escolar, casos en que la solución a que se ha arribado es, a su juicio, satisfactoria.


El Subsecretario de Transportes hizo presente que a solicitud de la Comisión de Transportes se desarrolló una manera de hacer la distinción respecto de quien cargaba gas y por ello se creó la solución mixta, para discriminar entre buses, taxis o particulares. Informó que el parque actual de buses que utilizan gas en Chile no supera las 10 unidades y aseguró que el proyecto en nada afecta al plan Transantiago, porque lo que se planteaba al establecer una cantidad máxima de buses era poder contar con un mecanismo de fiscalización más eficiente.


Los representantes del Ejecutivo aseguraron que el impuesto no tiene un carácter expropiatorio, porque el nivel, si bien superior al que se cobra a vehículos que utilizan diesel, es inferior al que se cobra a un vehículo a gasolina.


Señalaron que efectivamente uno de los problemas que existía en la materia era que los buses terminarían pagando un impuesto mayor que el del diesel y la idea era incentivar la utilización de gas en vehículos pesados, porque contamina menos. Como en la actualidad casi no se utiliza el gas en vehículos pesados, se acordó incorporarlo, dentro de planes regulados. Expresaron que el riesgo que se corre es que, en la medida en que se traspasa a un impuesto variable, y debe establecerse un mecanismo para devolverlo, se acabe devolviendo más de lo que efectivamente se pagó. Por ello se quiso asociar la devolución a planes regulados de transporte colectivo, que permitirían fiscalizar cuánto se pagó de impuesto.


Explicaron que se había solicitado inicialmente pasar a un sistema de impuesto variable y que había una limitante técnica para eso, por lo que se desarrolló por el Ministerio de Transportes ciertos resguardos para poder hacer la conversión de patentes a impuesto variable. Después se solicitó que el monto de patente final que tuvieran que pagar los taxis no fuera muy alto, lo que se tradujo en una combinación de patente e impuesto variable en que el impuesto variable equivalente es más alto que el actual en diesel. Para lograr que el gas sea una alternativa para los buses, el proyecto establece que el impuesto se devuelve.


Los personeros del Ejecutivo aseveraron que la solución permanente debiera consistir en una devolución equivalente al mayor impuesto que pagarían respecto del diesel.


El Honorable Senador señor Foxley reflexionó sobre la conveniencia de eliminar por completo de la iniciativa la regulación referente a vehículos pesados, en atención a que el universo de buses al que se aplicaría la norma es muy reducido.


Los representantes del Ejecutivo explicaron que no lo consideran apropiado porque hay también problemas de fiscalización. En una misma bomba de servicio sería el bombero quien tendría que determinar a quien se le aplica el impuesto y a quien no.


Destacaron que se había intentado plantear, en la Comisión de Transportes, una solución consistente en un impuesto variable equivalente al impuesto variable del diesel. El bus sólo pagaría un impuesto variable igual al que paga un vehículo a diesel y no pagaría patente. Los taxis pagarían impuesto variable, igual que un vehículo a diesel, y una patente de 11 UTM. En este punto de la discusión se produjo una negociación producto de la cual se estimó elevado este último monto de patente, lo que llevó a subir el impuesto variable por encima del equivalente al diesel y ello generó el problema de que los 10 buses que existen actualmente, que contaminan menos que los vehículos que utilizan diesel, pagarían un impuesto mayor, por lo que se estableció la bonificación del artículo 3º transitorio, para esos y para otros buses que se interesaran en participar en cualquier proyecto regulado por la Subsecretaría de Transportes.


El Honorable Senador señor Boeninger insistió en la posibilidad de excluir los vehículos pesados del proyecto en informe, e hizo notar que el problema que afecta a los 10 buses se puede enfrentar ahora con medidas administrativas, postergando para un futuro cercano la tarea de legislar integralmente sobre los vehículos pesados.


Los representantes del Ejecutivo se mostraron dispuestos a eliminar de la iniciativa el tratamiento de los vehículos pesados, aunque enfatizaron la necesidad de legislar en la materia próximamente.


Por último, y para permitir el despacho del proyecto, anunciaron el envío de una indicación que limita la bonificación que se establece en el artículo 3º transitorio sólo al mayor impuesto que se pagaría respecto de un vehículo a diesel, y sin acotar a 300 vehículos la antedicha bonificación.


Expresaron que en la referida indicación también se propondrá cambiar, en el artículo 2º transitorio, el guarismo “2003” por “2002”, atendido el hecho de que los Honorables Senadores Flores y Orpis han hecho presente que hay casos que corresponden al año 2002 que habría que favorecer también con la norma de ese precepto transitorio.


Posteriormente, se revisaron los artículos de la iniciativa que son de competencia de la Comisión de Hacienda.

Artículo 1º

El artículo 1º modifica, en 7 numerales, la ley Nº 18.502, que establece un impuesto específico a los combustibles.

Número 1


El numeral 1 sustituye el artículo 1º por otro, que  aplica un impuesto al consumo vehicular de los combustibles gas natural comprimido y gas licuado a petróleo, los que se devengan al momento de la venta que efectúa el distribuidor al vendedor. Su declaración y pago son de cargo del distribuidor, quien deberá enterarlos en arcas fiscales dentro de los primeros 10 días hábiles siguientes a la semana en que se efectuaron las transferencias.


Si el distribuidor, productor o importador vende directamente estos combustibles para el consumo vehicular o con el objetivo de abastecer para el consumo vehicular a vehículos que sean explotados por él retire estos combustibles, se devengarán los impuestos establecidos en esta ley, al momento de la carga de dichos combustibles de los estanques o contenedores de que deberá disponer exclusivamente para tal efecto, y que deberán ser autorizados por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles de conformidad con el artículo 2º de esta ley.  Dichos estanques deberán contar con un mecanismo que registre la cantidad de combustible que se les haya cargado y que se haya expendido desde los mismos. El distribuidor, productor o importador deberá declarar dicha carga y pagar el impuesto correspondiente en los mismos términos que señala el inciso precedente.


Serán considerados como distribuidores los vendedores de estos combustibles, para el consumo vehicular, que total o parcialmente realicen la carga de éstos en sus estanques o contenedores autorizados por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, de conformidad con el artículo 2° de esta ley.


Los impuestos específicos al gas natural comprimido y gas licuado de petróleo, se expresarán en unidades tributarias mensuales, según su valor vigente al momento de la determinación del impuesto por cada mil metros cúbicos del producto, en adelante UTM/KM3, en el caso del gas natural comprimido y por cada metro cúbico del producto, en adelante UTM/M3, en el caso del gas licuado de petróleo y, desde la entrada en vigencia de la presente ley hasta el 31 de diciembre del 2008, se calcularán de la siguiente forma:


a. Para el gas natural comprimido, será igual a 4,8 UTM/KM3.


b. Para el gas licuado de petróleo, será igual a 3,3 UTM/M3.


Para el período que corresponde a los años 2009 a 2010, el monto de los impuestos será de 5,5 UTM/KM3 y 3,8 UTM/M3 respectivamente. Para el año 2011 el monto de los impuestos será de 6,2 UTM/KM3 y 4,3 UTM/M3, respectivamente. A partir del año 2012, el monto de los impuestos será de 6,9 UTM/KM3 y 4,9 UTM/M3, respectivamente. 


Los impuestos específicos que se establecen en el presente artículo no serán base imponible del Impuesto a las Ventas y Servicios establecido en el D.L. Nº 825.


Al artículo 1º contenido en el Nº 1 se presentaron las indicaciones Nos 1 a), 1, 2, 3, 4, 5 y 6.

Indicación Nº 1a)


La indicación Nº 1 a), de S.E. el Presidente de la República, sustituye el artículo 1°, por el siguiente:


“Artículo 1°.- Establécese, a beneficio fiscal, el impuesto específico, que más adelante se indica, al consumo vehicular y a la utilización de los combustibles gas natural comprimido y gas licuado de petróleo. El impuesto específico establecido tendrá el carácter de mixto, esto es considera un componente variable aplicable al consumo vehicular y un componente fijo por la utilización o empleo del respectivo combustible.


El componente variable del impuesto específico se devengará al tiempo de la venta, en territorio nacional, que efectúe el distribuidor de estos combustibles al vendedor de combustibles gas natural comprimido, gas licuado de petróleo o de ambos, para su consumo vehicular, que cuente con la autorización señalada en el inciso cuarto del artículo 2° de la presente ley. Su declaración y pago son de cargo del distribuidor, quien deberá enterarlos en arcas fiscales dentro de los primeros 10 días hábiles siguientes a la semana en que se efectuaron las transferencias.


Adicionalmente, para el caso que el distribuidor, productor o importador de los citados combustibles venda directamente estos combustibles para el consumo vehicular; o que con el objeto de abastecer para el consumo vehicular a vehículos que sean explotados por él retire estos combustibles, se devengará el componente variable del impuesto específico establecido en este artículo, al momento de la carga de dichos combustibles de los estanques o contenedores de que deberá disponer exclusivamente para tal efecto, y que deberán ser autorizados por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles de conformidad con el artículo 2º de esta ley. Dichos estanques deberán contar con un mecanismo que registre la cantidad de combustible que se les haya cargado y que se haya expendido desde los mismos. El distribuidor, productor o importador deberá declarar dicha carga y pagar el componente variable del impuesto específico establecido en este artículo, en los mismos términos que señala el inciso precedente.


Para los efectos del inciso precedente, serán considerados como distribuidor los vendedores de estos combustibles, para el consumo vehicular, que total o parcialmente realicen la carga de estos en sus estanques o contenedores autorizados por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, de conformidad con el artículo 2° de esta ley.


El componente fijo del impuesto específico será de declaración anual y a beneficio fiscal, debiéndose declarar y pagar en el mes de enero de cada año. El componente fijo del impuesto específico se aplicará a los propietarios de los vehículos que utilicen gas natural comprimido o gas licuado petróleo como combustible.


El pago del componente fijo del impuesto, podrá efectuarse en doce cuotas mensuales e iguales, expresadas en unidades tributarias mensuales, la primera, dentro del mes de enero de cada año, y cada una de las restantes, dentro de los once meses siguientes.


Los propietarios de los vehículos que deban declarar y pagar por primera vez el componente fijo del impuesto, lo harán proporcionalmente por cada uno de los meses que falten para el siguiente mes de enero, pudiéndose efectuar su pago en un número de cuotas igual a la cantidad de meses.


La obligación de pagar el componente fijo del impuesto establecido en este artículo, recaerá sobre los propietarios de los respectivos vehículos. Sólo podrán eximirse del pago del componente fijo del impuesto específico aquellos propietarios que acrediten, en forma fehaciente,  que su vehículo ha sido retirado de circulación en forma permanente, dentro del mes anterior al que corresponda pagar la respectiva cuota.


No podrá otorgarse el permiso de circulación a los vehículos señalados en este artículo mientras no se acredite el pago total del componente fijo del impuesto o de las correspondientes cuotas a la fecha de otorgamiento.


Las respectivas municipalidades deberán exigir que se acredite el pago del componente fijo del impuesto o de las cuotas que correspondan, mediante certificación del Servicio de Tesorerías, antes de otorgar o renovar el permiso de circulación y deberán dejar constancia del pago, consignándolo en dicho documento.


Con todo, los vehículos motorizados que utilizan gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible, que sean detectados circulando por calles, caminos o vías públicas, por Carabineros, el Servicio de Impuestos Internos, inspectores fiscales, municipales, y que no cumplan con lo dispuesto en los incisos anteriores, serán retirados de circulación, puestos a disposición del juzgado de policía local que corresponda, y depositados en los lugares habilitados para tales efectos por las respectivas municipalidades. 


Su propietario será citado al tribunal a más tardar dentro de los cinco días siguientes a la fecha del retiro y será condenado al pago de una multa de entre 5 UTM hasta 50 UTM dependiendo de las circunstancias bajo las que se cometió la infracción y el tipo y destino del vehículo detectado en la comisión de la misma.


El vehículo afectado sólo podrá ser retirado del mencionado recinto previa autorización del tribunal, una vez que se acredite el pago total de la multa y del componente fijo del impuesto específico.


Las Municipalidades deberán prestar la colaboración que se les requiera para la aplicación y fiscalización del componente fijo del impuesto específico.


Ningún ministro de fe podrá autorizar los instrumentos que sirvan de título a la transferencia de vehículos motorizados afectos al impuesto establecido en este artículo, mientras no se acredite que se encuentra al día el pago del componente fijo del impuesto específico. La contravención de esta prohibición constituirá una infracción tributaria que será sancionada de conformidad con lo previsto en el inciso primero del artículo 109° del Código Tributario.


El Servicio de Registro Civil e Identificación incorporará el tipo de combustible así como el peso bruto vehicular a los requisitos de inscripción en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados. Asimismo informará periódicamente al Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones y al Servicio de Impuestos Internos de todos aquellos vehículos que hayan sido inscritos y que utilicen gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible. Los propietarios de dichos vehículos deberán actualizar sus inscripciones, incorporando la información  requerida en este inciso.


El componente variable del impuesto específico se establecerá por cada mil metros cúbicos del producto, en adelante UTM/KM3, en el caso del gas natural comprimido y por cada metro cúbico del producto, en adelante UTM/M3, en el caso del gas licuado de petróleo.


El componente fijo del impuesto específico será expresado en unidades tributarias mensuales, según el valor vigente al mes de su pago.


El impuesto específico que se establece desde la entrada en vigencia de la presente ley, se calculará de la siguiente forma:


a) Automóviles de servicio de alquiler destinado al uso público e inscritos en el Registro Nacional de Servicio de Pasajeros del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones:


Para el gas natural comprimido, el componente variable será de 1,93 UTM/KM3 y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,40 UTM/M3. Para el gas natural comprimido, el componente fijo será de 4,0 UTM y para el gas licuado de petróleo, será igual a 4,0 UTM. 


b) Vehículos de transporte escolar independiente de su peso, que realicen su revisión técnica como tales:


Para el gas natural comprimido, el componente variable será de 1,93 UTM/KM3 y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,40 UTM/M3. Para el gas natural comprimido, el componente fijo será de 1,5 UTM y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,5 UTM. 


c) Vehículos con peso bruto vehicular inferior a 3.860 kilogramos, salvo los que se indican en la letra siguiente: 


Para el gas natural comprimido, el componente variable será de 1,93 UTM/KM3 y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,40 UTM/M3. Para el gas natural comprimido, el componente fijo será de 1,5 UTM y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,5 UTM. 


d) Automóviles, station wagon y vehículos similares con peso bruto vehicular inferior a 2.700 kilogramos, salvo los vehículos de transporte escolar que realicen su revisión técnica como tales:


Para el gas natural comprimido, el componente variable será de 1,93 UTM/KM3 y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,40 UTM/M3. Para el gas natural comprimido, el componente fijo será de 5,1 UTM y para el gas licuado de petróleo, será igual a 5,1 UTM. 


El impuesto específico que se establece en el presente artículo no será base imponible del Impuesto a las Ventas y Servicios establecido en el D.L. Nº 825.


Facúltase al Tesorero General de la República para dictar las instrucciones que sean necesarias para la correcta aplicación de las obligaciones que le impone este artículo.”.



- Sometida a votación esta indicación, fue aprobada en los mismos términos que venía formulada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, Foxley y Flores.

Indicación Nº 1


La indicación Nº 1, de S.E. el Presidente de la República, sustituye los incisos cuarto y quinto del artículo 1º, por los siguientes:


“Los impuestos específicos al gas natural comprimido y gas licuado de petróleo, se expresarán en unidades tributarias mensuales, según su valor vigente al momento de la determinación del impuesto por cada mil metros cúbicos del producto, en adelante UTM/KM3, en el caso del gas natural comprimido y por cada metro cúbico del producto, en adelante UTM/M3, en el caso del gas licuado de petróleo y, desde la entrada en vigencia de la presente ley hasta el 31 de diciembre del 2008, se calcularán de la siguiente forma:


a) Para el gas natural comprimido, será igual a 4,8 UTM/KM3.


b) Para el gas licuado de petróleo, será igual a 3,5 UTM/M3.


Para el período que corresponde a los años 2009 a 2010, el monto de los impuestos será de 5,4 UTM/KM3 y 4,0 UTM/M3 respectivamente. Para el año 2011 el monto de los impuestos será de 6,0 UTM/KM3 y 4,4 UTM/M3, respectivamente. A partir del año 2012, el monto de los impuestos será de 6,6 UTM/KM3 y 4,9 UTM/M3, respectivamente.”.


- Sometida a votación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, Foxley y Flores.

Indicación Nº 2


La indicación Nº 2, del Honorable Senador señor Orpis, reemplaza el inciso cuarto del artículo 1º, por el siguiente:


“Los impuestos específicos al gas natural comprimido y gas licuado de petróleo, se expresarán en unidades tributarias mensuales, según su valor vigente al momento que se devengue el impuesto por cada mil metros cúbicos del producto, en adelante UTM/KM3, para el caso del gas natural comprimido y por cada metro cúbico del producto, en adelante UTM/M3, para el caso del gas licuado de petróleo, y desde la entrada en vigencia de la presente ley se calcularán de la siguiente forma:


a) Para el gas natural comprimido, será igual a 3,21 UTM/KM3.


b) Para el gas licuado de petróleo, será igual a 2,17 UTM/M3.”.


- La Comisión no se pronunció sobre esta indicación, que fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

Indicación Nº 3


La indicación Nº 3, del Honorable Senador señor Novoa, suprime, en el inciso cuarto del artículo 1º, la frase “hasta el 31 de diciembre de 2008”.


- Sometida a votación esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, Foxley y Flores.
Indicación Nº 4


La indicación Nº 4, del Honorable Senador señor Fernández, reemplaza, en la letra a. del inciso cuarto del artículo propuesto, la expresión “4,8 UTM/KM3” por “1,78 UTM/KM3”.


- La Comisión no se pronunció acerca de esta indicación, que fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.
Indicaciones Nºs 5 y 6


Las indicaciones Nos 5, del Honorable Senador señor Novoa, y 6, del Honorable Senador señor Orpis, suprimen el inciso quinto del artículo propuesto.


- Sometidas a votación estas indicaciones, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, Foxley y Flores.
Número 3


Sustituye el artículo 3º de la ley 18.502, por el siguiente:


“Artículo 3°.- Los vehículos que sean detectados por Carabineros, el Servicio de Impuestos Internos o por inspectores fiscales utilizando los combustibles gas natural comprimido o gas licuado de petróleo y que no cumplan con las condiciones técnicas o con las condiciones de rotulación establecidas de acuerdo al artículo precedente, serán retirados de circulación por personal de Carabineros, puestos a disposición del juzgado de policía local que corresponda, y serán depositados en los lugares habilitados para tales efectos por las respectivas municipalidades.


Su propietario será citado al tribunal a más tardar dentro de los cinco días siguientes a la fecha del retiro y será condenado al pago de una multa a beneficio fiscal de entre 5 UTM hasta 50 UTM, dependiendo de las circunstancias bajo las que se cometió la infracción y el tipo y destino del vehículo detectado en la comisión de la misma.


El vehículo afectado sólo podrá ser retirado del mencionado recinto previa autorización del tribunal, una vez que se acredite el pago total de la multa establecida en el inciso anterior y sólo podrá volver a circulación una vez que cumpla con las condiciones técnicas establecidas por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para el uso del combustible para el cual se encuentra autorizado.


El tribunal podrá eximir del pago de la multa al propietario cuyo vehículo cuente con la rotulación establecida en el inciso segundo del artículo precedente, pero que carezca de las condiciones técnicas establecidas en su inciso primero, por razones ajenas a dicho propietario. 


Los distribuidores o vendedores de gas natural comprimido o gas licuado de petróleo para el consumo vehicular, que vendan estos combustibles para su consumo en cualquier vehículo que no cuente con el medio de rotulación que al efecto establezca el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones   establecido en el inciso segundo del artículo 2° de esta ley,  serán sancionados con una multa, a beneficio fiscal, de entre 20 UTM hasta 50 UTM por cada vehículo en el que se detecte dicha infracción y la clausura del establecimiento hasta por 20 días.


A los distribuidores o vendedores de gas natural comprimido o gas licuado de petróleo que vendan estos combustibles para el consumo vehicular sin la autorización establecida en el inciso cuarto del artículo 2° de esta ley, serán sancionados con una multa, a beneficio fiscal, de entre 20 UTM hasta 50 UTM por cada vehículo en el que se detecte dicha infracción y la clausura del establecimiento hasta por 20 días.”.

Número 5


Agrega, a continuación del artículo 4º de la ley Nº 18.502, el siguiente artículo 4º bis:


“Artículo 4º bis.- La adaptación clandestina de vehículos motorizados al uso de gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible, entendiendo por tales aquellas realizadas por personas o en establecimientos o talleres, que no cuenten con las autorizaciones del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, será penado con una multa no inferior a 50 unidades tributarias mensuales ni superior a 70, y el comiso de los bienes empleados.


En igual pena incurrirán aquellos que, aún contando con estas autorizaciones, instalen dichos dispositivos en vehículos cuyos modelos no hayan sido autorizados por la entidad responsable para la utilización de gas natural comprimido o gas licuado de petróleo, quienes serán sancionados, además, con la revocación de la referida autorización.


Lo dispuesto en los incisos precedentes es, sin perjuicio a las sanciones administrativas que pudieren imponerse a los autores de dichos delitos en la preparación o ejecución de los mismos.


La Superintendencia de Electricidad y Combustibles, Carabineros de Chile y los inspectores fiscales deberán denunciar cualquier acto que haga sospechar se estén ejecutando o preparando la ejecución  de los actos señalados en los incisos primero y segundo de este artículo.”.

Número 6


Deroga el artículo 5º de la ley Nº 18.502.


El referido artículo 5º establece que no podrá renovarse el permiso de circulación de los vehículos señalados en el artículo 1º mientras no se acredite el pago total del impuesto correspondiente al año anterior, salvo que el interesado demuestre que en un determinado período estuvo acogido a la norma del inciso segundo del artículo 3º, esto es, haber sido retirados de circulación o haberse cambiado a otro tipo de combustible dentro del mes anterior al que corresponda pagar la respectiva cuota.

Número 7


Agrega, en el inciso final del artículo 6°, -que establece los impuestos específicos a las gasolinas automotrices y el ,petróleo diesel- a continuación del punto aparte (.), que se transforma en punto seguido (.), lo siguiente:  “En el caso de las ventas de los combustibles, gas natural comprimido o gas licuado a petróleo,  señaladas en esta ley, realizadas dentro de las Zonas Francas a consumidores que no sean usuarios de éstas, el impuesto deberá ser retenido por el vendedor de dichos combustibles y enterado en arcas fiscales, dentro de los diez días hábiles siguientes a la semana en que se efectúen las transferencias.”.


- Los números 3, 5, 6 y 7 fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, Foxley y Flores. 

Artículo 2º


Agrega un número 26 en el artículo 97 del Código Tributario.


El artículo 97 del Código Tributario se refiere a las infracciones a las disposiciones tributarias y sus respectivas sanciones.


El numeral 26 que se propone agregar a esta norma es del siguiente tenor:


“26.- La venta o abastecimiento clandestinos de gas natural comprimido o gas licuado de petróleo para consumo vehicular, entendiéndose por tal aquellas realizadas por personas que no cuenten con las autorizaciones establecidas en el inciso cuarto del artículo 2° de la ley Nº 18.502, será penado con presidio menor en su grado mínimo a medio y una multa de hasta cuarenta unidades tributarias anuales.”.


- El artículo 2º fue aprobado unánimemente, con los votos de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, Foxley y Flores.

Disposiciones Transitorias

Artículo 1º


Es del tenor siguiente:


“Artículo 1º transitorio.- Lo dispuesto en los numerales 1 a 4 del artículo 1° de esta ley entrará en vigencia el primer día hábil del mes siguiente a la fecha de publicación de la misma.


Lo dispuesto en el número 26 del artículo 97 del Código Tributario, que se modifica mediante el artículo 2° de la presente ley entrará en vigencia el primer día hábil del mes siguiente a la fecha de publicación de la misma. 


Los propietarios de vehículos motorizados que utilizan gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible, comprendidos en la letra  a) del artículo 12 del decreto ley N° 3.063 de 1979 y en los números 1, 2, 3 y 4 de la letra b) del artículo 12 del decreto ley N° 3.063, de 1979, sólo deberán cancelar las cuotas del impuesto establecido en la ley N° 18.502, devengadas y vencidas a la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones establecidas en la presente ley.


Aquellos propietarios que hayan pagado en una cuota anual el impuesto a que se refiere el inciso precedente, podrán recuperar el monto equivalente a las cuotas mensuales no vencidas a la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones establecidas en la presente ley, en el plazo y forma que establezca el Servicio de Impuestos Internos.”


- La Comisión lo aprobó por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, Foxley y Flores.

Artículo 2º


El artículo 2º transitorio, aprobado en general, señala que el impuesto a los vehículos motorizados que transiten utilizando gas licuado de petróleo como combustible en las calles, caminos y vías públicas en general que establece el artículo 1° de la ley Nº 18.502, desde el 1 de enero de 2003 hasta la entrada en vigencia de lo dispuesto en los numerales 1 a 4 del articulo 1° de esta ley, será equivalente al impuesto establecido en dicho articulo para los vehículos motorizados que utilicen gas natural comprimido como combustible.


Agrega que los propietarios de los vehículos que utilicen gas licuado de petróleo como combustible que durante el período a que se refiere el inciso precedente, hayan pagado el impuesto establecido en el artículo 1° de la ley Nº 18.502 de conformidad a la tasa aplicable con anterioridad a dicho período, podrán recuperar lo pagado en exceso en el plazo y forma que establezca el Servicio de Impuestos Internos.


A este artículo se plantearon las indicaciones Nos 7 y 7 a).

Indicación Nº 7


La indicación Nº 7, del Honorable Senador señor Orpis, lo reemplaza por el siguiente:


“Artículo 2º transitorio.- El impuesto a los vehículos motorizados que transiten utilizando gas licuado de petróleo o gas natural como combustible en las calles y vías públicas en general que establece el artículo 1º de la ley Nº 18.502, desde el 1 de enero de 2003 hasta la entrada en vigencia de lo dispuesto en los numerales 1 a 4 del artículo 1º de esta ley, se condonarán las cuotas con anterioridad a las modificaciones introducidas por esta ley, a los vehículos comprendidos en los números 1, 2, 3 y de la letra b) del artículo 12 del decreto ley Nº 3.063, de 1979, que se devenguen desde la entrada en vigencia de esta ley y hasta la fecha en que a cada vehículo en particular le corresponda solicitar el permiso de circulación a que se refiere el decreto ley Nº 3.063, de 1979.”.


- La Comisión no se pronunció acerca de esta indicación, que fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

Indicación Nº 7 a)


La indicación Nº 7 a), de S.E. el Presidente de la República, sustituye el artículo 2° transitorio, por el siguiente:


“Artículo 2º transitorio.- El impuesto a los vehículos motorizados que transiten utilizando gas licuado de petróleo como combustible en las calles, caminos y vías públicas en general que establece el artículo 1° de la ley Nº 18.502, desde el 1 de enero de 2003 hasta la entrada en vigencia de lo dispuesto en los numerales 1 a 4 del articulo 1° de esta ley, baja desde 45,0 UTM al año hasta 19,26 UTM al año.


Los propietarios de los vehículos que utilicen gas licuado de petróleo como combustible que durante el período a que se refiere el inciso precedente, hayan pagado el impuesto establecido en el artículo 1° de la ley Nº 18.502 de conformidad a la tasa aplicable con anterioridad a dicho período, podrán recuperar lo pagado en exceso en el plazo y forma que establezca el Servicio de Impuestos Internos.”.

Posteriormente, en el plazo especial abierto al efecto, S.E. el Presidente de la República planteó indicación para sustituir, en el inciso primero, el guarismo “2003” por “2002”.


- Sometida a votación esta indicación, fue aprobada en los mismos términos que venía formulada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, Foxley y Flores.


- A continuación se tuvo por aprobada, con enmiendas, por la misma votación, la indicación número 7 a).

Artículo 3º


La Comisión de Transportes y Telecomunicaciones incorporó un artículo 3º transitorio, nuevo, en virtud de la aprobación de la indicación Nº 8 a).


En el segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones se hace presente que S.E. el Presidente de la República formuló dos indicaciones -8 y 8 a)- que incorporan a la iniciativa un artículo transitorio, nuevo, las que difieren entre sí sólo en aspectos formales, y que con posterioridad se señaló que la indicación Nº 8 había sido sustituida por la indicación Nº 8 a).

Indicación Nº 8


Como ya se señaló, incorpora un artículo transitorio, nuevo, al proyecto,  y sus diferencias con la indicación Nº 8 a) consisten en contemplar un inciso como tercero, en la 8 y, el mismo texto, como inciso penúltimo en la indicación 8 a). Además, en la indicación Nº 8 se señala que la bonificación se pagará a los vehículos, en cambio, la indicación Nº 8 a), establece que se pagará a los propietarios de los vehículos. Finalmente, la indicación 8 utiliza el término “miles de metros cúbicos” y la indicación 8 a), utiliza el término “millares de metros cúbicos”.


- Sometida a votación esta indicación, fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, Foxley y Flores.

Indicación Nº 8 a)


La indicación Nº 8 a), de S.E. el Presidente de la República, tiene por objetivo incorporar el siguiente artículo 3° transitorio, nuevo:


“Artículo 3° transitorio.- Establécese una bonificación equivalente al monto del impuesto a que se refiere el artículo 1° de la ley Nº 18.502 soportado anualmente por los propietarios y/o arrendatarios de los primeros 300 buses licitados en la implementación de los Planes y Programas de Transporte aprobados por la Subsecretaria de Transporte, y que cumplan con los siguientes requisitos: 


a) Ser vehículos con motores diseñados y construidos de fábrica para utilizar gas natural comprimido o gas licuado de  petróleo como combustible;


b) Contar con la autorización para utilizar gas natural comprimido o gas licuado de  petróleo, otorgada conforme a la normativa vigente, y


c) Estar incorporados en el Registro Nacional de Servicios de Transporte Público de Pasajeros, como servicios licitados por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en la Región Metropolitana


La bonificación se pagará únicamente a los propietarios de los vehículos que al momento del pago cumplan con las condiciones anteriormente descritas. El Ministerio de  Transportes y Telecomunicaciones certificará la concurrencia de dichas condiciones a solicitud de los interesados.


La bonificación establecida en este artículo se pagará anualmente, durante todo el periodo que dure la concesión, reajustada en la forma que determine el reglamento.


La bonificación será equivalente al monto del impuesto efectivamente soportado anualmente por los propietarios y/o arrendatarios de cada bus que utilice gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible.


El impuesto soportado por los propietarios y/o arrendatarios de los buses a que se refiere el inciso primero de este artículo para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, no podrá superar al monto del impuesto que le hubiere correspondido pagar a cada bus de acuerdo al tipo de combustible utilizado, la extensión de su recorrido, el número de recorridos diarios de cada vehículo, el modelo de los buses y su rendimiento expresado en kilómetros por metro cúbico ó millar de metros cúbicos, según corresponda, lo que establecerá anualmente la Secretaría Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones de la Región Metropolitana o la entidad en que delegue esta atribución. Para los efectos de estimar el rendimiento de cada combustible, dicha entidad deberá oír la opinión experta de al menos dos empresas o profesionales de reconocido prestigio en el área de la ingeniería de transporte. 


La bonificación se pagará a través del Servicio de Tesorerías a los propietarios y/o arrendatarios de los buses a que se refiere el inciso primero de este artículo, los cuales deberán acreditar fehacientemente el pago del impuesto por el cual se solicita dicha bonificación. 


La forma y condiciones de pago de la bonificación serán determinadas por reglamento, mediante decreto del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, el que deberá ser suscrito también por el Ministro de Hacienda.


Facúltase al Tesorero General de la República para dictar las instrucciones que sean necesarias para la correcta  aplicación del beneficio que establece la presente ley.”.

Con posterioridad, y en el plazo especial abierto al efecto, S.E. el Presidente de la República formuló indicaciones para efectuar las siguientes enmiendas en el artículo 3º transitorio:


- Sustituir su inciso primero por el siguiente:


“Establécese una bonificación equivalente a una proporción del impuesto a que se refiere el artículo 1° de la Ley 18.502 soportado anualmente por los propietarios y/o arrendatarios de buses licitados en la implementación de los Planes y Programas de Transporte aprobados por la Subsecretaria de Transporte, y que cumplan con los siguientes requisitos: 



a) Ser vehículos con motores diseñados y construidos de fábrica para utilizar gas natural comprimido o gas licuado de  petróleo como combustible, y



b) Contar con la autorización para utilizar gas natural comprimido o gas licuado de  petróleo, otorgada conforme a la normativa vigente.”.


- Reemplazar su inciso cuarto por el siguiente:


“La bonificación será equivalente a la diferencia entre impuesto efectivamente soportado anualmente por los propietarios y/o arrendatarios de cada bus que utilice gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible y el impuesto que le hubiere correspondido pagar a dicho vehículo si utilizara petróleo diesel como combustible.”.


- Sometida a votación estas indicaciones, que recogen el acuerdo al que se llegó en la Comisión, según se explicó en su oportunidad, fueron aprobadas en los mismos términos en que venían formuladas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, Foxley y Flores.


Como consecuencia de esta votación se tuvo también por aprobada, con modificaciones, con idéntica unanimidad, la indicación número 8 a).


La Honorable Senadora señora Matthei dejó constancia de que el pago de la bonificación establecida en el artículo 3º transitorio no debe ser efectuado en forma anual, pues ello sería gravoso para los contribuyentes.


Los representantes del Ejecutivo señalaron que se estudia que el pago de la bonificación se realice en forma bimensual o trimestral.

- - -

FINANCIAMIENTO





El Informe Financiero Sustitutivo elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, del 3 de mayo de 2005, señala que “En lo relativo a la exención, se ha estimado que, el impacto fiscal, en términos de menor recaudación de impuesto específico al diesel por los 300 primeros buses que se conviertan a la utilización de gas, asciende a MM$ 679, en pesos de abril 2005”.





El aludido documento agrega a continuación que “En cuanto al establecimiento de impuestos y patente anual sobre los vehículos que utilizan gas como combustible, se ha estimado que el impacto sobre los ingresos fiscales asciende, en régimen, a MM$ -4.883, en pesos de abril 2005”.





Finalmente, el informe financiero expresa que “En cuanto a la homologación de los impuestos que gravan a los vehículos que utilizan gas licuado con los que utilizan gas natural, desde el 1º de enero de 2003 y hasta la fecha en que entre en vigor la nueva estructura de tasas y patentes, se produce un mayor costo fiscal estimado en: MM$ 2.795 en moneda de abril 2005.”.





El informe financiero complementario, de fecha 16 de mayo de 2005, señala que “en lo relativo a la bonificación, que reemplaza lo señalado en el I.F. Nº 26, se estima que esta medida no presenta impacto fiscal, por lo que el costo de MM$ 679, en pesos de abril de 2005, presentado en dicho informe como efecto de la aplicación de la exención, se anula.”.





A continuación agrega que “En cuanto a la ampliación hasta el 1º de enero de 2002, del plazo para acceder a la homologación de los impuestos que gravan a los vehículos que utilizan gas licuado con los que utilizan gas natural, y hasta la fecha en que entre en vigor la nueva estructura de tasas, se ha estimado que se produce un mayor costo fiscal, en relación con lo señalado en el I.F. Nº 26, estimado en: MM$ 975 en moneda de abril de 2005.”.





En consecuencia, las normas del proyecto no producirán desequilibrios presupuestarios ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, con las siguientes modificaciones:

Artículo 2º transitorio


Sustituir, en el inciso primero, el guarismo “2003” por “2002”.
(Indicación nueva del Ejecutivo, unanimidad 4x0).

Artículo 3º transitorio


- Sustituir su inciso primero por el siguiente:


“Establécese una bonificación equivalente a una proporción del impuesto a que se refiere el artículo 1° de la Ley 18.502 soportado anualmente por los propietarios o arrendatarios de buses licitados en la implementación de los Planes y Programas de Transporte aprobados por la Subsecretaria de Transporte, y que cumplan con los siguientes requisitos: 



a) Ser vehículos con motores diseñados y construidos de fábrica para utilizar gas natural comprimido o gas licuado de  petróleo como combustible, y



b) Contar con la autorización para utilizar gas natural comprimido o gas licuado de  petróleo, otorgada conforme a la normativa vigente.”.


- Reemplazar su inciso cuarto por el siguiente:


“La bonificación será equivalente a la diferencia entre el impuesto efectivamente soportado anualmente por los propietarios o arrendatarios de cada bus que utilice gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible y el impuesto que le hubiere correspondido pagar a dicho vehículo si utilizara petróleo diesel como combustible.”.

(Indicaciones nuevas del Ejecutivo, unanimidad 4x0).

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


En virtud de las modificaciones que se han señalado, el proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.502, que establece un impuesto específico a los combustibles:


1.- Sustitúyese el artículo 1º, por el siguiente:



“Artículo 1°.- Establécese, a beneficio fiscal, el impuesto específico, que más adelante se indica, al consumo vehicular y a la utilización de los combustibles gas natural comprimido y gas licuado de petróleo. El impuesto específico establecido tendrá el carácter de mixto, esto es considera un componente variable aplicable al consumo vehicular y un componente fijo por la utilización o empleo del respectivo combustible.


El componente variable del impuesto específico se devengará al tiempo de la venta, en territorio nacional, que efectúe el distribuidor de estos combustibles al vendedor de combustibles gas natural comprimido, gas licuado de petróleo o de ambos, para su consumo vehicular, que cuente con la autorización señalada en el inciso cuarto del artículo 2° de la presente ley. Su declaración y pago son de cargo del distribuidor, quien deberá enterarlos en arcas fiscales dentro de los primeros 10 días hábiles siguientes a la semana en que se efectuaron las transferencias.


Adicionalmente, para el caso que el distribuidor, productor o importador de los citados combustibles venda directamente estos combustibles para el consumo vehicular; o que con el objeto de abastecer para el consumo vehicular a vehículos que sean explotados por él retire estos combustibles, se devengará el componente variable del impuesto específico establecido en este artículo, al momento de la carga de dichos combustibles de los estanques o contenedores de que deberá disponer exclusivamente para tal efecto, y que deberán ser autorizados por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles de conformidad con el artículo 2º de esta ley. Dichos estanques deberán contar con un mecanismo que registre la cantidad de combustible que se les haya cargado y que se haya expendido desde los mismos. El distribuidor, productor o importador deberá declarar dicha carga y pagar el componente variable del impuesto específico establecido en este artículo, en los mismos términos que señala el inciso precedente.


Para los efectos del inciso precedente, serán considerados como distribuidor los vendedores de estos combustibles, para el consumo vehicular, que total o parcialmente realicen la carga de estos en sus estanques o contenedores autorizados por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, de conformidad con el artículo 2° de esta ley.


El componente fijo del impuesto específico será de declaración anual y a beneficio fiscal, debiéndose declarar y pagar en el mes de enero de cada año. El componente fijo del impuesto específico se aplicará a los propietarios de los vehículos que utilicen gas natural comprimido o gas licuado petróleo como combustible.


El pago del componente fijo del impuesto, podrá efectuarse en doce cuotas mensuales e iguales, expresadas en unidades tributarias mensuales, la primera, dentro del mes de enero de cada año, y cada una de las restantes, dentro de los once meses siguientes.


Los propietarios de los vehículos que deban declarar y pagar por primera vez el componente fijo del impuesto, lo harán proporcionalmente por cada uno de los meses que falten para el siguiente mes de enero, pudiéndose efectuar su pago en un número de cuotas igual a la cantidad de meses.


La obligación de pagar el componente fijo del impuesto establecido en este artículo, recaerá sobre los propietarios de los respectivos vehículos. Sólo podrán eximirse del pago del componente fijo del impuesto específico aquellos propietarios que acrediten, en forma fehaciente,  que su vehículo ha sido retirado de circulación en forma permanente, dentro del mes anterior al que corresponda pagar la respectiva cuota.


No podrá otorgarse el permiso de circulación a los vehículos señalados en este artículo mientras no se acredite el pago total del componente fijo del impuesto o de las correspondientes cuotas a la fecha de otorgamiento.


Las respectivas municipalidades deberán exigir que se acredite el pago del componente fijo del impuesto o de las cuotas que correspondan, mediante certificación del Servicio de Tesorerías, antes de otorgar o renovar el permiso de circulación y deberán dejar constancia del pago, consignándolo en dicho documento.


Con todo, los vehículos motorizados que utilizan gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible, que sean detectados circulando por calles, caminos o vías públicas, por Carabineros, el Servicio de Impuestos Internos, inspectores fiscales, municipales, y que no cumplan con lo dispuesto en los incisos anteriores, serán retirados de circulación, puestos a disposición del juzgado de policía local que corresponda, y depositados en los lugares habilitados para tales efectos por las respectivas municipalidades. 


Su propietario será citado al tribunal a más tardar dentro de los cinco días siguientes a la fecha del retiro y será condenado al pago de una multa de entre 5 UTM hasta 50 UTM dependiendo de las circunstancias bajo las que se cometió la infracción y el tipo y destino del vehículo detectado en la comisión de la misma.


El vehículo afectado sólo podrá ser retirado del mencionado recinto previa autorización del tribunal, una vez que se acredite el pago total de la multa y del componente fijo del impuesto específico.


Las Municipalidades deberán prestar la colaboración que se les requiera para la aplicación y fiscalización del componente fijo del impuesto específico.


Ningún ministro de fe podrá autorizar los instrumentos que sirvan de título a la transferencia de vehículos motorizados afectos al impuesto establecido en este artículo, mientras no se acredite que se encuentra al día el pago del componente fijo del impuesto específico. La contravención de esta prohibición constituirá una infracción tributaria que será sancionada de conformidad con lo previsto en el inciso primero del artículo 109° del Código Tributario.


El Servicio de Registro Civil e Identificación incorporará el tipo de combustible así como el peso bruto vehicular a los requisitos de inscripción en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados. Asimismo informará periódicamente al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y al Servicio de Impuestos Internos de todos aquellos vehículos que hayan sido inscritos y que utilicen gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible. Los propietarios de dichos vehículos deberán actualizar sus inscripciones, incorporando la información  requerida en este inciso.


El componente variable del impuesto específico se establecerá por cada mil metros cúbicos del producto, en adelante UTM/KM3, en el caso del gas natural comprimido y por cada metro cúbico del producto, en adelante UTM/M3, en el caso del gas licuado de petróleo.


El componente fijo del impuesto específico será expresado en unidades tributarias mensuales, según el valor vigente al mes de su pago.


El impuesto específico que se establece desde la entrada en vigencia de la presente ley, se calculará de la siguiente forma:


a) Automóviles de servicio de alquiler destinado al uso público e inscritos en el Registro Nacional de Servicio de Pasajeros del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones:


Para el gas natural comprimido, el componente variable será de 1,93 UTM/KM3 y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,40 UTM/M3. Para el gas natural comprimido, el componente fijo será de 4,0 UTM y para el gas licuado de petróleo, será igual a 4,0 UTM. 


b) Vehículos de transporte escolar independiente de su peso, que realicen su revisión técnica como tales:


Para el gas natural comprimido, el componente variable será de 1,93 UTM/KM3 y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,40 UTM/M3. Para el gas natural comprimido, el componente fijo será de 1,5 UTM y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,5 UTM. 


c) Vehículos con peso bruto vehicular inferior a 3.860 kilogramos, salvo los que se indican en la letra siguiente: 


Para el gas natural comprimido, el componente variable será de 1,93 UTM/KM3 y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,40 UTM/M3. Para el gas natural comprimido, el componente fijo será de 1,5 UTM y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,5 UTM. 


d) Automóviles, station wagon y vehículos similares con peso bruto vehicular inferior a 2.700 kilogramos, salvo los vehículos de transporte escolar que realicen su revisión técnica como tales:


Para el gas natural comprimido, el componente variable será de 1,93 UTM/KM3 y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,40 UTM/M3. Para el gas natural comprimido, el componente fijo será de 5,1 UTM y para el gas licuado de petróleo, será igual a 5,1 UTM. 


El impuesto específico que se establece en el presente artículo no será base imponible del Impuesto a las Ventas y Servicios establecido en el D.L. Nº 825.


Facúltase al Tesorero General de la República para dictar las instrucciones que sean necesarias para la correcta aplicación de las obligaciones que le impone este artículo.”.


2.- Sustitúyese el artículo 2°, por el siguiente:


“Artículo 2°.- Sólo podrán utilizar los combustibles gas natural comprimido o gas licuado de petróleo los vehículos que cumplan con las condiciones técnicas que establezca el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que deberán cautelar la inviolabilidad o imposibilidad de manipulación del sistema de almacenamiento del combustible en el vehículo, el cual, en el caso del gas licuado de petróleo, deberá contener una válvula o mecanismo que impida el trasvasije de combustible desde depósitos no autorizados hacia éste.


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones establecerá las condiciones de rotulación que permitan una adecuada fiscalización de los vehículos autorizados para utilizar gas natural comprimido ó gas licuado de petróleo.


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones deberá revisar las condiciones técnicas señaladas en el inciso primero de este artículo, cuando los organismos fiscalizadores informen que el diseño vigente no garantiza la inviolabilidad de los sistemas.


Ninguna instalación de combustibles podrá surtir gas natural comprimido o gas licuado de petróleo a vehículos motorizados si no se encuentra debidamente registrada por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, organismo que informará al Servicio de Impuestos Internos los registros realizados.


La Superintendencia de Electricidad y Combustibles, en cumplimiento de las funciones que le asigna la ley Nº 18.410, orgánica de dicho servicio, fiscalizará el cumplimiento de las disposiciones del inciso precedente y deberá informar al Servicio de Impuestos Internos de los resultados de estos procedimientos cuando se detecten infracciones a esta ley.


El Servicio de Impuestos Internos podrá solicitar a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles practicar o participar en procesos de fiscalización del cumplimiento de las disposiciones de este artículo.”.


3.- Sustitúyese el artículo 3°, por el siguiente:


“Artículo 3°.- Los vehículos que sean detectados por Carabineros, el Servicio de Impuestos Internos o por inspectores fiscales utilizando los combustibles gas natural comprimido o gas licuado de petróleo y que no cumplan con las condiciones técnicas o con las condiciones de rotulación establecidas de acuerdo al artículo precedente, serán retirados de circulación por personal de Carabineros, puestos a disposición del juzgado de policía local que corresponda, y serán depositados en los lugares habilitados para tales efectos por las respectivas municipalidades.


Su propietario será citado al tribunal a más tardar dentro de los cinco días siguientes a la fecha del retiro y será condenado al pago de una multa a beneficio fiscal de entre 5 UTM hasta 50 UTM, dependiendo de las circunstancias bajo las que se cometió la infracción y el tipo y destino del vehículo detectado en la comisión de la misma.


El vehículo afectado sólo podrá ser retirado del mencionado recinto previa autorización del tribunal, una vez que se acredite el pago total de la multa establecida en el inciso anterior y sólo podrá volver a circulación una vez que cumpla con las condiciones técnicas establecidas por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para el uso del combustible para el cual se encuentra autorizado.


El tribunal podrá eximir del pago de la multa al propietario cuyo vehículo cuente con la rotulación establecida en el inciso segundo del artículo precedente, pero que carezca de las condiciones técnicas establecidas en su inciso primero, por razones ajenas a dicho propietario. 


Los distribuidores o vendedores de gas natural comprimido o gas licuado de petróleo para el consumo vehicular, que vendan estos combustibles para su consumo en cualquier vehículo que no cuente con el medio de rotulación que al efecto establezca el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones   establecido en el inciso segundo del artículo 2° de esta ley,  serán sancionados con una multa, a beneficio fiscal, de entre 20 UTM hasta 50 UTM por cada vehículo en el que se detecte dicha infracción y la clausura del establecimiento hasta por 20 días.


A los distribuidores o vendedores de gas natural comprimido o gas licuado de petróleo que vendan estos combustibles para el consumo vehicular sin la autorización establecida en el inciso cuarto del artículo 2° de esta ley, serán sancionados con una multa, a beneficio fiscal, de entre 20 UTM hasta 50 UTM por cada vehículo en el que se detecte dicha infracción y la clausura del establecimiento hasta por 20 días.”.


4.- Sustitúyese el artículo 4° por el siguiente:


“Artículo 4°.- Los organismos fiscalizadores, deberán informar periódicamente al Servicio de Impuestos Internos los casos en que se detecten infracciones a los dos artículos precedentes, según el plazo y forma que éste determine.


Las empresas vendedoras de gas natural comprimido o gas licuado de petróleo sólo podrán vender dicho combustible a aquellos vehículos que cuenten con el medio de rotulación que al efecto establezca el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, debiendo informar a este ministerio, en la forma y plazo que éste determine, de aquellos vehículos que no cumplan con dicho requisito y soliciten la venta.”.


5.- Agregar, a continuación del artículo 4º, el siguiente artículo 4º bis:


“Artículo 4º bis.- La adaptación clandestina de vehículos motorizados al uso de gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible, entendiendo por tales aquellas realizadas por personas o en establecimientos o talleres, que no cuenten con las autorizaciones del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, será penado con una multa no inferior a 50 unidades tributarias mensuales ni superior a 70, y el comiso de los bienes empleados.


En igual pena incurrirán aquellos que, aún contando con estas autorizaciones, instalen dichos dispositivos en vehículos cuyos modelos no hayan sido autorizados por la entidad responsable para la utilización de gas natural comprimido o gas licuado de petróleo, quienes serán sancionados, además, con la revocación de la referida autorización.


Lo dispuesto en los incisos precedentes es, sin perjuicio a las sanciones administrativas que pudieren imponerse a los autores de dichos delitos en la preparación o ejecución de los mismos.


La Superintendencia de Electricidad y Combustibles, Carabineros de Chile y los inspectores fiscales deberán denunciar cualquier acto que haga sospechar se estén ejecutando o preparando la ejecución  de los actos señalados en los incisos primero y segundo de este artículo.”.


6.- Derógase el artículo 5º.


7.- Agrégase, en el inciso final del artículo 6°, a continuación del punto aparte (.), que se transforma en punto seguido (.), lo siguiente:  “En el caso de las ventas de los combustibles, gas natural comprimido o gas licuado a petróleo,  señaladas en esta ley, realizadas dentro de las Zonas Francas a consumidores que no sean usuarios de éstas, el impuesto deberá ser retenido por el vendedor de dichos combustibles y enterado en arcas fiscales, dentro de los diez días hábiles siguientes a la semana en que se efectúen las transferencias.”.

Artículo 2°.- Agrégase en el artículo 97, del Código Tributario, el siguiente número 26:


“26.- La venta o abastecimiento clandestinos de gas natural comprimido o gas licuado de petróleo para consumo vehicular, entendiéndose por tal aquellas realizadas por personas que no cuenten con las autorizaciones establecidas en el inciso cuarto del artículo 2° de la ley Nº 18.502, será penado con presidio menor en su grado mínimo a medio y una multa de hasta cuarenta unidades tributarias anuales.”.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1º transitorio.- Lo dispuesto en los numerales 1 a 4 del artículo 1° de esta ley entrará en vigencia el primer día hábil del mes siguiente a la fecha de publicación de la misma.


Lo dispuesto en el número 26 del artículo 97 del Código Tributario, que se modifica mediante el artículo 2° de la presente ley entrará en vigencia el primer día hábil del mes siguiente a la fecha de publicación de la misma. 


Los propietarios de vehículos motorizados que utilizan gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible, comprendidos en la letra  a) del artículo 12 del decreto ley N° 3.063 de 1979 y en los números 1, 2, 3 y 4 de la letra b) del artículo 12 del decreto ley N° 3.063, de 1979, sólo deberán cancelar las cuotas del impuesto establecido en la ley N° 18.502, devengadas y vencidas a la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones establecidas en la presente ley.


Aquellos propietarios que hayan pagado en una cuota anual el impuesto a que se refiere el inciso precedente, podrán recuperar el monto equivalente a las cuotas mensuales no vencidas a la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones establecidas en la presente ley, en el plazo y forma que establezca el Servicio de Impuestos Internos.


Artículo 2º transitorio.- El impuesto a los vehículos motorizados que transiten utilizando gas licuado de petróleo como combustible en las calles, caminos y vías públicas en general que establece el artículo 1° de la ley Nº 18.502, desde el 1 de enero de 2002 hasta la entrada en vigencia de lo dispuesto en los numerales 1 a 4 del articulo 1° de esta ley, baja desde 45,0 UTM al año hasta 19,26 UTM al año.


Los propietarios de los vehículos que utilicen gas licuado de petróleo como combustible que durante el período a que se refiere el inciso precedente, hayan pagado el impuesto establecido en el artículo 1° de la ley Nº 18.502 de conformidad a la tasa aplicable con anterioridad a dicho período, podrán recuperar lo pagado en exceso en el plazo y forma que establezca el Servicio de Impuestos Internos.

Artículo 3° transitorio.- Establécese una bonificación equivalente a una proporción del impuesto a que se refiere el artículo 1° de la Ley 18.502 soportado anualmente por los propietarios o arrendatarios de buses licitados en la implementación de los Planes y Programas de Transporte aprobados por la Subsecretaria de Transporte, y que cumplan con los siguientes requisitos: 



a) Ser vehículos con motores diseñados y construidos de fábrica para utilizar gas natural comprimido o gas licuado de  petróleo como combustible, y



b) Contar con la autorización para utilizar gas natural comprimido o gas licuado de  petróleo, otorgada conforme a la normativa vigente.


La bonificación se pagará únicamente a los propietarios de los vehículos que al momento del pago cumplan con las condiciones anteriormente descritas. El Ministerio de  Transportes y Telecomunicaciones certificará la concurrencia de dichas condiciones a solicitud de los interesados.


La bonificación establecida en este artículo se pagará anualmente, durante todo el periodo que dure la concesión, reajustada en la forma que determine el reglamento.


La bonificación será equivalente a la diferencia entre el impuesto efectivamente soportado anualmente por los propietarios o arrendatarios de cada bus que utilice gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible y el impuesto que le hubiere correspondido pagar a dicho vehículo si utilizara petróleo diesel como combustible.

El impuesto soportado por los propietarios y/o arrendatarios de los buses a que se refiere el inciso primero de este artículo, para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, no podrá superar al monto del impuesto que le hubiere correspondido pagar a cada bus de acuerdo al tipo de combustible utilizado, la extensión de su recorrido, el número de recorridos diarios de cada vehículo, el modelo de los buses y su rendimiento expresado en kilómetros por metro cúbico ó millar de metros cúbicos, según corresponda, lo que establecerá anualmente la Secretaría Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones de la Región Metropolitana o la entidad en que delegue esta atribución. Para los efectos de estimar el rendimiento de cada combustible, dicha entidad deberá oír la opinión experta de al menos dos empresas o profesionales de reconocido prestigio en el área de la ingeniería de transporte. 


La bonificación se pagará a través del Servicio de Tesorerías a los propietarios y/o arrendatarios de los buses a que se refiere el inciso primero de este artículo, los cuales deberán acreditar fehacientemente el pago del impuesto por el cual se solicita dicha bonificación. 


La forma y condiciones de pago de la bonificación serán determinadas por reglamento, mediante decreto del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, el que deberá ser suscrito también por el Ministro de Hacienda.


Facúltase al Tesorero General de la República para dictar las instrucciones que sean necesarias para la correcta  aplicación del beneficio que establece la presente ley.”.
- - -


Acordado en sesiones de fecha 11, 16 y 17 de mayo de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Ominami Pascual (Presidente) (Fernando Flores Labra, Presidente accidental), señora Evelyn Matthei Fornet y señores Edgardo Boeninger Kausel, Alejandro Foxley Rioseco (Presidente accidental) y José García Ruminot.


Sala de la Comisión, a 17 de mayo de 2005.



  (Fdo.):    ROBERTO BUSTOS LATORRE

                                     Secretario
� Definen y castigan los delitos de violación, estupro y otros delitos sexuales.


� 61 días a 3 años.


� De 61 a 540 días.


� Tipifica y sanciona los crímenes y simples delitos contra las personas.


� Definen y castigan los delitos de violación, estupro y otros delitos sexuales e incesto.


� Se trata de la amenaza con arma blanca o de fuego y de las lesiones leves.


� De 21 a 40 días.


� “4ª La de haberse ejecutado el hecho en vindicación próxima de una ofensa grave causada al autor, a su cónyuge, a sus parientes legítimos por consanguinidad o afinidad en toda la línea recta y en la colateral hasta el segundo grado inclusive, a sus padres o hijos naturales o ilegítimos reconocidos.”.


� Ver notas 4 y 5.


� Ver notas 4 y 5.


� Se refiere a los delitos de violación de un menor de 14 años y violación con homicidio.


� El artículo 361 se refiere a la violación. La referencia al artículo 336 Nº 1 es incorrecta, porque corresponde al texto fijado por la ley Nº 19.617, de 1999, que fue sustituido por la ley �Nº 19.927, de 2004. En la formulación de la primera de las leyes citadas, el precepto sanciona la realización de una acción sexual abusiva con una persona mayor de doce años, distinta del acceso carnal.


� Presidio menor en su grado mínimo (61 a 540 días).


� De 41 a 60 días.


� 1 de octubre de 2005.
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